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INTRODUCCIÓN 



Señores examinadores: 



Vengo d llenar un deber universitario y y al 
hacerlo^ cumplo con esfyecial agrado la obliga- 
ción de manifestar d mis ilns^trados profesores^ 
mi gratitud por la sabia dirección con que nos 
han puesto en el camino de la ciencia. 

El tema que he abordado corno objeto de esta 
tesis ha sido ya desenvuelto hábilmente^ en parte, 
en algunas obras de comentaristas argentinos; 
y solo en parle^ digo y porque con excepción de 
la legislación penal patria, las leyes criminales 
que nos han regido hasta el fin de la época co- 
lonialy no han sido tratadas entre nosotros sino 
incidentalmente, mencionándose apenas una no- 
ticia histórica de las mismas; y aún de las dis- 
posiciones puestas en vigencia con posterioridad 
á la Revolución de Mayo, algunas no han sido 
comentadas. 

Examinar todas esas disposiciones penales^ 
desde las mas remotas y ya caducas, hasta las 
actualmente en vigor; estudiarlas siquiera rá- 
pidamente y apuntar las observaciones de alguna 
importancia, que se desprendan de ese estudio; 
tal ha sido mi propósito. 

Para ello, he necesitado dividir este trabajo 
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en dos partes, de acuerdo con su misma natu- 
raleza. 

La primera trata de la legislación Espa- 
ñola que tuvo vigencia en América, y respecto 
de la cual me limito d considerar en conjunto 
las disposiciones referentes d cada materia^ 
transcribiendo^ enumerando, etc,^ solo aquellos 
preceptos de detalle que signifiquen algún ade- 
lanto ó retroceso digno de mención; y en cada 
cuerpo de leyeSy d exponer simplemente las in-- 
novaciones que implique con relación á los an- 
teriores. 

En la segunda parte me ocupo del Derecho 
Penal Patrio^ deteniéndome algo maSy que en el 
anterior, en el exdmen de los principios que lo 
constituyen. Para esto, menciono los preceptos 
penales de cada ley particular ó Código, espe- 
cialmente del que nos rige en la actualidad^ sin 
proponerme darle el carácter de un verdadero 
comentario, paralo cual necesariamente habria 
tenido que hacer un previo y prolijo estudio, y 
disponer de mucho mas tiempo del que he te- 
nido, y porque además se requiere mayor pre- 
paración que la que los estudiantes sacamos^ de 
las aulas y por mas hábil que haya sido la direc- 
ción de nuestros profesores. 

Al ocupar la atención de los Señores Aca- 
démicos por mas tiempo del que se acostumbra 
con esta clase de pruebas universitarias^ no he 
tenido la idea de at>arecer erudito, solo me he 
propuesto que mi modesto trabajo pueda servir 
de alguna utilidad d los alumnos que dediquen 
su tiempo al estudio del Derecho Criminal. 
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ANTECEDENTES 



ÉPOCA COLONIAL 
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El Fuero Juzgo (Forum ó Líber Judicum, Co- 
dex Visjgothorum, Líber Gothorum» Líber Legum, 
etc.), es el primero de los' Códigos Españoles en el 
orden cronológico. 

Fué compilado bajo el reinado de Chindasvínto, 
y no por los ^<66 Obispos, en el Concilio cuarto de 
Toledo, ante elRey Don Sisenando», como errónea- 
mente se ha sostenido, á causa de estar escrita la 
frase que hemos citado, en el Título Preliminar que 
antecede al Libro Piimero de este Código. (1) Se 
ha observado, y con toda razón, que si el encabe- 
zamiento que mencionamos contuviese la verdad en 
esta cuestión, las actas de ese Concilio contendrían 
alguna noticia; y ellas, que se conservan comple- 
tas, nada dicen al respecto. 

Recesvinto, Er vigío y Egica, en los Concilios 
VIII, Xlt y XVI de Toledo, respectivamente, refor- 
maron en varias partes la compilación que Chin- 
dasvínto había hecho, teniendo por base las leyes 
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dadas por los Reyes anteriores á sus reinados, des- 
de Eurico, el primer monarca que dio á los Visi- 
godos leyes escritas (1), hasta el expresado Egica. 
Así pues, el Fuero Juzgo, comenzado á formar á 
mediados del siglo VII, quedó definitivamente colec- 
cionado, tal como hoy existe, en los reinados de 
Egica y Witiza. Fué escrito en Latin,y traducido 
al Castellano bajo el reinado de Fernando III el 
Santo* 

Se divide en 12 Libros, que comprenden varios 
títulos, cada uno de los cuales contiene á su vez 
vanes leyes. Un título I, que con más propiedad 
debería llamarse Preliminar, con cuyo nombre lo 
designaremos, antecede al Libro Primero. En total 
comprende el Código 608 Leyes. 

La parte relativa al Derecho Penal no se en- 
cuentra toda ordenada, sino que independientemente 
de los Libros Sexto, Séptimo, Octavo y Noveno, que 
se ocupan especialmente de la materia, hay dispo- 
siciones referentes á ella en: el Título Preliminar^ 
Leyes 6 á 13; en el Libro Segundo^ Tit. I^ Leyes 
3, 5, 6, 7 y 19; Tit. III, Ley 4; Tit. IV, Leyes 2, 3, 6, 
y 9; en el Libro Tercero, Tit. II, Leyes 2, 3, 4, 5, 6 
y 7; Tit. III, Leyes 1 á 12; Tit. IV, Leyes 1 á 17; 
Tit. V. Leyes 1 á 7; Libro Quinto, Tit. I, Ley 5; 
Tit. IV, Ley 12; Libro Undécimo, Tit. I; Tit II, 
Leyes 1 y 2; Libro Duodécimo, Tit. II,Leyes. 2 á 
8, 12, 14, 15, 17 y 18; Tit. III, Leyes 1 á 8; Tit. IV, 
Leyes 1 á 13, 17, 19, á24, 26 y 27. 

Vamos á seguir, en cuanto sea posible, el orden 
de exposición que establece nuestro Código Penal 
vigente. 

«La Ley se hace para refrenar la maldad de 
los hombres; de modo que los buenos tengan se- 
guridad entre los malos, y estos dejen de hacer 
mal por medio de la pena:» Tal es el objeto de la 
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Ley Penal, segfun el Fuero Juzgo (ley 5, tit 11, 
Libro Primero.) 

La culpa ó imprudencia tiene marcado, por lo 
general, un castigo mas leve que el que corresponde 
al delito cometido voluntariamente, 

Recon(5cese en varias leyes la gradación que es 
necesario hacer con respecto á los individuos que in- 
tervienen en la comisión de hechos delituosos, de 
acuerdo con su mayor ó menor participación en los 
mismos. 

No obstante, olvidando tan excelente principio, 
se hace á veces extensiva la pena del autor prin- 
cipal á los cómplices, como en los casos de com- 
plicidad en el homicidio voluntario, y en el hurto, 

Castígase en este Código con diversa penali- 
dad á los encubridores^ aplicándoles casi siempre 
una pena menor que al autor del delito. En algu- 
nos casos el castigo no guarda proporción con el 
hecho, por su excesiva severidad. Tal es, por ejem- 
plo, el que impone la ley 19, título I, Libro No- 
veno: «El hombre libreó siervo que encubra ladro- 
nes á sabiendas, sea apremiado por el Juez á pre- 
sentarles y además reciba doscientos azotes; y no 
pudiendo hacer tal presentación, sufra la misma 
pena que ellos debían sufrir.» 

Implícitamente se desprende de varias dispo- 
siciones de este Código, el concepto determinado 
de una manera expresa por nuestra Ley Penal en 
su art. 46, y que dispone, que no serán castiga- 
dos otros actos ú omisiones que los que la ley 
con anterioridad haya calificado de delitos. Ver- 
dad es que la legislación Romana ya lo había con- 
sagrado: «Ubinon est lex, nec prevaricatio.» 

No es excusable la ignorancia del Derecho, 
según expresamente lo dispone la ley 3 del tít. I, 
Libro Segundo. A los efectos de su observancia, 
disponen los legisladores que «La Ley ha de ser^ t 
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fnatiifiésVft, y íilrigrüho j3ór ella debe fecibíf Bgáftoi» 
(ley 4, tít. II, Libro Primero,) 

* Todos los delitos deben seguir á los que los co- 
meten; de forma que por ellos no sean penados 
los padres, hijos, hermanos, parientes, ni vecinos, 
ni el marido por la mujer, ni éstd por él. Solo sea 
castigado el delincuente, y el delito muera con él; 
sus hijos y herederos no sean obligados por ello''; 
ley 8, tít. I, Libro Sexto. Este gran principio de 
la legislación penal, dá entre los Visigodos uñ 
carácter personalfsimo al castigo. Únicamente, y 
esto causa no poco asombro, la familia real está 
excluida de esa disposición que sanciona la tran- 
quilidad de los hijos y demás parientes del crimi- 
nal. En la ley 11 del tít. Preliminar se lee: "Si al- 
gún Rey no quisiere guardar y cumplir estos es- 
tatutos, toda su generación sea despreciada por 
siempre^ y él. además, pierda sus biches y su honra 
en este mundo, y sea penado con sus compañeros 
en el infierno.)^ Asi, la ley, que es igual para to- 
dos, según la sabia disposición de la ley 3, tít. 
II, Libro Primero — "La Ley gobierna la ciudad y 
gobierna al hombre; es común á todos, varones y 
hembras, grandes y pequeños, sabios é ignorantes, 
hidalgos y villanos: se dá para el bien del Rey y 
del Pueblo, y luce, como el sol en beneficio de 
todos^'— , se quiebra tan solo en perjuicio del más 
alto, del mas poderoso, para consagrar un castigo 
durísimo, no solo en la persona de él, sino tam- 
bién en toda su descendencia; y si no se puede 
aprobar semejante principio que establece tan ex- 
traña desigualdad, no es menos cierto que él fué 
dictado en consideración á levantadísimos propó- 
sitos, para impedir futuros despotismos. 

Puede parecer que la igualdad de los hombres 
ante la ley es ilusoria, si se atiende á que del 
contexto de este Código, surje claramente el prin- 
cipio en cuya virtud los castigos infamantes se aplí- 
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carán mas á los hombres de la díase baja que á 
los nobles; pero ese principio está contradicho, con 
exceso, por varias disposiciones que le son opuestas; 
entre ellas, la de la ley 1, tit. I, Libro Doce, que 
recomienda á4os Jueces: «mitigar algún tanto las 
penas cuando se hayan de inlponer á hombres viles 
y pobres.» Esta compensación así establecida tan 
sabiamente, y que respeta por una parte los privi- 
legios tradicionales de la nobleza, propios de la 
época, y que determina por otra parte mayor tem* 
planza en el castigo del pobre que en el rico, ar- 
moniza perfectamente para aquel tiempo las desi- 
gualdades impuesta por la condición social y política 
de las clases que formaban la Nación Visigoda, y 
demuestra; como lo ha dicho muy bien un distin- 
guido jurista,» que en los Legisladores Godos había 
instintos de civilización que no habia en los otros 
pueblos de procedencia semejante álasuya> (1) 

La responsabilidad civil está consagrada por 
la. ley en varios casos, y principalmente en los de- 
litos que cometieren los siervos. 

La publicidad de los castigos, está prescrita en 
la ley 7, tit. IV, Libro Séptimo. Esto es una consecuen- 
cia lógica de la teoría que sustenta el Fuero Juzgo^ 
respecto del objeto de la Ley Penal. Necesitándose 
que el castigo fuese lo más ejemplarizador posible, 
la ley ordena que él sea público, á. despecho de 
las buenas costumbres en algunos casos, como son 
los de las leyes 5^ y 6,^ tit. VI, Libro Tercero, 4^, 
tit. IV, Libro Duodécimo, etc. 

Las penas que establece el Fuero Juzgo son 
las siguientes: 

Muerte, Excomunión, 

Talión, Servidumbre, 

Venganza privada, Extrañamiento^ 



(x) José Muro, obra €ÍMda, pág. CXI. 
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Mutilación, 

Tormento, 

Azotes, 

Infamia, 

Degradación, 



Prisión, 
Confiscación, 
Inhabilitación, 
Composición, 



Como se vé, entre ellas hay algunas que reves- 
tían un carácter de verdadera crueldad. No obStan- 
tC; es necesario tener presente que este Código se 
formó en una época en que no había asomos si- 
quiera de Ciencia Penal, y que, en comparación con 
las legislaciones que entonces existían en los de- 
más países sobre la materia, el Fuero Juzgo es 
relativamente benigno. 

La pena de muerte se ejecutaba ordinariamen- 
te por medio de la decapitación; pero en varias le- 
yes se encuentran disposiciones en cuya virtud €íl 
último suplicio se ejecutaba por el apaleamiento, 
lapidación ó quema del condenado. Como acceso- 
ria de esta pena había una de carácter pecuniario, 
denominada homecillo ú omecillo^ y que consistía 
en el fago de una cierta suma de dinero que debia 
satisfacer el delincuente á la familia del ofendido, 
y en determinadas ocasiones, también el Juez que 
no quisiere imponer e( castigo al reo. 

Puede notarse que la pena de muerte en su 
carácter mas cruel, se impone ordinariamente por 
infracciones contraía Religión, como consecuejicia 
natural del espíritu de odio é intolerancia que ani- 
maba contra los disidentes, á los ministros de la 
Religión en aquella época 

La pena del taitón^ bárbaro resabio de la le- 
gislación mosaica, introducida en la sociedad vi- 
sigoda por el influjo de los obispos en los Conci- 
lios, donde se elaboró este Código, está expresamente 
establecida en la ley 17, tít. V, Libro Sexto, que 
dispone; «El que por su voluntad mate á su padre, 
madre, hermano, hermana ú otro pariente, sea preso 

/Google 



Digitized by ^ 



al instante por el Juez, el cual le haga morir del 
mismo modo que él mató.» Esta condenación, acerca 
de la cual están demás los comentarios, existe 
también en varias otras leyes del Fuero Juzgo. 

La venganza privada es erijída en ley, espe- 
cialmente en el delito de adulterio: (leyes 1, 3, 5 y 9 
-tit. IV, Libro Tercero), y en el de rapto; (ley 11 tít. 
III Libro Tercero). En todos estos casos, la ley 
ordena que los delincuentes sean entregados á la 
persona directamente ofendida, «para que haga de 
ellos lo que quiera.» En otros casos se dispone, 
.expresamente que el ofendido pudiese tomar la 
venganza que quisiera, menos matar; ley 2, 
tit. L Libro Sexto. 

El señor Muro (1), explica la presencia de 
.este castigo en el Fuero Juzgo, como una san- 
ción legal necesaria de lo que era costumbre tra- 
dicional entre los godos, y dice que los obispos 
y legisladores de éstos, tuvieron que decir como 
se dijo en Atenas: Os damos y no las mejores 
leyes posibles^ sino las que estáis en disposición 
de recibir. Creemos con él qué al tratar de cri- 
ticar las instituciones pasadas, es indispensable 
tener en cuenta ciertas atemperancias que discul- 
pan un tanto disposiciones inconciliables con los 
sanos principios; pero nos permitimos creer también 
que si esas atemperancias existen en el presente 
caso, ellas no tienen vigor suficiente para justifi,- 
car las disposiciones á que hacemos referencia. En 
efecto, la sociedad visigoda mantenía, aunque de- 
bilitada por las costumbres, la pena arbitraria pri- 
vada; y de ahí que se creyese necesario tolerar, y 
aún más, sancionar con fuerza de ley esa costum- 
bre primitiva. Es verdad que no siempre las leyes 
reforman los usos tradicionales de los pueblos; pero 
no puede negarse que en muchas ocasiones son 
un medio poderoso para encausarlos paulatinamen- 



(x) Obra citada, pág. CXXVIl ... 
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te, á efecto (Je conseguir, ó cambiarlos en otros 
más en armonía con el progreso de la sociedad 
en que que existen, 6 extinguirlos totalmente. El 
pueblo romano se había habituado de tal manera 
al bárbaro espectáculo del Circo, que las repugnan- 
tes escenas de éste se convirtieron en festejos na- 
cionales. Uno que otro filósofo se atrevía á conde- 
nar esas juegos indignos de un Estado que tenía 
una civilización tan avanzada; pero esas genero- 
sas ideas, aisladas, se estrellaban sin fruto contra 
el torrente de la opinión pública del Pueblo Rey. 
No obstante, aparece el Cristianismo, y á despecho 
de las tradiciones populares y de la fuerza imperan- 
te de los Césares, ataca sin rodeos costumbres sal- 
vajes, y después de una lucha homérica, obtiene 
con el sacrificio de la preciosa sangre de sus már- 
tires, la más completa victoria. Las escenas del 
Circo y las inmolaciones de los hombres para la 
diversión del pueblo, desaparecen para dar paso 
á los principios de las nuevas creencias, que con- 
sagraban el respeto de la personalidad humana por 
el hombre mismo. — Así también pudieron obrar 
los obispos y legisladores de la nación goda. De 
seguro que el sistema de la venganza, privada 
no ofrecía mayor resistencia á la innovación que 
la que ofreció la costumbre del Circo, arriba men- 
cionada. 

Por otra parte, sabido es que en el orden de 
las instituciones penales, á la venganza privada 
siguió el sistema de las composiciones; y si esta 
pena existia también entre los Godos con fuerza 
de costumbre, ¿no hubiera sido entonces, posible la 
supresión legal de la primera, puesto que la se- 
gunda es una verdadera transición, como el mismo 
señor Muro lo asegura, entre la ley antigua que 
autorizaba de una manera absoluta la venganza 
privada, y la ley actual que la rechaza absoluta- 
mente también? 
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Es necesario reflexionar muy poco para com- 
prender cuanta crueldad consagran las disposicio- 
nes que permiten la venganza privada. Dice al 

respecto del señor Muro « es el mayor de 

los contrasentidos el colocar la pasión, y nada me- 
nos que la pasión de un hombre ofendido en su 
honor y de una mujer ajada en su honor también, 
en el lugar que debe ocupar la impasibilidad y la 
fría razón. ¿Porque quien no concibe de cuanto 
sería capaz un marido ó una mujer, que tuviesen 
por ministerio de la Ley á los tales culpables? 
¿Quien no vé los horrores que podrian tener lugar 
cuando la Ley al entregarles á los ofendidos, les 
decia: <'haced de ellos lo que queráis?» 

«Cierto es que en otras ocasiones al hacer esta 
concesión^ al decir que se hiciese de ellos lo que 
se quisiese, se solia añadir menos matarles; pero 
aun asi el mal quedaba en pié; porque sabido es 
que dentro de las aberraciones humanas, caben 
hechos que por sus formas ó circunstancias, son 
peores aun que la muerte» (obra citada, pág. 
CXXV.) 

CreemoSj pues, finalmente, que la pena que es- 
tudiamos significa poco menos que un retroceso en 
la legislación penal, dadas las circunstancias que 
hemos apuntado, y especialmente con respecto al 
elemento romano de este Código. 

La mutilación está prescrita también en el Fue- 
ro Juzgo. Podia efectuarse de varias maneras, y 
así: se privaba al culpable de la vista, se le marca- 
ba afrentosamente, se le decaí Vaba ó se le desollaba 
la frente, y en muchos casos se le privaba de al 
gúxi miembro, generalmente del que se habia vali- 
do para cometer el delito. No obstante esto último, 
en algunos casos la aplicación de la pena de mutila- 
ción se ejecutaba de una manera tan incongruente 
con respecto al delito mismo, que no guardaba con 
él la menor relación; tal ocurría en el delito de abór- 
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to, en el cual se ordenaba sacar los ojos á la mujer 
que lo provocase. 

: • Esta pena es condenable por la crueldad inau- 
dita que llevaba consigo, salvó el caso en que con- 
sistía en la decalvación, cuyo castigo puede consi- 
derarse mas bien como irrisorio y degradante para 
el que tenía la desgracia de incurrir en él. «Es 
quílese feamente la cabeza,» dice el Fuero Juzgo en 
varias de sus disposiciones. 

El tormentOy que no siempre puede considerar- 
se una mutilación, tenía á veces el carácter de un 
medio de que se valían los Jueces para arrancar las 
declaraciones, y en otros casos el carácter de una 
verdadera pena; tales son los de las leyes 1, tft. II, 
Libro Sexto, referente á las consultas á adivinos, 5, 
tít. III, Libro Tercero, relativa al rapto, etc. Esta 
pena estaba en la legislación romana del tiempo del 
Imperio, generalizada considerablemente. 

En el Código que estudiamos, trátase de los tor- 
mentos en el tft. I del Libro Sexto; y á más, hay tam- 
bién casos particulares que lo establecen. No obsr 
tante, las limitaciones que se determinan para su 
aplicación son tantas, que de hecho la ley misma 
hizo casi imposible su imposición. Asíalos acusado- 
res y los Jueces estaban sometidos á las mayores con- 
denaciones cuando obraban de mala fé; á veces al 
tallón, es decir, al mismo tormento que hubiese su- 
frido el acusado. El Fuero Juzgo prohibe bajo pe- 
nas severísimas, dar muerte á nadie por medio del 
tormento.^ 

En resumen, si no puede afirmarse que esta 
pena constituye un progreso, su establecimiento en 
este Código, significa por lo menos un adelanto sen- 
sible con respecto á las demás legislaciones de aque- 
lla época y aún de varios siglos después, como 
lo demostraremos mas adelante. 

La ^^wa ^^ as'o/^s, establecida en varias leyes 
del Fuero Juzgo, se. aplicaba con rasgos de la mas 
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refinada crueldad en algunos casos. Apesar de esto, - 
la ley fijaba un máximum relativamente poco ele- 
vado: en ningún caso podrá exceder del número de 
trescientos. Esta pena irrogaba ó nó la infamia del 
reo, según fuera el sistema de azotes aplicado, y 
podía imponerse á los Jueces. 

Este castigo, no obstante su carácter, se ex- 
plica y hasta se justifica perfectamente en el Có- 
digo Visigodo. Él existía en todos los países, y 
desde los tiempos mas remotos; de tal manera que 
se había erigido en las naciones como costumbre 
inveterada. Siquiera el Fuero Juzgo marca un lí- 
mite, que, comparado con el que existia en los de- 
más pueblos, importa relativamente un adelanto. 
A mas, ¿qué de extraño tiene el hecho de que aque- 
llos hombres del siglo Vil establecieran la pena de 
azotes en sus leyes, cuando vemos que en Rusia 
es actualmente un castigo nacional el terrible Knout, 
y que no hace cuatro meses el Parlamento Inglés 
ha rechazado por considerable mayoría de votos 
el proyecto de abolición de la pena de azotes en 
el Reino Unido de la Gran Bretaña? En casi todas 
las naciones Americanas se usa de los azotes como 
del medio mas radical para mantener la disciplina 
en sus ejércitos; y la República Argentina misma 
puede abochornarse de que aún se imponga en 
sus tropas militares ese ruin é indigno castigo. 

La pena de infamia era una consecuencia del 
castigo del delito^ y estaba sancionada en varias 
leyes del Fuero Juzgo. No obstante, había casos 
en que castigos denigrantes no hacian incurrir en 
infamia al que los sufriese; así los Jueces no per- 
dían sus cargos por el hecho de haber sufrido azo- 
tes. 

Respecto de la degradación, los visigodos la 
establecieron, ya como pena principal y única para 
ciertos delitos, ya como accesoria de otras. 

Esta p£a4 y* la d& io&unia. en q^ue incurría el 
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delincuente, se explican con facilidad en el Fuero 
Juzgo. Si actualmente no existe la pena de degra- 
dación en las naciones americanas, por ejemplo, 
es por que no hay en ellas fueros personales ni 
títulos de nobleza, como había entre los -visigodos; 
pero en cuanto á la infamia, ella existe en las na- 
ciones modernas, sea bajo la forma del estigma 
que indeleblemente lleva consigo el condenado á 
una pena de cierta gravedad, ó bajo la del me- 
nosprecio de que aquel es objeto por parte de los 
demás, á consecuencia de esa condenación. A más, 
el derecho penal hace ordinariamente una subdivi- 
sión de los castigos en: corporales^ infamantes 
pecuniarios, etc. Así pues, la ciencia moderna ha 
reconocido el principio de la infamia en ciertas 
penas que introdujo el Derecho Romano en sus 
infatnioefoets et infamioejuris^ y que han repetido 
las legislaciones posteriores. 

La, pena de ^.x:cowí/;í/J;í, establecida en gran nú- 
mero de casos, en los términos: sea excomulgado 
y condenado ante Dios; sea excomulgado y con- 
denado en el juicio final; sea excomulgado para 
siempre, privado del cielo y penado en el infierno; 
etc., etc.; y que dadas nuestras ideas filosóficas es 
una pena puramente eclesiástica, tenía en aquella 
época consecuencias de la mayor importancia, en 
cuya virtud se arrojaba al excomulgado del seno 
de la Iglesia Cristiana, y se le amenazaba con los 
castigos de la vida futura. En el Fuero Juzgo te- 
nía un carácter general y alcanzaba tanto á los 
legos como á los religiosos^ aún álos mismos Obis- 
pos. La ley 10 del título Preliminar dispone: **El 
lego extrangero que procurase tomar el reino, y 
el Obispo ó Clérigo que le ayudare ó se compro- 
metiese con él al intento, sean excomulgados para 
siempre.'^ 

Hemos dicho que la excomunión era en el siglo 
YIl\*n%con4enacií5n verdst4$raniente temible; y lo 
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era no solo por las creencias y preocupaciones reli- 
giosas de la época, sino también por la influencia 
moral y: material que tuvo el Papado durante una 
buena parte de la Edad Media. Baste recordar que 
el más poderoso de los monarcas europeos, Enrique 
de Alemania, fué obligado por un anatema que con- 
tra él lanzó el Papa Gregorio VII, á implorar del 
modo más humillante el perdón de la Santa Sede en el 
Castillo de Canosa. 

Como dato curioso consignamos el siguiente: 
el Rey estaba facultado para levantar excomunio- 
nes, aún á los mismos Obispos. «O si los Obispos 
hicieren que el Rey los perdone,» dice la ley arriba 
citada. Esto mismo se encuentra en la ley 13 del 
mismo título Preliminar. 

En el Fuero Juzgo la existencia de esta pena 
se debió pura y exclusivamente á la influencia que 
ejercieron los Obispos en los Concilios donde se 
elaboró este Código. 

Leí pena de servidumbre eraunacondenación que 
entrañaba suma gravedad. Si bien ella no puede ser 
confundida con la esclavitud, la condición del siervo 
era tan precaria y humillante, que al que la lle- 
vaba consigo se le miraba como á un ser bajo, 
ruin, respecto del cual la ley, no obstante su es* 
píritu general de igualdad, establecía en la parte 
política considerables diferencias, en relación al in- 
dividuo de la clase noble. Esta pena se aplicaba 
con mucha frecuencia; y en cuanto á su existencia 
en el Fuego Juzgo, puede decirse que los Legislado- 
res Visigodos no hicieron sino sancionar por escri- 
to en su Código, lo que ya estaba establecido desde 
varios siglos antes/no solo en su nación, sino tam- 
bién en casi todas las demás que invadieron el Impe- 
rio Romario en el siglo V. . 

El extrañamiento y el destierro existían como 
penas en el Fuero juzgo; y decimos uno y otro 
porque siguiendo en esto el señor Muro, creemos 
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que el primero era de mayor gravedad que el se- 
gundo, y significaba propiamente dicho la depor- 
tación al extrangero, en tanto que el destierro im- 
plicaba el confinamiento, ó sea la traslación del 
condenado de un punto á otro del territorio nacio- 
nal. Ambos están bien caracterizados y sus diferen- 
cias establecidas en varias disposiciones de este Có- 
digo; V. gr. ley 13^tít. IV, Libro Doce: ''El que di- 
jere ser cristiano, y después de hacer la justifica* 
ción y jurarlo, se volviere á su secta, pierda todos 
sus bienes, que se aplicarán al Rey: reciba cien 
azotes, y rasurándole la cabeza, sea desterrado á 
los extremos de la tierra;'^ y ley 2,tít. VI, Libro 
Tercero: «El que obligare á su mujer á hacer es- 
crito de separación, ó la dejare sin él y se casare 
con otra, reciba doscientos azotes, sea señalado 
afrentosamente, y desterrado para siempre^. 

La pena de prisión se encuentra estableci- 
da en este Código, sin que le hayan dado los legisla- 
dores visigodos la importancia que posteriormente 
ha tenido. El tiempo de la condenación no siempre es- 
tá determinado, y cuando más, la ley ordena que el in- 
fractor «^ea encerrado en una fortaleza perpetua- 
mente.» 

La, confiscación y borrada hoy de los códigos pe- 
nales de las naciones civilizadas, se explica perfec- 
tamente entre los visigodos, dadas las ideas que 
generalmente existian sobre la materia en los pue- 
blos de Europa. Aún á mediados del siglo que 
corre, se han dictado leyes de confiscación en varias 
naciones, y entre nosotros ha sido necesario que la 
Constitución Nacional establezca terminantemente 
en su art. 17, que «la confiscación de bienes queda 
borrada para siempre del Código Penal Argentino». 

Otras penas pecuniarias de menor importan- 
cia están sancionadas en el Fuero Juzgo. Con 
respecto á la pena de confiscación, se atenuaba en 
parte su .rigor, imponiéndola en ciertos casos, par- 
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cialmente; es decir, á una parte del patrimonio del 
condenado. 

En ocasiones, la indemnización civil del dafio 
causado, unida á la condenación pecuniaria ó multa, 
revestía un carácter de verdadera exhorbitancia Así 
la ley 2, tít. IV, Libro Sexto, ordena que el que en- 
trare violentamente en casa agena y robare algu- 
na cosa, "pagúela con diez duplos.'' 

La pena de inhabilitación especial perpetua 
se halla establecido en la ley 5, tít. IV, Libro Sépti- 
mo, en los siguientes términos: «El Juez que absol- 
vió injustamente por ruego, etc., queda inhabilitado 
para ser Juez en lo sucesivo. » Esta condenación se 
halla establecida en muchos Códigos modernos. 

El sistema de las composiciones y establecido en 
la ley 2, tít. í Libro Sexto, en términos expresos, tie- 
ne su origen en las costumbres de los Germanos, 
con el cual sustituyeron el de la venganza privada, 
por ser esta condenación á todas luces insuficiente 
para mantener el orden social. Dice la ley citada: 
«Los hombres de inferior clase, acusados de hurto, 
homicidio ú otros delitos, no sean atormentados 
cuando el hurto ó la cosa no exceda de quinientos 
sueldos, en cuyo caso, hágase composición con ar- 
reglo á las leyes; no probando el delito, sálvese 
el acusado, jurando; y el acusador pague lo esta- 
blecido por aquellas para el injusto demandante.'' 

El condenado á componerse daba una suma 
determinada — veregildo—y al ofendido ó á la fa- 
milia de éste, con lo cual se ponía á cubierto de 
la probable venganza de la víctima ó de sus pa- 
rientes. 

Tales son las penas establecidas en el Fuero 
Juzgo. Continuemos el examen de sus principios 
generales. 

Este Código reconoce varias causas qne exi- 
men de pena. Enumeraremos las mas importantes; 
«Y si el marido ó esposo mata á la mujer y al adúl- 
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tero, no pagfue nada por el homicidio;* (ley 4, tft. 

IV, Libro Tercero);. «Si el padre matare á la hija 
que hiciera adulterio en su casa, no haya pena al- 
guna» (5, tít. IV. Libro Tercero); «No se demande 
la muerte del hombre que entre en casa ajena por 
fuerza, con cuchillo sacado, ó con otra cualquier 
arma, para matar al dueño de ella» (2, tít. IV, Lib. 
Sexto); «El que involuntariamente mate á otro sin 
verle, ni saber que allí estuviese, ni tener enemis- 
tad, y lo pruebe ante el Juez sea libre» (2, tít. V, 
Lib. Sexto); «El que hiera ó mate á quien antes in- 
tente herirle sin razón con palo, arma ó de otro 
modo, no pague homicidio, ni incurra en pena al- 
guna" (6, tít. IV, Libro Sexto); «El que mate A 
otro por acaso, 6 empujado de otro, ó cayendo so- 
bre él casualmente, no halla pena alguna» (3, tít. 

V, Libro Sexto); «El que mate á su hijo, padre, 
hermano ó pariente probando con testigos abona- 
dos ante el Juez que lo hizo agraviado, ó por que- 
rerse librar de él^ ó en propia defensa, sea exento 
de pena en su persona y bienes, si procuró, como 
debía, no cometer el homicidio» (19, tít. V, Libro 
Sexto); «El mancebo libre, liberto ó siervo que hi- 
ciere algún daño por mandato de su patrón ó Se- 
ñor, no incurra en pena alguna" ("1, tít. I, Lib. Oc- 
tavo); «El que mate ó hiera á otro que estuviere 
forzando alguna cosa ajena, no haya pena alguna' ' 
(13 tít. I, Libro Octavó). 

Como se vé, algunas de estas causas consa- 
graban prmcipios hoy aceptados casi universalmen- 
te por las legislaciones; pero respecto de otras, el 
Derecho Penal y los Códigos modernos no han hecho 
de ellas sino circunstancias atenuantes, y en ma- 
nera alguna eximentes de castigo. No obstante, 
hay que tener en cuenta que en esta materia, como 
en varias otras, el Fuero Juzgo se adelantó algu- 
nos siglos á las legislaciones de su. tiempo. 

De la atenuación de las penas se ocupan 
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varias disposiciones del tít. V, Libro Sexto^ y de al- 
gunas leyes pertenecientes á otros libros. Excusa- 
mos enumerarlas causas de atenuación de pena que 
establece el Fuero Juzgo; baste que digamos que 
un buen número de ellas están en los códigos mo- 
dernos, como por ejemplo, la incompleta delibera- 
ción por parte del delincuente, antes y durante la 
ejecución del deíitOf etc. 

Ciertas circunstancias particulares de los he- 
chos, y la reincidencia en otros casos, dan origen 
á una agravación legal de la pena. 

Respecto de la extinción legal de las accio- 
nes y de las penaSy no se encuentra materia es- 
pecial y ordenada. No obstante, existen disposicio- 
nes aisladas, de las cuales enunciaremos las más 
importantes á continuación. 

La facultad de indultar se ejercitaba por el Rey, 
en los delitos contra el reino ó contra su persona, 
debiendo aquel, antes de toda concesión de indul- 
to, aconsejarse ^^de los sacerdotes y de los mayo- 
res de su corte^': ley 7, tít. I, Libro Sexto. , 

Establécese en la ley 3, tít. II, Libro Décimo, que: 
«Las causas criminales y los pleitos sobre reclama- 
ciones de los Señores á sus siervos, no quedando 
fenecidos en el término de treinta años, no pueden 
ser promovidos en adelante.» La ley 7. tít. III, 
Libro Tercero, determina parala denuncia^ en un 
caso particular del delito de violación, la misma 
prescripción treintenaria. 

Como consecuencia del espíritu religioso que 
tanto influyó en este Código, el asilo eclesiástico 
está consagrado en las disposiciones del tít. III, 
Libro Noveno. Es realmente curiosa la ley 2 . de 
ese título, que dice: «Si el refugiado en la Iglesia 
no entregase las armas que tenga, el que le mate 
no hace agravio alguno á la Iglesia^ ni sea penado 
por ésta.'' 

Siguiendo el orden que establece nuestro Có- 
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digfo Penal, echemos una rápida ojeada sobre los 
delitos que castiga la Ley Visigoda. 

Trata el Fuero Juzgo de tres clases de delitos: 
civiles, religiosos y militares. Nos ocuparemos solo 
de los dos primeros, pues los delitos militares han 
requerido y requieren por su naturaleza un fuero 
de excepción. Como veremos más adelante, los de- 
litos llamados religiosos han formado parte de núes 
tra legislación hasta que se sancionó el Código 
vigente. 

En primer término está el delito de homtct-' 
(fío previsto y castigado en el tít. Vdel Libro Sexto, 
Se ocupa el Fuero Juzgo del homicidio involunta- 
rio, del casual, del cometido por imprudencia, y del 
voluntario, eximiendo en algunos casos de pena 
al homicida, y atenuando la misma, en otros. Al 
parricida voluntario se aplica la pena del talión, 
según la ley 17 del tít. citado. 

En general^ este delito está legislado con bas- 
tante tino, y es por esto que no se encuentran en 
sus disposiciones las penas atroces que tanto afean 
el Código en otras partes, con excepción de la ley 
16 que establece la venganza privada, y la 17 que 
citamos amba. 

El infanticidio está previsto y penado en la 
ley 7, tít. III, Libro Sexto. Para la aplicación del cas- 
tigo a la madre culpable del delito, se establece 
que el Juez puede optar entre condenarla á muerte, 
y privarla de la vista. 

Esta dualidad en la represión, aparte de la 
crueldad que entraña, está en pugna con los sanos 
principios que informan la materia, y solo puede 
explicarse como una intención que haya tenido el 
legislador de dar mayor amplitud de criterio al 
juez, para escogitar la condenación mas conve- 
niente en cada caso. 

Ocúpase del aborto el Libro Sexto en su tít. III, 
y para la aplicación de la pena, establécense va- 
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fias circünstaftcifts que sirven para detefíñiftaf la 
clase de castigo, y su mayor ó menor intensidad. 

De las lesiones corporales trata el título IV 
del Libro Sexto. Es dignó de notar, especialmente 
en la ley 3, que se ocupa «De la tasa de los heri- 
dos y otros dafíos», el casuismo del Código Visi^ 
godo en esta parte. Difícilmente podrá encontrarse 
otra ley que determine tantos casos para un mismo 
delito, que ja que citamos; puede afirmarse que 
existen en esa ley 3 no menos de cien. 

En principio, es plausible el celo de los legis- 
ladores en prever todas las cuestiones, que, según 
su entender, podían producirse; pero, con raras ex- 
cepciones, la ley no debe ser casuista, pues por 
mas que quiera prever^ siempre será incompleta; 
y á más de ese defecto, de por sí solo capital, ocur 
re que en la penalidad especial de tantos casos, 
por fuerza tiene que caerse en la desproporción. 

A pesar de estar anatematizado por la Iglesia 
Rotpana, el duelo no existe en el Fuero Juzgo en la 
categoría de los delitos. 

De los delitos contra la honestidad, ocúpase 
la ley Visigoda del adulterio en el tít IV del Libro 
Tercero. 

Ordinariamente se castiga á la adúltera y á su 
cómplice, entregándolos al marido ofendido para que 
haga de ellos lo que quiera, según el sistema que 
anteriormente condenamos de la venganza privada. 

El adulterio del marido no es castigado tan 
cruelmente como eldelámuger, tendencia de la le- 
gislación penal que aun se conserva en otras for- 
mas en la actualidad. Nuestro Código vigente, co- 
mo lo veremos después^ marca fundamentalmente 
esa diferencia. 

La acusación tiene un carácter más extenso 
que en los Códigos modernos. Así, ella podía dedu- 
cirse por los hijos legítimos, si el marido estuviese 
impedido, y aun por lo^ parientes de este, en defecto 
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de aquellos, Justa es la crítica que se ha hecho al 
Fuero Juzgo en esta parte. Como bien dice un 
autor, «se percibe desde luego lo repugnante y 
odioso que es, el que un hijo se presente en los Tribu- 
nales acusando á su madre de liviana é infiel.» 

El adulterio podia cometerse, no solo durante la 
vida matrimonial, sino también antes de ella, es decir, 
cuando los futuros cónyuges eran simplemente des 
posados, variando en tal caso la represión, que no 
por eso dejaba de ser excesivamente severa. 

En el mismo tít.IV Libro Tercero reprime el 
Fuerojuzgo alas mujeres de vida airada, elevando 
asi la prostitución á la categoría de delito. La pena 
ordinaria era de 300 azotes, aplicados públicamente. 
La reincidencia, la condición social déla culpable, y 
otras circunstancias, influían para variar la condena- 
ción, estableciéndose, según los casos, las penas de 
servidumbre, destierro y desoUamiento de la frente. 

No obstante estos castigos y los que traen otros 
Códigos Españoles posteriormente, las leyes no pu- 
dieron llenar su propósito, siguiéndola corrupción 
de las costumbres sobre este punto, sin duda por no 
tenerla mujer la noción exacta de su dignidad perso- 
nal y de su altísima misión en la sociedad. Este jui- 
cio no importa eximir al hombre de la responsabili- 
dad que sobre él pesa. 

LRVtolacfo7t y el rapto están conjuntamente le- 
gislados en el tít. III del Libro Tercero. La pena 
que se establece para reprimir el rapto, es de confisca- 
ción parcial de los bienes— la mitad — ;pero cuando 
al rapto seguia violación, las penas eran de carác- 
ter mas graves (ley 1 y siguientes del tit. citado.) 
Es de notar que la ley 1 á que hacemos mención pro- 
hibe que pueda contraer matrimonio el violador con 
su víctima; en lo cual el Fuero Juzgo no está de acuer 
do con la mejor doctrina, pues en esos casos el medio 
mas radical que hay para reparar el delito, es autori- 
zar ese matrimonio. 
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Como enla-casi totalidad del Código, no hay en 
esta parte ilación en las disposiciones; mas, en lo re- 
ferente á la imposición de los castigos, se nota mayor 
proporción. No obstante hay casos contrarios; así, 
el siervo raptor que tuviese la desgracia de ser «muy 
feo ó muy vil», era penado con mayor severidad que 
los demás: ley 9. 

La sodomía se castiga en las leyes 5 y 6 del 
tit. V, Libro Tercero: y la penalidad que se estable- 
ce es tan dura, que fácilmente se nota cuanta repug- 
nancia han inspirado á los legisladores los hechos que 
constituian ese delito. 

El mc^s/o está reprimido en varias leyes del 
tit V del Libro Tercero, con penas notablemente le- 
ves en comparación con las que se establecen para 
castigar los demás delitos contraía honestidad. 

En el mismo tit. V del Libro Tercero, y en la ley 
21, tit. IV, Libro Doce, cas tíganse las uniones sacrile- 
gas en términos análogos al incesto. 

De los campamientos ilícitos se ocupa el Fue- 
ro Juzgo en el tit. II del Libro Tercero, materia que 
nuestro Código trae bajo la denominación de matri- 
monios ilegales. 

En la ley 1 de ese título, se castiga con pérdida 
de lamitaddelosbienes, ala viuda que se casare nue- 
vamente antes de cumplir un año de la muerte del 
primer marido. Las legislaciones modernas han 
considerado de distinta manera ese hecho, castigando 
entalcasoálamujer^no como delincuente, sino con 
meras condenaciones civiles. Esta nos parece la me- 
jor doctrina, porque, en verdad, es violento dar el ca- 
rácter de delitos á acciones que no lo son. 

En las demás disposiciones de este título, es 
saltante la diferencia que hace el Fuero Juzgo entre 
hombres libres y siervos para la aplicación de laspe- 
nas. Hay castigos durísimos; tal es el que se impo- 
ne en laley 6: «Ninguna mujer, hallándose su mari- 
do ausente, se case con otro, hasta que se cercioren él 
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y ella de que aquel ha muerto. Si se casaren, y des* 
pues viniere el ausente, sean ambos puestos en su 
poder, y pueda venderlos, 6 hacer de ellos lo que quieb- 
ra. » Ya criticamos este castigo. En el presente ca- 
so agregaremos que es injusto penar tan solo á la 
mujer y no al hombre, que con mayor facilidad po- . 
dia realizar la bigamia. 

En varias leyes de diferentes títulos de los Libros (y 
Tercero^ Cuarto y Quinto, legisla el Fuero Juzgo 
lo referente álos delitos contra el estado civil 
de las personas. De algunos nos hemos ocu- 
pado ya, incidentalmente, y respecto de los demás, di- 
remos que están bajo los rubros de otros delitos, de 
que erróneamente forman casos. La penalidad es 
caprichosa, y en ocasiones excesiva, aun con rela- 
ción ala época. 

De los delitos contra las garantias individua- 
les, existen legislados en el Fuero Juzgo: la detención 
privada^ la sustracción de menor eSy la violación 
de domicilio, y la venta de personas. Varias le- 
yes de los Libros Quinto, Sexto, Séptimo y Octavo,que 
se ocupan de estos delitos, imponen, según los casos, 
las penas de: azotes, resarcimientos de daños, servi- 
dumbre temporal, servidumbre perpetua, marca 
afrentosa, etc. 

La calumnia en la acusación está castigada 
por la ley2, tit. I, Libro Sexto: «Si el acusado no 
resultare con culpa, tenga por siervo al acusador, y 
haga de él lo que quiera, menos matarle. )^ Como se 
nota, la pena es enormemente desproporcionada con 
relación al delito que castiga. 

El Libro Doce en su tit. III se ocupa de la injuria 
bajo el ef ígrafe: «Z)^ los denuestos y palabras in- 
juriosas.» Se enumeran los términos que podían 
constituir la injuria, graduándose, según la mayor ó 
menor ofensa, la cantidad de azotes que debian apli- 
carse al culpable, cantidad que siempre es excesiva, 
v.gn: «El que llamea otro corcobado, no siéndolo, 
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reciba ciento cincuenta azotes ante el Juez» (ley 5.) 
En esta materia, hay entre el Fuero Juzgo y 
la legislación moderna, una diferencia fundamental 
Nos referimos á que el Código que examinamos exi- 
me de pena al reo de injuria, si prueba la imputación 
injuriosa, en lo cual está en pugna con los buenos 
principios. 

Entre los delitos contra la propiedad particular ^ 
debemos ocuparnos primeramente del robo y del 
hurto. Ambos están legislados en los títulos I y II y 
leyes 3 y 4. tit VI, del Libro Séptimo^ y en algunas 
leyes del tit. I Libro Octavo. 

Se estimula la denuncia en la ley 4, tit. I, Libro 
Séptimo, dándose al denunciante el valor de la cosa 
hurtada ó robada, ó la tercera parte del mismo, según 
los casos. 

En las leyes 8y9del tit. II, Libro Séptimo, se es- 
tablecen disposiciones para impedirlas ventas de los 
objetos provenientes del delito, determinándose san- 
ciones penales para reprimir á los que á sabiendas 
comprasen cosas hurtadas ó robadas. 

En varias partes de esta materia el Fuero Juz- 
go es sumamente casuista. 

La penalidad, es en general, leve. En esta parte 
se consagran principios que aún están hoy en todo 
su vigor, determinando asi el Fuero Juzgo un ver- 
dadero progreso sobre las demás legislaciones de su 
tiempo. 

El tit. II del Libro Once legisla lo referente á la 
violación de sepulcros^ estableciendo penas pecu- 
niarias y azotes para los que profanaren tumbas, ó 
hurtasen algo de ellas. Si el delincuente fuere sier- 
vo, la condenación es la hoguera; en lo cual á mas 
de ser injusto, es excesivamente desproporcionado el 
Código que estudiamos. 

El hurto cometido por la noche es de una grave- 
dad tal^ que la ley 16 del tit. ÍI, Libro Séptimo deter- 
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mina: «No pague homicidio el que mate al que hurta 
de noche, aprehendiéndolo con lo hurtado.» 

De la usurpación se ocupan algunas leyes del 
Fuero JuzgO; sin darle el carácter de delito especial. 

De igual manera trata lo relativo á las estafas 
y otras defraudaciones. Casos de estos delitos 
nos ofrece la ley 6, tit. V, Libro Séptimo. 

Délos deudores punibles se ocupan las leyes 
7y8, tit. V, Libro Séptimo, reprimiéndolos con multa 
y difamación. 

En el tit. n, Libro Octavo, contiene el Fuero Juz- 
go la materia relativa álos incendios. Se preveen 
casos importantes que pueden ocurrir, y se establece 
como represión, á mas de las indemnizaciones civiles 
por el daño causado, la condenación alas llamas, y la 
pena de azotes. Salvo el carácter de las penas, este 
delito está mejor legislado que la mayor parte de los 
demás, no obstante de haberle dedicado el legislador 
apenas tres leyes. 

En 54 leyes de los Títulos lü, IV, V y VI del Li 
bro Octavo, ocúpase este Código de los rfa^os, com- 
prendiéndose en esta denominación genérica, los 
causados por los hombres á otros hombres en sus 
heredades, los causados en la via pública, en los ani» 
males, ete, etc. El casuismo de los legisladores en 
esta materia es tan excesivo, que se mencionan casos 
de nimia importancia, algunos verdaderamente irri- 
sorios* 

En general, y á mas de la indemnización con- 
siguiente del daño causado, hay condenaciones de 
de carácter pecuniario, de azotes, servidumbre, etc. 
En esta materia se encuentra un caso típico de 
las acciones noxales del Derecho Romano. La ley 
5, tit. ni. Libro Octavo, dispone que ^^cuando un 
siervo cometa un daflo de consideración, y el Se- 
ñor no quisiere satisfacerlo, dé el siervo por razón 
de aquél,'' Existía el derecho de retención para el 
dueño perjudicado en su campo por animales aje* 
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nos, y hasta que el propietario de éstos hubiere 
satisfecho el importe de la indemnización legal. 

Ocúpase el Fuero Juzgo de la rebelión y se- 
diciÓHy y del. delito de lesa magestad^ en las le- 
yes 6 á 13 del Título Preliminar y 5, 6 y 7 del tít. 
I, Libro Segundo. Demás está decir que este Có- 
digo no determina los caracteres distintivos de la 
rebelión y sedición; por lo que, con mas propiedad, 
debe decirse que solo se ocupa del primero de es . 
tos delitos. 

Establécense en las leyes citadas varias penas, 
todas ellas desproporcionadas, pero que, no obstante, 
eran propias de la época. Ellas son: muerte, ce- 
guera, servidumbre, prisión perpetua, confiscación, 
excomunión, degradación y azotes. Prodígase la 
excomunión especialmente en las leyes del Título 
}*relimiar, pudiéndose comprobar en esta materia 
lo que antes dijimos, respecto de la importancia 
que tenía en aquel tiempo la condenación eclesiás- 
tica, que ordenaba echar al delincuente de la com- 
pañía de los cristianos^ ^'para que tuviera tan gran 
pena como los diablos en el infierno.» 

El delito de prevaricato esta legislado en las 
leyes 18 y 19 del tít. I Libro Segundo, y 5 y 6, 
tít. IV, Libro Séptimo. La ley 5 dispone: *'El Juez 
que haga sufrir la pena de muerte á un inocente, 

muera por ello de la misma manera ^\- y aunque 

esto sea un verdadero talión, puede notarse que 
ese mandato está inspirado en levantados senti- 
mientos con el propósito de garantir la recta ad- 
ministración de justicia. Varias otras penas se es- 
tablecen contra los Jueces prevaricadores. 

La infidelidad en la custodia de presos, y la 
sustración de los mismos están legisladas en el 
Fuero Juzgo, siguiéndose para la represión, el 
principio de que el guardián infiel ó el sustractor de- 
ben ser castigados con la misma pena que debia so- 
portar el preso; y aunque se establecen otras penas 
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menores, según los casos, aquella no puede aceptar- 
se porque no guarda relación con el hecho que la 
motiva. Contiene dicho castigo la ley 3, tit. IV, 
Libro Séptimo. 

En la ley 2, tit. I, Libro Doce, se encuentran 
disposiciones referente á la exacción. En ella se or- 
dena que los Poderosos no graven al pueblo con im- 
puestos excesivos, ni infieran agravio alguno álos 
hombres, los defensores de Hacienda y Patrimonio 
del Rey, 

La falsificación de firmas, sellos, etc., y de do-^ 
cumentoSy está legislada en el tit. V del Libro Sép- 
timo. Estos delitos se castigan con: pérdida de la 
mano derecha, ó del pulgar de la misma, confiscación, 
azotes, etc. No obstante tan crueles castigos, el 
Fuero Juzgo consagra en esta materia principios 
que han reproducido con todo acierto legislaciones 
posteriores, y de los cuales se conservan algunos en 
la actualidad. 

' El tit. VI del mismo Libro Séptimo legisla sobre 
falsificación de metales. Sus leyes i y 2 casti- 
gan el delito de falsificación ó alteración de mo- 
neda, penando á los reos con las penas de mutila- 
ción, servidumbre y confiscación. Es de advertir 
que la ley 2 dá en esta materia tan amplia facultad 
al Juez para imponer el castigo en caso de reinci- 
dencia, que peca por realmente peligrosa, á causa de 
ese exceso de libertad que dá al criterio judicial. Dice 
esa ley: «y si reincidiere, castigúelo á su arbitrio.» 

Ocúpanse át\ falso testimonio las leyes 2,3, 
6 y 9 del tit. VI, Libro Segundo. 

En aquel tiempo, la prueba de testigos tenía 
mucho valor probatorio, y para conservarlo, el Có- 
digo que estudiamos establece severas condena- 
ciones contra los que de cualquier manera falsea- 
ren la verdad á sabiendas en sus declaraciones. 
La ley 9 del tit, citado, castiga al sobornante del 
testigo, 
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De los delitos contra la salud pública se 
ocupa la legislación Visigoda en las ocho leyes 
del tít. I del Lihro Once. Solo trata una especia- 
lidad de los mismos, la relativa al ejercicio de la 
profesión de la Medicina. Se determinan todas las 
precauciones posibles que se pudieron tener en 
vista para precaver los daños que los Físicos — 
nombre que dá este Código á los Médicos — ,pue- 
dan causar voluntaria ó involuntariamente á las 
personas. 

En ciertos casos las penas son muy duras. Así 
la ley 6 ordena que cuando el Físico cause la muer- 
te de algún hombre por haberlo sangrado, sea 
entregado á sus parientes para que hagan de el 
lo que quieran. 

Hemos dejado para tratar á lo último, los de- 
Utos contra la Religión^ porque no existiendo ellos 
en nuestro Código Penal, hubiéramos hecho mal 
en intercalarlos entre otros de nuestra exposición, 
alterando así y falseando el orden que nos propu- 
simos llevar desde el comienzo de estas líneas. 

Estos delitos revestian suma gravedad, á causa 
del espíritu teocrático que animaba alas naciones so- 
metidas al influjo de la Iglesia Cristiana. 

Los judios, individuos de una secta religiosa 
contraria á la Religión de Cristo, son perseguidos 
por las leyes, de todas maneras. En las 46 que com- 
prenden los tits. II y IV del Libro Doce, se les fulmi- 
na con castigos durísimos, algunos de ellos inmora- 
les y repugnantes: ley 4, títulos y Libro citados. 
Desde la pena de muerte hasta las mutilaciones mas 
horrorosas, todo está sancionado; y la intolerancia 
religiosa que respiran esas leyes, llevada á sus últi- 
mos límites, no trepida en degradarla naturaleza hu- 
mana, (véase la Ley 4 anteriormente apuntada, y que 
no transcribimos, como otras, por respeto á las 
buenas costumbres.) 

Los mismos siervos estaban ante la Ley Goda 
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mas considerados y rsspetados que los judíos. Es- 
tos no podían celebrar sus fiestas, ni contraer matri- 
monio según su's ritos, ni ser testigos en pleitos con- 
tra cristianos, ni dejar de bautizarse ó de bautizar á 
sus hijos, ni deshechar las viandas que según su 
antigua costumbre no comian, ni tener libros de su 
secta, ni ser amparados, ó protejidos, 6 enseñados, 
etc. etc.; y todo esto, bajo las penas mas severas. 

El tit. n del Libro Sexto está consagrado exclu- 
sivamente á penarlos maleficios, adivinos y hechi- 
ceros. En él se castigan con el mayor rigor á los 
encantadores y agoreros^ á los que hablan con los 
diablos, etc.; viéndose aqui el caso de un Código que, 
obedeciendo á la influencia de las supercherías rei- 
nantes en la época, sanciona gravísimas condena- 
ciones c(»ntra individuos que, mas que otra cosa, 
solovivian déla credulidad popular. 

No obstante, si se atiende á las leyes sancio- 
nadas mas tarde en Europa contra la brujería^ y 
mas que todo, á la existencia de creencias extra- 
vagantes en nigrománticos, adivinas, etc., hoy en 
boga entre el vulgo ignorante, se ha de encontrar 
que son perfectamente lógicas y justificadas en el 
Fuero Juzgo, las disposiciones que examinamos. 

Omitimos hablar de los delitos militares de 
que se ocupa este Código en el tít. 11 del Libro 
Noveno, por ser, como ya lo dijimos, agena esa ma- 
teria á la que nos ocupa. 



El Fuero Juzgo no es un libro de ciencia en 
materia criminal; y no lo es, porque recien con los 
albores del siglo en que vivimos nació el Derecho 
Penal propiamente dicho, merced al reconocimiento 
de los principios fundamentales de la personalidad 
humana, durante tanto tiempo olvidados, y á los 
nuevos rumbos que á fines del siglo pasado dieron 
ák>s estudios penales, Beecaria y otros pensadores. 
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No hay en el Código que estudiamos un siste- 
ma de doctrina que sirva de base á sus disposi- 
ciones. Estas obedecen A la influencia de diteren- 
tes fuentes. A veces son estas las costumbres na- 
cionales que se erigen en ley escrita; ya los resa 
bíos de la legislación Mosaica, que se manifiesta 
especialmente en el tallón, y en otras partes, en 
que el espíritu, sino la letra del Deuteronomio tuvo 
importante y vital influjo; ya los últimos vesti- 
gios del Derecho Romano; ya las colecciones le- 
gales anteriores, como el Breviarium Anianum. 
etc.; ya, en fin, y principalmente, la influencia teo- 
crática de los sacerdotes en nombre de la Religión 
Cristiana. 

No obstante, los legisladores Visigodos tuvie- 
ron el acierto de sacar, en general, la mejor parte de 
esa gran variedad de fuentes; formando el conjunto 
de leyes penales mas adelantado que tuvo la Europa 
hasta seis siglos después de su publicación. Y este 
aserto, fundado en el estudio que liemos hecho del 
Código Visigodo, y de los principios generales de 
las legislaciones de los Francos, Anglos y Alemanes, 
y en las opiniones de autores como Pacheco, se vé 
plenamente comprobado por la publicación de los 
demás Código^ Europeos hasta el siglo XIV. Ni las 
leyes contemporáneas de los Ripuarios y Borgoflones, 
ni los célebres Capitulares de Carlo-Magno (siglo 
IX,) ni los demás Códigos Españoles, inclusive las 
Siete Partidas, pueden sostenerla comparación con 
el Fuero Juzgo en la materia penal. 

Este Código, monumento admirable de legisla- 
ción, contiene principios de la más levantada justi- 
cia. «Elévanse en ella los legisladores, Reyes ó 
Concilios, á una altura de razón y de filosofía, que 
no puede menos de sorprender y lisonjear el . áni- 
mos. La claridad de la expresión compite aquí con 
la exactitud del pensamiento. 

No puede llamarse ya un pueblo bárbaro al que 
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con tanta corrección concibe y expresa sus ideas.» (1) 

No obstante, en su gran libro « Espíritu de las le- 
yes/^ Montesqüieu ha dicho, hablando del Fuero 
Juzgo: *^Las le)^es de los Visigodos son pueriles, 
torpes é idiotas; inútiles para el fina que se encami- 
nan, llenas de retórica y vacias de sentido, frivolas 
en el fondo, y en las formas gigantescas.'^ Es de 
lamentar que la pasión, ó la ligereza en el estudio, 
hayan inducido á aquel eminente escritor á juzgar 
tan desconsideradamente ese Código. 

Las observaciones que hemos hecho sobre el 
texto mismo de esas leyes, nos han convencido de 
lo que dejamos dicho, y como esto solo no sea bas- 
tante, citaremos en nuestro apoyo los nombres de 
Gibbon ydeGuizot, que, en la ^'Historia de la deca- 
dencia y destrucción del Imperio Romano", el pri- 
, mero, y en el *^Curso de Historia de la Civilización 
Europea'', el segundo, combaten la opinión de Mon- 
tesqüieu, y proclaman al Fuero Juzgo como el pri- 
mero de los Códigos de su tiempo. 

Uno de los defectos capitales que podemos ha- 
cer notar en este Código, es la confusión que ha he- 
cho del pecado con el delito; confusión debida, úni- 
ca y exclusivamente, á la influencia de los Obispos 
en la formación del Fuero Juzgo. 

No obstante las afirmaciones en contra que 
pueda haber, nos creemos autorizados á decir, con 
el apoyo déla Historia, que existía una semi-teo- 
cracia entre los Visigodos; y si bien ésta no re- 
vistió los caracteres absolutos y absorventes de la 
teocracia India y Egipcia, tuvo varios, que á nues- 
tro entender justifican la aseveración que hemos 
hecho. Basta para convencerse de ello, leer dos 
disposiciones, entre otras, del' Fuero Juzgo. ^Tor 
el amor de Cristo y por la gran dignidad de Don 
Sisenando, muy glorioso Rey de España y Fran- 
cia, nos reunimos todos los Obispos 

(x)— Pacheco. "El Gidifo Fanal anotado y conoordado"~Zatroduco¡ón. pig. XXX[. 
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Queriendo este muy poderoso y muy glorioso Prín- 
cipe estar en compañía nuestra, entró con sus muy 
grandes y honrados varones, y postrado eft tierra 
humildemente, delante de nosotros los Obispos de 
Dios, nos suplicó y pidió con muchas lágrimas y 

suspiros que rogásemos por él ": leyl, tít. 

Preliminar. '^Los Obispos, como encargado^ de Dios 
para la guarda de los Pobres y cuitados, amones- 
ten á los Jueces que obren injustamente para que 

5e enmienden y reparen lo mal juzgado *': 

(ley 28, *'Superioridad de los Obispos sobre los Jue- 
ces''), tít. I Libro Segundo. 

No puede negarse, pues, en presencia de dis- 
posiciones tan claras é inequívocas, que había una 
semi-teocracia en el Reino Visigodo de España; 
allí donde el Rey se postraba ente los Sacerdotes, 
y estos eran los superiores de los jueces. 

Pero hay mas aún. El señor Lafuente, en el 
Tomo II de su Historia de España, dice que ese mis- 
mo Concilio IV de Toledo (á que se refiere el Fuero 
Juzgo), fué quién, arrogándose la representación 
nacional, depuso al Rey vSuintila, lo excomulgó, y 
en su lugar reconoció y consagró por Rey al usurpa- 
dor Sisenando. 

Hemos necesitado hacer esta pequeña disgre- 
sión para justificar varias observaciones que hace- 
mos sobre el origen y causa de algunas disposicio- 
nes, y en general sobre el espíritu mismo que infor- 
ma al Fuero Juzgo. Sigamos, pues, nuestra ante- 
rior observación 

La confusión que marcamos entre el pecado y el 
delito, produjo efectos perniciosos, pues^ dio lugar á 
que se castigaran como hechos criminales, acciones 
que, en realidad, no atacaban el orden social exis- 
tente, y solo si los mandatos de la Iglesia. 

¡Y bien sabido es á cuanto ha llegado la crueldad 
de la intolerancia en materia de creencias! 
En Derecho Penal esos errores son mas funestos 
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que en cualquier otra materia; y de ah( que se ex- 
tremen los rigfores y se multipliquen los castigfos. 
Hablando del carácter del Fuero Juzgo, dice el cono- 
cido autor católico Manresa Sánchez: «Las leyes cri- 
minales del Fuero se resienten fuertemente del espí- 
ritu de su época; en especial los que tratan de los de- 
Utos religiosos, que eran castigados con tanta cruel- 
dad y con tan extremado furor que cuesta trabajo 
creer que los legisladores que tanto influyeron en su 
formación, fuesen en su mayor parte sacerdotes de 
un Dios de paz, de mansedumbre y de perdón. > (1) 
Emitiendo el mismo autor Juicio sobre las leyes con- 
tra los herejes, judíos y sectas, agrega que son «ar- 
bitrarias é injustas, dictadas en oposición de las má 
ximas evangélicas, por el espíritu de partido.» (2). 

No obstante esto, en el Fuero Juzgo los legislado- 
res rehgiosos se muestran menos severos que los le- 
gisladores que dieron leyes alas demás naciones 
contemporáneas; y no trepidamos en afirmar que, 
en gran parte, la ventaja que tenía este Código so- 
bre los demás, se debió al espíritu humanitario de 
los Obispos, que influyeron de una manera tan di- 
recta en su formación. 

Sintetizando mas aún en lo referente á las 
penas en general, puede afirmarse que ellas son du 
rísimas, hoy á todas luces repugnantes, y algunas, 
como ya lo dijimos, contrarias ala moral misma. No 
se encuentra escala ó proporción alguna; son casi 
todas fijas é invariables, aunque esto último está 
atenuado por el poder de interpretación que se dá á 
los Jueces, y por los elevados principios de derecho 
que se mencionan en el título Preliminar principal- 
mente, entre otros. A más, hay que considerar que 
corria entonces el siglo VII, en que el atraso, como 
es sabido, era universal. 

Para terminar, advertimos que el Fuero Juzgo 



(xi—Joté María Manreía Sánchez ''Hiitoria legal de Eupafia". 

(e)— Jofé María Manreea Sánchez. '*Híftoria lepii de Eipafla" pig. 104. 
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no tiene el carácter personal que se encuentra en' 
las demás leyes de aquel tiempo. El visigodo y el 
romano, son iguales. La ley establece '*el valor 
igual de los hombres ante su presencia'' (1) bor^- 
rándose así la distinción entre vencedores y venci- 
dos, por un Código genuinamente nacional. 

No se pudo menos que dejar subsistente la odio- 
sa servidumbre; pero esta innovación era imposible 
en aquel entonces, y fué necesario todo un período 
de siglos, toda una Edad Media, para conseguir su 
abolición. Por eso se nota la diferencia que hace es- 
te Código en muchas de sus leyes entre hombres 
libres y siervos, para determinar la responsabilidad 
criminal y la imposición del castigo en cada caso, 

\ 
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Sabido es que durante los primeros siglos de 
la guerra de la reconquista Española contra los 
árabes, se formaron varios reinos que, indepen- 
dientes unos de otros y á veces hasta enemigos^ 
solo se aliaban cuando el peligro común los obli- 
gaba á unir sus fuerzas para la defensa de sus ter- 
ritorios, ó para la conquista de otros nuevos. 

En esta época eminentemente batalladora para 
la Nación Española, nació lo que ha dado en lla- 
marse Legislación Foral, ó sean las Cartas délos 
diversos njunicipios, que fueron en adelante el fun- 
damento de la autonomía local de las ciudades, des- 
truida en la Edad Moderna por el ejército del Rey 
Carlos I en Villalar. 

Es por esto que existía una verdadera confu- 
sión en las leyes. Solo el Fuero Juzgo se obser- 
vaba en una que otra comarca, pues el Fuero Viejo 
de Castilla, el de León, y algún otro, regían den- 



(t)-^uizot. Obra ciuda. 
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tro de las fronteras de estos reinos, sin que nin- 
guno se cumpliese ó acatara como realmente na- 
cional. Así, los Fueros de: Sepúlveda, Logroño, 
Madrid, Baeza, Plasencia, Soria, Miranda, Cuenca, 
Molina, Fuentes, Sahagun, Córdoba, Salamanca, 
etc., etc., eran de carácter casi meramente muni 
cipal. 

Pero ese estado de cosas no podía ser dura- 
dero^ una vez que los árabes fueron desalojados de 
la mayor parte del territorio. En efecto, realizada 
la unión nacional bajo el cetro de Don Fernando 
III el Santo, su hijo Don Alfonzo IX de Castilla y 
de León, promulgó el afio 1255 el Fuero Real, ó 
sea el segundo Código Español en el orden del 
tiempo. 

Conocidas son las visitudes que ocurrieron á 
causa de la publicación de ese Fuero, que tan ruda- 
mente atacó los privilegios de la nobleza. Primero 
los magnates, y luego el mismo príncipe heredero 
Don Sancho, se sublevaron contra el sabio Rey; y 
después de varios sucesos pacíficos, triunfaron los 
nobles, y en las Cortes de Burgos (1272), fué, como 
dice Manresa Sánchez, vencida la reforma legisla- 
tiva. 

No obstante de haber estado muy poco tiempo 
en vigencia en aquel tiempo, el Fuero Real es un 
Código digno de la mayor atención. Examinare- 
mos rápidamente su parte criminal, mencionando 
únicamente lo que importe alguna reforma de 
consideración con respecto al Fuero Juzgo. 

Divídese este Código, también llamado indis- 
tintamente Fuero de la Corte, Libro de los Consejos 
de Castilla, Fuero de las Leyes, en cuatro libros, 
súbdívididos de igual manera que el Fuero Juzgo 
en títulos, y estos en leyes. 

La parte penal está comprendida en unas pocas 
leyes de los Libros Primero y Tercero, y en todo el 
Libro Cuarto. 
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En q} tít. VI, €l Libro Primero contiene en va- 
rias le)^es principios que hemos visto consagrados 
en el Fuero Juzgo, relativo á la igualdad y publici- 
dad de la ley penal, y al objeto de la misma, que es* 
tá claramente determinado en la ley 3: "Esta es la 
razón que nos movió para fazer leyes, que la mal* 
dadlos ornes fea refrenada por ellas, e la vida de los 
buenos fea fegura, e los malos dexen de mal íazer 
por miedo de la pena.'^ 

Las bandas 6 cópaflas, están castigadas en las 
leyes 11 y 15 del tít IV, Libro Cuarto, con penas 
pecuniarias, reprimiéndose además cada delito que 
cometiesen, con la pena correspondiente. Al gefe 
de la banda se le castiga con mayor pena pecunia^ 
ría que á los demás individuos de la misma. 

El tit. V trata ''De las penas:' 

La ley 1 establece, respecto de la ley que debe 
aplicarse para determinar el castigo, un principio 
que se aproxima bastante al admitido hoyen la cien- 
cia. Dice esa ley "Todo ome que alguna cofa fizie- 
re porque deua auerpena en fu cuerpo, reciba la pe* 
na que deue auer en el tiempo que fizo la culpa e no 
en el tiempo queesdada la fentencia.'' Queda asi 
consagrada la no retroactividad de la ley penal; y si 
este principio no se estableció con las salvedades que 
hoy tiene en beneficio de los procesados y delincuen- 
tes, sirvió indiscutiblemente, en el tiempo en que fué 
dictado, para garantir mas la justicia criminal con 
relación á los individuos, y, fuera de toda duda, por 
consiguiente, determinó un sensible adelanto en la 
legislación. 

En la ley 2 del mismo título V, se ordena que no 
se imf)ongan castigos corporales, ni se aplique la pe- 
na de muerte á las mujeres embarazadas. Este prin- 
cipio humanitario habla muy en alto en favor del 
Fuero Real; tanto mas, si se considera que él ha sido 
olvidado cruelmente en el presente siglo. Nos refe- 
rimos al fusilamiento de Camila O^Gorman^ ordenado 
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por el sanguinario tirano Juan Manuel de Rosas. 
Cuando el recuerdo de semejante suceso viene á la 
mente, embárgase penosamente el ánimo bajo la im- 
presión dolorosa que produce un acto tan inhumano y 
salvaje, 

El gran principio déla personalidad de la pena es- 
tá consagrado en la ley 9 deltit. últimamente citado: 

*Todo el mal fedeue feguir á aquel que lo faze ; 

y el mal fe cumpla en aquel que lo fiziere". No hay 
en este Código la excepción que el Fuero Juzgo hace 
con respecto á la familia real, y que hemos conde- 
nado anteriormente. Este es, pues, otro de los gran- 
des progresos del Código que estudiamos, progreso 
que hoy se encuentra umversalmente aceptado por 
todas las legislaciones, á diferencia del Derecho Ro- 
mano que aceptaba el odioso principio contrario, en 
cuya virtud la infamia del condenado alcanzaba k su 
familia. 

Consecuentes con nuestro orden de exposición, 
dejamos para el lugar que corresponde el examen de 
otras disposiciones de este tít. V. 

Las penas que existen en el Fuero Real son los 
qué enumeramos á continuación: 

Muerte, Mutilación, 

Talión, Azotes, 

Venganza PRIVADA, Cepo, 

Excomunión, Prisión^ 

Servidumbre, Confiscación, 

Destierro, Multa, 

Habiendo tratado ya en particular de cada una 
de las penas en el Fuero Juzgo, réstame hablar 
aquí tan solo del cepo, que está definido por Escri- 
che en los siguientes términos: «Un instrumento 
hecho de dos maderos gruesos que, unidos, forman 
en el medio unos agujeros redondos, en los cuales se 
asegura la garganta ó . la pierna del reo, cerrando 
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los maderos,'^ Como bien se comprende, la tortura 
física á que estaba sometido el paciente era tan in* 
tolerable á causa de la posición forzosa en que se 
le colocaba, que muchas veces causó la muerte, 
Este es, pues, un castigo cruel, propio solo de épo» 
cas atrasadas, k pesar de lo cual la civilización mo- 
derna no ha podido desterrarlo. El cepo Colombia^ 
no, el cepo de laso, el cepo de campaña, etc., son 
frutos de nuestro siglo. 

Esta condenación ha existido hasta hace pocos 
años entre nosotros, & pesar de estar prescrita por 
las leyes; y no creemos aventurado decir que, para 
vergüenza de la humanidad, quizás aún existe en 
algunas Naciones Americanas, y en nuestro país 
mismo, en algún pueblo de campaña. En Ingla- 
terra se abolió definitivamente el cepo recien el 4 
de Agosto de 1826. Nada tiene de extraño, en- 
tonces, que las leyes Españolas del siglo XIII ha- 
yan establecido esta condenación en sus disposi- 
ciones. 

En muchas leyes del Fuero Real se establece 
que el delincuente quede á disposición del Rey; cuyo 
principio implica un gravísimo error, desde que sus- 
tituye ala administración de justicia» el caprichoso 
arbitrio del Monarca. El criterio de este, por bue- 
no que fuese, no podia llenar jamás las condiciones 
y garantías que ofrecíala administración de justicia. 

Estudiando en general la penalidad del Fuero 
Real, parece notarse algún progreso respectodel Fue- 
ro Juzgo. El tormento desaparece como pena; se es- 
tablece en muy pocos casos el castigo de azotes; 
se disminuyen las mutilaciones, si bien en las que 
se imponen hay otras nuevas y no menos reproba- 
bles. Mas, el verdadero adelanto que se realiza es 
el referente á la proporcionalidad del castigo con el 
delito; asi, veremos disposiciones en que se encuen- 
tra considerable relación entre la penalidad y los dis- 
tintos casos qué se mencionan á su respecto. 
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En cambio/ desgraciadamente se introducen 
nuevas condenaciones que el derecho, moderno re- 
chaza como contrarias álos buenos principios; se 
mantiene en todo su vigor la venganza privada; y en 
la ley 2, tit. IX, Libro Cuarto, se impone un género de 
muerte atroz bajo todos conceptos. 

Muy poca novedad se encuentra en el Fuero 
Real respecto de la, culpa ó imprudencia, atenúa-- 
ción, d agravación, y exención de las penas, de cu- 
yas materias se ocupa también este Código inciden- 
talraente. 

Nsida, sQhgish sobre prescripción en materia 
penal. 

Es de advertir que el asilo eclesiástico se man- 
tiene aún— ley 8, tit. V^ Libro Primero—, pero consi- 
derablemente restringido. 

Antes de pasar alelante haremos notar que los 
C(5digos Españoles que estudiamos, no se ocupan en 
especial de los principios generales contenidos en el 
Libro Primero de nuestro Código vigente. El cor- 
to número de ellos que existen están diseminados 
en diversas leyes, pues pertenecen en su mayor 
parte á casos particulares, y solo pueden conocer- 
se por la lectura de todas las disposiciones penales 
de dichos Códigos. 

Trata el Libro Cuarto de las siguientes mate- 
rias: Acusaciones y pesquizas; De los que dejan la 
Fé Católica; De los judios; De los denuestos y des- 
honras; De las fuerzas y de los daños; De las pe- 
nas; De los que cierran los caminos, ejidos y rios; 
De los adulterios; De los que yacen con sus parlen- 
tas, ó con sus cuñadas, ó^ con mugeres de orden; 
De los que dejan la orden y de los sodomitas; De los 
que hurtan ó roban ó engañan á las mugeres; De 
los que casan con las siervas, ó con los que fueren 
siervos; De los falsarios y de las escrituras falsas; 
De los hurtos y de las cosas embargadas ó encubier- 
tas; De los que venden los hombres libres, ó los 
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siervos de otros; De los que esconden los siervos 
ágenos, ó los hacen huir, ó los sueltan; De los físi- 
cos y de los maestros de las llagas; De los homi- 
cidios; De los que desentierran muertos; De los 
que no van á la hueste ó se vuelven de ella; De los 
rieptos y desafios; De los que son : ecibidos por hi- 
jos; De los desechados y de los que desechan; De 
los romeros; De los navios. A mas de los 25 tí- 
tulos que comprenden estas materias, se encuentran 
disposiciones que castigan otros delitos — lesiones 
corporales, incendio, detención privada, daños, etc., 
etc., — en el mismo Libro Cuarto. 

El homicidio está legislado en el tit. XVII, Li- 
bro Cuarto. Consérvase la pena pecuniaria del ome- 
zillo, y en general no hay modificación digna de 
mencionarse. 

Las lesiones corporales se castigan en la ley 3, 
tít. V, que especifica casuísticamente los golpes y 
heridas, determinándose para la represión, castigos 
pecuniarios en proporción del daflo causado. Debe- 
mos advertir que en esta materia, la ley ha sido su- 
mamente benigna, pues heridas que podian causar 
la muerte solo estaban penadas con multa. El má- 
ximun de esta es 500 mará vedis. 

En el tít. XXI se ocupa el Fuero Real de losre- 
tos y desafíos. Se determina en que caso pueden 
tener lugar aquellos, las formas en que se ha de lan- 
zar el reto al alevoso, la autoridad que ha de enten- 
der en las lides, y las condiciones y armas con que 
los combatientes han de dirimir sus contiendas. Es 
pues, una verdadera reglamentación del duelo la que 
trae el Código Español en este punto, como puede 
verse, entre otras, en la ley 8 del tit. citado: "Pves 
"que el reptado defmentiere; en fu poder es de com- 
"batir ó no: ca el rey no ha demandar lidiar por riepto: 
"mas quando ambas partes fon auenidas en la lid: 
"el Rey les deue poner dia: e dar les plazo en que li- 
^*dien; e mandar con que arínas lidien; e poner los fie- 
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"les que vean, e que oyanlo que fizierenre que les 
"partan el campo y el fol, e les digan antes que fe com- 
^'batan^ como han de fazer, e que vean fi tienen las 
"armas que el rey manda ó mas ó menos, y ante que 
"los fieles fean partidosde entre ellos, cada uno pueda 
"mejorar en cavallo ó en armas." 

Mencionaremos tan solo algunas disposiciones, 
pasando por alto el examen de esta materia en espe- 
cial, que nos llevaría muy lejos. 

La ley 5 dáal Rey el derecho de evitar los desa- 
fíos, dando Kpor quito al reptado de aleve » . Esta dis-. 
sicion es muy plausible, porque establecia un medio 
de disminuir el número de los duelos. 

Según la misma ley 5^ solo ante el Rey podia 
retarse á duelo. 

En la ley 10 se establece que el contendor que 
diere muerte á su adversario en el campo, quede li- 
bre de pena; «ca razón es que fea quito, quien depen- 
diendo fu verdad prende muerte». 

En las leyes 18 y 19 se ordena que las familias de 
los duelistas no se tengan por enemigas, salvo en lo 
relativo al desafío; y asi, la ley 20 autoriza á los pa- 
rientes del que hubiere sido muerto, á retar nueva- 
mente á duelo al matador. 

En otras leyes se prescriben diversos castigos, 
según el éxito del duelo; asi, si el retado por alevoso, 
fuese vencido, se le desterraba y se le confiscaba la 
mitad de sus bienes. 

No todos podian retar á duelo. Los traidores, 
sus hijos, los hombres de clase inferior, etc, no po- 
dían desafiarse. El duelo, en la España de la Edad 
Media, era una institución de honor, exclusivamente 
aristocrática, como la celebre Orden de la Caballería. 

Las costumbres de una época de luchas encarni- 
zadas, en que la preocupación constante de los no 
bles era la guerra, establecieron el duelo; y las leyes, 
respetando esas costumbres nacionales, legislaron 
, sobre él, no para reprimirlo, sino, como lo hemos 
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visto, para dar mayores garantías de igualdad á los 
combatientes. 

Es fuera de toda duda que es digno de severa 
ciítícaun Código que autoriza el duelo, dándole un 
carácter legal con la intervención del Soberano; pe- 
ro hay que atenuar en parte esa crítica, conside- 
rando que aquella institución no fué otra cosa que 
la manifestación en las leyes de unas costumbres 
en un todo armónicas con las ideas de la época. 

Para la incriminación del adulterio se conser- 
va^ entre otras, la pena de la venganza privada. 
Dice la ley 1 del tít. VE, Libro Cuarto; «Si mu- 
jer cafada fiziere adulterio ella y el adulterador 
fean ambos en poder del marido: e faga dellos lo 
que quifiere, e de quanto han;> y si bien agrega: 
«affí que no pueda matar al vno e dexar al otro,> 
esto no quita en nada absolutamente el carácter 
odioso de esta condenación. 

Si en el Fuero Juzgo hemos criticado acerba- 
mente la venganza privada, con mayor razón lo 
hacemos en este Código, que rigió seis siglos des- 
pués que aquel, y en tiempos en que las costum- 
bres habian cambiado. La presencia de esta atroz 
pena en el Fuero Real es uno de sus puntos mas 
condenables. 

En la ley 3 se introduce una verdadera nove- 
dad en la acusación, pues se establece que podia 
ser deducida por cualquier hombre, salvo el caso en 
que el marido quisiese perdonar á la adúltera. Es- 
te principio es digno de condenación. El adulterio 
es un delito que afecta especialmente la vida pri- 
vada, y en ningún caso la ley debió permitir que 
un extraño, á título de regenador, 6 de lo que sea, 
pudiese inmiscuirse en los secretos íntimos del ho- 
gar hasta el punto de convertirse poco menos que 
en guardián de la fidelidad conyugal. No salva, por 
cierto, á la disposición de esta criticarla parte última 
de la ley 3, referente á la condonación del marido. 
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De acuerdo con los mejores principios establé- 
cese que en el caso de reconciliación privada, cadu- 
que el derecho del marido para acusar. 

La violación y el rapto están legislados, con 
pocas diferencias, como en el Fuero Juzgo. No 
obstante, es notable el número de casos en que se 
aplica la pena de muerte en estos delitos. 

Los demás delitos contra la honestidad no tie- 
nen modificación de importancia en su represión. 
Solo en la ley 2 de tit. IX, á mas de la horrorosa mu- 
tilación que para casos semejantes establece el Fuero 
Juzgo, se agrega un género de muerte digno de ser 
mencionado por su cruel originalidad: < e defpues a 
tercer diafean colgados por las piernas fafta que mue- 
ran^ e nuncadendefean toUidos.» 

Castígase en la ley^^ 7 del tit. X á las alcahuetas, 
con penas enormemente desproporcionadas en su 
mayor parte: muerte, venganza privada, confisca- 
ción y prisión por tres meses. 

Respecto de los casamientos ilegales, intro- 
dúcense pocas reformas á las disposiciones del Fuero 
Juzgo, sin que, ellas revistan importancia alguna. 

La. detención privada— leyes 4, tit. Vy 12, ti- 
tulo IV^ Libro Cuarto — , se legisla con mas suavidad 
que en el Fuero Juzgo, imponiéndose solamente 
una pena pecuniaria. 

En cambio, la venta de personas, sea de hom- 
bres libres ó de siervos, está castigada con mas seve- 
ridad que en él Código Visigodo. Si bien el carác- 
ter de la pena de azotes que establece éste, es crue 
y repugnante, la condenación á muerte que estable- 
ce en igualdad de caso el Fuero Real, es mucho mas 
desproporcionada aún (ley 1, tit. XIV, Libro Cuarto). 

Castígase en el título XXIII, Libro Cuarto, á los 
padres y demás personas que def echar en (abando- 
naren), niños. Es realmente admirable la sabidu- 
ria que contienen las tres leyes que se ocupan de esta 
materia. Todo está previsto, sin que el legisla- 



Digitized by VjOOQIC 

J 



~ 44 - 

dor haya incurrido en casuismo. Las penas que se 
establecen, en su mayor parte pecuniarias, guardan 
bastante relación con los hechos, con excepción del 
castigfo que se impone en la ley 3: ^Todo ome que 
defechare nifio alguno, e no ouiere quien lo tome pa- 
ra criare muriere, el que lo echa muera por ello,ca 
pues que el hizo cofa porque murieffe, tanto es co- 
mo fi lo matafe''. Asi pues el Fuero Real, adelan- 
tándose en esta materia á les demás legislaciones, 
varios siglos, sanciona en sus leyes, preceptos que en 
su mayor parte repiten todavia los códigos moder- 
nos con pocas variaciones. 

Bajo el epígrafe "De los denuestos y deshon- 
ras'^ castíganse en el tít. III, Libro Cuarto, los deli- 
tos de calumnias é m/wr/V/s, con penas pecuniarias, 
como en el Fuero Juzgo. En esta parte el Código 
que estudiamos es menos casuista que aquel, no 
obstante contener también enumeraciones innece- 
sarias. 

En la ley 12 del tít. V se reprime con multa, y 
en su defecto con un año de cepo, una injuria par- 
ticular; la que se infiriese al novio ó á la novia en el 
dia de sus bodas. 

El robo y el Awr/o están legislados en el título 
XIII y en las leyes 6 y 7 del título V, Libro Cuarto. 
En general, y salvo el casuismo, son preferibles las 
disposiciones que trae el Código Visigodo sobre la 
materia. 

Hay algunas disposiciones que sancionan refi- 
namientos de crueldad; tal es la ley 6 del tít. V que 
después de establecer la pena de muerte para el 
que ^•foradarecafa, ó quebrantase yglefia por furtar", 
prescribe que el que hurtase algo de valor de más 
de 40 mará vedis y no tuviere para pagar la multa, 
pierda las orejas, y si reincidiere, pierda las orejas 
y el puño. Estas mutilaciones son indignas del 
Código de una nación civilizada. 

De \dL profanación de cadáveres se ocupa el 
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tít. XVín, Libro Cuarto, cuyas disposiciones son 
mas completas que las del Fuero Juzgo, y en gene- 
ral también mas humanitarias, pues se excluyen las 
penas de azotes y hoguera que establece aquel. No 
obstante, en la ley 1 del citado tít. XVIII, se repri- 
me con la pena de muerte al que abriere ó mandare 
abrir huesas funerarias y tomare objetos de ellas. 

Del delito de usurpación se ocupa la ley 12 
de tít. IV, introduciéndose con respecto al Fuero 
Juzgo una pequeña innovación en el monto de la 
cantidad pecuniaria con que se reprime este delito. 

La ley 1 1 del tít. V legisla sobre incendio. 
Haciendo una distinción que exije la justicia, deter- 
mina que si el hecho ocurriere ocasionalmente, el 
incendiario no tenga mayor pena que el resarci- 
miento del dafio. causado. Este precepto solo está 
prescrito en el Fuero Juzgo para la quemazón de 
campos. 

Con todo, este delito está mucho mejor tratado 
en el Fuero Juzgo, cuyas disposiciones son mas com- 
pletas que la ley única del Fuero Real que se ocupa 
de la materia. El Código Visigodo distingue el in- 
cendio de mieses del incendio de casas, el que ocur- 
riere en despoblado, y el que ocurriere en las ciuda- 
des, caracterizando bien cada caso; lo que no suce- 
de en el Fuero Real que confunde en una sola dispo- 
sición hechos de tan diferente gravedad. 

Los daños á animales, heredades, etc., están 
legislados en eltit.IV, sin que se note modificación 
de importancia respecto de lo que establece el Fue- 
ro Juzgo. 

En el tít. II del Libró Primero castígasela rebe- 
lión y traición contra, él Rey y el reino, imponién- 
dose las penas de muerte y confiscación de bienes. 
Autorízase también al monarca, á condenar á muer- 
te al culpable, ó á dejarle la vida, pero con pérdida 
de ambos ojos. Demás está decir cuan reprobable 
es esta condenación, 
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Un caso de desacato á la autoridad^ 6 mas 
propiamente dicho de desobediencia á la raisma^ es- 
tá previsto y castigado en el tit. IV del Libro Primero, 
en los siguientes términos: «Todo orne que fuere lla- 
mado por madado del rey que vega ante él, ó que fa- 
ga otra cofa e defpreciare fu mandamiento: y no 
quifiere venir á fu madado, ni lo quifiere fazer: peche 
(pague) cient Marauedis al Rey " 

Las falsedades^ término genérico en que es- 
tán comprendidos los delitos de falsificación de se- 
llos y firmaS; de documentos, de moneda,- y el falso 
testimonio, se castigan en el tít. Xn con penas más 
severas aún que las que establece el Fuero Juzgo. 
Prodígase la pena de muerte, y se reprime con 
cruelísimas mutilaciones el falso testimonio. Así, la 
ley 3 ordena quitar los dientes al testigo falso. 

De acuerdo con los mejores principios, se re- 
prime con mas severidad al Escribano que á los sim- 
ples particulares en el delito de falsificación de do- 
cumentos (leyes 1 y 4.) 

Es digna de mencionarse por su especialidad^ la 
ley 2 que castiga á los Clérigos falsarios. Dice esa 
ley: «Clérigo que falfare fello de rey; fea defordena- 
do e fea fefialado en la frente: porque fea conofcido 
por falfo por jamas: e fea embiado de todo el rey- 
no: e lo que vuiere fea del rey. E fi falfare fello de 
otri: pierda cuanto vuiere, e fea de la yglefia, e fea 
echado de toda la tierra por jamas, e todo lo que 
vuiere fea del rey: e fi fiziere faifa moneda fea de- 
fordenado, y el rey faga del lo que quifiere defpues. 
Y efta mefma pena mandamos á todo ome de orden 
que fiziere qualquier cofadeftas fobredichas.» 

En el tít. XVI trae el Fuero Real en dos leyes 
lo relativo á los f (fieos y maestros de las llagas. 
Estas disposiciones son mucho mas humanitarias 
que sus correlativas del Fuero Juzgo. 

En los delitos contra la Religión^ el Fuero 
Real ha dejado muy atrás á la legislación visigoda, 
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Disminúyense las penas, que se hacen también 
menos crueles; ya el herege y el judío no son cas- 
tig'ados con el furor que respiran las leyes del Fue- 
ro Juzgo; y si bien la intolerancia en las creencias 
mantiene la pena de muerte, esta y otras se aplican 
con mucha menos frecuencia que en aquel. 

La dignidad eclesiástica es menos considerada 
ante la ley; se va asimilando el sacerdote al simple 
particular cuando delinque, y se le puede marcar 
afrentosamente como á los demás: ley 2, tit.XIL 



Todo esto se explica perfectamente. Caida la 
monarquía Visigoda ante la invasión Árabe en la 
Batalla del Guadalete, los nuevos reinos que se for 
marón al calor de los combates diarios con los opre- 
sores, nacieron con ideas también nuevas, con usos 
y costumbres semejantes, pero no iguales k los del 
siglo VIL El Cristianismo, triunfante con los Espa- 
ñoles, dominó otra vez en la Península, pero no ya 
con las formas de la semi-teocracia visigoda. Los 
reyes, dándose mas cuenta de su poder y del gobier- 
no, tuvieron á su lado ^ los sacerdotes como conseje- 
ros, y no como directores. Foresto es que los Obis- 
pos ya no pudieron influir tan considerablemente en 
la formación de los Códigos. Vino el Fuero Real, y 
como todas las leyes, reflejo fiel de las ideas dominan- 
tes, los consagró en sus preceptos. 

No obstante, continúa la confusión del pecado 
con el delito. 

Dice Facheco: ^'De cualquier modo que sea, y 
por mas defectos ó desgracias que reconozcamos 
en el Fuero Real, siempre queremos consignar y 
es necesario insistir una y otra vez en el adelanto 
que este Código imprimía á la Sociedad Española, 
aún en el punto mismo en que era mas defectuoso 
y atrasado.'^ (1) 

(O Obra€Uada, Tomo s Inroduoción} pif. XU. 
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Entendemos que en esta afirmación el distin- 
guido criminalista español se refiere al estado de 
la legislación de su patria en tiempos de la publi- 
cación del Fuero Real. En efecto, ya hemos dado 
alguna idea del atraso y anarquía que reinaba en 
la legislación del país antes de la promulgación de 
este Código; repetiremos que cada municipio casi, 
tenía sus leyes, algunas de las cuales habían sido 
dictadas con un espíritu de crueldad que excede á 
toda ponderación. 

Pero sabemos que anteriormente á ese desor- 
den, hubo en España un Código Nacional, un con- 
junto de leyes que hemos caracterizado como ad- 
mirables para el tiempo en que rijieron. Ese Código 
que hemos estudiado ya, puede ser comparado, sin 
violencia, con el Fuero Real; y si es verdad que 
este lo aventaja en algunos principios que consa- 
gra, en otros le cede, por el retroceso que deter- 
mina en la legislación. 

A mas, debemos hacer notar que el Fuero 
Real es mucho mas incompleto que el Fuero Juz- 
go. Hay varios delitos que hemos examinado en 
éste y que no se encuentran en aquél. 

Las Leyes del Estilo, que son su complemento 
y aclaración, no suplieron lo que faltaba, totalmente. 

Considerando ambos Códigos con relación á la 
época, no tememos afirmar que él Fuero Juzgo su- 
pera al Fuero Real en la materia que estudiamos. 
Y quizás no sea aventurado decir que aún en el siglo 
Xin podia regir sin desventaja alguna en lugar del 
Fuero Real. 

No obstante, este último Código contiene dis- 
posiciones q[ue lo colocan, sin disputa, como el mejor 
de los Códigos de su época, marcando un verda- 
dero adelanto con respecto á las leyes extranjeras 
contemporáneas. Cúpole también el mérito de es- 
tablecer la unidad déla legislación, concluyendo, con 
su publicación, la existencia de los Fueros locales de 
los diversos municipios. 
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Leyes del Kstilo 



Inmediatamente después de publicado y puesto 
en vigencia el Fuero Real, pudieron notarse las de 
tíciencias y oscuridades que contenia. Para subsa 
narlas, se publicaron á fines del siglo XIII, las 252 
Leyes del EstilOy 6 Declaración de las leyes del 
Fuero, que son un resumen ó estrado de la jurispru- 
dencia de los Tribunales Españoles, puestas en vi- 
gencia con fuerza de ley, por los Reyes Don Alfonso 
el Sabio, su hijo Don Sancho, y Don Fernando el Em- 
plazado. (1). 

Debo, pues, ocuparme también de ellas, no solo 
porque sirvieron para aclarar y suplir el Fuero 
Rea), sino también porque tuvieron vigor legal en 
España y sus colonias; salvo en esto la opinión de 
algunos autores. 

La ley 63 prescribe que el que cometiere algún 
delito, por negligencia — ñ culpa no ouoen el yer- 
ro que hizo» — no sea castigado con la pena ordina- 



(3;*-J. M. AlvMes» Obra ciuda. 
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ria, sino que el Juez, según su prudente arbitrio, le 
imponga pena menor. El propósito de esta ley es- 
tá de acuerdo con los mejores principios, hoy um- 
versalmente aceptados en la materia; pero no así el 
dejar tan extenso campo al arbitrio iudicial. 

De la complicidad se ocupa la ley 56, determi- 
nando diversos casos. Establece que, si á causa de 
haber obstaculizado la captura del malhechor, este 
se fugase, el cómplice tendrá en ese caso, y si no 
fuese posible haberlo mas á aquel, la pena que cor- 
respondiese al autor principal. Como se compren- 
de^ la condenación es sumamente desproporcio- 
nada. 

Respecto del homicidio se dispone, que cuan- 
do varios hirieren á otro y de resultas de alguna de 
las heridas falleciere la víctima, solo sea castigado 
como reo de homicidio el que mfirió esa herida, y 
los demás como simples autores de las otras lesio- 
nes. Mas, si no se pudiere saber quieft infirió la 
herida mortal, todos los cómplices serán castigados 
igualmente con la última pena, es decir, con la pe- 
na de muerte (ley 57). 

Estos principios, que existen en nuestro Código 
y en casi todos los de las naciones civilizadas, son 
un adelanto sensible, que demuestra que las dispo- 
siciones que los establecen se fundan en la verda- 
dera doctrina de la responsabilidad criminal que 
corresponde á cada uno de los que intervienen en la 
ejecución de ese delito. Solo criticaremos en la men- 
cionada ley 57 lo excesivo de la pena impuesta en 
la última parte. 

Por la disposición de la ley 58, el herido podía 
matar á su heridor que fuese huyendo, aunque este 
se entrase á cualquier casa después de cometer el 
delito. Es indudable que esta disposición ultrapasa 
los límites de la defensa legítima, y autoriza para 
este caso una reacción innecesaria. A extenderse 
un poco mas este principio, resultaría bien pronto 
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la justicia criminal librada al juicio particular del 
ofendido. 

En la ley 61 se consagra una disposición per- 
fectamente justa. Establécese en ella que si alguno 
hiriese á otro, y este falleciere, no por resultas de 
la herida sino por hacer «cofas que eran contrarias 
á las feridas, provando el (heridor) eftas dos cofas, 
no ferá tenido á la muerte: mas fera tenido á la pe- 
na déla ferida.>^ 

Es sumamente probable ladisposición de la ley 
84, que establece la desigualdad entre los Cristianos, 
y los Moros y Judios, Ella prescribe que «no se debe 
dar tan gran pena (de muerte), al Chriftiano que ma 
t(5 al Moro, ó al Judio, como al Moro que mató al 
Chiítianon 

Al consagrar las Leyes del Estilo esa diferen- 
cia tan beneficiosa para los Cristianos, y t^n depre- 
siva para los individuos de la Religión Mahometana,- 
echan por tierra y contradicen abiertamente los prin- 
cipios de igualdad y de justicia que se encuentran 
en el Libro Primero del Fuero Real. De este modo, 
la ley que estudiamos determina un considerable 
retroceso con respecto al Fuero Juzgo. 

En la ley 74 se pena el hurto con la muerte, 
continuándose la deplorable innovación que el Fue- 
ro Real había iniciado, al castigar los delitos contra 
la propiedad con mayor rigor que el Código Visi- 
godo. 

Consecuente con las ideas dominantes que pres- 
cribían mayor respeto y consideración á la Iglesia 
que al Soberano, dispone la ley 104, '^que fi el lego 
mata clérigo, primero deue la Iglesia auer el fa- 
crilegio^ que el rey el omezillo." 

En la ley 114 se autoriza la prisión de los 
clérigos que robaren de las rentas reales, de cuya 
recaudación estuvieren encargados. Esta represión, 
relativamente benigna, consagra una desigualdad 
chocante; pues ep casos análogos se castigaban á 
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los legos con penas enteramente desproporciona» 
das por su gravedad. Con mayor rigor que á estos, 
debió la ley castigar á los clérigos ladrones, en 
consideración al carácterde su ministerio, que cons- 
tituye en todos los delitos una circustancia agrá- 
vante. por la mayor ofensa moral á la sociedad. 

La ley 78 extiende la penalidad en el delito de 
falsificación de moneda, al que á sabiendas circu- 
lare esta. Si bien el castigo que se impone no es re- 
comendable, por su severidad, el principio en sí 
es digno de ser señalado, porque está de acuerdo 
con lo que sustentan al respecto los códigos mo- 
dernos. 

Un hecho que atestigua plenamente que la con- 
fusión del pecado con el delito no habia desaparecido 
de las leyes Españolas en el siglo XIII, es la existen 
ciadela ley 129^ en cuyas disposiciones se castiga el 
perjurio con penas pecuniarias. 



Tales son, en resumen, las observaciones parti- 
culares que nos ha sugerido el estudio de la parte cri- 
minal de las Leyes del Estilo, respecto de las aclara- 
ciones que contienen y los nuevos principios que se 
establecen por la interpretación del Fuero Real. 

Esas declaraciones del Fuero mejoraron en par- 
te la legislación existente; pero en parte también hi- 
cieron retrogradarla. En la ley 90 se establece el 
tormento como medio probatorio, sin determinarse 
las limitaciones que acertadamente prescríbia el Fue- 
ro Juzgo. 

No constituyendo estas leyes un Código pro- 
piamente dicho, no son suceptiblesde una crítica ge- 
neral. 

Terminaremos estas lineas, sosteniendo que á 
nuestro modo de ver, las leyes del Estilo no implican, 
en general, un sensible adelanto en la legislación pe- 
nal de Españar 
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I^as Siete Partida© 



Don Sancho el BravOy sucesor del Rey Al- 
fonso IX llamado el sabio, siguió en el poder las 
huellas que este trazara, y que él tanto había com 
batido. Restringió considerablemente los privilegios 
de los nobles, y apoyándose en el pueblo, al cual 
ayudó contra aquellos, engrandeció el poder real y 
preparó así la reforma en la legislación que se venía 
buscando desde el reinado de Fernando III el santo. 

Elevado al trono Alfonso XI, pudo realizar fá- 
cilmente el pensamiento de sus ilustres predeceso- 
res, y el año 1348^ en las Cortes de Alcalá de Henares, 
se promulgó el Código délas Siete Partidas. 

Estas leyes fueron hechas por Don Alfonso el 
sabio, por mandato de su padre el Rey Fernando, 
siendo colaboradores del entonces príncipe, Jacobo 
Ruiz, Roldan y varios otros doctores en jurispruden- 
cia. 

En cuanto á la fecha, sostienen Alvarez y otros 
autores, que ellas se formaron desde 1251 hasta 
1258. No obstante, la opinión mas gorriente, enun- 
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ciada entre otros por los juristas Sampots y Barba, 
Ferrer y Subirana, y Martí de Eixalá, es la que de- 
terfnina esa fecha como correspondiente al espa* 
cío de los siete años comprendidos entre 1256 y 
1263, de acuerdo con la computación del tiempo por 
el calendario Gregoriano. 

Conocidas son las razones que impidieron po 
ner inmediatamente en vigencia este célebre Códi- 
go, que atacaba más rudamente aún que el Fuero 
Real los fueros particulares de los municipios y las 
prerogativas de la nobleza. 

Es de advertir que antes de promulgarlo, Al- 
fonso XI hizo en él enmiendas y correcciones; pero 
las reformas no fueron de tanta importancia que 
pudieran menguar en algo la gloria de su ilustre 
autor. 

Comprende cada una de las Partidas varios tít. 
y cada uno de estos varias leyes, siguiéndose así 
la tradicional división en el plan de las leyes espa- 
ñolas. 

Examinemos las innovaciones de alguna consi* 
deración que este Código introdujo en la legislación 
penal, con relación á las leyes que antes hemos 
estudiado. 

En la definición de delito que dá la Séptima 
Partida en su Proemio, puede notarse que este Có- 
digo ha adoptado como sistema penal, el que sostie- 
ne la escuela de la intimidación, en lo que está de 
acuerdo con el Fuero Juzgo y con el Fuero Real: 
•'E porque tales fechos como estos, que se fazencon 
soberuia, deuen ser escarmentados crudamente, por 
que los fazedores resciban la pena que merescen, e 
los que lo 05^eren, se espanten, e tomen ende escar- 
miento, porque se guarden de fazer cosa, porque 
no resciban otro tal." La intimidación no debe ser 
el objeto único de la ley penal; y en tal sentido, 
este sistema exclusivo está repudiado hoy por las 
legislaciones modernas. No obstante, en el siglo de 
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Las Partidas era aceptado umversalmente, y no ha* 
bía en contrario otra opinión que fuese realmente 
sostenida. 

En el tít. XXXI «De las penas", la ley 2 se 
ocupa de la tentativa en términos claros/ como 
hasta entonces no lo había hecho código alguno. 
Dice la disposición áque aludimos, que '*Si el pen- 
samiento fuese en delitos menores, aunque comen- 
zasen á ponerlo en obra, si se arrepienten antes 
de cumplirse el pensamiento malo, por el hecho no 
incurrirán en pena.'' 

Es lástima que se hayan quedado cortos en 
materia tan importante los autores que sentaron 
un precepto tan adelantado. ¿Por qué solo en de- 
litos menores? 

Con respecto al Derecho Penal, una acción es 
lícita ó constituye delito; no hay términos medios. 
Entonces, si el delito en sí es uno, indivisible, sin 
distinguir á los efectos de esta materia, pues sea 
él grave ó leve, siempre es infracción, no había 
porqué restringir el principio hoy umversalmente 
aceptado, de que el desistimiento voluntario en la 
tentativa exime la pena.. 

Con todo, ese precepto es un progreso mani- 
fiesto en la legislación, y que honra especialmente 
al código que estudiamos. 

La ley 11, título XXXIII, Partida Séptima hace 
la división de la culpa en /a/a, leve y levísima^ de 
conformidad al Derecho Romano. Apesar de estar 
hoy rechazada esta división tripartita, ella indica 
un adelanto respecto de las legislaciones anterio 
res^ que no hacían distinción alguna, y solo se ocu- 
paban de la culpa en términos poco explícitos ó 
demasiado vagos. 

En la Regla 19 se prescribe que los que aconse- 
jaren á otros cometer delitos, sufrirán la misma pe- 
na que estos. En varios delitos se vé repetida esta 
disposición. 
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Es de advertir que el mero consejo para la comi- 
sión de delitos no implica en el que lo dá el carácter de 
autor principal, sino cuando él constituye una verda- 
dera instigación, una fuerza moral que impulse al 
criminal á ejecutar el delito, ya sea por el ascendien- 
te que el consejero ejerza, ya por ser el mismo conse- 
jo engañosOy como dicen Las Partidas, ya, en fin 
por cualquiera otra razón; y entendemos que es en 
este segundo caso en el que se han colocado los le- 
g-isladores españoles, es decir, cuando el consejo ejer- 
ció una influencia decisiva en el ánimo del ejecutor. 
Esta ha sido la manera de interpretar la cláusula 
análoga á la que estudiamos^ inserta en el inciso 3 
del artículo 21 de nuestro Código Penal vigente; y 
en tal sentido el principio de la Regla 19 está perfec- 
tamente ajustado á los sanos principios de la ciencia 
penal. 

En general, el delito ejecutado j^or orden de aquel ' 
á quien el agente criminal estaba obligado á obe- 
decer, es imputable al que dio la orden y no al que la 
cumplió; Reglas 9 y 20, y ley5,tit. XV, Partida Sép- 
tima. Esta última ley distingue el caso en que el delito 
es grave ó leve y para hacer responsable de la acción 
al ejecutor ó al que lo ordenó, respectivamente. 

Como se comprende, esta distinción es sutilista 
y no ha debido hacerse. Hay acciones de carácter 
leve y cuya ilicitud es manifiesta, como también hay 
otras cuya gravedad no todos pueden apreciar de- 
bidamente. De ahí que el legislador hubiera hecho 
mejor en dejar solo el principio general arriba men- 
cionado, á fin de que los jueces pudieran apreciarlo 
y aplicarlo según las circunstancias personales y de 
hecho que existieren en la causa. 

El mandante ó comitente criminal está equipa- 
rado al mandatario ó comisionista en el caso de ase- 
sinato: ley 3, título XXVII, Partida Séptima. Este 
principio está hoy incorporado á casi todos los có- 
digos, aunque con mas extensión, 
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La complicidad negativa está castigada en la 
ley 16, tít. VIII, Partida Séptima. Se impone la pena 
de muerte, que es indudablemente excesiva. Hay tam 
biéñ otras disposiciones que reprimen esta clase de 
complicidad eñ leyes 6, tít XIII. Partida Segunda, 
12, tít. Vni, Partida Séptima, etc. 

En el tít. X de la Partida Séptima se castiga 
á los que se juntan con armas para quemar ó ro- 
bar alguna Villa, ó Castillo ú otro lugar, ó casa, 
etc., etc.,. El gefe del complot és penado con ma- 
yor severidad que los demás coopartícipes, si hu- 
biere muerte de una ú otra parte? ley 8 tít. citado. 

En general, Las Partidas reprimen con mas 
rigor que el Fuero Real á las asociaciones ilícitas. 

^^A los malfechores, e a los aconsejadores, e á 
los encobridores, deue ser dada ygual pena: ^*Re- 
gla 19. Esta disposición de carácter general, es su- 
• mámente criticable, no solo porque ella consagra 
una igualdad inaceptable, dada la inmensa distancia 
que existe en la gradación de la responsabilidad 
penal entre el autor y el simple encubridor, sino 
también porque en esta materia el Fuero Juzgo había 
legislado aplicando menor castigo á los encubrido- 
res que á los ejecutores del delito, en. principio ge- 
neral. 

Muy pocas excepciones hacen las Partidas al 
precepto de la Regla 19, las cuales están contenidas 
en las leyes 3, tit XXIII, y 19, tit.XIV, Partida Sépti- 
ma; y aún en estas se echa de ver la severidad exce- 
siva con que se ha castigado el encubrimiento. 

Asi pues, sustituyendo las disposiciones que el 
Fuero Juzgo habia determinado seis siglos antes, 
Las Siete Partidas atrazaron la legislación en esta 
materia. 

Encuéntrase definida con precisión la pena en la 
ley 1 tit. XXXI: «Pena es enmienda de pecho, ó es- 
carmiento que es dado según ley á algunos por los 
yerros que ficieron», 
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La ley 15, tit. XIV, Partida Tercera, consagra 
en absoluto el principio de la no retroactividad en ma- 
teria penal. Las Partidas no supieron hacer la ex- 
cepción hoy aceptada, relativa á la ley anterior al 
delito ó ala condenación, mas benigna que la que ri- 
giere en el tiempo del hecho ó de su juzgamiento. 
Pero esto no es extraño, pues esa érala doctrina cor- 
riente hasta principios del presente siglo; y entre los 
dos sistemas extremos, Las Partidas aceptaron d que 
ofrecía menos peligros, y daba mayor garantía y 
tranquilidad á los particulares. 

A pesar de estar taxativamente enumeradas las 
penas en la ley 4 del tit. XXXI^ Partida Séptima, se 
encuentran también otros castigos en el resto del 
Código. 

Antes de pasar á examinar particularmente ca- 
da una de estas penas á objeto de señalar las modifi- 
caciones que este Código introdujo, vamos á trans- 
cribir la ley 4 á'que hacemos referencia. Hé aquí su 
resumen: ^*Hay siete (clases de penas). Primera, la 
"de muerte ó perdimento de miembro: segunda, con- 
^^denación á estar con hierros para siempre, cavando 
"en las minas del rey, ú otras labores: tercera, des- 
atierro perpetuo á alguna isla ó lugar cierto, tomán- 
"dole todos sus bienes: cuarta, cuando mandan que 
'>lguno esté en prisiones siempre, ó en cárceles: y 
"esta pena no se debe imponer sino á los siervos: 
"quinta, cuando destierran á alguno para siempre á 
"alguna isla no tomándole sus bienes: sesta, cuando 
"perjudican á alguno en su fama, declarándolo infa- 
"mado, ó le quitan el oficio, ó si privan de el al aboga- 
"do ó personero, por cierto tiempo, ó para siempre; y 
"sétima, cuando alguno es condenado á ser azotado 
"ó herido paladinamente, ó lo demandan y lo hacen 
"estar al sol untado con miel.' ^ 

La pena de muerte se ejecutaba ordinaria- 
mente cortando al condenado la cabeza con espa- 
da ó cuchilla, quemándolo, ahorcándolo, ó echándolo 
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á las bestias bravas, y aún por medio del hambre 
(leyó, tít. XXXI, Partida Séptima, y 24 tít XXI 
Partida Segunda; etc). 

La ley 8, tít. XXXI, establecía que la pena de 
muerte debía cumplirse en los hombres que habían 
sido honrados, no en las íormas antes enunciadas, 
'sino desangrándolo, ahogándolo ó desterrándolo si 
le quisiesen perdonar la vida/' 

Puede pues notarse, que las novedades que 
introdujo el Código de las Partidas para la ejecución 
de la última pena, son en su casi totalidad reproba- 
bles como contrarias á los sentimientos humanita- 
rios de un país civilizado. La disposición que es- 
tablece que el condenado debe ser echado á las bes- 
tias bravas, hace retroceder á estas leyes, doc^^ 
siglos, á la época de los juegos del Circo Romano. 
Lo mismo diremos de la muerte que se daba á los 
reos, abriéndoles las venas, ó ahogándolos. 

Dispone el legislador que los hombres honra- 
dos sufran la pena de muerte por otros modos que 
los establecidos en general para los delincuentes, 
sin duda para evitarles mayor bochorno por el géne- 
ro d-egradante de suplicio, y en consideración á su 
buen comí>ortamiento anterior al crimen. No obs- 
tante, á título de consideración, y queriendo benefi- 
ciar á los reos, se les impone majjor castigo; por- 
que indudablemente sufría mas el que moría aho- 
gado, que el que perdia la vida de un solo golpe de 
espada ó cuchilla. 

La ley 6, tít. XXXI, Partida Séptima, dispone 
también: *'pero los Judgadores non deuen mandar 

apedrear ningún orne ^^; y no obstante, la ley 

10, tít. XXV de esta misma Partida establece que, 
^^Si el Moro yoguiere con la Christiana virgen, 

mandamos que lo apedreen por ello... *' Hay 

pues manifiesta contradición entre ambas disposi 
clones. 

La ley 11 del tít XXXI contiene principios que 
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ya hemos examinado en otros Códigos, relativos 
á la publicidad déla pena de muerte, y ala prohi- 
bición de imponerla á las mujeres en cinta; *'Ca, 
si el fijo, que es nascido, non debe rescibir pena 
por el yerro del padre, mucho menos lo meresce 
el que está en el vientre, por el yerro de su ma- 
dre". Hay también razones de humanidad en apoyo 
de este principio, no solo en favor del hijo^ sino 
también de la madre. 

A continuación establécela misma ley 11: ^*E 
por ende, si alguno contra esto fiziere, justiciando 
á sabiendas muger preñada^ deve recibir tal pena, 
como aquel que k tuerto (traición) mata á otro." 
Aunque este castigo sea lógico, porque guarda re- 
lación de analogía, no puede ser aceptado por su 
desproporción con el delito. 

Según esa ley 11, el cadáver del ajusticiado 
podía entregarse álos parientes, religiosos ó á cual- 
quiera oti*o que quisiere enterrarlo. Este • principio 
está aceptado en nuestro Código vigente, aunque 
con menos extensión. 

La ley 13, tít. IX, Partida Cuarta, sanciónala 
pena del taitón. Aún no había desaparecido la in- 
fluencia del Deuteronomio en la Legislación Espa- 
ñola. 

La venganza privada se mantiene, entre otras 
disposiciones en la ley 10, tít. XXV, Partida Sép- 
tima, que castigad adulterio demoro con cristiana, 
ordenando que ella sea puesta en poder de su ma- 
rido, que la queme, ó la suelte, ó '^faga della lo 

que quisiere » Para condenar una vez mas esta 

disposición, baste recordar que Las Partidas se for- 
maron k mediados del siglo XII. Solo se explican 
estas penas en el Código que estudiamos, por la 
influencia que ejercieron las antiguas leyes en el 
ánimo de D. Alfonso el Sabio y sus compañeros. 

Respecto de las mutilaciones^ podemos afirmar 
sin temor de equivocarnos que las Siete Partidas 
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no adelantaron en lo mas mínimo á los Códigos 
anteriores. Si bien la ley 6, título XXXI, Partida 
Séptima prohibe á los jueces «señalar á alguno en la 
cara quemándole con fuego caliente, ó cortándole 
las narices, nin sacándole los ojos »; en cam- 
bio la ley 1, título Xni, Part. Séptima dispone que 
debía sufrir la pena de muerte el que dijese que 
quería ver la muerte de .su rey, y si le perdonaban 
la vida, áebia perder los ojos. Hay aquí también 
otra contradición manifiesta. 

«De los tormentos^ se ocupa el título XXX, 
definiéndolo en su ley 1 como «una manera de prue- 
ba que fallaron los amadores de la justicia, para es- 
codriflar e saber la verdad por el, de los malos fe- 
chos que se fazen encubiertamente e non pueden 
ser sabidos, nin probados por otra manera» Enu- 
merando las dos principales clases, continúala ley: 
«La vna se faze con ferida de azotes. La otra es col- 
gando alome que quieren atormentar, de los brazos, 
e colgándole las espaldas e las piernas de lorigas o 
de otra cosa pesada/' 

La ley 7 autoriza. á imponer el tormento, '^por 
sospechas, señales ó presunciones.'^ F^ácilmente se 
comprende cuan frecuente sería la aplicación de ese 
bárbaro medio de obtener declaraciones. 

Según la le;y 2, no se podia atormentar á los me- 
nores de 14 aflos^ á los maestros de ciencias, etc. 
Los caballeros podian sufrir el tormento solo cuan- 
do cometieren traición contra el rey ó el reino. Por 
la ley 9 tampoco se debia apremiar con tormento á 
los parientes del acusado hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad, para que de- 
clarasen en causa por cuya condenación pudiera re- 
sultarle muerte ó mutilación de algún miembro. 

En todos los casos este suplicio debia ser dado 
en secreto: ley 3. 

En esta materia, como puede notarse, las Partí* 
das atrasaron hasta la época del Imperio Romano la 
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legislación penal, estableciendo el tormento sin las 
limitaciones y trabas que para su aplicación prescri- 
bía el Fuero Juzgo. En ciertas leyes parece haber 
ensañamiento por parte del legislador; tanta es la se- 
veridad que se sanciona. 

Es de advertir que el tormento no tiene el ca- 
rácter de pena en el Código de Las Partidas, y solo 
si el de un medio probatorio. Aunque esta materia 
pertenezca al Procedimiento Penal, hemos creido 
oportuno ocuparnos rápidamente de ella, pues nos 
servirá para determinar el carácter de las leyes que 
estudiamos y su ma3^or ó menor rigor con respecto 
á la legislación que antecede. 

La pena de asotes se halla expresamente esta- 
blecida en el tit. XXXI, y se aplica ordinariamente 
para reprimir las infracciones del orden religioso. 

La condenación á trabajos forjados á perpe- 
tuidad se introduce por primera vez en la legisla- 
ción Española, en la ley 4 del tít. XXXI ya varias 
veces mencionado. Según la ley 2, tít. XXIII, Par- 
tida Cuarta, la condenación á trabajos forzados lle- 
vaba consigo para el reo, la muerte civil. Los Có- 
digos modernos conservan esta pena bajo el nom- 
bre ordinario de presidio, con las modificaciones 
que aconsejan los progresos de la ciencia penal 

La infamia^ con caracteres semejantes á los 
que establece el Fuero Juzgo, se conserva en las 
Partidas. El tít. VI de la Partida Séptima trata ex- 
tensamente la materia '*De los infamados.'' No pu- 
diendo descender á detalles, nos limitaremos á decir 
que varias disposiciones distinguen la infamia de 
hecho, de la de derecho, como así mismo deter- 
minan la fuerza legal de ella. Por otra parte, no 
hay al respecto un progreso sensible sobre los Có- 
digos anteriores. 

La excomunión y sus diversas clases — mayor^ 
menor, anatema, entredicho, etc.—, está legislada 
en las 38 leyes del tít. IX, Partida Primera, con un 
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lujo tal de detalles^ que mas que un conjunto de le- 
yes destinadas á rejir aun Estado, parecen Las Par- 
tídae en esta parte una colección <5 un tratado de 
cánones. 

En esta época se había quitado á los reyes el 
poder de alzar las condenaciones eclesiásticas, las 
cuales constituian aún en el siglo de Las Partidas 
un castigo temible. 

Varias leyes consagran también la servidum- 
bre como pena. 

El destierro se encuentra en Las vSiete Parti- 
das unida á veces á la pena de confiscación, y otras, 
separada, como puede verse en la ley 4 del tít. 
XXXI. 

En la ley 10 se establece como agravación, 
el duplo de la pena si el desterrado 6 confinado 
volviera á España ó saliese del lugar que se le 
señaló, antes de terminar el tiempo de su condena- 
ción. Si el destierro fuese perpetuo, se aplicaba la 
pena de muerte; excesiva con relación al hecho que 
la motivaba. 

La prisión con carácter de perpetuidad se en- 
cuentra también establecida en este Código. En esta 
pena y en la de trabajos forzados, tal como la pres- 
criben Las Partidas, es especialmente criticable su 
fijeza é invariabilidad, tanto mas cuanto que se 
prestan á establecer en ellas todas las gradaciones 
que se quiera, de acuerdo con la clase de delito á 
que se apliquen. Igual cosa diremos de la pena de 
destierro. 

La confiscación existe también, siendo ella en 
unos casos de carácter parcial, y en otros, de carác 
ter total Es digna de mención la ley 5 del tít. XXXI, 
que dispone que la confiscación se restrinja á una 
parte de los bienes, si el culpable tenía ascendien- 
tes ó descendientes de la línea directa hasta el ter- 
cer grado, salvo el caso en que el delito fuese el 
de traición, ú otro especialmente determinado* De- 
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más está casi 4ecir que la confiscación, sea ella 
de considerable 6 mínima importancia, es siempre 
inaceptable; pero no puede negarse qué la ley 5 
implica en su restricción un adelanto en la penali- 
dad de aquellos tempos. 

Las ipenasdetHhabilitación y multase encuen- 
tran en varias disposiciones del Código que estu- 
diamos. Respecto de esta última, varíase frecuen- 
temente su monto, determinándose que ella debía 
oblarse para la Cámara del Rey. 

Podia el reo evitarse de recibir una pena corpo- 
ral, transando sobre el delito con el ofendido ó su 
familia, antes de ser pronunciada la sentencia, ^*ca 
guisada cosa es e derecha que todo ome pueda redi- 
mir su sangre" (ley 20 tit.I, Partida Séptima). Única- 
mente se exceptuaba el delito de adulterio, respecto 
del cual no habia transacción posible, según la misma 
ley 20. 

La ley 9, tit. XXXI, apartándose de los precep- 
tos casi absolutos sentados desde el Fuero Juzgo en 
la legislación respecto de la personalidad del castigo, 
determina que en el delito de traición la pena alcance 
á los hijos del condenado. Es realmente inexplica- 
ble esta disposición, dada la sabiduría de los auto 
res de Lab Partidas. En ella se consagra un princi- 
pio opuesto á todas las razones de buen sentido, de 
humanidad y de ciencia. 

En el Proemio del tit. II de la Partida Séptima, 
los legisladores de Las Partidas dan la razón que 
han tenido para castigará los hijos del reo en ese de- 
lito. ^Trayción es uno de los mayores yerros e 
denuestos en que los ornes puelen caer: e tantola to- 
vieron por mala los sabios aatiguos que conoscieron 
las cosas derechamente, que la compararon ala ga- 
fedad (lepra) E sin todo esto es tai fuerte maletia, 

que noafazemalal que la ha en si solamente, mas 
aun al linaje que por la liña derecha del descienden, e 
a los que con el moran Otrosien aquella manera 
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mesmafazelatrayciónenlafamadel orne e de^ 

negrece, e mancilla la fama de los que de aquel linaje 
descienden, maguer non ayan en ella culpa; de guisa, 

que fincan (quedan), todaviaenfamadospor ella ''. 

Como se comprende, esta razón es una razón irri- 
soria. 

La misma ley 9, á renglón seguido establece que 
los Jueces deben inclinarse mas bien á libertar de 
pena, que á condenar en los casos dudosos ó en que 
no se pudiere probar. Ese precepto es uno de los ma- 
yores progresos que trae el Código de las Siete Par- 
tidas; y asi puede verse el curioso caso de estar en un 
mismo párrafo, en una misma ley, dos disposiciones 
de las cuales, una consagra la mayor de las injusti- 
cias, y la otra un sensible adelanto en la legislación 
penal. 

Independientemente de varias disposiciones ais- 
ladas que convienen á cada delito en particular, la 
ley 8 del tit. XXXI enuncia en su última parte todo un 
admirable sistema respecto délas diferentes modali- 
dades del delito. Dice el resumen de esa ley: "Si el 
delincuentefueremenor de diez años y medio, no se 
le impondrá pena alguna; si mayor de esta edad y 
menos de 17 años, será mas leve que á los mayores 
que cometen igual falta. También deben atender los 
jueces á las personas contra quienes se comete el 
delito, y el tiempo y lugar, porque también deben 
diferenciarse las penas en esto: y últimamente aten- 
derán al modo con que se cometió el delito, al mismo 
(delito); y atendidas estas cosas podrán aumentar, 
disminuir ó quitar la pena^^ No es posible imaginar 
nada mas completo sobre esta materia, teniendo en 
cuenta que esa ley 8, cuyo resumen hemos trans- 
cripto, petenece al siglo XII. Esas disposiciones 
hacen elevado honor á sus autores. 

En parte de la misma ley 8 se encuentran 
también preceptos relativos á la traición, alevosía, 
etc, que los Códigos modernos han conservado en 
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sus artículos, sino en su letra, en su espíritu. 

Respecto á la edad qus se fija para exencionar 
de pena — 10 años y medio— , es reducida, á estar 
á las conclusiones del último Congreso de Derecho 
Penal reunido en Bruselas; pero no posible exigir 
para aquel entonces mayor aproximación á la ver- 
dad. 

Ampliando y aclarando algunos principios de 
esa ley 8, la ley 9 del tit. I, Partida Séptima, men- 
ciona los casos en que podrán ser acusados los me- 
nores de edad y mayores de 10 años y medio. El 
menor de 14 años no podrá ser acusado por luju- 
ria, pero sí por homicidio, hurto ú otros delitos 
semejantes, debiendo aplicársele menor pena que 
la ordinaria. 

De igual manera que á los menores de 10 
años Y medio, no se podrá acusar á los locos, fu- 
riosos ó desmemoriados ''pero non son sin culpa los 
parientes de ellos, quando non les fazen guardar, 
de guisa que non pueden fazer mal á otro'\ 

En las Reglas de Derecho del título XXXIV, 
Partida Séptima, se encuentras varias disposicio- 
nes de carácter igualmente general, sobre estas 
materias; tales son las 6, 7, 9, 16 y 20. Todas ellas 
consagran en su mayor parte principios dignos de 
elogio por la sabiduría que respiran. 

Ya hemos dicho antes que existen también un 
gran número de disposiciones particulares sobre 
las causas de exención, atenuación ó agravación 
de las penas, que establecían los Códigos anterio- 
res, por lo cual excusamos mencionados nueva- 
mente. Basta decir que no hay modificadón de im- 
portancia al respecto. 

De la prescripción para acusar se ocupan las 
leyes 4, tit. XVII, 2, tit. XVIII, 7, tit. XXV y 22, tit. 
IX, de la Séptima Partida, relativas respectivamente 
á los delitos de adulterio, incesto, apostasia é injuria, 
estableciendo las tres primeras el término de 5 años, 
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y el de 1 la última. Extraordinariamente se deter- 
mina la prescripción treintenaria en el caso en que 
hubiere habido fuerza en la mujer casada, es decir, 
en la violación. Laley5,tit. Vil déla misma Parti- 
da, referente á las falcedades, prescribe 20 años en 
esta materia. 

Como, puede notarse, se rebaja sensiblemente 
el límite del tiempo para acusar con respecto á la 
legislación anterior, pero sin establecerse proporción 
alguna en ese límite. 

Déla prescripción de las penas nada disponen 
Las}*artidas. 

En el tit. XXXII trae este Código la materia de 
los per dones y que con los nombres de amnistía é in- 
dulto y con ciertas modificaciones adaptadas á la 
ciencia y á nuestra forma institucional^ contiene la 
Constitución de la República en sus artículos 67, inc. 
17, y 86, inc. 6. 

La conmutación ó ^^templamento de la recie- 
dumbre de la justicia'', está admitida en varias dispo- 
siciones de la Partida S-éptima. 

Pasemos ahora á examinar los delitos que legisla 
este Código. ^ 

El homicidio se prevee y castiga en todo eltít. 
VII de la Partida Séptima, y en la ley 3, tít. XVII, 
de la misma Partida, que se ocupa del asesinato^ ó 
sea el homicidio por precio ó á traición. 

En general, no hay alteraciones sensibles en el 
modo de considerar este delito, y si alguna mar- 
cásemos, sería para hacer notar la mayor se- 
veridad con que el autor de Las Partidas lo repri- 
me. Tal es el castigo impuesto en la ley 12 del lít. 
VIII, cuya letra transcribimos textualmente á con- 
tinuación. Penando al que matare á cualquiera de 
sus parientes hasta el tercer grado de consangui- 
nidad ó segundo de afinidad, dispone esa l?y: ^*Que 
sea azotado públicamente ante todos; e de sí, que 
lo metan en vn saco de cuero, e que encierren con 
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el vn can,'e vn gfallo, (1)^ vna cutebra, e vn ^ímio 
(mono;) e después que fuere en el saco con eátas 
quatro bestias, cosan la boca del saco, e lácenlos 
en el mar, 6 en el rio que fuere mas cerca de aquel 

lugar do acaesciere '\ No puede darse ley mas 

inhuman a que esta. La transcripción anterior ahora 
todo comentario al respecto» 

Introdúcese aquí una pena desconocida en el 
castigo del homicidio. Me refiero á la condenación 
á cinco años de destierro que se establece en varias 
leyes* 

Sobre el delito de /^/íiw//c/W/o, nada traen Las 
Partidas. 

El aborto, del cual se ocupa la ley 8 del tft. VIH, 
está legislado de una manera análoga alo que so- 
bre él establece el Fuero Juzgo, con la diferencia 
de que las condenaciones pecuniarias que contiene 
la ley Visigoda, están reemplazadas por la pena 
de destierro ordinariamente. 

Debemos hacer notar que el Fuero Juzgo, 
caracterizando este delito, legisla sobre él espe- 
cialmente en todo el título III del Libro Qmnto,en 
tanto que las Partidas lo desnaturalizan y lo traen 
como un caso del delito de homicidio en una sola ley 
del tít. VIII, que corresponde á éste. 

Las disposiciones referentes al duelo se en- 
cuentran detalladas hasta la insignificancia; regla- 
mentándose esta materia en los títulos III. "De 
los Retos, IV "Délas Lides", V "De las cosas que 
hacen los ornes por las que valen menos», XI 
"De los desafíos y reconciliaciones», y Xn"Delas 
treguas, seguridades y paces;» correspondientes to- 
dos á la Partida Séptima. En la mayor parte de 
ellos se encuentra el espíritu y en ocasiones tam- 
bién la letra del Fuero Real, en la parte en que 
se ocupa de este delito. 

. (t)— Según vftrioi cpmentadotci, el gallo debía ler de uot nct especial» la mai fuerte qne 
te conocía. 
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De las lesiones corporales solo se ocupan in- 
cidentaJmente Las Partidas, sin darles el carácter 
dé delito especial. Así la ley XIII del tit. VIII de 
la Partida Séptima, legisla ún caso de lesión bajo 
el epígrafe ^'De los omezillos'\ y la ley 20, tít. IX, 
de la misma Partida, asimila las heridas á las in 
junas y las castiga como á tales. 

En la represión del adulterio y k mas de la 
venganza privada, se establecen las penas de azo- 
tes y encierro en un monasterio para la mujer, y 
aún, si el adulterio fuere con siervo, la quema de am- 
bos culpables. El hombre debia sufrir la pena de 
muerte, cuando no tenia lugar la venganza privada. 
Como puede verse, se ha invertido el principio déla 
penalidad, estableciéndose mayor castigo general- 
mente para el hombre que para la mujer, en lo cual 
Las Partidas no están conformes con los mejores 
principios que informan la materia, y que ya estaban 
determinados por el Fuero Juzgo. 

En lo relativo á la acusación de este delito, 
Las Partidas prescriben que solo podrán deducir- 
la^ el marido, el padre déla adúltera, su hermano, 
ó su tio. Aunque no completa, esta disposición es 
un progreso manifiesto sobre la legislación ante- 
rior. 

En la ley 13 del tit. XVII (que es el que legis- 
la sobre este delito,) se autoriza al marido á matar 
al hombre 7;//, que encontrase infraganti delito de 
adulterio con su mujer; pero si el delincuente fuese 
su señor, ú otro á quien debiera respeto, no podía 
matarlo, sino apercibirlo y acusarlo ante el Juez. 
No le era permitido dar muerte á su esposa, debien- 
do limitarse á llamar á dos hombres honrados, para 
que presenciaran el acto, y entregarla después á la 
justicia. Estas disposiciones son inaceptables. Des- 
de luego, si las leyes eximen de pena al esposo que 
dá muerte á los cómplices tomados infraganti, es 
por consideración al estado especial de ánimo enque 
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se supone á aquel: estado en que, á causa de la 
afrenta que se le infiere, se alteran sus facultades 
hasta el punto de volverlo irreflexivo, y por lo tanto 
irresponsable. Y el Fuero Juzgo y los demás Códi* 
gos, inclusive la casi totalidad de los actuales, han si- 
do lógicos en no establecer diferencias en favor déla 
vida de uno de los cómplices; porque si el ofendido 
ha podido raciocinar lo bastante para llamar dos 
testigos — en el caso de la ley citada—, y entregar 
después á la adúltera k la justicia, cesa, entonces, la 
razón fundamental y única que tiene la ley para au- 
torizarlo á dar muerte á su ofensor. Al apartarse 
Las Partidas de lo consagrado al respecto por los an- 
tecedentes legislativos de España, son justamente 
criticables, pues hicieron retroceder el Derecho Pe- 
nal anterior sobre este punto. 

De los demás delitos contra la honestidad se 
ocupa la Séptima Partida en sus títulos XVUI, XIX, 
XX, XXI y XXn, Los principios no se alteran fun- 
damentalmente, y solo puede notarse en este Códi- 
go mayor templanza en la penalidad. Es digna de 
mención la circunstancia de hallarse suprimidas 
las atroces mutilaciones, que establecen el Fuero 
juzgo y el Fuero Real para la represión de los deli- 
tos contra la naturaleza. 

Contra los buenos principios; pero de acuerdo 
con la manera de considerar estos delitos en las 
costumbres de la época, se mantiene la acción pú- 
blica para la acusación. 

Los matrimonios ilegales se castigan en di- 
versas leyes.* 3^4 y 5 tít. iS, Partida Cuarta, y 6 16, 
tít. XVn, Partida Séptima. Hay pocas modificacio- 
nes; las penas son todavía desproporcionadas, v. gr.: 
destierro á perpetuidad^ confiscación, servidumbre, 
etc. No obstante, la represión en general es un 
poco menos rigurosa que la de los Códigos ante- 
riores. 

De tos. delitos contra el estado civil de las per^ 
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so««5, legislan Las Siete Partidas la suposición del 
/)a#'/o, castigando como falsaria á la muger que die- 
se al marido por su^yo, hijo ageno: ley 3, tít. VE, 
Partida Séptima, aplicándole, en consecuencia, las 
penas que consagra la ley 6 del mismo tít. Vn, y 
que estudiaremos más adelante. Creemos que la 
represión es excesiva, aunque el delito esté bien 
caracterizado. 

De las injurias se ocupa todo el tít. IX de la 
Partida Séptima. Se distingue la injuria grave 
(atroz), de la injuria leve, y se ordena á los Jueces, 
que sentencien de acuerdo con esta diferencia, "pa- 
ra que cada uno sufra la pena según la deshonra 
que hiciere:^' ley 20. Estas disposiciones, actual- 
mente en vigor en varios Códigos, son un progre- 
so digno de mención, y que caracteriza, á los efec- 
tos de la penalidad, los principios según los cuales 
deben ser penadas las acciones que constituyen la 
injuria, de acuerdo'con su mayor ó menor gravedad. 
La misma ley 20 enumera cuatro clases de injurias 
graves. 

En general, el arbitrio judicial tiene un campo 
extenso para determinar la condenación aplicable. 
No obstante, la ley 3 establece castigos excesiva- 
mente crueles, y sin relación con los hechos. Ella 
dispone que, cuando se infamase á otro por escrito, 
si el contenido de este fuese tan perjudicial que en 
caso de probarse mereciere aquel contra quien se 
escribió, pena de muerte, destierro ú otra, el infa- 
mador que compuso el escrito y el que lo escribió, 
deberán sufrir aquella pena. A más, si alguno en- 
contraba el libelo por primera vez y no lo rompia, 
se hacia acreedor al mismo castigo. 

Es de advertir que aun cuando se conserva^ en 
general, el erróneo precepto de la legislación ante- 
rior^ que permite probar en juicio la injuria hecha, 
excepcionalmente se prescribe que no debe ser oído 
á ese efecto, el hijo, nieto ó biznieto que hablasen 
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mal de su padre, abuelo ó bisabuelo, '^el aforrado, 
del que lo aforró; el criado, de aquel que lo crió, ó de 
aquel con quien vivió; el siervo, de su señor; y el 
sirviente, de aquel con quien vivia." Aun cuando 
sumamente restringido, nótase ya un comienzo de 
reforma hacia los buenos principios consagrados 
por el derecho moderno en esta materia. 

El robo y el hurto están legislados en la ley 4, 
tít Vn, Partida Quinta, en el tít. XIII de la Partida 
Séptima, y tn la ley 18, tít. XIV de la misma. 

El robo'Q^sXÁ definido en los siguientes términos 
en el tít. XIII «Robo es una manera de malfetria, que 
cae entre furto é fuerza». A continuación determí- 
nalo que constituye la rapiña: <Rapina en latin 
tanto quiere dezir en romance, como robo que los 
omes fazen en las cosas agenasque son muebles.» 
Tenemos asi bien caracterizado el robo, que Las 
Partidas legislan separadamente del hurto, y que no 
obstante castigan con la misma penalidad en la ley 
18, tít. XIV. 

El hurtOj según la 4ey 1, tít. XIV, ^^es malfetria 
que fazen los omes que toman alguna cosa mueble 
agena encubiertamente sin plazer de su señor, con 
intención de ganar el señorío ó la posesión, ó el uso 
della". En esta definición, admirable por todos con- 
ceptos, se establecen con toda precisión los caracte- 
res distintivos del hurto, con respecto al robo. 

Tres clases de robo distinguen Las Partidas 
en su ley 1, tít. XIII: el que se hace en tiempo de 
guerra, el que ordinariamente se conoce como delito 
común y se castiga como tal en todos los Códigos, 
y el robo que se ejecuta con ocasión de incendio ó 
destrucción de casa ó nave. 

Por la ley 2 del mismo tít. XIII se prescribe que 
solo pueden acusar por robo, el propietario, poseedor 
ó tenedor de la cosa, según los casos, y á veces tam- 
bién los herederos. Este principio convierte al ro 
bo endelito privado y desnaturaliza su verdadero 
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carácter eri perjuicio de la sociedad, que está intere- 
sada en la represión délos criminales que al atentar 
contra la propiedad particular, atentan igualmente 
contra su seguridad propia. 

Dos penas consagra la ley 3 del tít, XIII para 
castigar el robo: la una pecuniaria, ó sea la obliga- 
ciónde devolver la cosa robada, mas el triple de su 
valor; y la otra, corporal, para escarmiento. 

La noxes daré del Derecho Romano se autoriza 
en la ley 4 del tít. XIII, con respecto al siervo que 
sin mandato 6 conocimiento de su señor, robase algo 
de lo cual no se aprovechare este. 

Un caso particular de robo se reprime en la 
ley 4, tít. Vil, Partida Quinta; es el que se ejecuta 
en las cosas que llevaren los mercaderes á las ferias. 
La ley manda que se devuelvan al dueño los obje- 
tos robados, que deben ser especificados bajo jura- 
mento, con los daños y perjuicios del caso; y ordena 
también al Juez^ que cumpla su deber de justicia 
con los ladrones. Nos parece desproporcionada la 
condenación pecuniaria que -establece esa ley 4, lo 
mismo que la corporal á que se refiere, y que estu- 
diamos mas adelante. Tanta severidad se explica 
por el deseo del legislador de dar las mayores garan- 
tías posibles al comercio y á la industria, factores 
importantísimos en el progreso de los pueblos. 

El hurto, según Las Siete Partidas, podia ser 
manifiesto y encubierto^ distinción consagrada ya 
en el Derecho Romano, y que hoy está repudiada 
por los Códigos modernos, con justa razón, pues 
no debe influir en lagravedaddelhecho,y en la res- 
ponsabilidad del agente, la circunstancia de ser ó 
no visto este, antes de ocultar la cosa hurtada. 

El hurto solo podía ser de muebles: ley 1, tít. 
XIII. 

Pueden acusar por este delito á mas del pro- 
pietario, ya sea que éste tenga pleno dominio sobre 
su cosa, ó ya que conserve tan §olo la nuda pro- 
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piedad, el usufructuario, el poseedor, el mero te-' 
nedor y el mayordomo 6 .tutor del menor. Este 
principio es mas ó menos el que ya hemos criti- 
cado al estudiar el delito de robo, y por lo tanto 
nos referimos alas observaciones que apuntamos 
en esa ocasión. 

Impropiamente se extiende el calificativo de 
hurtador, al comodatario y al acreedor prendario 
que usen de la cosa ''en alguna manera contra la 
voluntad de su dueño'\' ley 3, tít. citado. Para es- 
tos casos, las legislaciones modernas^ fundándose 
en los mejores principios, han señalado simples 
condenaciones civiles. 

De acuerdo con el principio general determi- 
nado por la ley 8 del tít. XXXI, en la ley 17 del 
tít. XIV se exime de pena al hurtador que no tu- 
viere la edad de 10 . años y medio, extendiéndose 
también esta disposición á los locos y desmemoria-, 
dos. En esta parte el Derecho Español está calcado 
sobre los principios jurídicos del Derecho Romano. 

Es digno de especial mención el principio de la 
ley 4 que dispone, que el hijo, ó el nieto del hur- 
tador, su mujer, ó su siervo, no serán pasibles de 
pena ante la justicia por los hurtos que ejecutasen 
en cosas de éste. Nuestro Código vigente consagra 
el mismo precepto, si bien extendiéndolo, con todo 
acierto, á otros parientes que él mismo determina. 

La pena del hurto, es, á igual que la del robo, de 
dos clases: la una, pecuniaria, menor que en aquel 
delito, y la otra, corporal, que se aplica en ambos. 
Esta última consistía en "escarmentar á los furtado- 
res públicamente con feridas de a9otes, ó de otra gui- 
sa, de manera que sufran pena, everguen9a'\ "Por 
hurto, agrega la misma ley 18 tít. XIV, no deben ma- 
tar, ni mandar se corte miembro alguno, á menos 
que fuere ladrón conocido que lo hiciese en caminos 
ó' en el mar con navios armados, ó de aquellos que 
entran por fuerza en las casas con armas ó sin ellaS; 



Digitized by 



Google 



^ 75 - 

(5" ladrón que hurta en iglesia ó lugar religioso cosa 
santa 6 sagrada, etc. etc." 

Aparte de la crueldad excesiva que sancionan 
estas condenaciones, debemos hacer notar que es 
impropio castigar el robo y el hurto con igual rigor, 
tanto mas, cuanto que el legislador ha dado ya ácada 
delito su carácter especial, como antes lo hicimos no- 
tar, por el hecho de legislarlos separadamente. 

El caso especial de hurto de semovientes, que 
los autores designan con el nombre de abigeato^ 
está previsto y castigado por la ley 19, tít. XIV. El 
legislador se muestra en esta materia sutilista por 
demás, consagrando penas desproporcionadas en la 
mayor parte de los casos: en algunos se establece 
la pena de muerte. 

El hurto ó sonsacamiento de hijos ó de siervos 
ágenos se reprime con rigor inusitado. Al efecto 
se determinan los siguientos castigos: cadenas y tra- 
bajos forzados á perpetuidad; muerte ordinaria; y 
muerte por medio de las bestias bravas; aplicándo- 
se estas condenaciones según la calidad del autor 
del delito: ley 22, tít XIV, Partida Séptima. 

La profanación de sepulturas y cadáveres se 
legisla én las leyes 14 tít. XIII, Partida Primera, y 
12^ tít. IX Partida Séptima. Según los casos y las 
personas, se establecen condenaciones pecuniarias, 
destierro, trabajos forzados y muerte. Estas cuan- 
do el delito se cometía en sepulturas de cristianos; 
pues, para el caso en que se hubiere ejecutado en 
las de moros ó judíos del seflorio del rey, la pena 
quedaba al arbitrio judicial. La acción era pública 

Un caso particular del delito de usurpación se 
trata en la ley 30 del tít. XIV, castigándose la remo- 
ción de mojones, con pena pecuniaria y pérdida del 
derecho que tenía el usurpador sobre el terreno en 
cuestión; y sino tuviese ninguno debia perderlo que 
tomó con otro tanto de^ lo suyo. Otro caso del n>is- 
mo delito legisla el tít. Xde la misma Partida Sépti- 
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ma, en su ley 10: "Entrando ó tomando alguno por 
fuerQa, por si mismo sin mandato del judgador, cosa 

agena, quier sea mueble, quier raiz ;''determi- 

nándose al efecto las mismas penas que en el caso 
anterior. Estas condenaciones son perfectamente 
aceptables, y guardan relación con los hechos que 
castigan. 

Sin modificación sensible, legislanse casos aná- 
logos en las leyes 13, 16 y 17 del mismo título X. 

De las estafas y oirás defraudaciones^ se 
ocupa el tít. XVI bajo el rubro ''De los engaños 
buenos y malos. ^' 

La acción es privada, según la ley 3, en lo 
cual Las Partidas no están de acuerdo con los bue- 
nos principios. ^ 

La ley 4 prescribía que no se podía acusar 
por engaño á los padres ó abuelos, al señor, á los 
que tienen respecto de la víctima una dignidad su- 
perior, ó cuando el engaño no exceda de dos ma- 
ravedises de oVo. No obstante, podía ser exigido 
el resarcimiento del daño, no por razón del fraude, 
sino por el hecho en sí — que se suponía entonces 
cometido sin dolo — , para impedir el lucro que hu- 
biera resultado. 

En varias leyes se enumeran casos de fraudes. 
La ley 21 determina, que no pudiéndose imponer 
pena cierta, el Juez atienda para sentenciar, '*al que 
lo cometió (el engaño), al que lo recibió, al mismo 
engaño y al tiempo en que fué cometido, para im- 
ponerla según su alvedrío.'' Este principio no es 
recomendable, pues mejor hubiera sido aplicar á cada 
caso su penalidad correspondiente, en el sistema 
casuístico de este Código, ó mas bien, fijar una pena 
determinada, y no, como lo hace dicha ley^ librar 
al arbitrio judicial la peligrosa facultad de aplicar 
la. clase y el cuantum de la pena, sin mas norma 
que vagas limitaciones. 

Del incendio se ocupan las leyes 9, tít X, y 10 
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y 12,tít. XV, sin que pueda encontrarse en estas dis- 
posiciones nada que signifique innovación de impor- 
tancia con respecto á la legislación anterior. 

El tít. XV legisla sobre daflos^ estableciéndose 
en la ley 2 que la acción es privada. 

Extiéndense Las Partidas en esta materia, en un 
casuismo considerable; y la condenación que se 
prescribe para la mayor parte de los casos, es la obli- 
gación de resarcir el daflo causado. Asi propiamente 
hablando, no se determina pena alguna, pues los prin- 
cipios mas elementales de derecho, corrientes tam- 
bién en aquel tiempo, establecian que el que causare 
un mal, debia satisfacer las pérdidas que fuesen con- 
secuencia del mismo. No trepidamos en afirmar 
que son inútiles la mayor parte de las 28 leyes en que 
Las Partidas se ocupan de los daños como delito, por 
que nada especial establecen. 

El tít. II de la Séptima Partida se ocupa ^'De las 
Trayciones^\ palabra, que en este Código tiene un 
significado genérico, mucho mas extenso del que se 
leda actualmente. En la enumeración que hace la 
ley 1 del mismo tít, délas maneras como puede eje- 
cutársela traición, se comprenden varios delitos de 
los que nos ocuparemos por separado^ y ordenada- 
mente, de^cuerdo con el método de exposición que 
llevamos. 

Ordinariamente se emplea esta palabra como 
sinónimo de lesa majestad. 

En varias disposiciones de la ley 1 mencionada 
últimamente, se castiga la rebelión. Tales son los 
casos primero, tercero, cuarto, séptimo, octavo, 
noveno, décimo, undécimo y décimo tercero de la 
expresada ley. Algunos de estos se ocupan también 
del delito de lesa majestad — Lóese maiestatis cri- 
men — ; pero los comprendemos en esta enunciación 
porque Las Partidas se ocupan de ambos conjunta- 
mente. 

Si el Fuero Juzgo es condenable por la.espan- 
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tosa severidad con que reprime estos delitos, mucho 
mas, como se comprende, lo es el Código que estu- 
diamos, que consagra á ese respecto las siguientes 
penas: muerte (ley 2 tít. ü, Partida Séptima;) confis-* 
cación de bienes del reo (leyes 6. tít. XIII, Partida Se- 
gunda, y 2, tít. II, Partida Séptima;) destrucción de 
los edificios del criminal en caso de atentado contra 
la vida del rey (ley 6, tít. XIII Partida Segunda;) in- 
terdicción para enagenar en cualquier forma bienes 
de su patrimonio desde el dia de la traición (ley 4, tít. 
II, Partida Séptima;) infamia é inhabilidad absoluta 
para heredar y obtener dignidad ú oficio público 
impuesta á los hijos varones, y parcialmente á las 
hijas mujeres del condenado (ley 2, tít. II Partida 
Séptima;) mutilación de las manos (ley 2, tít. XVI 
Partida Segunda;) mutilación de la lengua (ley 4, tít. 
XIII, Partida Segunda;) privación de los órganos de 
la vista (ley 1, tít. XIII, Partida Segunda;) enterrar 
vivo al matador debajo del muerto, en el caso en 
que ^'torcidamente'' (con alevosía), un oficial del rey 
hubiere dado muerte k otro en un lugar en que 
estuviese el soberano, acto que constituía el deli- 
to de lesa majestad (ley 3. tít. XVI, Partida Se- 
gunda). Como se vé^ no es posible encontrar dis- 
posiciones mas inhumanas que estas; y los legisla- 
dores de las Partidas, en su afán de castigar severa- 
mente, sancionaron verdaderos refinamientos de 
crueldad, en leyes que solo son disculpables y pueden 
convenir en un pueblo de feroces salvajes, y en ma- 
nera alguna en la relativamente culta monarquía 
Española del siglo XIII. 

La acción para acusar era pública, y en ciertos 
casos, aun después de fallecido el presunto reo podia 
ser sumariado. Habia una traba formidable, que 
obstaculizábala frecuencia de las acusaciones; el de- 
nunciante que no probaba su aserto, debia sufrir la 
pena que correspondería aplicar al acusado, si se 
probase la acusación: Estei)rincipio guarda relación 
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id, con las observaciones que hemos 
Tafo anterior. 

tít. XIX reprime á los que sacaren 
n preso de la Cárcel, ó de otra prisión, 
sna que debiera sufrir el preso e vadi- 
es perteneciente al delito de sedt- 
lo que sobre la materia determina 
vigente. La penalidad que marcan 
i la ley 14 mencionada, no guarda pro- 
lecho que reprime. 

^adas se ocupan las leyes 16 y 17, tít. 
Segunda^ y 2, tít. X, Partida Séptima, 
se establecen, según las circunstan- 
y de hecho, son sumamente despro- 
la mayor parte de los casos. Tales son 
iestierro á perpetuidad, trabajos for- 
Lra los delitos comunes ejecutados con 
>nada— ley 17, tít. XXVI Partida Se- 
,ción, infamia, é inhabilitación especial, 
a de la mayoría de los Códigos mo- 
primen de acuerdo con el sistema de 
de las penas los hechos delictuosos 
asonada ó con motivo de ella. Las 
astigan como uno solo todos esos de- 
jue pueda en ocasiones explicarse la 
i de algunas condenaciones, 
la Partida Séptima en su ley 6, pre- 
desacato á la autoridad, que se cas- 
3 del mismo tít., con las penas de 
s públicos, destierro perpetuo, confis- 
é inhabilitación especial: todo esto, 
. El principio del respeto á la auto- 
n celoso se muestra el legislador de 
i sido cxajerado en varias partes por 
les excesivas que se establecen para 
. El Fuero Real se muestra mucho 
io, en los puntos que se refieren á es- 
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En el tft. n déla Partida Séptima^ que ya hemos 
examinado en su mayor parte, legislase un caso tí- 
pico del delito de usurpación de autoridad. Dice 
la ley 1 de ese tít.: ^^La dozena (manera de hacer 
traición) es, si el Rey tira el oficio á algún Adelanta- 
do, o a otro Oficial de los mayores, e establesce k 
otro en su lugar, e el primero es tan rebelde, que 
non dexa el oficio, o las Fortalezas, con las cosas 
que le pertenecen, nin quiere rescibir al otro en el 
por mandato del Rey.'^ El castigo de este delito 
está determinado en la ley 2 del mismo tít, 11, cu- 
yas disposiciones criticamos en el delito de rebelión. 

El delito de abuso de autoridad en los car- 
celeros se castiga con la pena de muerte, según 
lo dispone la ley 11^ tít. XIX, Partida Séptima. 
Esta condenación es en extremo desproporcionada, 
pues los hechos que constituyen ese delito en Las 
Partidas son simplemente, dar mal de comer ó dar 
mal de beber al preso, colocarlo en prisiones ina- 
decuadas por sus malas condiciones, etc.; hechos, 
vejaciones, que deben ser castigados, pero que no 
autorizan á imponer la mas grave de las penas en 
estos casos. Sin duda esta disposición se inspiró 
en las costumbres de aquel tiempo, y en la frecuen- 
cia con que los carceleros abusaban desmedida- 
mente déla guarda de los criminales. 

Del prevaricato se ocupan las ley 15, tít. 6, y 
24 y 25, tít. XXII, Partida Tercera y 1, tít. VII y 11, 
tít. VIII, Partida Séptima, aparte de otras disposicio- 
nes referentes á casos particulares. 

El prevaricato de los Jueces se castiga en las 
leyes 24 y 25, tít. XXII, Partida Terera, y 1 y 6, tít. 
VII, y 1 1 tít, VIH, Partida Séptima. Las penas que 
se imponen son: muerte, talión, destierro, confisca- 
ción, infamia perpetua, inhabilitación especial, con- 
denaciones pecuniarias y resarcimiento de daños; 
que con algunas variantes habia establecido yá el 
Fuero Juzgo. 
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El prevaricato de los Abogados se reprime en 
las leyes 15, tít VI, Partida Tercera, y 1 y 6,tít. VIL 
Partida Séptima. La penalidad es casi la misma 
que la que se determina para castigar á los Jueces 
prevaricadores, por cuya razón la consideramos ex- 
cesiva, pues este delito no reviste en los Abogados 
la misma gravedad que en aquellos. 

Del cohecho y su condenación se ocupan las le- 
yes 26 y 21, tit. XXII, Partida Tercera, y 1 y 6 tít. VII 
raatída Séptima. Caracteriza este delito especial- 
mente, la siguiente disposición. ^' E aún de- 
zimos, que folsedad faze todo ome que se trabaja de 
corromper al Juez, dándole ó prometiéndole algo, por 
quedejuyzio tortizeramente'\ 

Las penas con que se castiga este delito son su- 
mamente duras: baste citar al respecto una disposi- 
ción de la ley 26, tít. XXII, Partida Tercera: «Si el 
acusador diese alguna cosa al Juez para que senten- 
cie contra el acusado injustamente, debe perder la de- 
manda y sufrir igual pena que dijimos del Juez, que . 
toma alguna cosa por la sentencia que ha de dar en 
tal pleito como este». Las penas áque se refiere, 
son las que hemos enumerado como correspondien- 
tes á la represión del delito de prevaricato, y que con- 
ceptuamos desproporcionadas. 

La ley 27, tít. XXII, Partida Tercera hace una 
excepción: exime de pena al cohechador y aun lo 
autoriza para repetir lo que hubiere dado si "lo dio 
' (al Juez) porque juzgue rectamente ó con justicia'^ 
Cae aquí el Código en el extremo opuesto de lo que 
hemos criticado en el párrafo anterior, relativo ala 
represión, pues no parece acertado que haya debido 
dejarse sin castigo un hecho como el que nos ocupa, 
y qué lleva en sí el sello de una inmoralidad mani- 
fiesta. 

El delito de infidelidad en la custodia de presos 
selegisla en lasleyesQ, 12 y 13 del tít. XXIX, Parti- 
da Séptima, que tiene por rubro: ^^Como deben ser 
fifuardados los presos". 
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Los castigos que se imponen son en extremo 
desproporcionados con los hechos. Asi, la ley 12, tít, 
XXIX dispone: ^^cuando (los presos), huyen por 
grande culpa ó engaño délos que los tienen en guar- 
da, (los guardadores) sufrirán la pena que debían su- 
frir los presos". Otras condenaciones se establecen, 
y en algunos casos se aplica la pena de muerte, es* 
pecialmente si el guardián de los presos matase á 
alguno, ó le diere algún veneno con que el mismo 
se pudiese quitar la vida. 

En esta materia Las Partidas adoptan, casi 
exactamente, los mismos principios que el Fuero 
Juzgo; lo que significa que son doblemente critica- 
bles, dado el tiempo que media entre ambos Códigos, 
y el carácter de esos preceptos, en un todo condena- 
bles. 

Aun cuando no pertenecen al estudio de este de* 
lito, no está demás mencionar, por la relación que 
guardan con él, las disposiciones de la ley 13, tít. 
XXIX, que castigan con sumo rigor, en algunas 
ocasiones con la pena de muerte, al preso que huyere 
de la cárcel. Es especialmente digno de critica el 
precepto que ordena sentenciar como reos del delito 
por el cual estuviesen procesados, á los presos que 
huyesen en complot. 

Los Códigos modernos, considerando cuan po- 
deroso es el deseo de libertad en el hombre, han eximi- 
do de pena al preso que se evada de su cárcel, por ese 
hecho; y si bien es cierto que en el tiempo en que se 
dictaron Las Partidas estos principios aún no exis- 
tían, como tampoco existía la ciencia del Derecho 
Penal^ es indudable que la evasión del preso ha sido 
castigada con excesiva dureza por el Código que es- 
tudiamos. 

A propósito de esto, creemos oportuno recor- 
dar la enseñanza de uno de los maestros de la cien- 
cia penal, sobre el abuso que se hace de las armas, 
en los casos de fuga de los reos, El. jurisconsulto 
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Berangfer/en su importante obra sobre ^^La justicia 
criminal en Francia, '^ escribe lo sigfuiente: "Esta 
doctrina de hacer fuego sobre el hombre que huye, 
no podia nacer sino del extravío de las pasiones; y 
si un Prefecto pudo en un momento consagrarla, en 
uno de sus sangrientos decretos, era digno de un 
Ministerio sabio apresurarse á prevenir tan deplo- 
rables sucesos.'^ 

"Si la fuerza armada estuviese autorizada para 
matar en ciertos casos á la persona cuya detención 
se le hubiere recomendado, importaría convertirla 
en Juez de las circunstancias, en que le seria permi- 
tido darle muerte; se pondría de esta manera en sus 
manos la vida de todos los hombres, contra los que 
se hubiera decretado detención; le bastaría, enton- 
ces, para justificar el asesinato, un sumario en que 
constara la fuga verdadera ó falsa." 

"El hombre que huye es reprensible sin duda, 
pero no se hace culpable mas que de una mera de- 
sobediencia á la ley. 

"El deber de la fuerza armada es tratar de al- 
cansarle y detenerle; le es prohibido para conseguir 
esto, hacer uso de sus armas." (1) 

De la revelación de secretos, se ocupan inci- 
dentalmentelas leyes 1 y 2, tít. VII, Partida Séptima, 
y en especial, las leyes 9, tít. VI Partida Tercera^ y 
35 tít. IV, Partida Primera. Generalmente se cas- 
tiga este delito con la represión que se prescribe 
para las falsedades; y de ahí que esas disposiciones 
sean criticables por consagrar penas excesivamen- 
te desproporcionadas con los hechos á que se re- 
fieren. 

La ley 35, tít. IV, Partida Primera cuyo resumen 
transcribimos á continuación j trata un caso especial 
de este delito. Dice esa ley: «El sacerdote que des- 
cubre por palabra 5 señales los pecados que se di- 
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sea en la confesión, falta á Dios á la S 
comete falsedad, causando además el i 
sede la confesión; será por tal delito c 
cerdote con encierro perpetuo en un 
Hallamos acertado este castigo, que gi 
no solo con el hecho producido, sino tí 
carácter personal del que lo ejecuta. 

En la ley 14, tít XIV, Partida Sé] 
tiga la malversación de caudales püb 
de la devolución del dinero y del res 
los daños y perjuicios que hubiera c 
cho, el reo era condenado á oblar un 
valente al tercio de la cantidad malven 
tramos sumamente benignas las dis 
esta ley. Los Códigos modernos caí 
cho mayor rigor el delito que nos ocup 
do en casi todos los casos, entre otras c 
y en primer término, la suspensión ó i 
empleado malversador. 

Según la ley 5, tít. X, álos almojí 
dadores de diezmos que toman demás, 
como si cometiesen fuerza con armas; 
las penas señaladas en la ley 8 del n 
que ya hemos examinado en delitos ant 
condenaciones son excesivas, si se 
que ellas reprimen hechos que solo ati 
-dad, la cual siempre podia ser integra 
primitivo, mediante reclamaciones ac 
Es indudable, pues, que el legislador 
Partidas ha extremado la penalidad en 
en la legislación moderna se conoce 
de exacciones. 

En los varios delitos que se cor 
la denominación de falsedades ^elCó 
diamos no contieije modificación sustí 
ción á los dos anteriores. 

Mantiénense en todo su vigor las 
gradasen aquellos, y que ya hemos 
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enteramente crueles y desproporcionadas. Traen 
disposiciones sobre la materia, las leyes 26, tít, XI, 
42, tít. XVI y 16, tít. XIX de la Partida Tercera, y 1, 
2, 3, 4y5,tít. II, y 1,4, 5, 6, 9 y 10 tít VII Partida 
Séptima. 

En los delitos contra la salud públicay Las 
Partidas son más completas que los Códigos anterio- 
res. A mas de castigar á los 'Tísicos y Zurujanos 
que se meten por sabidores e nonio son''— ley 6, tít. 
Vni, Partida Séptima, y que causan por su imperi- 
cia algún daño 6 la muerte á alguna persona— con 
la pena de destiero por cinco afios. les impo- 
ne la inhabilitación, Las Siete Partidas traen 
también varias disposiciones referentes á los 
boticarios 6 especieros que muestren ó ven- 
dan yerbas ponzoñosas que pudieran causar la 
muerte: ley 7, tít. citado. La pena establecida en la 
última parte de esa ley es inhumana: "E si por aven- 
tura matare con ellas estonces el matador deue mo- 
rir deshonradamente, echándolo á los leones, o a ca- 
nes, o a otras bestias brauas que lo maten. '^ Esta 
transcripción nos ahorra todo comentario . al res- 
pecto. 

Pasemos á tratar de los demás hechos que cas- 
tigan Las Partidas como delitos y que no tienen el 
carácter de tales en nuestro Código. 

Por primera vez, en la legislación Española se 
castiga el suicidio^ cuya materia se trata en las le- 
yes 1 y 2, tít. XXVII, Partida Séptima. Respecto 
del suicida que después de cometer un grave delito 
se quitare la vida por temor á la pena, prescribe la 
ley 24, tít. I de la misma Partida Séptima, la confis- 
cación de sus bienes. En los demás casos el suici- 
dio no tenía determinada condenación alguna. 

Nótase desde luego en Las Siete Partidas la 
gran influencia de la Religión Católica. Se man- 
tiene aún la confusión del pecado con el delito; au- 
méntase la enunciación de los hechos que el legisla- 
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ddr castiga coinó infracciones penales y que en rea» 
lidad no son §in(5 infracciones religiosas, 3^ reprínaense 
estas con mas rigor que en los Códigos anteriores, 

El que no creia en los sacramentos de la Iglesia 
Católica, era condenado á las llamas; Leyes 73, tít. 
I V, Partida Primera, y 2, tít. XXVI Partida Séptima. 
Igual pena estaba reservada para el que desconociera 
al Papa en su calidad de tal: ley 4, lít, V, Partida Pri- 
mera. 

La ley 4, tít. XXVm de la Partida Séptima dis- 
pone que el ciudadano que denostare (injuriare de 
palabra), á Dios, ó á Santa Mana ó á los otros San- 
tos, ^^por la primera vez denle cincuenta a90tes, por 
la segunda señálenle con fierro caliente en los be90S 
(labios) que sea fecho á semejanza de B. E., por la 
tercera vegada que lo faga, córtenle la lengua^'. 

Encuéntranse un gran número de disposiciones 
relativas á las infracciones del orden religioso, en las 
leyes correspondientes á los títulos XVIII, Partida 
Primera, que castiga los sacrí/^g-ws; XXIII, ^*De los 
Agoreros, e de los sorteros, e de los otros Adevinos, 
e delosFechizeros, e de los Truhanes'\* XXIV, «De 
losJudiosv;XXV '^De los Moros' ^; XXVI, «De los 
Heregesi^; XXVIII '^De los que denuestan á Dios e 
a Santa María, e a los otros Santos'^; todos de la Par- 
tida Séptima. Hay también otras disposiciones que 
se ocupan de esta materia en los tít. XIX y XX Par- 
tida Séptima— que legislan sobre los delitos contra 
la honestidad — , con motivo del carácter sacerdotal 
ó religioso de las personas que intervienen en los 
hechos á que esas disposiciones se refieren. 

Apoyados en el estudio comparativo que hemos 
hecho del Fuero Real y de Las Siete Partidas, nos 
permitimos afirmar que este último Código reprime, 
con mucha mas severidad que aquel, las infracciones 
de carácter espiritual, atrasando así considerable- 
mente la legislación penal Española en este punto. 
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Tal es en síntesis, lá parte penal del Código de 
Las Siete Partidas; y tales son, á grandes rasgos, 
las observaciones que su estudio me ha sugerido. 

Este Código ha sido uniformemente juzgado co- 
mo notable obra literaria en sus diversas partes; 
baste decir que en ello, ningún otro hasta la actua- 
lidad lo ha igualado siquiera. Como obra de cien- 
cia, las seis primeras Partidas, dedicadas casi exclu- 
sivamente á la materia civil^ son consideradas como 
el monumento mas grandioso de legislación poste- 
rior al Derecho Romano. Mas en la Partida Séptima 
y en las disposiciones de las otras, que legislan la 
parte penal, nótase un inmenso descenso; hay en^ 
tre ellas y las disposiciones civiles una distancia 
tan grande, que no parecen que ambas fueran obras 
de un mismo autor. 

Dice Manresa Sánchez que estas leyes son mas 
suaves y moderadas que las que regían en aquella 
época alas demás naciones. (1) No obstante recono- 
ce que la parte penal es "algunas veces mas rígida 
y aún mas sangrienta que la de los fueros y códices, 
cual hemos tenido ocasión de conocer, cuando razo- 
namos sobre el tormento." (2) Nosotros agregamos 
que, en general las penas son mas crueles que las 
establecidas en los Códigos anteriores, y como con- 
secuencia lógica, son también mas desproporciona- 
das, injustas, etc. La fijeza en el carácter de las 
condenaciones continúa con la misma inflexibilidad 
que en los Códigos anteriores. 

Continúa también, como ya lo demostramos an- 
tes, la confusión del pecado con el delito. 

En muchas partes el legislador es tan poco ló- 
gico, que se contradice manifiestamente, como puede 
notarse en el examen detenido de sus disposiciones 
principales. Al lado de preceptos notables por el es- 
píritu de equidad y justicia que respiran, encuén- 



(x)— Obr« ciuda. Tomo 11, páf. 86 
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transe disposiciones que contrastan singularmente 
con aquellos por la barbarie y crueldad que encierran. 

A nuestro modo de ver, los defectos de este Có- 
digo son mayores que sus bondades, con respecto á 
la legislación penal que habia tenido España antes de 
su vigencia. 

Indudablemente el atraso que marcan Las Sie- 
te Partidas en el Derecho Penal Español, se debe en 
gran parte á la errada elección que hicieron de algu- 
nas de las fuentes de este célebre Código, Don Al- 
fonso el Sabio y sus ilustrados compañeros de tarea. 
Reconócese á primera vista que el Derecho Romano 
de los tiempos del Imperio^ el Derecho Canónico 3^ el 
Derecho Foral del país son los modelos que princi- 
paltnente tuvieron en cuenta los autores de Las Par- 
tidas, y que influyeron de una manera decidida en la 
formación de la obra. No puede negarse que las 
costumbres nacionales y las disposiciones de carácter 
eclesiástico conocidas con el nombre de Cánones, mo- 
dificaron en gran parte la legislación de Justiniano, 
y por eso es que dijimos que los Fueros Provinciales 
y Municipales ejercieron también considerable influ- 
jo. Pero en ocasiones el Derecho Penal de los Ro- 
manos (de la época del Imperio) está transcrito en su 
espíritu en el Código que estudiamos, sin haberse 
cuidado de ponerlo en consonancia ^con las costum- 
bres españolas. Tales son las disposiciones sobre 
el tormento: *^E1 Fuero Juzgo limitaba con acerta- 
das y prudentes medidas su aplicación excesiva y 
severa, dice Manresa Sánchez en su notable obra ya 
citada. El derecho consuetudinario y el foral, también 
suavizaron en lo posible la tortura; pero la legisla- 
ción Alfonsina^ olvidándose de la costumbre y del 
derecho del país, de la filosofía evangélica que tan- 
to recomendó^ y de sus muchos preceptos filantrópi- 
cos, elevó á una rigidez sangrienta la acción de marti- 
rizar al acusado para que deponga ó relate la verdad/' 
No debemos olvidar cuan frecuente era en Roma 
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la imposici(5n de este repugnante y odioso medio pro- 
batorio, en las postrimerías del Imperio. 

Felizmente en la época de nuestra gran Revo- 
lución de 1810, la penalidad de los viejos Códigos 
Españoles ha]bia caído en completo desuso, en gran 
parte; y una disposición patria autorizó á los Jueces 
para no observar las leyes que por la práctica y mo- 
deración délos Tribunales se habian hecho inaplica- 
bles. (1) 

Para terminar, debemos decir que Las Siete 
Partidas son mucho mas completas que el Fuero 
Real en la materia que estudiamos, y que se revela 
en ellos mayor orden en la exposición que en la Ley 
Visigoda y el citado Fuero Real. 

Del estudio comparativo de este Código con los 
dos que le precedieron, resulta fuera de duda su in- 
ferioridad. ^^Si algo adelanta en templanza y dul- 
zura respecto ala penalidad admitida en los Fueros 
municipales, no puede decirse otro tanto, haciendo la 
comparación con el Código Visigodo ni con el 
Real." (2) 



(i) —Reclamen lo Provisorio de xSi;. Sec. IV. 
(a)—Pftcheco, obra duda Introducción, Pig. XLIII. 
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LEES DE U MA RECOFIUGIÚN 



Después de la publicación de Las Siete Partidas, 
los Reyes Españoles tuvieron que dictar disposicio- 
nes sueltas, para satisfacer, á medida que aparecían, 
las necesidades de sus pueblos. El continuo engran- 
decimiento de la Nación, y los usos que dia á dia cam- 
biaban, originaron nuevos preceptos que reemplaza- 
ría A los antiguos, y que suplieran los vados que 
habían dejado el Código de Las Siete Partidas, y los 
dos Fueros que le habian precedido. 

Así fueron ditándose varias leyes, Pragmáticas, 
Ordenamientos, Capítulos de Corte, Cartas y Autos 
Acordados, que, juntamente con varias Leyes de los 
Códigos anteriores, fueron compilados por orden del 
Rey Felipe n, y publicados por primera vez el 14 de 
Marzo de 1567. 

Los cuerpos de leyes que han dado mas dis- 
posiciones á la Recopilación Castellana, son el Fue- 
ro Juzgo, Las leyes del Estilo, el Ordenamiento de 
Alcalá y las Leyes del Toro, 
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Posteriormente á la compilación ordenada por 
Felipe n, se dictaron nuevas disposiciones Reales de 
carácter general, las cuales hubo necesidad de agre- 
gar á aquellas. En consecuencia se hicieron varias 
ediciones hasta fines del siglo pasado. En 1805 se 
publicó la última de estas, con el nombre de Novísi- 
ma Recopilación, que no alcanzó á regir en América, 
por cuya razón no nos ocuparemos de ella. 

Comprende la Nueva Recopilación, nueve Li- 
bros, cada uno de los cuales se subdivide en varios 
títs. y estos á su vez en leyes. 

Casi toda la parte penal se encuentra contenida 
en el Libro Octavo, cuyos 26 títulos tuvieron princi- 
palmente fuerza de ley, según el orden de prelación 
establecido para la vigencia de las Leyes Españolas. 

Muy pocos principios relativos á la parte general 
del Código nuestro se encuentran en las Recopiladas; 
y esto proviene de que estas leyes no forman Có- 
digo, sino que en realidad no son, como su nombre lo 
indica, sino una compilación mas ó menos completa 
de las disposiciones legales posteriores al Fuero Real 
y á las Siete Partidas, hasta fines del siglo pasado. 

Vamos á examinar, pues, las principales modi- 
ficaciones que estas leyes introdujeron en la legisla- 
ción penal Española. 

En la ley 1, tít. XXni, Libro Octavo, se castigan 
\os actos pyeparatorios delhomicidioide las lesiones 
corporales, en los términos siguientes: ^Otrosi nian- 
damos que qualquier que sacare cuchillo, ó espada 
en la nuestra Corte para reñir, ó pelear con otro, que 
le corten la mano por ello » . Verdad es que esa acción 
se penaba mas en consideración á la falta de respe- 
to al lugar en que se producia, queá lo que ensimis- 
ma importaba; pero de todos modos es imposible 
aceptar un castigo tan cruel é inhumano como el que 
nos ocupa. . 

Son dignos de especial mención los principios 
que contienen algunas leyes del tít.XXVI, Libf o Oc- 
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tavo, por los que se prohibe la ejecución de penas, 
sin que antes haya terminado el juicio por sentencia 
pasada en autoridad de cosa juzgada. 

La ley XIII tít. 24, Libro Octavo, dispone de 
acuerdo con la distinción que ella hace de los delitos, 
en "no qualificados", y en «denigrantes», que los 
reos de la primera cíese sean condenados á los pre- 
sidios de África, por un tiempo que no exceda de diez 
años, «i que puestos en sus destinos sean tratados 
sin opresión, ni nota vilipendiosa, aplicándolos úni- 
camente alas utilidades de la Guarnición, i obras de 
los mismos presidios». Respecto de los reos de la 
segunda clase de delitos, dispone la misma ley, que 
deben ser destinados «á los trabajos penosos de 
bombas, i demás maniobras Ínfimas, atados siempre 
ala cadena dedos en dos»; y en caso de grave enfer- 
medad — «de van ser tratados con la humanidad que 
fuera practicable». 

Estas disposiciones relativamente humanitarias^ y 
que honran al Rey Carlos III, que las estableció, mar- 
can, á nuestro entender, el comienzo de la distinción 
entre las modernas condenaciones de presidio y pe- 
nitenciaria, é importan un progreso manifiesto con 
relación ala legislación anterior. 

L'dpena de muer te se conservR en varias leyes 
Recopiladas, introduciéndose un nuevo género de 
procedimiento en su ejecución: la muerte por saeta. 
En esta materia, dos Leyes Recopiladas se contra- 
dicen abiertamente. Según la ley 7, tít. XIII, Libro 
Octavo, el condenado á muerte debia ser colocado en 
un palo, '4 allile tiren las saetas hasta que muera na- 
turalmente'^; y la ley 46 del mismo título dispone que 
^^no pueda persona alguna tirar saeta á ninguno de 
los que assi fueren condenados, sin que primero sea 

ahogado '' ¿De que modo, pues, procederían 

los ejecutores de la sentencia? Aplicando la menos 
inhumana, sin duda. 

Por otra parte haremos notar que tal innova- 
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ción era impropia de la ligislación Española, lamas 
adelantada en materia penal hasta esa época^ y que 
si bien es cierto que sancionaba condenaciones mas 
crueles que la que nos ocupa, nohabia necesidad de 
aumentarlas. 

Volviendo á la pena de presidio^ diremos que 
ella, en principio queda abolida en su carácter de 
perpetuidad por la misma ley 13 del tít. 24 citado; 
lo cual se hizo según la ley, con el objeto de evitar el 
total aburrimiento y desesperación de los reos des- 
tinados á tan interminable sufrimiento. En conse- 
cuencia se fija el tiempo de diez aflos, por regla ge- 
neral, como máximun de la pena mencionada. No 
obstante, los reos condenados por causa de un delito 
denigrante, no podian salir sin previa licencia del 
Superior Tribunal, aún cuando hubiesen cumplido 
los diez años de su condena. 

Por más que no haya completa exactitud con 
la ciencia penal en esas disposiciones, es indudable 
que ellas están inspiradas en laudables propósitos, 
dignos de especial mención. 

La pena de confiscación es prodigada de una 
manera considerable en numerosas leyes de la Re- 
copilación Castellana, y esto implica un sensible re- 
troceso con respecto á las Partidas, que contienen va- 
rias condenaciones de esta especie, pero restringi- 
das relativamente á un corto número de delitos. Con 
toda razón ha dicho un autor, que en esta materia la 
Nueva Recopilación ha hecho de la excepción la re- 
gla general. (1) 

En el tít. XXVI se legisla con gran lujo de deta- 
lles lo relativo alas multas y demás condenaciones 
pecuniarias que debian oblarse á la Cámara del Rey. 
No pudiendo hacer una suscinta exposición, me limi- 
taré á decir que estas penas se extienden en varios 
casos ádehtoscuyo carácter no condice con la natu- 
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raleza de esos castigos. En general, á mas de la pe 
na ordinaria, se establece para cada delito una san- 
ción pecuniaria. 

La ley 28 tít. XXIII, Libro Cuarto, establece el 
comiso délas armas que sirvieren para cometer el 
delito. Esta es la primera disposición que hemos en- 
contrado sobre Li materia, en las leyes Espa- 
ñolas. 

La alevosía se legisla en gran número de dispo 
siciones, á causa de extenderse el carácter de alevo 
sos, á delitos que antes no eran considerados como 
tales. Hallamos impropia esta extensión en la ma- 
yor parte délos casos; asi, la leyó, tit. 1, Libro Quin- 
to, castiga como aleve al bigamo. A estar al sentido 
amplísimo que dan á esta palabra los Recopilados, 
habría alevosía en la casi totalidad délos delitos que 
ordinariamente se cometen. 

Debemos también hacer notar que casi siempre 
se confunde la alevosía con la traición. En la 
ley 10 tít. XXIII Libro Octavo, se lee: «Todo hom- 
bre que matare á otro á traición ó aleve » Es 

sabido que la traición es uno de los elementos de la 
alevosía; pero no la constituye por si sola. 

La materia referente á la conmutación de las 
penas está tratada, en varias leyes. La ley 8^ tít. XI, 
Libro Octavo, prescribe que en los delitos de carác- 
ter leve las penas ordinarias sean conmutadas en 
condenación á galeras por un tiempo proporcional á 
la calidad de esos delitos. Las leyes 4, 6 y 12, tít. 
XXIV establecen igual disposición cuando se trate 
de penas corporales» ó arbitrarias que se resolviesen 
en corporales, ó en pena de muerte; mas, para que la 
conmutación pudiese tener lugar, era necesario que 
con ella no se infiriese perjuicio /'á las partes quere- 
llosas". 

La pena de galeras no podia conmutarse en 
ninguna otra, y consistía en la condenación á servir 
de remero en los navios, por el tiempo que fuere fija- 
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do. Este castigo no existia en Las Partidas, ni en 
los Códigos anteriores. 

La disposición de la ley 12, tít. 24, que ordena 
conmutar la pena de muerte, en los casos en que fue- 
se posible hacerlo, es digna de especial elogio. Ella 
establece, en principio, un justo límite á la excesiva 
benevolencia de los Jueces, y por otra parte permite 
á estos atenuar en gran número de casos la crueldad 
que las condenaciones ala última pena revistían en 
muchas leyes. Desgraciadamente esa disposición, 
debida á Felipe IV, que marca uno de los mayores 
progresos que habia realizado el Derecho Penal, y 
sancionada en 1639, fué abolida expresamente por la 
ley 13 del mismo tít. 24, el año 1771, que ordenó á los 
magistrados, con el mas serio encargo^ que en los 
delitos en que correspondiese aplicar la pena capital, 
fuese ella impuesta con toda exactitud y escrupulo- 
sidad. 

El tít. XXV del Libro Octavo, se ocupa en sus 
siete leyes, *'De los perdones que los Reyes facen á 
los condenados por delitos". Podia indultarse en toda 
clase de estos, á excepción de los que fueran ejecuta- 
dos con alevosía: ley 1 . Otras leyes del mismo título 
reglamentan esta materia, de manera que el perdón 
no de ocasión á los hombres para hacer mal. 

En el delito de homicidiOy se castiga la preme- 
ditación con la pena de muerte, aunque aquel se hu- 
biese frustrado: ley 2, tít. XXIII. La elevosía es 
penada con las mas graves condenaciones; siendo de 
advertir que ala represión ordinaria del delito, se 
acompaña generalmente la confiscación total ó par- 
cial de los bienes del reo. 

El disparo de armas de fuego y aún el sim 
pie uso de las mismas se reprime con destierro y 
confiscación: ley XVI, tít. 23. En la ley 14 del mis- 
mo tít. se dispone que será condenado á muerte, el 
que en riña hiciere disparo con pólvora, aunque no 
dé muerte á nadie, Por la ley 15, "el que hiriere ó 
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matare con arcabuz, es alevoso, 1 pierda todos sus 
bienes.'' Puede notarse que algunas de estas dis- 
posiciones castigan con inusitada severidad accio- 
nes sumamente leves, en tanto que otras reprimen 
con menor pena delitos de naturaleza mas grave. 
Por lo demás, y aunque el propósito que se persigue 
en estas leyes es muy atendible — la prevención de 
delitos para salvaguardar la seguridad individual y 
general, y el orden público—; es indudable que el le- 
gislador ha extremado, desproporcionada é injusta- 
mente los castigos. 

En varias leyes se continúa dando al duelo un 
carácter legal; y en la mayor parte de las disposicio- 
nes del tít. VIH, "De los rieptos, i desafíos,'' y IX, 
"De las treguas i asseguranzas," se reglamenta esa 
abominable institución. 

Sin embargo, lo que había sido considerado co- 
mo punto de honor, cayó poco á poco en el despres- 
tigio; y las leyes, que en otro tiempo castigaban 
hasta con la pena de muerte al reptado que no acu- 
diese al terreno del combate individual, se cambiaron 
de tal modo, que llegaron á considerar á los duelis- 
tas como delincuentes, y establecieron para repri 
mirlos las mas severas condenaciones. 

Este acontecimiento, que constituye una de las 
evoluciones mas importantes y plausibles del Dere- 
cho Penal Español, tuvo su origen legal en la ley 10, 
tít. VIII, Libro Octavo, dada por los Reyes Católicos 
Don Fernando y Doña Isabel, á fines del siglo XV. 
Esa ley determina las penas de confiscación y las que 
correspondiesen en el caso de alevosía con respecto 
al desafiante, y confiscación para el desafiado que 
aceptase el reto. Si hubiere muerte en el duelo, el 
desafiante era condenado á muerte, y el desafiado á 
destierro perpetuo, según fuese el que sobreviviese. 
Los padrinos incurrían en pena de aleves y confisca- 
ción de todos sus bienes. 

Por la ley 12 del mismo título, dada por Fernah- 
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do VI á mediados del siglo pasado, el desafío se con- 
sideró como delito infame, castigándosele con inha- 
bilitación especial perpetua, degradación, confisca* 
ción, muerte y pena de aleve. Los que, pudiendo 
impedirla ejecución del desafío no lo hicieren, debían 
ser reprimidos con prisión por seis meses, y confis- 
cación parcial; los encubridores fueron asimilados á 
la categoría de encubridores de criminales ordina- 
rios; se establecieron penas gravísimas para los en- 
cargados de prevenir y reprimir este delito, que no 
cumpliesen con su deber; y por último, para conse- 
guir el castigo rápido de los culpables, se declararon 
previlegiados los juicios sobre duelo, respecto de to- 
das las jurisdicciones y causas anteriores á ellos, fa- 
cilitándose hasta la exageración medios de prueba 
que no se permitían en ningún otro deüto. 

Puede observarse cuanta dureza hay en las con- 
denaciones que hemos mencionado, pero ellas, sino 
se justifican por completo, al menos se explican. Pa- 
ra reaccionar con éxito contra lo que hasta entonces 
estuvo como infiltrado en las costumbres del país, 
era necesaria toda la energía y severidad del legis- 
lador; y por esto, y á causa de los perjuicios que 
producía á la sociedad la institución del duelo, las 
leyes que lo declararon delito, establecieron contra 
ella las mas rigurosas condenaciones. 

De los delitos contra la honestidad se ocupan 
los títs. XIX, XX y XXI. En general, la represión 
es menos severa que en los Códigos que hemos es- 
tudiado, con excepción de Las Partidas. Sin em- 
bargo, varias leyes del tít.XX mantienen aunen sus 
disposiciones, la venganza privada para el castigo 
del adulterio, condenación que se encuentra en muy i 

pocas disposiciones de Las Siete Partidas. 

En el tít. XIX se castiga á los clérigos y frailes, 
por acciones que, á nuestro entender, pertenecen 
únicamente á la censura, eclesiástica. Pero es indu- ¡ 

dable que los frecuentes ataques á la moral pública, \ 
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seriamente amenazada entonces, obligaron á los 
Reyes Don Fernando y Doña Isabel, á reprimir esas 
acciones. 

La bigamia se reprime en las leyes 5, 6 y 7 del 
tít. I Libro Quinto, y 8, tít. XX, Libro Octavo, con 
penas excesivamente duras: vergüenza pública, ga- 
leras por 10 años, confiscación parcial, pena de ale 
ve, y condenación á ser ''herrado en la frente con 
fierro callente, que sea hecho á señal de g." 

Es digna de mención la ley 3, tít. I, Libro Quin- 
to, en la que^ reaccionando el legislador contra lo es- 
tablecido hasta entonces^ declara lícito el matrimonio 
déla viuda durante el año siguiente al fallecimiento 
del primer marido. 

La penalidad de las injurias de cuyo delito se 
ocupa el tít. X, Libro Octavo, se eleva considerable- 
mente en las condenaciones de carácter pecuniario. 
Las leyes 2 y 3 hacen la división de las injurias en gra- 
ves y leves á los efectos de la penalidad. 

La ley 4 introduce un verdadero progreso en la 
acusación de este delito, pues, de acuerdo con las 
teorías modernas sobre su naturaleza, establece que 
la justicia no proceda sin mediar querella de parte. 

En los delitos contra la propiedad particular, la 
represión no se altera sustancialmente; aunque pue- 
de observarse en algunos principios, que se estable- 
cen cruelísimas mutilaciones, algunas de las cuales no 
se encuentran en los Códigos que hemos estudiado. 
Tal ocurre en la ley 3, tit. XIII, Libro Octavo^ que 
prescribe, entre otras cosas, cortar las orejas^ 6 el 
pié á los malhechores en despoblado. 

Las leyes 1 y 2, tit. XIX, Libro Quinto, castigan 
á los quebrados fraudulentos. La primera de esas 
leyes los declara ladrones públicos, y ordena juzgar- 
los como tales. La ley 2, mas severa, repite esas 
disposiciones, y después de establecer que sean con- 
denados sin forma ni figura de juicio— ^'sin otra sen- 
tencia, ni declaración alguna'^— -, los declara inhabili- 
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tados á perpetuidad para ejercer el comercb, iahi- 
biéndolos totalmente. Consideramos que esas dis- 
posiciones han exagerado la represión, y que espe- 
cialmente han atacado el procedimiento mas elemen- 
tal. En efecto, la ley 2 que examinamos, es inacep- 
table por todos conceptos, en la parte qu^ ordena 
condenar al mercader que huyere con lo ageno, sin 
oirlo siquiera. 

De un caso de sedición se ocupa la ley 4 tít. 
IV, Libro Primero, referente á los desórdenes pro- 
vocados por Jueces Eclesiásticos, para quitar los 
presos á la justicia ordinaria y avocarse el conoci- 
miento dé sus causas, ó para impedir el ajusticia- 
miento de los mismos, ó sacarlos desús prisiones, ó 
impedir de cualquier otra manera la ejecución de 
los mandatos de los Jueces temporales. 

En el tít. XV, Libro Octavo, se reprimen "los 
levantamientos, i asonadas de gentes con armas, i 
máscaras, i otras parcialidades.'* 

Haciendo la distinción que reclama la naturale- 
za de los hechos, la ley 2 ordena que el culpable sa- 
tisfaga los daños y perjuicios, independientemente 
de la pena que le corresponda por el levantamiento 
ó asonada. 

Exagerándose cruelmente el principio del orden 
público, dispone la ley 5, del tít. XV citado — 'Tor es- 
cusar escándolos, i bollicios, i ayuntamientos de gen- 
tes'^ — , que sin permiso de autoridad nadie repique 
campanas, so pena de muerte y confiscación de bie- 
nes. En ocasiones también se impone destierro. 

"Las ligas, moniponios y cofradías" son prohi- 
bidas en el tít. XIV, que establece una represión me- 
nos severa que la del tít. XV. Ambos títs. contie- 
nen medidas preventivas, en principios recomenda- 
bles, pero cuya penalidad es ordinariamente des- 
proporcionada. 

En el tít. -XXII del Libro Octavo, ^^De los que 
matan ó hieren, vienen contra las justicias," cas- 
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tíganse los delitos de atentado y desacato d la au- 
toridad, con las penas de: muerte, gfaleras, azotes, 
presidio, destierro, confiscación de bienes, vergüen^ 
za pública y multa. En general, se incrimina con 
el mismo rigor el homicidio, y las heridas que se in- 
fieran á los representantes de la justicia. Puede 
notarse cuan desacertados é irritantes son esas dis- 
posiciones. 

La usurpación de autoridad por Jueces Ecle- 
siásticos en lo relativo á la jurisdicción temporal, 
está legislada en las leyes 1, 2 y 3, tít. VIII Libro Pri- 
mero, y 4 y 15, tít. I, Libro Cuarto, determinándose 
para su castigo la pérdida de la naturaleza del cargo 
y de las temporalidades que tuvieren aquellos en el 
país, y destierro. Los Procuradores y Escribanos 
legos que ayudaban en estos casos a la jurisdicción 
eclesiástica, eran infamados y reprimidos condestier* 
ro por diez afios, y confiscación de la mitad de sus 
bienes. 

Indudablemente las intromisiones que cometian 
los Jueces Eclesiásticos, eran muy considerables, con 
respecto ala jurisdicción temporal; pero, con excep- 
ción de la primera condenación que enumeramos 
arriba, — que guarda completa relación con los he- 
chos— , las restantes son excesivas y poco propor- 
cionadas con el delito. 

El abuso de autoridad e^n los alguaciles y car- 
celeros se reprime en la ley 9, tít. XXIII, Libro Cuar- 
to, con un aflo de prisión, castigo perfectamente 
aceptable para aquellos tiempos, no obstante su 
fijeza. 

Respecto de la infidelidad en la custodia de 
presos, nos limitaremos á decir que se mantienen las 
condenaciones que nueve siglos antes prescribia el 
Fuero Juzgo. Así la ley 12, tít. XXIII Libro Cuarto, 
establece en la mayor parte de sus disposiciones que 
el carcelero infiel debe sufrir las mismas penas que 
corresponda aplicar al preso evadido. 
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íse dan contvsiéi falso testimonio 
í de moneda, prescriben, con leves 
cesiva y desproporcionada repre- 
>s en los Fueros y en las Siete Par- 
donamos la ley 7 del tít. XVn. por 
conmutar en servicio de galeras 
vergüenza pública, la disposición 
el testigo falso en materia civil le 
entes. Si bien la nueva pena que 
Recopilada es menos cruel que 
á que aludimos, en cambio es de 
i que la de este último, y suscep- 
ica. 

en sus diversas formas y en los 

que le dan las leyes Españolas 

s cuales, como antes dijimos, se 

delitos—, está legislada en el tít. 

)ctavo. La represión es siempre 

tan variada como la que pres- 
^artidas. En la ley 2, k mas de otras 
\ determina que el reo sufrirá en su 
traria á facultad del Rey cuyo pre- 
sentemente en el Fuero Real y en 

de la Nueva Recopilación, podia 
)osición de castigos salvajes y bru- 

á reaccionar contra la impersona- 
e este delito; y así, la ley 1 del tít. 
pone que el linage del reo quedaba 
uando la traición se ^^hiciese contra 

1 Señorío, contra pro comunal del 
indudablemente un progresa con 
dpio absoluto que consagran Las 

íión Castellana castiga como delito, 

enían ese carácter en los Códigos 

liado. 

1 Libro Octavo, establece penas pe- 
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cuniarias, excomunión é infamia para reprimir la 
usura y logrería. 

El tít. VII legisla sobre la materia '^De los Jue^ 
gos y Jugadores dellos, ^ castigando á estos, según 
los casos, con azotes, servicio de galeras, destierro, 
prisión y condenaciones pecuniarias. 

La vagancia se pena con la mayor severidad 
en el tít. XI, '*De ios ladrones, i rufianes, i vagamun* 
dos, i Egipcianos'^ (Gitanos,) cuya ley 1 prescribe 
*'Que cualquier pueda tomará los vagamundos y 
servirse dellos.'' Otras penas que se establecen pa- 
ra reprimirlos; son las de azotes, galeras, vergüenza 
pública y multa. 

Respecto de los Gitanos se ordena que salgan 
del país ó tomen algún oficio^ so pena de que, en caso 
de desobediencia, sufran . las condenaciones pres- 
critas en la ley 12, tít. XI: «den á cada uno cien azo- 
tes por la primera vez, i los destierren perpetuamen- 
te destos Reinos; y por la segunda vez que les corten 
las orejas, i estén sesenta dias en la cadena, i los tor- 
nen á desterrar, como dicho es; y por la tercera vez 
que sean captivos de los que los tomaren por toda su 

vida » . En la ley 13 se determina también la 

pena de galeras por 6 aflos contra los que no tuvie- 
sen oficio y tuvieren de 20 á 50 aflos de edad. Según 
la ley 16, es injuria grave llamar á otro ''gitano^'. 

Como se vé las penas que anteceden son entera- 
mente desproporcionadas en su mayor parte, en re- 
lación alas /a//as que castigan. En nada atenúa 
esta crítica, la objeción de que era necesaria esa seve- 
ridad; pues en ocasiones análogas y existiendo esa 
misma necesidad el legislador se muestra mucho mas 
benigno. 

Para hacer realmente efectiva la seguridad de 
las vias terrestres, y castigar los roboS; saqueos, etc., 
en los caminos, se dictaron disposiciones de que mi- 
nuciosamente se ocupa el tít. XIII, Libro Octavo. 
^^De las leyes de la Hermandad, y Oficiales della, con- 
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trá los malhechores delincuentes en despoblado/^ 

El suicidio se legisla como en Las Partidas, en 
la ley 8 títXXin, Libro Octavo. 

El tít. VI. ley 5, Libro Primero, se ocupa de los 
atentados al derecho de Patronato. Los legfos 
eran destituidos de los empleos que ocupasen-, y con- 
denados á quedar, en su persona y bienes, á disposi* 
ción del Rey; y los eclesiásticos perdian la naturale- 
za y las temporalidades que tuvieren en el país. Ya 
la ley5,tít XV, Partida Primera, habia prohibido á 
los Obispos llenar por si la vacancia de oficios ecle- 
siásticos en las iglesias que tuvieren patronos, áme- 
nos que fueren presentados por estos. 

Como antes lo hicimos notar, todo lo que se ha- 
bia adelantado en el Fuero Real respecto de la incri- 
minación de los delitos contra la Religión, se per- 
dió con la promulgación de Las Partidas, que repri- 
mieron esas infracciones con penas verdaderamen- 
te atroces. Las leyes de la Nueva Recopilación, 
fieles al espíritu de intolerancia que animaban á los 
Reyes Españoles de esos tiempos, continuaron la 
obra de atraso que en esta materia habian iniciado 
Las Siete Partidas, llevando sus disposiciones hasta 
un extremo por demás deplorable. 

Se encuentran disposiciones al respecto en va- 
rias leyes del tít. I, Libro Primero, ^^De la Santa Fé 
Católica'\ytít.n/'DelosJudios,i Moros, i Rescata- 
dos, Gacis, i Mudexares, i Christianos nuevos*'; ni, 
"De los Herejes, i Reconciliados, Adivinos, Hechice- 
ros, i Agoreros'^- IV, ^"^De los blasfemos de Dios, i 
de nuestra Señora, i del Rei''; y V, "De los Desco- 
mulgados"; todos pertenecientes al Libro Octavo. 
A mas, existen otros preceptos sobre la materia en 
leyes pertenecientes á otros Libros de la Recopila- 
ción. 

Acciones nimias, aún bajo el punto de vista del 
orden religioso, se reprimen con penas pecuniarias. El 
perjurio se reputa un crimen grave, y la ley 10^ tít. I, 
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Libro Primero, ordena quealquejuí 
veces, por la tercera le sea aplicad 
40.000 maravedís, y destierro del lu^ 
re y cinco leguas mas á la redonda, 
Según la ley 3, tít. XVI, Libro Tere 
10.000 maravedís el Médico que ater 
sona atacada de enfermedad aguda 
gunda visita que le hiciera, no le ad 
bia confesarse. La mutilación de 1 
da en las Partidas respecto '^del que 
ó de la Virgen María ', se conserva 
Libro Octavo. La ley 5 de este misi 
entre otras condenaciones, que le í 
clavada la lengua, al que prom 
irrespetuosas hacia esas divinidades 

Seria materia de muchas págii 
quiera las disposiciones mas chocar 
esas infracciones; pero las que hem 
den servir para dar idea aproximad 
que establece la Nueva Recopilacití 
estudiamos. 

No podemos pasar adelante í 
menos — puesto que su extención 
transcribirlas — , dos Leyes Recopil 
tristemente célebres para España, p 
cias fatales y la ruina que llevaron c 
ferimos á la ley 2 y 4, tít. II, Libro ( 

La ley 2, dada por los Reyes ( 
y por la cual se ordenó la expulsión 
tabléelo que dentro del plazo de tres i 
debían estos salir del Reino, so per 
el que fuese hallado después de dich 
el que entrase nuevamente al país, 
arribo á España hicieren adjuración 
Obedeciendo tan impolítica resoluc 
personas, en cuyas manos estaban ] 
las artes é industrias del país, aband 
rio Español, 
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La ley 4, debida á los mismosReyes en 1502, or- 
denó la expulsión de los Árabes, de Castilla y de León, 
bajo la conminación de las penas antedichas, y fué el 
preludio, por decirlo así, de las colosales matanzas eje- 
cutadas en aquellos, y de la sej^unda expulsión san- 
cionada en toda España un siglo mas tarde, y que pri- 
vó á esa Nación, al decir de los historiadores, de tres 
millones de habitantes. 

''Entonces todo se hundió á la vez: la agricultu- 
ra lo mismo que la industria y el comercio: las cien- 
cias y la literatura lo mismo que la población; y aun- 
que han transcurrido muchos siglos, España no se ha 
levantado aun de su caída. (1). 

Hemos creido que esta pequeña disgresión no 
era del todo inoportuna é impropia, pues las dos le- 
yes mencionadas^ como ha podido notarse, tienen 
carácter penal, á parte del fin político y religioso que 
perseguían. 



Hay fuera de toda duda, en la Nueva Recopila- 
ción, principios que hablan muy alto en favor de 
sus autores; algunos de ellos, como los ya citados de 
las leyes 12 y 13, tít. XXIV Libro Octavo, son espe- 
cialmente dignos de la mas honrosa mención. La 
benignidad de esas disposiciones y su espíritu huma- 
nitario, sorprenden agradablemente el ánimo, y con- 
trastan con los crueles preceptos que derogan. 

No obstante, estas leyes contienen principios 
que atrasan considerablemente el Derecho Penal 
con respecto á los Códigos que antes examinamos. 

A más, no forman ellas un cuerpo de doctrina, 
ni obedecen á un plan determinado. 

En términos generales, y con relación á los Có- 
digos que rigieron en España antes de su vigencia, 



(i)— **La civiliuciÓQ dt lot Arabts" por el Dr. Ouiuvo Le Bon, |>ág. xjG, 
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las Leyes Recopiladas no implican un progreso ma- 
nifiesto. Hay que tener muy presente en esta com- 
paración, el tiempo en que se publicó cada uno de 
esos cuerpos legales; y atendiendo á esto y á sus mis- 
mas disposiciones, nos creemos autorizados á afirmar 
que España no ganó mucho con las nuevas leyes. 
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l^eyes de Indias 



Las relaciones que surjieron entre el Reino de 
España y el mundo indígena de América, poco des- 
pués del descubrimiento de esta última, hicieron in- 
dispensable una legislación especial y diferente de 
la que regia en aquel, no solo para determinar la 
forma de expansión y dominio colonial en cuanto es- 
to miraba á las conveniencias políticas y religiosas, 
sino también para prescribir lo3 derechos y obliga- 
ciones que debian corresponder á cada uno, dado 
que la enorme extensión de los países descubiertos, 
la distancia de ellos á la metrópoli, y lo característico 
de su población, hacían imposible la aplicación de las 
leyes existentes. 

Con este objeto^ los Reyes Españoles dictaron 
numerosas disposiciones casi todas tendentes á satis- 
facer las necesidades del orden político y adminis- 
trativo. En varias de ellas se ordenaba aplicar ley es 
españolas ya vigentes. 

En 1681, Carlos II ordenó publicar la ^^Recopila- 
ción de Indias'', cuya compilación se habia estado ar- 
reglando desde antes por mandato de otros monar- 
cas, como consta en la Real Cédula dada en el Esco- 
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rial el 1^ de Noviembre del precitado año, y que es- 
tá en el principio de la expresada Recopilación. Es- 
ta comprende las leyes dictadas desde el reinado de 
Felipe II hasta 1679. 

. Posteriormente se promulgaron varias otras 
disposiciones para el gobierno y manejo de las colo- 
nias españolas de América; pero ellas, como la céle- 
bre Ordenanza General de Intendentes, y otras de 
menor importancia no contienen preceptos dignos 
de especial mención en la materia que nos ocupa. 

Comprenden los cuatro tomos de esta Recopi-. 
lación, nueve libros fraccionados en la forma que he- 
mos visto en los demás cuerpos legales de España. 

Las disposiciones que conciernen al Derecho 
Penal son relativamente escasas, y están en su ma- 
yor parte contenidas en el Tomo IL 

* Puede notarse que las condenaciones pecunia- 
rias revisten mayor gravedad en América que en 
España. Así, entre otras, las leyes 13 tít. V, Libro 
Quinto, y 5, tít. VIII, Libro Séptimo, disponen que 
las penas de la Mefla (multa que castiga el abiejato), 
la del marco, y las otras pecuniarias impuesta por 
delitos, sean el doble que en los Reinos de Castilla. 
Estas disposiciones Sancionan una justa proporción, 
pues las facilidades para adquirir el dinero en Amé- 
rica eran inmensamente mayores que en España, á 
mas de que ofrecía Aiayor peligro la propiedad indi- 
vidual por la codicia de los nuevos pobladores; y pa- 
ra evitar que las penas pecuniarias perdiesen sus 
efectos, el legislador aumentó prudentemente su tasa. 

En principio general está sancionada la inviola- 
bilidad déla correspondencia en el tít. XVI ^^De las 
Cartas y Correos,^^ del Libro Tercero. Las leyes 6 
y 7 de ese tít. prescriben que "la correspondencia 
con las Indias sea libre, y sin impedimento/^ y ''que 
ninguna persona Eclesiástica, ni Secular, abra ni de- 
tenga las cartas y despachos del Rey, ni de particu- 
l£u*es;'' estableciendo ambas leyes severos castigos, 

Digitized by VjOOQIC 



— 109 — 

especialmente la última, que reprime, á los Eclesiás- 
ticos^ con perdida de las temporalidades y destierro; 
á los Religiosos, con la remisión á España; á los Jue 
ees y demás individuos de la magistratura— Justi 
cias — , con inhabilitación especial y destierro perpe- 
tuo; á los particulares, con destierro también perpe- 
tuo; á los Virreyes, con destitución y demás penas 
que el Rey quisiera imponerles; y con azotes y ser- 
vicio de galeras á aquellos que conforme á derecho 
pudiesen sufrir estas penas. 

La última parte de esa ley 7, deja, en cierto mo- 
do, en la inseguridad el derecho que acaba de san- 
cionar, pues determina que en caso de manifiesta 
sospecha de ofensa á Dios, ó en peligro del país, la 
correspondencia no seria inviolable. Verdad es que 
no hay falta de lógica en estos preceptos, dado el 
carácter religioso que las Leyes de Indias llevan con- 
sigo. 

En el tít. XXV del Libro Cuarto, que legisla lo 
relativo á la pesquería de perlas, reprímese la sus- 
tracción de estas con las penas de azotes, confisca- 
ción, destierro y multa. 

La ley 35 del tit. IV, Libro Sexto, castiga hasta 
con la pena de muerte, según fuere la calidad del 
delito, á los Corregidores de Indios que sustrageren 
dinero de las comunidades y de la renta pública. 
Estos hechos son considerados por la ley como hur- 
tos; y para prevenirlos — "porque el mejor govierno 
consiste mas en impedir que se cometan delitos, que 
en castigarlos después de cometidos'' — , dá la misma 
ley amplias facultades á los Virreyes y Gobernado- 
res. 

Aunque aquella pena es indudablemente severa 
con relación al delito, la practica dio plena razón al 
legislador por su severidad. Conocida es porlaHis 
toria la rapacidad de los Corregidores en América, 
que no solo contentaban con reducir á los indígenas 
ala miseria, por sus tremendas exacciones y contri- 
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buciones inicuas é ilegales, sino que los sometían á 
una oprobiosa servidumbre, reprobada por estas 
mismas leyes como lo veremos mas adelante. 

En el tít. XXII Libro Cuarto, ^*Del enfaye y 
fundición del oro y plata," varias leyes sancionan pe- 
nas severísimas contra los que mesclaren con ambos 
metales otro cualquiera que no fuese de los permi* 
tidos como liga, y en los casos determinados por la 
ley. En general no se altera sustancialmente la re- 
presión ya establecida por las leyes Españolas, que 
estaban vigentes en esa época. 

De acuerdo con el odioso y restrictivo sistema 
de aislamiento colonial con que gobernó Espaíía á. 
la América que le estaba sometida, en varias partes 
de la Recopilación de Indias se encuentran leyes que 
castigan como delito los actos que podian importar 
un ataque á ese sistema. Asi la ley 18^ tit. XIII, Li- 
bro Tercero, prohibe todo contrato con extrangeros, 
bajo pena de muerte y confiscación de bienes. Por 
el mero hecho de venir á América sin licencia del 
Rey ó de la Casa de Contratación de Sevilla, los ex- 
trangeros perdían sus bienes, y eran repelidos de las 
colonias: Ley 1, tít, XXVI, Libro Noveno, La ley 
2 del mismo tít. XXVI, reprime á los Generales, Ca- 
pitanes, etc. de la Armada que encubrieren pasage- 
ros sin licencia. 

La censura de libros estaba ordenada en el tít. 
XXIX del Libro Primero, castigándose con elevadas 
condenaciones pecuniarias á los transgresores de sus 
disposiciones. Esto era consagrar el aislamiento 
intelectual, para hacer mas completa y segura la do 
minaciónde la Metrópoli. 

Universalmente conocida es la justa crítica del 
sistema colonial Español en América; nosotros agre- 
garemos que las leyes penales que constituyen su 
sanción legal, son un digno corolario de semejante 
sistema. 

Contrastando con la ferocidad desplegada por 
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sus soldados durante la conquista de estos países, las 
leyes dadas por España con respecto á los indios, re- 
velan propósitos altamente humanitarios. 

Son dignas de un estudio esmerado, las disposi- 
ciones de esta Recopilación referentes á la libertad, 
protección, pacificación, etc., de los indígenas. La- 
mentamos no poder hacerlo; pero en el rápido exa- 
men de ellas, hemos podido comprobar que son be- 
nignas, caritativas y consideradas hasta lo sumo. 

Creemos que esas leyes han colmado con exceso 
lamedidadelo que la benevolencia del legislador, 
aún de nuestros tiempos, podria hacer por una parte 
de la humanidad incivilizada y desvalida^ como lo hi- 
cieron los Reyes Españoles con los desgraciados in- 
dígenas de América. Ninguna de las demás nació 
nes que han emprendido la ruda empresa de formar- 
se emporios coloniales, ha dado leyes siquiera igua- 
les alas que dio España á sus nuevos subditos para 
salvaguardarlos de la opresión; y esto constituye, á 
mi sentir, un timbre de honor que nuestra madre pa- 
tria puede ostentar con orgullo en sus anales. 

Veamos algunas disposiciones al respecto. 

La ley 31, tit. XXV, Libro Cuarto, ordepa con- 
denar ánjuerte al que obligare á algún indio á traba- 
jar contra su voluntad en las pesquerías de perlas. 
Aquí el legislador ha castigado con demasiada seve- 
ridad, guiado en sus propósitos de amparo y protec- 
ción. Sin embargo, la dureza de esta pena puede 
disculparse por la frecuencia del abuso, que llegaba 
hasta poner en peligro la vida de los indios, pues los 
conquistadores los trataban como verdaderos escla- 
vos. 

Teniendo en cuenta las arraigadas costumbres 
que la poligamia habia introducido entre los indios, 
y la escasa civilización de los convertidos al Catoli- 
cismo, la ley 4, tít. I, Libro Sexto, prescribe que en 
caso de bigamia, sean amonestados por dos veces pa- 
ra que separen el indio ó la india delincuente, y que 
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selo después de la segfunda amonestación, sino qui- 
sieren separarse, recien entonces puedan ser im« 
puestos los castigos. Consideramos perfectamente 
equitativos estos preceptos. 

La ley 1, títll Libro Sexto, prohibe en absolu- 
to el cautiverio de indios, aún en tiempo de gfuerra, 
no solo á los particulares ú otras personas de cual- 
quier estado» dignidad^ etc., sino también alas autori- 
dades superiores de las colonias^ so pena de confis- 
cación total de bienes. ^ Y agrega la ley: '^y el In- 
dio, 6 indios sean luego vueltos, y restituidos á sus 
propias tierras, y naturaleza, con entera, y natural 
libertad, á costa de los que asi los cautivaren, ó tuvie- 
ren por esclavos;^' prescribiendo á l2is Justicias e\ 
especial cuidado de vigilar el cumplimiento de esas 
disposiciones, bajo pena de destitución y multa de 
100.000 maravedis. 

La misma ley 1 ordena dar libertad á los indios 
ya cautivados. 

Para no continuar citando mas disposiciones, por 
creer que las expresadas son bastantes para confir- 
mar sobradamente las aserciones que hice antes con 
respecto á este punto, mencionaré solamente otra 
mas. Ella está contenida en la ley 21, tít. X, Libro 
Sexto, que dá carácter popular á la acción para 
acusar en los delitos cometidos contra los indios, y 
ordena que sean castigados con mas severidad que 
si fuesen cometidos contra españoles. Parécenos 
que en esta disposición el legislador es también de- 
masiado riguroso, y que no hahia necesidad de em- 
peorar la condición de los peninsulares paraprotejer 
á los indígenas. 

En el tít. VI, Libro Primero, castíganse con toda 
severidad los actos que importaren un desconoci- 
miento del derecho del Patronato Real. 

La ley 1, tít. I, Libro Primero manda á los natu- 
rales de América y á los demás que en ella habitasen, 
creen firmemente en el Misterio de la Santísima 
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Trinidad y demás dogmas déla Iglesia Católica» ba 
jo la conminai;íón de ser castigados con las penas 
que por derecho correspondían. Este pricipio se 
explica en las leyes destinadas á regir en España ex- 
clusivamente; pero no en la Recopilación que estu- 
diamos, que se dio para paises nuevos, en que exis- 
tían creencias y religiones completamente arrai- 
gadas, 

Inglaterra, á pesar de la marcada intolerancia 
que en ocasiones revistió en ella hasta con visos de 
repugnante crueldad la secta Protestante, que se- 
guían pueblo y gobierno, no mandó creer en los pre- 
ceptos de su religión á los Indios de la América del 
Norte; é hizo bien porque las creencias no se impo- 
nen por la fuerza; se aceptan voluntariamente^ ó caen 
desprestigiadas á penas les falta el apoyo brutal de la 
violencia. 

No obstante como elemento civilizador, la Reli- 
gión Católica fué un factor poderosísimo. Así lo 
atestiguan las relaciones de los Historiadores que 
describen los nobles esfuerzos hechos por los sacer- 
. dotes de Cristo, que, en nombre de la civilización y 
de la humanidad, traian á los indios el auxilio de su 
paternal apoyo contra la crueldad de los conquista- 
dores, y el consuelo de sus fraternales preceptos de 
paz, benevolencia y caridad. 

Respecto de esta materia, que en los Códigos 
anteriores hemos tratado bajo el rubro de delitos con- 
tra la religión, puede notarse en varias leyes mayor 
suavidad. Asi, la ley 25, título y Libro Primero, Ve- 
prime con desproporcionados castigos el perjurio, 
pero no ordena la cruel mutilación que se encuentra 
prescrita en Las Siete Partidas y en la Nueva Recopi- 
lación. En la ley 28 se restringe á la mitad la con- 
fiscación de bienes del que, pudiendo confesarse, hu- 
biere muerto sin hacerlo, etc. 

Por la ley 1, tít. XVIII^ Libro Primero, debida al 
siniestro Rey Felipe II, se estableció en las Indias, el 
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año 1569, el Tribunal de la Inquisición. Esto era 
una consecuencia lógica de los principios aceptados 
y puestos en práctica; conquistada la América, era ne- 
cesario conservarla asi — con la pureza y entereza 
que convenia: ley últimamente citada. Y para ello, 
España mandó á América un verdadero presente 
gfrieg-o: el Tribunal del Santo Oficio, con el que los 
P. P. Dominicos tantos servicios habian prestado á la 
Iglesia Católica. 

Tomando en conjunto las disposiciones que tie- 
nen carácter penal, y de las que nos hemos ocupado, 
la legisladión del Código de Indias puede considerar- 
se relativamente un progreso sobre las leyes ante- 
riores. 
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LIBIDO SEO-UHiTDO 

DERECHO PATRIO 
DE 1810 A 1853 



Con los albores de la libertad política debida al 
grito lanzado el 25 de Mayo de 1810, se inició también 
el comienzo de una nueva era en la legislación penal 
de las nacientes Provincias Unidas del Rio de la 
Plata. 

La práctica de los Tribunales habia templado yá 
considerablemente la dureza de las leyes españolas, 
que k ser aplicadas con rigor, hubieran sido inconci- 
liables con los nuevos principios .que en todas partes 
empezaban á surgir^ como fluyendo naturalmente de 
los últimos estudios penales realizados; y á más, va- 
rias leyes de la Recopilación Castellana, como hemos 
podido notarlo, suavizaron también la crueldad que 
las leyes anteriores respiraban en sus castigos. 

La Primera Junta Revolucionaria y los Gobier- 
nos que mas tarde le sucedieron en el mando de estos 
pueblos, dictaron desde 1811 varias disposiciones 
que, aunque en número relativamente reducido, con- 
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tienen preceptos altamente plausibles, como que al- 
gunos de ellos están repetidos en nuestra actual 
Constitución, y reconocidos entre los principios fun- 
damentales de las garantías que ella enumera. Igual- 
mente dignas de mención honrosa son algunas dis- 
posiciones de carácter penal, que existen en Estatu- 
tos, Reglamentos, etc., que en ejercicio de sus funcio- 
nes nacionales daban las Asambleas ó el Poder Eje- 
cutivo . 

Veamos en seguida las modificaciones que esas 
leyes patrias introdujeron en la legislación española, 
que nos ha regido. 

Debemos advertir que algunas de las disposicio- 
nes que mencionamos, han sido dadas por el Gobier- 
no de la Provincia de Buenos Aires, privativamente 
para esta, y no en el ejercicio de las facultades na- 
cionales; á pesar de lo cual hemos creído oportuno in- 
cluirlas, no solo porque importan en sí mismo un pro- 
greso, del que á veces han aprovechado las demás 
Provincias, sino también porque esas disposiciones 
fueron aplicadas por los únicos Tribunales realmen- 
te serios y espectables, que hubo en los Estados Ar- 
gentinos hasta después de la vigencia de la Consti- 
titución Nacional; es decir, hasta el afianzamiento de 
la Justicia, como dice el preámbulo. 

Derecho sobre libertad de imprenta 

El 26 de Octubre de 1811 se dio un decreto so- 
bre libertad de imprenta^ en el cual se declaró la fa- 
cultad que tenía todo homÍ3re de publicar sus ideas, 
libremente y sin previa censura; determinándose 
que toda disposición en contrario quedaba sin efec- 
to. Esta declaración constituye hoy un principio casi 
universal en el mundo civilizado; nuestra Constitu- 
ción lo consagra entre sus derechos mas preciados, 
y esto es por sí solo su mejor elogio. 

De acuerdo con los principios que hoy también 
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se aceptan^ se estableció que el abuso de esa libertad 
era un crimen. Los ataques á la tranquilidad públi- 
ca, á la conservación de la Religión Cristiana, ó á la 
Constitución del Estado podian ser acusados por cual- 
quier ciudadano; y por los interesados las ofensas á 
los particulares. 

Es fuera de toda duda que el principio del orden 
público y los derechos individuales deben ser garanti- 
dos por las leyes; pero no creemos que haya los mis- 
roos fundamentos en la parte del decreto en que se 
refiere á la Religión del Estado y á su constitución 
política. 

Desde mediados del siglo XVIII se ha venido 
sosteniendo constantemente por los filósofos la ne- 
cesidad del libre examen, y como una consecuencia 
forzosa, el deber de tolerarlo. 

Esto, á principios de nuestro siglo no era ya 
teoría, solamente. La palabra de los sabios habia 
vencido las preocupaciones, y la Revolución France- 
sa, dando en tierra con la vieja envoltura del pensa- 
miento, apoyó á la ciencia en el terreno de los he- 
chos, á pesar de sus lamentables extravíos. La Eu- 
ropa entera se conmovió al contacto de los nuevos 
principios, y un período de libertad comenzó para el 
estudio en todos los ramos del saber humano. 

Los hombres de nuestra Revolución seguían la 
corriente de ideas que se habia producido, y procla- 
maron la libertad para la emisión del pensamiento. No 
obstante, reprimieron todo escrito sobre religión ó 
sobre derecho, que pudiera importar un ataque á las 
creencias del país ó á las leyes fundamentales existen- 
tes. Y preguntamos: si estos principios se hubieran 
aplicado, ¿no habria sido necesario en 1816, después 
del 9 de Julio, juzgar como criminales á los patriotas 
del Congreso de Tucumán, que declararon la indepen- 
dencia, cambiando así total y radicalmente la Consti- 
tución del Estado; y también á los prohombres de 
la Soberana Asamblea de 1813, que, despreciando el 
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derecho divino de los Reyes, ordenó quitar los em- 
blemas de la monarquía Española, y el nombre de 
Fernando VII en el encabezamiento délas leyes, y 
reemplazarlo con una frase republicana; que abolió 
la Inquisición y sus tormentos, etc? En todos estos 
casos hubieran sido delincuentes los patriotas que 
sostuvieron y aplaudieron en los periódicos de aque- 
lla época esas resoluciones, porque ellas compren- 
dían la conservación de la Religión Católica, deso- 
bediendo abiertamente los mandatos de la Iglesia, 
que ordenaba respetar absolutamente sus institu 
ciones. Y comprometían tanto la Constitución del 
Estado aquellas resoluciones, que de un pueblo sub- 
dito hicieron una Nación libre y soberana. 

Uno de los libros que más influyó en favor de las 
ideas modernas, fué el Tratado de las garantías indi- 
viduales, traducido por un ilustradísimo sacerdote, 
el Dean Gregorio Funes. 

El art. 8 del decreto prescribe, que *4as obras 
que tratan de religión no pueden imprimirse sin pre- 
via censura del eclesiástico.*' Nos remitimos á lo 
que hemos dicho arriba; aunque, justo es decirlo, el 
decreto es perfectamente lógico en este punto. 

El art. 9 establece que ^los autores son res- 
ponsables de sus obras, ó los impresores, no hacien- 
do constar á quien pertenecen.*' Este es el prin- 
cipio de responsabilidad que aceptan nuestras leyes 
actuales. 

Dejamos sin examinar varias disposiciones re- 
ferentes á la composición del Jurado, por ser de 
procedimiento, y por lo tanto agenas á este trabajo. 

Reglamento del Estatuto Provisional de 1811 

En el Reglamento contenido en el Estatuto Pro- 
visional de 181 1 (22 de Noviembre), dado por el Triun- 
virato, se declara, que siendo la libertad de im- 
prenta y la seguridad individual, el fundamento 
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déla felicidad pública y los decretos en que se esta- 
blecen forman parte del Reglamento. 

Puede notarse cuan elevado sentimiento de res- 
peto inspiraban á los Triunviros aquellos derechos. 

Decreto sobre la seguridad individual 



El decreto sobre la seguridad individual á que 
se alude en la disposición anterior es de fecha 23 de 
Noviembre del mismo año 1811. Transcribimos á 
continuación la letra de ese decreto, digno de ser 
escrito con letras de oro en las páginas de nuestra 
legislación pasada, 

^^ Art. 1^ Ningún ciudadano puede ser penado 
^ni expatriado, sin que preceda forma de proceso, y 
^sentencia legaP'. 

"2^ Ningún ciudadano puede ser arrestado sin 
aprueba, al menos semiplena, ó indicios vehementes 
'de crimen que se harán constar en proceso infor- 
^mativo dentro de tres dias perentorios. En el mis- 
'mo término se hará saber al reo la causa de su de- 
'tención, y se remitirá con sus antecedentes al Juez 
'respettivo. 

''3*^ Para decretar el arresto de un ciudadano, 
^pesquiza de sus papeles ó embargo de sus bienes, 
'se individualizará en el decreto ú orden que se ex- 
'pida, el nombre ó señales que distingan su persona, 
'y objetos sobre que deben ejecutarse las diligencias, 
'formando inventario, que firmará el reo, y dejándole 
'copia autorizada para su resguardo. 

"4^ La casa de un ciudadano es un sagrado, cu- 
'ya violación es un crimen; solo en el caso de resis- 
'tirse el reo refujiado, á la convocación del Juez 
* podrá allanarse; su allanamiento se hará con la 
'moderación debida, y personalmente por el Juez, 
'de la causa. Si algún motivo urgente impide su 
'r asistencia, dará el delegado una orden por escri- 
'to, y con la especificación que contiene el anteceden. 
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"te artículo; dando copia de ello al ofendido, y al due- 
*^flodela casa si la pide. 

"5^ Ningún reo estará incomunicado después de 
"su confesión, y nunca podrá esta dilatarse mas allá 
"del término de diez dias. 

"6^ Siendo las cárceles para seguridad, y no 
"para castigo de los reos, toda medida que, á pretes- 
"to de precaución, solo sirva para mortificarlos, será 
"castigada rigorosamente. 

"7^ Todo hombre tiene libertad para permane- 
"cer en el Territorio del Estado, ó abandonar cuando 
"guste su residencia. 

"8^ Los ciudadanos habitantes del distrito de la 
"jurisdicción del Gobierno, y los que en adelante se 
"establezcan, están inmediatamente bajo su protec- 
"ción en todos sus derechos. 

"9^ Solo en el remoto y extraordinario caso de 
"comprometerse la tranquilidad pública ó la seguri- 
"dadde la patria, podrá el Gobierno suspender este 
"decreto mientras dure la necesidad; dando cuenta 
"inmediatamente á la Asamblea General con justifi- 
"cación de los motivos, y quedando responsable en to- 
"dos tiempos de esta medida. 

Aunque la casi totalidad de estas disposiciones 
son de procedimiento, hemos creido que su simple 
transcripción era necesaria, puesto que indican el 
respeto que habia en aquel tiempo por ciertos prin- 
cipios que se ligan íntimamente ala materia que tra- 
tamos. 

Reglamento para la elección de Diputados 

El 9 de Marzo de 1812 se dictó el Reglamento 
que dio forma á la Asamblea Provisional para la 
elección de los Diputados, que debian componer el 
Congreso. Una de sus disposiciones (art. 3), castiga- 
ba con destierro y privación perpetua de la ciudada- 
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nia, al que usara de seducción 
votos en la Asamblea. 

Aunque exageradamente s 
ciones constituían un verdade 
las intrigas y manejos electora] 

Decreto aboliendo 1 

El 24 de Marzo de 1813, i 
blea General Constituyente c 
quisición en los siguientes té 
este dia absolutamente esting 
Tribunal de la Inquisición en 
Territorio de las Provincias 
Plata/ y, por consiguiente, se 
ordinarios eclesiásticos su prii 
lar sobre la pureza de la ere 
canónicos que únicamente pu 
espíritu de Jesu-Cristo, guard 
petando el derecho de los ciu 
que el Tribunal del Santo Ofic 
el Rio de la Plata, ese decrete 
al mayor aplauso. 

Ley declarando abolid 

Por ley de 21 de Mayo c 
Constituyente resolvió, por s 
uso de los tormentos, ordenar 
zados por el verdugo los instr 
ese fin. 

Haciendo algunas consid 
ley, un venerable argentino, c 
excesos de la humanidad: *Tal 
rosa del tormento adoptado poi 
ñola para descubrir los delincu" 
mas que arrancará siempre á ] 
ro exceso, podrán borrar con ( 
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Códigos del Universo esa ley de Sangre, que no de- 
jando ya al hombre nada que temer,lo ha hecho quizá 
por lo mismo mas delincuente y obstinado. Este 
crimen merece ser espiado por todo el género huma- 
no, y anticipándose la Asamblea á cumplir su deber 
en esta parte^ ha resuelto por aclcimación la siguien 
te ley/^ (1) 

Decreto contra los duelos 

El 30 de Diciembre de 1814, el Director Supremo 
de las Provincias Unidas, dictó un decreto, prescri- 
biendo que los duelistas serían castigados con todo 
el rigor de las leyes ya establecidas, aplicándoseles 
á ellos y á sus padrinos irremisiblemente la pena 
de muerte. 

Decreto contra los juegos prohibidos 
y de envite 

El 19 de Agosto de 1816, se dio un decreto en 
cuya virtud se imponíala pena de arresto á los parti- 
culares que jugasen dinero, por primera vez, en los 
juegos prohibidos por las leyes; castigándose en el 
mismo art. (4) la reincidencia, con 500 pesos de mul- 
ta á las personas pudientes, y con servicios de las 
armas, á los pobres. 

Según el artículo 5 del decreto, los jugadores de 
profesión eran considerados como reincidentes. 

Estimamos acertada la pena de arresto que se 
prescribe en el artículo 4. Respecto de la distinción 
que se hace para el castigo del jugador reincidente, 
ella es á todas luces injusta; pues el servicio de las 
armas es muchísimo mas gravoso que la condena- 
ción pecuniaria, determinada en el artículo, 

(i}«iTr»baJot legUIat¡v.-)$ de Ut primeras asambleas argentioas,* coleccionados porUladislao 
S FiUi, pág. 47. 
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Reglamento Prov 

En el art. 3, cap. V, Sec( 
mentó Provisorio sancionado 
Diciembre de 1817, se dispon 
dad que prive á un ciudadano 
fuera de los casos en que la 1 
en la pena del talión. 

Es indudable que este pr( 
poderoso para contener los í 
públicos hacia los derechos p 
aunque pueda parecer dema 
lación con el hecho que reprir 

El cap. III de la Sección 
glamento, se ocupa de la Adr 
en cuya parte se transcrit 
decreto de 181 1 sobre la segu 

El art. 13 del Cap. últim 
el prevaricato de los jueces 
condenación al pago de cosí 
causados. Esta disposición 
con respecto al hecho que ca 
califica de crimen, con todo 

El art. 14 sanciona lo qi 
tumbre en los Tribunales: la 
ñas. Dice el art: ^'Noseeni 
das las leyes que permiten la 
al arbitrio prudente de los J\ 
leza y circunstancias de los 
la observancia de aquellas .q 
manas, ha proscripto ó mode 
Tribunales Superiores.*' 

En la Sección Séptima d 
cuentran varias disposicione 
pios repetidos en la Constiti 
entre los derechos y garantía 
en el orden penal, en el art. 1 
blece: *^Las acciones privads 
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ningún modo ofenden el orden público ni perjudican 
á un tercero, están solo reservadas á Dios y exentas 
de la autoridad de los magistrados." 

El art. 3 de ese Capítulo, dice: ^^El crimen es solo 
la infracción de la ley que está en entera observan- 
cia y vigor, pues sin este requisito debe reputarse 
sin fuerza." 

El art. 4 repite la disposición del art. 1 del de- 
creto sobre la seguridad individual. 

En el art. i, Capítulo II de la misma Sección 
Séptima, se manda observar el decreto de 1811 sobre 
la libertad de imprenta, de que nos ocupamos antes. 

Todas estas disposiciones contribuyeron pode- 
rosamente á mejorar la legislación penal, que, desde 
entonces, fué exclusivamente patria en parte; pues al 
par que se establecían estos preceptos, caducaban 
las antiguas leyes sobre esos puntos, determinándo- 
se asi un rápido, aunque parcial adelanto en la mate- 
ria que estudiamos. 

Constitución de 1819 

La Constitución Unitaria sancionada por el Con- 
greso Nacional el 22 de Abril de 1819, consagró 
la mayor parte de las disposiciones de carácter penal 
que pertenecen al Reglamento del año 17, sin intro- 
ducir un solo principio nuevo al respecto. 

Ley autorizando al Poder Ejecutivo 
para contener los abusos de la libertad de 

imprenta 

Los excesos que se cometían por la prensa de 
Buenos Aires, obligaron á la Junta de Representan- 
tes de esa Provincia, á dar una ley el 20 de Febrero de 
1821, por la cual se autorizaba al Poder Ejecutivo 
para contener los abusos de la libertad de imprenta. 
Fundándose esa ley en **E1 escandaloso abuso con 



Digitized by 



Google 



w^»«n- 



-- 126 - 

que se ha conducido la libertad de la prensa en algu- 
nos papeles y periódicos (especialmente en los del 
padre Castañeda), ofendieindo la decencia pública, 

violando los mas sagrados respetos •\ etc., etc. 

El P. Ejecutivo tomó varias medidas, como lo 
prometía hacer, en su contestación del 5 de Marzo del 
mismo año; á pesardelocual,los excesos déla liber- 
tad de imprenta continuaron. 

Ley sobre creación de un sistema de crédito 
público y caja de amortización 

Debiendo hacerse una emisión de billetes, de 
acuerdo con la ley del 30 de Octubre de 1821, se pres- 
cribió, en los artículos 5 y 6 de esa misma ley, la pe- 
na de muerte para los falsificadores de los billetes, 
para sus cómplices, y para los que de mala fé circu- 
lasen íos billetes falsos. 

Aparte de la gravedad de la pena, que es des- 
proporcionada, se ha incurrido en esta ley en el 
error de equiparar á los efectos de la repre- 
sión, al autor con el cómplice; lo que es también un 
desconocimiento imperdonable de ciertos principios 
que sancionaban las antiguas leyes españolas, aun 
desde el Fuero Juzgo, en casos particulares. 

Decreto sobre prevención de crímenes, y 
aprehensión de los delincuentes 

El 31 de Mayo de 1822 se dictó un decreto, por 
el cual se obligaba á los ciudadanos á prestar su coo 
peración para evitar delitos, ó para aprehender á los 
perpetradores. 

Por el art. 2 del Decreto se imponía á los infrac- 
tores la pena de 24 horas de arresto; y si se hubiera 
pedido al ciudadano su asistencia, y la hubiere rehu- 
sado, debia ser reprimido de acuerdo con la gravedad 
del delito que se ntgóÁ evitar, y en vista también del 
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perjuicio que su denegación hubiere causado: artí- 
culos 4 y 5. 

Estas disposiciones persiguen propósitos dignos 
de elogio; pero las sanciones que establecen no son 
del todo propias para alcanzarlos. A nadie intimida 
un dia de arresto; y en cambio, el arbitrio judicial 
puede ocasionar graves é injustas condenaciones 
cuando se le imponen límites tan vagos como los que 
señalan los artículos 4 y 5 citados. 

Ley sobre la libertad de imprenta 

El art. 1^ de esta ley, dada el 8 de Mayo de 1828, 
estima como abusivos de la libertad de imprenta: "los 
impresos que ataquen la religión del Estado, que ex- 
citen á sedición, 6 á trastornar el orden público, ó á 
desobedecerlas leyes, ó á las autoridades del país: los 
que aparezcan obscenos, contrarios á la moral, ú 
ofensivos del decoro y de la decencia pública, los que 
ofendan con sátiras é invectivas al honor y reputa- 
ción de algún individuo, ó ridiculicen su persona, ó pu- 
bliquen defectos de su vida privada^ designándolo 
por su nombre ó apellido, ó por señales que induzcan 
á determinarlo, aun cuando el editor ofrezca probar 
dichos defectos''. Esta enumeración es de lo mas 
completo que se puede dar en la materia; y es de ad- 
vertir que hasta el presente es la única disposición 
que se encuentra en nuestras leyes y que determina 
tan claramente los casos en que puede ser cometido 
el delito de imprenta. 

En el art. 2 se establece^ que no es delito de- 
nunciar ó censurar los actos ú omisiones de los fun- 
cionarios públicos en el desempeño de sus funciones. 
Nada podemos observar á esta disposición, que no 
sea en su favor. 

Siguiendo un mal principio, se hace responsa- 
ble del impreso, no al autor, sino al editor, y en de- 
lecto de este, al impresor. Esto no puede aceptar- 
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se; y la disposición es especialmente digna de crítica, 
por haberse apartado de su antecedente, el art. 9 del 
Decreto de Octubre 26 de 1811, que establecía, en 
principio^ la responsabilidad del autor. 

El art 4 prescribe la acumulación de las penas, 
para cuando se cometiesen abusos en varios núme- 
ros. Si la disposición se refiere á abusos diferentes,ella 
es recomendable y está en conformidad con lo que 
aconseja la ciencia penal; pero si esos abusos cons* 
tituyesenun solo delito, v. gr.: una concitación á le- 
vantarse en armas contraía autoridad, hecha en va- 
rios números de un diario ó periódico, la disposición 
del art,, á ser aplicada, consagraría un grave error, 
pues en tal caso el delito es uno, á pesar de ser come- 
tido purante en un trascurso de tiempo mas ó menos 
largo: reiteración 

El art. 3 de la ley que estudiamos, establece como 
represión del delito de imprenta, multa de 500 ps. k 
2.0Ó0ps., y confinación por cuatro meses á un año, á 
un pueblo de campaña que no diste meno5 de 25 le- 
guas ni mas de 80 déla ciudad de Buenos Aires. 
Aunque no del todo acertadas estas condenaciones, 
especialmente la de destierro, guardan cierta relación 
con el delito; y sin tener un carácter demasiado be- 
nigno, ni ser excesivamente severas, dejan al crite- 
rio judicial un campo extenso para determinar el 
cuantumde la pena, según las diversas modalidades 
del delito. 

El ari 16 marca el término de un mes para la 
prescripción del derecho de acusar el impreso abusi- 
vo. Este plazo es demasiado corto, mas aún si se 
atiende á la dificultad de comunicaciones que habia 
en aquellos tiempos. 

Decreto simplificando los juicios contra los 
que ofenden con armas 

Esta disposición^ de Enero 5 de 1830, estableció en 
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SU art.5 la penadecien azotes dentro de la cárcel, y 
cuatro años de presidio, para el autor de herida con 
instrumento punzante, ó con bala, de la quenoresuU 
tase muerte; pero si esta sobreviniere, — determina el 
ar-, 6 — , habiendo mediado en el hecho ías circuns- 
tancias de alevosía 6 premeditación, el autor y sus 
cómplices deben sufrir la pena de muerte. 

Desde luego, puede objetarse á la pena que esta- 
blece el art, 5, su fijeza; cualidad repudiada por la 
ciencia; pues obliga al Juez á determinarla, aplicando 
la ley sin poder tener en cuenta el cúmulo de acciden- 
tesy circunstancias, que hacen necesario variar su 
cuantura en cada caso particular. Difícilmente se 
presentan dos delitos iguales en todas sus modalida- 
des; y teniendo en cuenta esto, se ha establecido por 
las legislaciones contemporáneas, el sistema de las 
penas variables por razón de tiempo ó cantidad. 

A más, la pena de azotes no puede disculparse 
en unalegislación, que, aunque muy nueva como la 
nuestra de aquel tiempo, habia consagrado implícita- 
mente en su espíritu, y explícitamente en la letra de 
varias de sus disposiciones, el mas alto respeto por la 
dignidad personal del individuo. 

Con excepción del precepto en cuya virtud se 
equipara el cómplice con el autor principal á los efec- 
tos de la represión, la disposición del art. 6 nos parece 
justa y proporcionada. La premeditación y la alevo- 
sía revelan en el delicuente un grado tan alto de per- 
versidad, que han inspirado siempre el mayor rigor 
de las leyes. 

Constitución Nacional, 
y Ley del 14 de Setiembre de 1863 

CONSTITUCIÓN NACIONAL 

El 1^ de Mayo de 1853, el Congreso General 
Constituyente reunido en la ciudad de Santa Fé, san- 
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donóla Constitución de la Nación Ar^ 
promulgada el 23 de Mayo del mismo afl( 
da por las Convenciones Nacionales de 
1898, nos rige como ley suprema. 

En sus disposiciones encontramos 
implican modificaciones de importancia 
ble progreso sobre la legislación penal 
promulgación. 

Siguiendo el orden de sus precepl 
naremos en primer lugar el art. 14, que 
derechos que tiene todo habitante de la 
publicar sus ideas por la prensa sin cen 
y de profesar libremente su culto. 

Del primer derecho que citamos ha; 
tes en decretos anteriores y en la Cor 
1819, aunque retringiéndose en pane ( 
como hemos tenido ocasión de verlo; 
gundo principio no hay ninguno, ni en 
yes patrias, ni en las españolas que se 
en América. Esta declaración es una ( 
res conquistas que ha hecho el espíritu i 
consagrarla en sus páginas, nuestra Lej 
tal ha obedecido á las aspiraciones de co 
lerancia que animan á los pueblos del s 
vivimos. La única restricción que mar 
tu de la Constitución á ese derecho, es I 
orden público; Pero en la República Ar 
hombre puede profesar libre y públic 
creencias en materia religiosa, sin estai 
acatar un culto, como lo disponían las 
riores,que establecían penas contra los q 
profesión del culto oficial. 

Esto, en cuanto se relaciona con el ! 
nal, importa mas de lo que pudiera creer 
vista. Por esa declaración desaparece 
leyes la confusión del pecado con el delit 
constituye uno de los mayores errores c 
ción pasada. Nunca, pues^ se aplaudirá 
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ese principio de tolerancia, que fué una hermosa as* 
piración en los siglos anteriores al nuestro, y que hoy 
tan ampliamente proclama la Constitución Argén* 
tina. 

Porel art. 15 se declara un crimen la compra- 
venta de personas, del cual serán responsables las 
partes que la celebrasen y el funcionario que la au- 
torice. Tan loable principio no ha tenido aún, en 
nuestras leyes, sanción alguna; y así, á pesar de to- 
do, ese crimen quedarla impune si se cometiese ac- 
tualmente por no tener pena señalada. 

El art. 16 proclámala igualdad ante la ley, en 
términos absolutos. Igualmente, los artículos 18 y 
19 hacen declaraciones, ^ue hemos encontrado en 
disposiciones patrias anteriores ala Constitución. 

Los artículos 17 y 18 declaran abolida la confis- 
cación de bienes, la pena de muerte por causas políti- 
cas, toda clase de tormento y los azotes. Al borrar de 
las leyes esos castigos, frutos únicamente de la igno- 
rancia y el atraso de las edades pasadas, la Constitu- 
ción ha marcado en ambos artículos un inmenso pro- 
greso en lalegislación penal. Estableciendo que no 
se impondrá la pena de muerte por delitos políticos, 
ha estatuido el principio mas conveniente para evi- 
tar que se eternicen los odios y rencores de partido, 
que tanta sangre han costado al país. 

En el art. 18 se prescribe que nadie está obligado 
á declarar contra si mismo. Aunque mas propia- 
mente pertenece al Derecho Procesal, consignamos 
este precepto particularmente aquí, por el sensible 
adelantoquedeterminó, y por su íntima vinculación 
con el sistema penal general. Ya en 1817, el art. 10 
del capítulo III, Sección Cuarta del Reglamento Pro- 
visorio, habia eximido á los reos de prestar juramen- 
to en causa propia. 

En el art. 22 se define un caso del delito de sedi 
ción en los siguientes términos: ^Toda fuerza arma- 
da ó reunión de personas que se atribuya los dere- 
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chosdel pueblo y peticione á nombre de este, comete 
delito de sedición/' 

Según el art 29, el Congreso ó las legislaturas 
provinciales, no podrán conceder al P. Ejecutivo Na- 
cional ó provinciales, respectivamente, facultades 
extraordinarias y ó la suma del poder públicOy ni 
otórgales sumisiones ó supremacías por los que 
la vida, el honor ó las fortunas de los argentinos que 
den á merced de Gobiernos ó persona alguna; y los 
que tales actos formulen, consientan ó firmen, que- 
dan sujetos á la pena de los infames traidores á la 
patria. Esta disposición es una poderosa salvaguar- 
dia de las leyes y de la libertad, que si continúa siem- 
pre escrita en el futuro, noá evitará tiranías desen- 
mascaradas. 

Para mayor garantía del principio expuesto en 
el art. 14, el art. 32 dispone que el Congreso Federal 
no dictará leyes que restríngan la libertad de im- 
prenta. 

El art. 103 prescribe: *'La traición contra la Na- 
ción consistirá únicamente en tomar las armas contra 
ella, ó en unirse á sus enemigos, prestándoles ayuda 
y socorro. El Congreso fijará por una ley especial 
la pena de este delito; pero ella no pasará de la per- 
sona del delincuente, ni la infamiadel reo se trasmiti- 
rá á sus parientes de cualquier grado. ^*La ley de 
1863, que estudiaremos en seguida, ha cumplido con 
el mandato constitucional. 

Conformándose con el significado general dado 
á la palabra traición, como delito político, la Consti 
tución está en lo cierto. En Estados Unidos, traición 
significa lo que nuestras leyes comprenden como.re- 
belión y sedisión. 

Hemos vistos que, salvo el Fuero Juzgo, los de- 
más Cogidos y leyes Españolas han establecido la 
impersonalidad déla pena del traidor con respecto 
ásus parientes hasta cierto g'rado; y hemos criticado 
duramente ese error gravísimo que castigaba áino- 
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Centes, Recien después de mil cuatrocientos aflos 
se encuentra de nuevo el principio del Código Vi- 
sigodo; aunque más ampliado, sin la restricción 
que este imponía con relación á la fajmilia real, y 
que en nuestra Constitución no existe, no solo por 
que no hay en la República dinastías, sino también 
porque esa restricción es contraría al espíritu ge- 
neral de igualdad y justicia, que se encuentra en 
nuestra Ley Fundamental, y que ha hecho de ella 
una de las mejores Constituciones políticas del 
mundo, 

Ley de 14 de Setiembre de 1863 

El 14 de Setiembre de 1863, se dio la ley desig- 
nando los crímenes cuyo juzgamiento compete á los 
Tribunales Nacionales, y estableciendo su penalidad. 
Divídese ella en once títulos y varias disposiciones^ 
comunes y generales. 

El título I se ocupa del delito de traición. En 
su art. 1° enumera en cinco incisos los casos en que 
un argentino, ó persona que deba obediencia á la Na- 
ción Argentina, comete ese crimen. 

Algunos han criticado esa enumeración taxativa 
que hace esta ley, pues se dice que ella es incompleta, 
é inconstitucional, porque el precepto de la Constitu- 
ción no restringe, como el art. l^de la ley, su alcance 
á solo los argentinos é individuos que deban obedien- 
cia ala Nación. 

Creo que ambas críticas son injustas. 

Quizás sea incompleta la enunciación del artícu- 
lo; pero en materia tan delicada, es preferible siem- 
pre una determinación deficiente á un principio 
vago como el de la Constitución, y que pueda dar 
margen á muchas injusticias en su aplicación. 

Por otra parte, esta ley es reglamentaria del ar- 
tículo constitucional, y dentro de sus límites estaba 
el determinar quienes pueden ser considerados trai- 
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dores, pues ese artículo es poco esplícito al res- 
pecto. 

El art 2 determina las penas para el castigo de 
este delito, y que, según la mayor ó menor participa- 
ción de los reos, son: muerte, presidio, éinhabilita^ 
ción perpetua absoluta. Es de advertir que las dos 
últimas condenaciones varían de acuerdo con la ca- 
lidad de los delicuentes; es decir, de acuerdo con su 
participación en el delito. 

Entendiendo que esas disposiciones son perfec- 
tamente aceptables, no solo porque el legislador ha 
huido de la fijeza de la pena, sino también porque la 
represión es proporcional álos hechos que se repri 
men. 

Con respecto á la pena de muerte que se pres- 
cribe en el artículo, se ha sostenido por un distingui- 
do criminalista argentino, que ella no podrá ser apli- 
cada,porque la Constitución Nacional, en su art. 18, ha 
declarado abolidala pena de muerte por causas polí- 
ticas. 

Apesar del respeto que me merece esa opinión, 
creo que su autor no está en lo cierto al considerar 
la-traición como un delito político. Entiendo que el 
art. 18 se refiere en esa parte á los levantarnientos 
que se producen frecuentemente para derrocar alas 
autoridades, á las revoluciones; pero no al odioso y re- 
pugnante crimen, por el cual un ciudadano ó emplea- 
do entrega la patria al enemigo. Este es un delito 
común, y es quizás el mas vil délos delitos. 

El delito político no puede comprender los he- 
chos que atentan al honor de la Nación, á su integri- 
dad, á su seguridad, etc. Acciones de esta naturale- 
za no encuadran en la clasificación que han hecho de 
aquel la casi totalidad de los Códigos Penales con- 
temporáneos. 

Me parece que así entendió el Congreso Argen- 
tino el art. 18, al castigar á los traidores con la pena 
de muerte. 
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El art. 3 prescribe la pena de trabajos forzados 
variable para castigfar la conspiración, que se propon- 
ga llevar acabo el delito que estudiamos. 

Por el art. 4, se exime de pena al que denuncie el 
complot á la autoridad, antes de haber comenzado 
la ejecución. 

Creemos justas y acertadas las dos disposicio- 
nes anteriores; y aunque el art. 4 estimula la dela- 
ción, medio inmoral, es evidente que la seguridad 
del país justifica plenamente al legislador en el pre- 
sente caso. 

En el título II se castigan los delitos que com' 
prometen la pas y la dignidad de la Nación. 

Los artículos 5 y 6 reprimen todo acto de desobe- 
diencia ó de desacato á los derechos que tiene el Go- 
bierno en el ejercicio del Pratronato Nacional, casti- 
gando á sus autores con la pena de destierro, si no 
fuesen empleados de la Nación; y con inhabilitación 
temporal^ si fuesen empleados. La desigualdad que 
existe en estas disposiciones es chocante, pues el he- 
cho de ser el reo empleado de la Nación, acusa ma- 
yor desobediencia ó desacato y dá mayor gravedad 
al delito. No obstante esto, la ley impone en ese ca- 
so una penalidad menor que cuando el delito se ejecu- 
ta por particulares. 

Respecto al carácter de la represión en general, 
creo que guarda relación por su naturaleza con los 
hechos que la motivan. 

Los artículos 7, 8, 9 y 10 legislan varios casos 
en que se ejecutan acciones que den lugar á una de- 
claración de guerra contra la Nación, ó expongan á' 
sus ciudadanos á sufrir represalias, etc., ó impliquen 
una violación de tratados, treguas, etc.; ó déla inmu- 
nidad personal ó real de los Representantes de los Es- 
tados extranjeros, etc., etc. Las penas que se de- 
terminan son: multa, prisión, presidio, inhabilitación 
temporal y obligación de dar satisfacción pública ó 
privada; siendo todas estas condenaciones -variables, 
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con un máximun y mínimun proporcional, ordina- 
riamente para cada caso. 

La última pena que enumeramos — obligación 
de dar satisfacción — , no tiene castigo especial de- 
terminado en caso de falta de cumplimiento, y por 
consiguiente, no podrá ser ejecutada todas las veces. 
Siendo una pena que estáá merced del reo cumplir, 
es inútil, á menos que se aplique la que corresponde 
al delito de desobedencia. 

El título nise ocupa del delito de piratería. 

El art. 11 determina en ocho inciso los casos en 
que se comete este delito, y el art. 12 prescribe la pe- 
na de presidio para reprimirlo^ variando el tiempo de 
la condenación de acuerdo con la gravedad de los ca- 
sos enunciados en el art. 11; salvo lo pena de 8 años 
de presidio que se establece en el inc. del art. 12. 

El art. 13 determina las circunstancias agra- 
vantes de la piratería, prescribiendo las penas de 
muerte, y presidio por 10 aflos, según el carácter 
de la agravante que hubiere mediado en el delito. 

Varios son los puntos süceptibles de crítica que 
ofrece la ley en este título — La enumeración que ha- 
ce el art. 1 1 es incompleta por demás, y arbitria, co- 
mo puede comprobarse con la simple lectura de sus 
disposiciones. Las penas de 8 y 10 años de presidio 
que establecen los art. 12 y 13, son inaceptables por 
su fijeza; y la de muerte, prescrita en el inciso 5 del 
artículo 13 para castigar al patrón ó capitán pirata, 
en todos los casos, es excesivamente severa. 

A más, la ley debió legislar pura y exclusivamen- 
te el delito de piratería en sí; los demás delitos comu- 
nes que se cometieren con ocasión de él, están ya 
castigados en las leyes, y no hay, pues, para qué con- 
siderar circunstancias agravantes — un homicidio, 
una violación, etc.— desde el momento que estos deli- 
tos están ya previstos y castigados. 

ELtít. IV trata de la rebelión. 

EUrt. 14 determina textualmente; ^^Son reos de 
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rebelión los que se alzan públicamente y en abierta 
hostilidad contra el Gobierno Nacional, para cual- 
quiera de los objetos siguientes: 

*4^ Tara destruir la Constitución jurada por la 
Nación y cambiarla forma de Gobierno. 

'*2^ Para deponer al Presidente de la Nación, 
despojándolo de su autoridad constitucional, ó para 
arrancarle alguna medida ó concesión, ó para impedir 
la trasmisión de la misma autoridad en los términos y 
formas establecidas en la Constitución. 

^^3° Para impedir las elecciones de Diputados y 
Senadores Nacionales, ó para estorbar las reuniones 
legítimas del Congreso. 

*^4° Para disolver el Congreso ó impedir las de 
liberaciones y funciones de los Poderes Coolegislado- 
res, ó arrancarles alguna rasolución, violando el recin- 
to de sus sesiones. 

Queda así bien caracterizado el delito de rebelión, 
que algunos autores han confundido con el de sedi- 
ción. 

La pena que se establece, es la de 10 años de 
destierro para los autores, gefes ó caudillos del deli- 
to, agravándose con multa de 2.000 á 6.000 pesos 
fuertes, cuando concurrieren alg-una de las circuns- 
tancias enumeradas en el artículo 15. Observaré 
que es sumamente impropíala condenación de des- 
tierro que se prescribe en este artículo (14), pues es 
invariable. 

La pena de multa está bien calculada; aunque 
creo que es innecesaria en el presente delito^ dado 
que el extrañamiento puede causar por si solo to- 
dos los efectos que se buscan en la represión. Esta 
crítica la hago extensiva á las demás disposiciones del 
título que examinamos, y al siguiente. 

En el art. 16 se reprime con destierro, ó multa, 
variables ambas penas, á los que ejercieren un man- 
do subalterno. Se autoriza también al Juez para 
imponer ambas condenaciones juntamente. Lape- 
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na de destierro está bien calculada, no solo con rela- 
ción alas demás condenaciones que se establecen en 
el título, sino también con respecto ala participación 
secundaria que castiga; pero no así la de multa, cuyo 
máximun sobrepasa en este artículo al mínimun de 
la prescrita en el art. 14, lo que puede dar lugar á que 
un autor principal sea castigado con menor pena pe- 
cuniaria que otro reo, cuya participación haya sido 
simplemente secundaria. 

También observo que es impropia la facultad 
que se dá'al Juez para optar entre una ú otra délas 
condenaciones que se establecen, y aún para aplicar 
las dos conjuntamente. La ley debió establecer una 
ó varias penas, todas para ser aplicadas, sin dejar al 
magistrado la peligrosa facultad que le dá el artícu- 
lo, que podría conducir á muchas injusticias, y que 
no significa ventaja absolutamente alguna. 

Los nuevos ejecutores del delito son castigados 
con servicio militar en las fronteras,por 2 á 4 años,con 
una multa de 300 á 600 pesos. Puede notarse en esta 
disposición el cambio que se ha introducido en la na- 
turaleza y clase de la primera de estas penas; cambio 
plausible, pues no seria conveniente expatriar en ca- 
da rebelión á centenares i á millares de ciudadanos, 
aunque fuese por un corto tiempo. La duración de 
ese castigo es excesivo, con relación á su intensi- 
dad. La vida de fronteras, en la condición de solda- 
do, era, hace 35 años, mucho mas penosa y mortifi- 
cante que la de destierro. 

En el título V se legisla lo referente á la sedición. 

El art. 19 amplía la disposición del art. 109 de 
Constitución Nacional, que prohibe á las Provincias 
declarar ó hacerse la guerra entre sí, pues sus hos- 
tilidades de hecho son calificadas de sedición ó aso- 
nada que el Gobierno Federal debe sofocar y repri- 
mir conforme á la ley. 

El art. 20 declara ademas reos de sedición á los 
que se alcen públicamente; 
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"1^ Para impedir la promulgación ó ejecución 
de las leyes del Congreso, ó la libre celebración de 
las elecciones populares, para los nombramientos na- 
cionales en los comicios, ó juntas electorales que 
tengan lugar en alguna localidad. 

«<2^ Para impedirá cualquier Autoridad Nacional 
el libre ejercicio de sus funciones, y la ejecución y 
cumplimiento de las providencias administrativas ó 
judiciales en alguna Provincia. 

Con estas disposiciones queda establecida en la 
ley que estudiamos la diferencia entre los delitos de 
rebelión y sedición. 

Como consecuencia lógica, castígase con pe- 
nas menores, ordinariamente, á los reos de sedición; 
aplicándose, según los casos, en los art. 21, 22 y 23, 
las penas que se determinan en sus correlativos del 
título anterior (Í4, 15 y 16,) aunque disminuidas, tan- 
to las fijas como las variables. Es de advertir que el 
art. 23 establece penas fijas para reprimir á los 
nuevos ejecutores; lo cual es sumamente criticable, 
porque impide graduar el tiempo ó la cantidad del 
castigo, de acuerdo con la participación de esos reos. 
Según el art. 25 no se reputa sedisiosa la reunión 
desarmada y en orden, que sin atribuirse los derechos 
del pueblo reclame contra las injusticias, vejaciones y 
mal comportaciones de los empleados de la Nación. 
Este precepto tiende, con todo acierto^ á prevenir 
erradas interpretaciones sobre una de las formas en 
que pueden ejercitarse los derechos de reunión y pe- 
tición, declarados y amparados por nuestra ley su- 
prema en su art. 14. 

Hay varias disposiciones comunes á la rebelión y 
sedición. 

Asi, los artículos 18 y 24 prescriben que si du- 
rante esos delitos ó con motivo de ellos se cometie- 
ren crímenes comunes— homicidios, robos, incen- 
dios, etc.— sus autores serán castigados con la ma- 
yor pena que corresponda á estos delitos. Es indu- 
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dablemente acertado el principio que establece que 
los hechos delictuosos de menor gravedad — la rebe- 
lión ó sedición -, no deben desvirtuar la acción de la 
justicia para impedir que se aplique á los reos de crí- 
menes ordinarios las penas que les corresponden por 
estos; pero entiendo que hubiera sido preferible es- 
tablecer la acumulación de las penas, haciendo un 
cómputo de equivalencia de los que fuesen de distin- 
ta clase^ y no ordenar simplemente aplicarla mayor 
pena que corresponda por el delito ordinario. 

El art. 26 determina las medidas que se emplea- 
rán para evitar en lo posible toda inútil efusión de 
sangre entre la fuerza pública y los sublevados. To- 
das ellas son dignas del mayor aplauso. 

El art. 27 reprime con la pena de presidio por 2 
á 4 años, álos que sedujesen tropas con el objeto de 
cometer rebelión; y con el mismo tiempo de extraña- 
miento, si el delito fuere sedición. Creo acertado re- 
primir severamente los atentados á que se refiere el 
artículo, contra la moral, el orden y la disciplina del 
ejército, que es sagrado; pero estimo que hay una di- 
ferencia tan grande entre la intensidad de una y otra 
condenación, que ella no está de acuerdo ni guarda 
relación con la que existe entre ambos delitos. 

Si ocurriere la rebelión ó sedición, los seductores 
de tropas serán considerados y castigados como au- 
tores principales: art. 28. 

Los empleados de la autoridad nacional que no 
hubieren resistido el movimiento subversivo por to- 
dos los medios á su alcance, dispone el art. 29, serán 
castigados con destitución ó inhabilitación absoluta 
temporal. 

Nos parecen bien establecidas estas disposicio- 
nes. 

El título VI se ocupa de los desacatos contra 
la autoridad y otros desórdenes públicos. 

El art. 30 enumera en sus cuatro incisos los 
casos en que sécemete el delito de desacato á la au« 
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toridad. El sistema de la ley que estudiamos es con- 
siderado el mas conveniente, pues se ha dicho con 
razón, que en otra materia es mejor una enumera- 
ción, por incompleta quesea, que un principio gene- 
ral; pues asi, el texto expreso de la ley impedirá las 
injusticias que podría ocasionar la interpretación de 
preceptos demasiados vagos. 

Las penas que se determinan, varían de acuerdo 
con la mayor ó menor gravedad de los hechos consti- 
tutivos del delito. Ellas son de prisión, 6 multa, ó am- 
bas á la vez. Hago extensiva á las anteriores dispo- 
siciones la crítica del art. 16, referente á la facultad 
de opción que seda al Juez para aplicar la penalidad 
que juzgue conveniente, de los tres castigos que se 
prescriben— cuya crítica, para evitar fatigosas y fre- 
cuentes repeticiones, la hacemos igualmente exten- 
siva desde ahora á todas las disposiciones, que, tanto 
en esta ley como en otras que estudiaré mas adelante, . 
consagran ese sistema de represión. 

Me parecen demasiado bajas las penas pecu- 
niarias que se establecen para castigar el delito de 
que me ocupo. La multa, bien aplicada, puede pro- 
ducir los mejores efectos; pero en la íorma y canti- 
dad que la prescribe esta ley para reprimir el desa- 
cato á la autoridad, no puede producir ninguno. 
Baste para convencer de ello, decir que su mínimum 
es de 20 pesos, y en ocasiones su máximun de 80 
pesos, el cual en ningún caso excede de 400 pesos 
fuertes. 

Los arts. 34 y 35 reprimen con prisión, ó con 
multa, ó con ambas penas juntamente álos que co- 
metiesen fraudes electorales; y con multa, á los que 
se presentaren armados en los comicios públicos ó 
en los colegios electorales. Es conveniente re- 
primir esos actos, que obstaculizan directa ó indi- 
rectamente la libre emisión del voto, aunque las pe- 
nas que se imponen no son del todo propias^ no por 
su naturaleza, sino por su cuantura. 
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En el art. 36 se castiga un caso d 
autoridad, penándose con prisión, ( 
con ambas, al que por cualquier medi 
probado, impidiere á un miembro del 
tir á este. Estimo que están bien 
condenaciones, si bien acordaré la c 
neral que hice en el art. 16. 

El art. 37 reprime con multa, al i 
no observe la forma Constitucional 
contra un miembro del Congreso. 

El título VII contiene lo referente 
cia á la autoridad y soltura de pre 

En el art. 38 se castiga al que 
agente de la autoridad nacional que 1( 
ó á un ciudadano, en el caso de flugn 
la mayor pena que corresponde al h 
va su detención; y si le infiriese lesioi 
muerte, se agregará la mayor pena q 
nerse por este nuevo delito. Esta 
son perfectamente aceptables, y la ac 
establece la última de ellas está de a 
mejores principios. 

Los artículos 39, 40, 41,42, 43 y 
casos en que puede darse soltura á pr 
les su evasión, sea por los particulares 
dianes; determinándose al efecto peí 
presidio, variables encada artículo, 
tingue el caso en que el guardián ha 
infiel, del caso en que solo ha habido 
su parte, castigándolo de acuerdo con 
Estas disposiciones prescriben penas 
cables á todos los casos, y sin que pu 
cuenta la mayor ó menor gravedad qu 
lito del fugado, y sus cualidades pers< 
tos indispensables para una acertad 
esta materia. 

El art. 44 determina que en lo: 
artículos 41, 42 y 43, inc, 1^, los cul 
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responsabilidad mancomunada por las condenacio- 
nes pecuniarias á que estuvieren sujetos los fuga- 
dos. No encuentro el motivo que haya mediado pa- 
ra no hacer extensiva esta disposición á los demás 
artículos que se ocupan de esta materia. 

Vanos casos del delito de usurpación de au- 
toridad se reprimen en los artículos 45 y 46, prescri- 
biéndose prisión, ó multa, ó estas dos penas, según 
los casos. Estas dos disposiciones castigan las de- 
tenciones llevadas á cabo con violación de las formas 
de procedimiento que es necesario observar; y el 
art. 47 determina que ellas no se aplicarán en los ca- 
sos de infraganti delito. Nada tenemos que obser- 
var á estos artículos, que han sido dictados en con- 
formidad con los mejores principios. 

De la interceptación y sustracción de la cor- 
respondencia pública se ocupa el título VIII. 

Los arts. 48 y 49, reprimen con multa, ó presidio, 
ó con ambas á la vez, á los que de cualquier manera 
obstruyesen el pasaje de las balijas de la correspon- 
dencia pública, ó despojasen de ella al empleado 
que la conduce. Haré notar que, tanto en estos arts. 
como en muchos otros de esta ley, se impone la pe- 
na de presidio desde un mínimun completamente ina^ 
ceptable; á veces, desde dos meses. La intensidad 
de esta condenación— ,1a mas grave de todas en el 
derecho moderno, después de la pena de muerte — , 
no permite que ella produzca los benéficos efectos 
que se buscan en la represión, si no se la impone por 
un término dado de años. 

Por otra parte, no es propio condenar á traba- 
jos forzados al autor de hechos relativamente leves, 
como los que castiga el art. 48, pues es un castigo 
denigrante, y que debe aplicarse á los grandes cri- 
minales. Así lo han considerado^ casi sin excepción 
los Códigos modernos. 

El art. 50 determina varias penas contra el que 
infiriese heridas á un correo en ejercicio, La ley 
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no ha debido eregfir en delito especial, las acciones 
que reprime este art, pues el delito de lesiones corpo* 
rales no pierde su carácter y enunciación de tal, por 
el hecho de ejecutarse en la persona de un conductor 
de correspondencia Si se ha querido establecer 
mayor pena que la ordinaria, pudo haberse conside- 
rado como circunstancia agravante la que preveé el 
art.; pero remitiéndose eí legislador para su repre- 
sión, á la determinada en general para los autores de 
lesiones corporales. 

El hurto ó sustracción de correspondencia se re- 
prime en el art 51 con las clases de penas que de»- 
termina el art. 48; aunque el tiempo y cantidad de 
ellas son mucho mayor en el art. 48 que en el 51; lo 
que implica un grave error, pues indudablemente es 
mas condenable el hurto de la correspondenciai que 
la simple obstrucción ó retardo causado á la circula* 
ción de la misma. 

Los arts, 52 y 53 castigan la detención, oculta- 
ción, destrucción ó aperturas de cartas, cometidas por 
los empleados del Correo. Las penas que se estable- 
cen son las mismas con que el art. 51 reprime á los 
particulares en idénticos casos; por cuya razón con- 
sidero que las de los arts. que estudiamos son exce- 
sivamente benignas, y no guardan la debida relación 
con la agravante de ser empleado el delicuente. 

El art. 53 prescribe que se aplicarán también 
inhabilitación absoluta y presidio por 5 años, cuando 
la carta tuviere valores. Esto eslnconveniente; y la 
ley pudo agravar la represión en este caso, sin nece- 
sidad de establecer una pena fija. 

El título IX legisla la materia déla sustracción ^ 
ó destrucción de documentos depositados en las 
oficinas públicas. 

Los artículos 54 y 55 reprimen con multa, ó pre- 
sidio, ó con ambas penas juntamente, la sustracción 
ó destrucción de esos documentos — ; en cuyo término 
se comprenden los procesos judiciales^ registros, 
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etc.—, agravándose el tiempo ó cantidad de las con- 
denaciones, cuando en la ejecución del delito mediare 
violencia, ó asalto alas personas. El tiempo de la 
pena corporal, y el cuantum de la multa, me parecen 
bien calculados; pero no así la naturaleza de aquella 
condenación. 

El art. 55 castiga á los empleados negligentes, 
cuyo descuido hubiese permitido ejecutar el delito, 
con las penas de multa y destitución, ó prisión, ó las 
tres conjuntamente. En la comparación de estas 
penas y su cuantum, puede notarse que hay poca 
equivalencia entré ellas. 

El título X legisla sobre falsedades. 

Los arts. 57, 58 y 59 castigan la falsificación 
de firmas, sellos y marcas, con presidio, ó multa ó 
con estas dos penas á la vez. El tiempo ó cantidad 
de las condenaciones varía en cada art., según que 
la falsificación fuera hecha en firmas, marcas, señas 
ó contraseñas de funcionarios ú oficinas nacionales, 
ó que ella se cometiere en perjuicio de particulares 
en sus establecimientos de industria ó comercio. En 
general, la represión es acertada; salvo en lo que se 
refiere al carácter de la penal corporal que se de- 
termina. 

Haré notar que el art. 57 es incompleto al casti- 
gar solo á los que falsifiquen la firma del Presidente 
de la Nación ó de sus Ministros de Estado; pues, á 
igual que otras disposiciones semejantes, debió com- 
prender toda clase de firmas: esto, desde que se con- 
sidera como delito especial la falsificación de firmas, 
que, según opinión casi universal, debe comprender- 
se en la falsificación de documentos. 

En el art. 60 se reprime á los que falsifiquen, 
introduzcan al país, ó expendan moneda falsa, con 
presidio y multa, que varían, según que la falsifica- 
ción sea de monedas de oro, ó plata, ó de cobre; apli- 
cándose en los dos primeros casos mayor pena. Si 
la moneda falsa se recibiere de buena fé y se expen- 
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diese con conocimiento de su falsedad, la pena será 
de multa equivalente al triple de la suma expendida, 
Ma parece muy bien calculada la penalidad de estas 
disposiciones, con excepción de la naturaleza de la 
pena de trabajos forzados; que á mi modo de ver^ 
es demasiado dura, Sin embargo, no conocién- 
dose en el país, en aquel tiempo, la pena de peni- 
tenciaria, no quedaba al legislador otra opción que 
aplicar presidio ó prisión; y creo que hubiera proce- 
dido mejor, estableciendo esta última, y extendiendo al 
efecto el tiempo de su duración mas de lo que usual- 
mente se acostumbraba. 

El cercenamiento de moneda legítima, de oro ó 
de plata, se reprime con trabajos forzados y multa. 
Hacemos A este artículo la misma observación, que 
apuntamos arriba respecto alaciase de la primera de 
estas penas. 

l^afalsificactón de documentos del Crédito Na- 
cional se legisla en los arts. 62 y 63, determinándo- 
se la misma represión que hemos estudiado en el art. 
60 en los diversos casos. 

El art. 65 reprime con presidio y multa, varia- 
bles, al empleado nacional que cometa falsedad de 
alguna de las maneras especificadas en los ocho inci- 
sos que enumera; y el art. 65 prescribe las mismas pe- 
nas con respecto al particular que cometiere false- 
dad en documento público, ó en papel de comercio. 

Varias observaciones tengo que hacer á estas dis- 
posiciones. En primer lugar, no es lógico castigar con 
el mismo rigor al empleado, que al simple ciudadano 
en igualdad de casos; pues para aplicar con exactitud 
la pena, hay que tener en cuenta no solo las circuns- 
tancias peculiares del hecho, sino también las que 
conciernen á la persona del criminal, las cuales en los 
arts. que examinamos, son enteramente diferentes. 
A mas, hubiera sido muy propio establecer la pena 
de inhabilitación en el caso del art 64; pues el emplea- 
do falsario debe ser destituido por indigno de ocupar 



Digitized by 



Google 



- 147 - 

eltargfo en que ha delinquido; y en esas condiciones 
no debe ocuparlo nuevamente, al menos durante 
cierto tiempo. La enumeración que contienen los 
incisos de ese artículo 64, es bastante incompleta; y 
aquí no habría peligro de poner una cláusula que 
comprendiera todos los casos posibles, v.gr: el em- 
pleado que cometa falsedad^ será penado, etc* 

Del falso testimonio se ocupan los arts. 66 á 
74 inclusive. 

Los arts. 66, y 67 68, reprimen este delito^ cuan- 
do se cometiere en causa criminal, prescribiendo las 
panas de multa y presidio^ variables en cada caso, se- 
gún que la declaración haya sido dada á favor ó con- 
tra el procesado, y según también la mayor 6 me- 
nor gravedad del delito en cuestión. Un sistema se- 
mejante á este sigue el Código vigente para de 
terminar la penalidad; y aunque ahora no sea el me- 
jor en la ley que estudiamos, es perfectamente acep- 
table, pues dá extenso campo al criterio del Juez, y 
le marca también un límite en el máximun y míni- 
mum de cada pena. 

En materia civil el legislador ha rebajado sensi- 
blemente la represión, determinando una de las 
dos penas arriba mencionadas, ó ambas conjun- 
tamente. Hago extensiva á esta disposición la crí- 
tica que mencioné en varios arts. anteriores, respec- 
to de la clase de pena corporal, que en este caso es 
especialmente impropia, pues el máximum de ella 
es de 18 meses. 

Los arts. 69, 70, 71 y 72 contienen disposicio- 
nes sumamente sensillas, y cuya bondad y acierto 
son indiscutibles. 

El art. 73 prescribe que las acusaciones, ó las de- 
nuncias que hubiesen sido declaradas calumniosas 
por sentencia ejecutoriada, serán reprimidas con las 
penas que se señalan para el testigo falso. No en- 
contramos razón alguna, — como no sea una de lejana 
analogía— ', que autorice á aplicar á un caso de ca- 
lumnia, las penas del falso testimonio. 
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Él art. 74 determina que serán castigados como 
reos de falso testimonio, los que presenten á sabien- 
das testigos ó documentos falsos enjuicio. Esta es 
una disposición muy plausible; y solo es de deplorar 
que no tenga una estricta observancia en la práctica. 
De esta manera se evitarían^ 6 por lo menos, se con- 
tendrían en gran parte, los inveterados abusos que 
respecto de la prueba de testigos se vienen cometien* 
do en los tribunales, y que han tenido, como lógico 
y natural resultado, desprestigiarla por completo. 

El título XI de esta ley se ocupa del cohecho y 
otros delitos cometidos por empleados, contra el 
Tesoro Nacional 

El art. 75 legisla en general el caso en que cual- 
quier funcionario del orden judicial, ó administrativo, 
reciba dádivas ó promesas para que haga, ó deje de 
hacer alguna cosa, faltando á sus deberes; prescri- 
biendo al efecto las penas de destitución é inhabilita- 
ción absoluta, temporal, y multa. Si el cohecho fuere 
para que cumpla sus obligaciones en calidad de 
funcionario, sufrirá destitución y multa. 

Creo que ha habido error en no incluir también 
en el alcance del artículo á los miembros del Poder 
Legislativo, y aunque con respecte) á estos existe el 
recurso del juicio político^ la condenación que se pro 
nuncia en este no es bastante en comparación con las 
penas que se establecen en el presente artículo. Por 
lo demás, la penalidad me parece muy bien estable- 
cida. 

El art. 76 castiga el cohecho del Juez con las 
penas de inhabilitación temporal^ multa, prisión y 
trabajos forzados. Estas varían según que la sen- 
tencia fuese justa ó injusta, en causa civil ó en cau- 
sa criminal, y se imponga ó nó pena corporal. Na- 
da podemos observar á la represión que determina 
el art.; salvo en lo relativo á la pena de inhabilitación, 
que u mi entender no debió ser temporal sino perpe- 
tua, pues el magistrado que ha vendido una senten- 



Digitized by 



Goo^e 



- 149 «^ 

cía, no puede ofrecer en adelante á la sociedad y h 
la justicia garantías de rectitud y honradez. 

Según el artt 77 los arbitros cohechados, que^ 
hubiesen dado un laudo injusto, sufrirán multa é 
inhabilitación. Estas penas son demasiado leves^ 
pues el arbitro es un verdadero Juez; y si no se ha 
querido usar de tanto rigor, como el que justamente 
se emplea para castigar á este, ha debido estable- 
cerse, por lo menos, un tiempo dado de prisión. Las 
decisiones del arbitro pueden causar los mismos da- 
ños que las sentencias judiciales; y en consecuen- 
cia es propio que se las reprima con toda severidad 
cuando importen un delito. 

El art. 78 determina que el cohechador será 
castigado con las mismas penas que se señalan para 
el funcionario ó arbitro corrompido; "á menos que, 
siendo el soborno en causa criminal á favor del reo, 
fuese hecho por su cónyuge, ascendiente, descen- 
diente, hermano ó afin en los mismos grados, en cu- 
yos casos solamente se impondrá al sobornante una 
multa de igual valor al de Isi dádiva ó promesa. Son 
sumamente atendibles las disminuciones que hace 
este artículo en la penalidad que establece en prin- 
cipio. Los vínculos de familia son tan fuertes y sa- 
grados, que las leyes no pueden menos que respe- 
tarlos en ciertos casos. 

El art. 79 prohibe contraer obligaciones pecu- 
niarias á los funcionarios públicos de distintas ge 
rarquías, con sus inferiores ó vice- versa, so pena de 
suspención del empleo — Fácilmente se comprende 
lo que este art. ha querido evitar; pero esos hechos 
no constituyen delito, y solo sí una falta ó desobedien- 
cia en la disciplina de los repartimientos públicos, que 
debe ser librada para su corrección á las leyes re- 
glamentarias de cada oficina. 

Los artículos 80, 81 , 83 y 84 castigan el delito de 
malversación de caudales públicos. La represión 
que determina consiste en las penas de inhabilitación, 
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multa y presidio, las cuales varían en cada art.y se 
aplican de acuerdo con las distinciones y circunstan» 
cias que mencionaremos en seguida. A veces, si- 
guiendo el sistema que ya he criticado antes, se 
señalan dos penas en un mismo art. para ser apli- 
cadas conjunta 6 separadamente. 

Distingüese el caso en que el delincuente es 
empleado, del caso en que no lo es; como asi mismo 
si el hecho se cometió ó nó en almacenes de aduana 
(5 en caudales puestos en poder del reo por razón de 
su cargo: y en aquel caso, si los objetos sustraídos 
de la aduana pertenecen ó no al sustractor. Tam- 
bién se atiende asi la malversación produjo dafio ó 
entorpecimiento al servicio público, ó si este no su- 
frió alteración, y, finalmente, al hecho de haberse ve- 
rificado ó nó el reintegro de la suma objeto del delito. 

Puede notarse que en esta materia se ha hecho 
un caso especial de la sustracción de efectos deposi- 
tados en los almacenes de aduanas, lo que me parece 
impropio. Cuando mas, el legislador pudo hacer 
de esa particularidad una circunstancia agravante 
del delito general de malversación de efectos pú 
bucos. 

Repetiré la observación que he hecho otras ve- 
ves respecto de la clase de pena corporal que se- 
ñalan estas disposiciones. En cuanto á lo demás 
de la represión determinada para este delito, nada 
tengo qua observar, como no sea en pro de la ley. 

Los fraudes al Tesoro Público están legislados 
en los artículos 82, 85 y 86. 

La penalidad que se determina consiste en: 
multa, inhabilitación y presidio, que se aplican según 
las circunstancias, el monto de la defraudación, etc. 
A mi entender esa represión es excesivamente seve- 
ra, por la naturaleza de los castigos corporales que 
establece; pues las multas son proporcionales en 
casi todos los casos. 

Los art. 87 á90 tratan del delito ^t exacciones» 
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Para determinar la represión se ha tenido en 
cuenta si en la ejecución del hecho ha mediado ó 
nó violencia, ó si la exacción fué hecha en provecho 
propio del empleado, agravándose considerablemen- 
te la penalidad en este caso. De acuerdo con estas 
circunstancias y otras de detalle, que establece cada 
art., se prescriben las penas de multa, inhabilitación, 
prisión y presidio. 

Tanto en esta materia como en el • delito que 
examiné antes, se determina que en caso de insol- 
vencia del condenado á satisfacer la multa, se le redu- 
cirá á prisión por un tiempo que se determina tam- 
bien en la ley para cada caso; medida de previsión, 
muy plausible. 

El delito de exacción está, en general, reprimido 
con bastante acierto, especialmente en lo relativo al 
cuantum de las condenaciones pecuniarias. 

En las disposiciones generales que se encuen- 
tran enseguida del título íS^ el art. 91 establece que 
en todos los casos en que sea posible, tendrá lugar la 
indemnización civil por el daño causado por el delito. 
Aunque desde mucho antes estaba aceptado el prin- 
cipio general que el autor del daño debe repararlo, 
haré notar que la disposición del art. 91 es la primera 
que lo ha consagrado terminantemente; y si bien la 
ley que estudiamos no ha establecido la manera de 
hacer efectiva esa responsabilidad, ella la ha pres- 
cripto en principio, de un modo que no puede dejar 
lugar á dudas. 

En el art. 92 se hace la computación de la pena 
de multa páralos casos de insolvencia del condenado 
á satisfacerla, prescribiéndose que un peso fuerte 
equivale aun dia de prisión, y dos, aun dia de presi- 
dio. Esta computación es muy defectuosa, pues no 
existen las equivalencias que determina el artículo. 
Según el mismo, en ningún caso la pena corporal 
equivalente podrá exceder de dos aflos en su dura- 
ción. No encuentro el motivo de esta limitación; 
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pues determinada una base para la equivalencia, de- 
bió autorizarse esta por todo el monto de la multa pa- 
ra cada caso particular. De otra manera, y de acuer- 
do con la disposición del articulo, puede llegarse á 
establecer igualdades injustas en el límite máximo 
que determina. 

La disposición final del art. 93 prescribe que 
los delitos contra la Nación, no previstos en esta ley, 
y los comunes cometidos en lugares sujetos á la 
jurisdicción nacional, serán castigados con arreglo á 
los códigos, que forman el derecho común de las Pro- 
vincias, con la moderación en la penalidad que ha es- 
tablecido la práctica de los Tribunales. 



Es fuera de toda duda que la ley que hemos 
examinado arriba, determina un progreso sensible 
en nuestra legislación penal. 

A pesar de ser incompleta, introdujo nuevas y 
sabias disposiciones para castigar delitos que no se 
reprimían antes de ella, ó se reprimían por analo- 
gía, violando un principio de Derecho Penal, ó 
por medio del criterio judicial, que en esas oca- 
siones tenía marcados límites, vagos y capri- 
chosos; lo que quizás era de peores consecuencias. 

Ella revela un plan de exposición, aunque á ve- 
ces bajo un mismo epígrafe, comprende delitos de 
distinta clase al que enuncia; á pesar de lo cual, es 
el primer conjunto de disposiciones penales de algu- 
na extención, cuyas materias están expuestas siste- 
madamente. 

Varias de sus disposiciones están transcritas á 
la letra en nuestro Código Penal vigente. 

Desde las inhumanas condenaciones que regis- 
tran las leyes Españolas, con todo, las mejores de 
Europa en su tiempo — , á las que prescribe la ley de 
1863, hay una distancia inmensa. No solo se suavi- 
zan los castigos hasta el punto de borrarse todo ras- 
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tro de crueldad, sino que se establecen penas divisi- 
bles, en las cuales puede hacerse una graduación de 
acuerdo con las circunstancias especiales de cada de- 
lito. 

Entre sus defectos, está el aplicar con frecuencia 
la pena de trabajos forzados por delitos en que actual 
mente se aplícala pena de penitenciaria. Esta críti- 
ca se atenúa, considerando que en el tiempo en que se 
dictó esta ley, no habia penitenciarias, y los regíme- 
nes que se refieren á estas habian tenido, aún en Eu- 
ropa, pocas soluciones prácticas. 

Error mas trascedental es en el que incurre la 
ley al aplicar prisión por menos tiempo que un aflo. 
Conocida la pena de arresto, hubiera sido mas lógico 
establecer ésta para los delitos de poca monta, y de- 
jar la de prisión para infracciones de mayor grave- 
dad, que no merecieran trabajos forzados. Asi se 
tendrían tres clases de pena, y la mayor parte de las 
condenaciones que se prescriben, serían mas propor-^ 
clonadas con relación á su intensidad. 
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LEYES Y PBOYECTOS NACIONALES 

XDS; 1834: JL X886 

LEY ABOLIENDO LA PENA DE AZOTES 



El 1^ de Agosto de 1864 se dictó una ley, cuyos 
dos primeros arts. transcribimos literalmente á con- 
tinuación: 

'^Art. 1 — Todo el que ejerciendo autoridad, ci- 
vil ó militar, hiciese azotar algún individuo de cual- 
quier clase y condición que fuese, será declarado 
inhábil para ejercer ningún empleo nacional duran- 
te diez año, sin perjuicio de las acciones á que die- 
re lugar la gravedad del hecho. 

*^4Lrt. 2 — La aplicación de la pena de azotes, es 
un delito que puede ser acusado ante los tribunales 
de la Nación por cualquier habitante de la República. 

Yá la Constitución Nacional de 1853 había de- 
clarado expresa y terminantemente abolida la pena 
de azotes; pero, principalmente en el ejército, conti- 
nuaban aplicándose estos, con absoluto desconoci- 
miento del precepto constitucional. 

Por fin, en 1864, el Congreso, cediendo á las 
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exigencias de la opinión pública y á sus propias 
inspiraciones, después de acalorados debates, en los 
que se llegó á sostener por algunos Diputados, que 
los azotes eran indispensables para mantener la dis- 
ciplina del ejército, dictó esa ley que hemos transcri- 
to, cuyas disposiciones son, por desgracia, letra 
muerta. 

Ley de Patentes de InvenGíón 

El tít. VI de esta ley, dada el 11 de Octubre de 
1864, se ocupa de la falsificación^ su persecución 
y penas. 

Los artículos 53, 54, 55 y 56 determinan la pena- 
lidad de este delito, ó sea la defraudación de los dere- 
chos del patentado, y que consiste en penas de multa, 
comiso y prisión, variables según que haya habido 
ó no reincidencia dentro de los 5 aflos subsiguientes 
ala primera defraudación, ó quemédien los agravan- 
tes de haber sido el delicuente obrero ó empleado del 
patentado, ó haber obtenido de este el conocimiento 
del invento por medio de seducción. 

En general, estas disposiciones son aceptable^, 
salvo en lo referente á la represión, que me parece de- 
masiado benigna. Haré notar que no hay razón pa- 
ra limitar al tiempo de cinco años el caso de reinci- 
dencia, y que mas propio hubiera sido extender la 
disposición que se ocupa de esto, á todo el transcurso 
ó duración de la patente. A más, la ley determina 
que se aplicará multa, ó prisión, en lo cual sigue en 
parte el defectuoso sistema de la ley del 63^ que hemos 
criticado antes, y que lo hacemos nuevamente ahora, 
teniendo en cuéntala especialidad de este delito, en 
el que pudo el legislador no permitir^ sino prescribir 
ambas penas conjuntamente. 

Según el art. 57 la acción penal corresponde 
solo al damnificado. No estando de por medio, en 
principio, elinterés social y sí únicamente el déla 
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parte perjudicada por el delito, es propio dar en 
este caso al derecho de acusar un carácter privado; 
pues si el hecho importa un daño mayor, sea á los 
particulares en general, ó á la sociedad por la cali- 
dad de los objetos fabricados, quedaría siempre la 
acción pública por la defraudación, ó por el delitq 
contra la salud pública, en ese caso. 

El art. 59 reprime con la penalidad señalada en 
los arts. anteriores, con excepción del comiso, á los 
que sin ser patentados invocaren el beneficio de la 
patente. Creo que en este caso la ley se ha ido, 
al extremo opuesto, y que castiga con excesivo ri- 
gor hechos de mucha menor gravedad que los an- 
teriores. Es una injusticia penar igualmente al 
falsificador de los objetos, que al inventor de ellos, 
cuando no hubiera llenado los trámites legales para 
obtener el beneficio de la patente; y á mi parecer, 
bastaría una multa de poca consideración, para im- 
pedir los hechos que este art. preveé. 

El art. 60 estimula la denuncia en el caso del art. 
anterior, determinando que las multas impuestas se 
distribuirán por mitad entre el Fisco y los denuncian- 
tes. 

Ley de Ferro-Carriles Nacionales 

Esta ley, dada el 18 de Setiembre de 1872, trata 
en su capítulo X, de los delitos cometidos contra la 
seguridad del tráfico de los Ferro-Carriles. 

Los artículos 71 y 72 reprimen con las penas de 
presidio y muerte, los hechos que hayan ,dado lugar 
á accidentes personales á consecuencia de descarri- 
lamientos, etc., ejecutados intencionalmenie. La 
pena de presidio varía desde tres meses hasta por 
tiempo indeterminado, según que haya habido tenta- 
tiva, ó que el delito se haya consumado: si ocurrieran 
lesiones á las personas^ ó si hubo alguna muerte. La 
pena capital solo se aplicará en este último caso, se- 
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gún las circunstancias que mediaren, ajuicio del Tri- 
bunal. En las disposiciones del art. 7, especialnciente, 
que legisla los casos mas leves, la pena de presidio 
que se impone es enteramente impropia. El resto 
de la penalidad está bien calculado con respecto al 
tiempo de las condenaciones, determinándose una 
graduación bastante proporcionada á la gravedad de 
los hechos que se castigan. En lo referente á la 
pena de muerte, creo que ella no ha debido estable- 
cerse; pues alguna diferencia ha de existir entre el 
criminal que, al descarrilar un tren, dio ocasión á la 
muerte de alguna persona, sin tener el propósito de 
causarla, y el que se propone directamente cometer 
uno ó varios homicidios por ese medio, con toda de- 
liberación y premeditación, y que ejecuta á designio 
su pensamiento criminal. 

El art. 74 castiga los accidentes cometidos por 
imprudencia, con prisión ó multa, si se hubiesen 
producido lesiones, y con prisión (más elevada), si 
ocurriere alguna muerte. En proporción, y dentro 
del sistema que sigue esta ley, es aceptable la inten- 
sidad y el tiempo de la pena corporal impuesta. 

El art. 73 castiga la amenaza de cometer algu- 
no de los delitos precedentes (art. 71 y 72) con 
prisión, ó multa. Mas en relación con el hecho hu- 
biera sido establecer la pena de arresto pafa el ca- 
so en que la amenaza revistiera poca gravedad^ y 
dejar la de prisión para los demás, suprimiendo la 
de multa, que ningún objeto puede tener una vez 
que se aplicara cualquiera de aquellas. 

En el art. 75 se reprime con prisión ó multa al 
empleado que abandonare su puesto durante su ser- 
vicio respectivo, elevándose hasta 8 años la prisión, 
gradualmente, según que, á causa de ese abandono, 
hubieren ocurrido lesiones^ ó muerte. En general, 
]a represión está bien calculada, no solo por la clase 
de castigo, sino también por la escala que se esta- 
blece en el tiempo de su duración de acuerdo con la 
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gi-avedad de los accidentes que se produzcan. No 
obstante, ella es criticable por la opción que dá al 
Juez para aplicar la clase de pena, y por haber, esta- 
blecido la de prisión hasta 8 años, cuya duración no 
condice con su naturaleza. 

Si el abandono á que se refiere el mismo artículo 
75 fuere con intención criminal, el empleado culpa- 
ble stifrirá, según los casos, las penas señaladas en 
los art. 71 y 72 aumentadas en un tercio, cuando 
no fuere el caso de aplicar la pena de muerte. Es- 
tas disposiciones son justas, y la elevación que con- 
sagran en la penalidad está de acuerdo con el carác- 
ter personal del reo, y con la intención originaria que 
lo impulsó á obrar. 

El art. 76 reprime con prisión los actos que 
tuviesen por objeto ó resultado interrumpir la co- 
municación telegráfica de la línea destinada al ser- 
vicio del Ferro Carril. Creo que el castigo que se 
determina es excesivamente severo, pues realiza- 
dos los hechos que se propone el agente, el único 
resultado es un simple daflo; por lo cual pienso que 
mas propio es establecer una simple multa para 
castigar esas infracciones á los reglamentos^ que 
en manera alguna debieran constituir delito cuando 
no tengan otra consecuencia*. 

Si á causa de esos hechos resultaran acci- 
dentes en los trenes, se impondrá mayor tiempo 
de prisión; y si hubiesen lesiones ó muerte, la 
pena será de trabajos forzados. Me parece que 
habría debido distinguirse el caso de lesiones, del 
caso en que se produzca alguna muerte, como lo 
hace el art. 72, pues así habría más proporcionalidad 
en la represión. 

El art. 79, castiga todo ataque ó resistencia 
violenta á los empleados de los ferro-carriles en el 
desempeño de sus funciones, con prisión, ó multa. 
Es de advertir que la prisión que se establece es 
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de dias solamente, por lo que en lugar de esta debió 
imponerse, arresto. 

El art. 181 prescribe que las infracciones que 
no tengan pena especial señalada, serán reprimi- 
das con multa 6 prisión. Ambas penas están bien 
calculadas, pues si bien su cuantum es relativa- 
mente bajo^ los hechos no previstos en esta ley y 
que puedan producirse no revestirán sino una leve 
importancia. 

Ley de Correos 

El tit. VIII del Libro Sesto de esra ley, trae en su 
capítulo I las disposiciones penales. 

Los art. 1282 á 1289 inclusive, establecen penas 
de multa, variables desde 5 á 1000 pesos m^n. para 
castigar las infracciones que, tanto los particulares 
como los empleados, cometan con respecto á la cor- 
respondencia pública. 

En general, las enumeraciones que se hacen en 
el considerable número de incisos que comprenden 
los artículos citados, están de acuerdo con el monto de 
las multas que se establecen; pero hay algunas cuya 
gravedad implica una desproporción manifiesta. Tal 
es el inciso 2 del art. 1284, que pena con 10á50 pesos 
al empleado ó persona autorizada para vender sellos 
postales, que lo hiciere por mayor valor que el desig- 
nado por ellos. Este hecho constituye una verdades 
ra exacción^ y la ley debió castigarla como tal, con 
penas corporales, remitiéndose para ello el legislador 
á las disposiciones ya establecidas en la ley de 1863, 
que en este caso deben ser disminuidas en vista de 
la insignificancia del monto del delito. 

Análoga observación haremos al art. 1285 en sus 
incisos 6, 7 y 8 referentes á la falsificación de sellos 
postales, que en esta ley se reprime con 20 á 100' ps. 
de multa, únicamente; y podría continuar la enume- 
ración, si no temiera hacer demasiado pesada esta 
demostración, y opina que los casos citados son su* 
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ficientes para demostrar la exactitud de nuestra afir- 
mación. 

En el art. 1290 se prescribe prisión para casti^ 
gar al empleado que falsificare sellos postales, ó al 
que los alterase ó hiciere desaparecer de los verda 
deros la señal de (a obliteración. Aquí la ley se ha 
aproximado á la justa represión; aunque, como se 
comprende fácilmente, la que establece el artículo 
que estudiamos es todavía demasiado benigna. 

Según el art. 1294 las infracciones no previstas 
y castigadas especialmente con una pena señalada, 
se reprimirán con multa hasta 200 pesos. Esta dis- 
posiciones previsora, pues no conviene dejar sin cas- 
tigo determinado, las faltas no enumeradas. 

El art. 1295 determina que cuando la multa no 
pueda hacerse efectiva, se impondrá prisión, de 5 
dias á un año. Me parece que debió establecerse 
un computo, que deje menos campo al arbitrio *ju 
dicial. 

En el resto de las disposiciones de este Capítulo 
(hasta el art. 1303,) hay otros preceptos de escasa 
importancia, y otras que pertenecen al procedi- 
miento. 

Ley de Telégrafos 

El 7 de Octubre de 1875, se dictó la ley de Te- 
légrafos Nacionales, que en su primera parte. Ca- 
pítulo V, contiene lo referente á la materia que nos 
ocupa. 

En los art. 50 y 52 se reprimen los actos que 
impidan la comunicación regular telegráfica, con 
multa, ó con prisión, ó con ambas penas juntamen 
te; variándose el cuantum de cada pena según que 
el delincuente sea ó nó empleado del Telégrafo, ó 
que el hecho se haya cometido intencionalmente, ó 
por imprudencia. Tratándose de empleados, en al- 
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gunos casos, habría sido más proporcional^ la pena 
de pérdida del empleo y multa. 

Los art. 51, 54, 55, 56, 61 y 62 castigan varios 
casos de violación del secreto de la corresponden- 
cia telegráfica, imponiéndose las tres condenaciones 
que establecen los arts.SOy 52, variables según los 
diversos casos. Es de advertir que en esta parte, 
la ley no establece, como en sus demás disposicio- 
nes, una diferencia sustancial en la cantidad ó tiempo 
de la represión que debe aplicarse al empleado y al 
simple particular, en lo cual es digna de severa crí- 
tica, porque establece una igualdad injusta é irri- 
tante. 

Respecto de la penalidad corporal que se esta- 
blece en esos artículos, observaré que en varios de 
ellos es demasiado benigna, pues el delito que repri- 
men es de naturalaza grave: quizás de las mas gra- 
ves que se pueden cometer con respecto al Telé- 
grafo. 

La tentativa se castiga con la mitad de la pena; 
lo que en muchos casos es demasiado rigor. 

No pasaremos adelante sin hacer notar un error 
de enunciación que contiene el art. 51, que determi- 
na: '*La tentativa de estos delitos frustrada por cau- 
sa extraña á la voluntad del agente, será castiga- 
da,'^ etc. Esta disposición no castiga la tentativa 
frustrada^ pues el Derecho Penal no registra en su 
numenclatura ese término. Con mas propiedad, es 
un caso de lo que se denomina delito frustrado^ y 
que se diferencia de la tentativa en que con aquel, 
el delincuente ha hecho cuanto ha estado de su par- 
te para ejecutar su designio criminal, sin que pueda 
ya existir el arrepentimiento en la acción, en tanto 
que en la tentativa puede ocurrir que no haya cri- 
minal, porque es posible el desistimiento voluntario 
antes de cometer el delito. 

El art. 53 castiga con arresto, ó multa, ó con las 
dos penas juntamente, todo ataque ó resistencia 
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violenta contra los empleados, en la vigilancia de 
las líneas telegráficas. La pena corporal está muy 
bien establecida, y aunque la multa sea mas elevada 
que la que se establece en el art. 79 de la Ley de 
Ferro-Carriles, que trata idéntico caso, á mi enten- 
der está bien calculada. 

Los art. 57 y 58 reprimen con prisión, ó multa, 
ó con ambas penas, al particular que envíe despa- 
chos fraguados para causar perjuicio, y al empleado 
que los tramita á sabiendas, 6 que trasmita despa- 
chos ofensivos á la moral. En este último caso la 
penalidad es mucho más baja que en los dos anterio- 
res, cuya disminución me parece acertada. 

En el art. 59 se castiga con presidio al emplea- 
do que trasmita un despacho en que se incitase á 
traición contra la República; y si la incitación fuese 
hecha para cometer una rebelión ó sedición, se apli- 
cará prisión, ó multa^ ó ambas penas juntamente, se- 
gún los casos. En general la penalidad de este art. 
está bien calculada, aunque no estoy de acuerdo con 
laclase de pena usada en la primera parte, ni con el 
sistema de opción que establece la última. 

En los art. 63, 64 y 65 castigan con la triple pe- 
nalidad establecidas en casi todos los arts. de esta ley, 
los hechos que tengan por objeto defraudar al Telé- 
grafo Nacional en sus timbres y sellos. En algu- 
nos casos, el cuantumde la represión es demasiado 
bajo; tal es el del art. 65, que castiga al empleado 
sustractor de sellos. 

Los arts. 66 y 67 castigan al telegrafista que con- 
tribuya á interceptar la acción déla justicia en el ca- 
so que ella haga uso del telégrafo, con las penas de 
prisióo, ó con prisión ó multa, según que, respecti- 
vamente, haya cometido el hecho con intención ó 
por culpa. Salvo la clase de pena corporal determi- 
nada para el segundo caso, y la de multa que se es- 
tablece en el mismo, la penalidad de este art. me 
parece que guarda proporción con los hechos que 
castiga. 
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El soborno de un empleado telegrafista para 
conseguir ejecutar alguno de los delitos enumerados 
en los arts. precedentes, se castiga en el art. 68 con 
prisión 6 multa. Creo que en este caso hubiere sido 
propio establecer ambas penas juntamente de acuer- 
do con la naturaleza de los hechos. 

El art. 70, de carácter general, prescribe que los 
empleados que cometieren alguno de los hechos cas- 
tigados por esta ley, sufrirán la pena de inhabilita- 
ción por 1 á 5 aflos, á más de la que le corresponda 
por el delito. Con excepción del caso del art. 59, el 
tiempo de la inhabilitación está muy bien señalado, 
pues se permite un extenso campo de apreciación 
al criterio judicial; pero en aquel art. él es demasiado 
bajo; pues el máximum déla pena corporal impuesta 
(presidio,) es de cinco aflos; y es sabido que esta cla- 
se de condenación lleva consigo, en casi todas las 
legislaciones, un tiempo doble ó triple que el de 
su duración en lo referente á la inhabilidad que se 
establece para el reo. 

El art. 71 castiga con prisión ó multa, é inhabi- 
litación por cinco aflos en uno y otro caso, al funcio- 
nario nacional que por cualquier hecho interrumpa 
el servicio regular de la comunicación telegráfica ó 
viole el secreto de la correspondencia. En este art. 
es criticable no solo la excesiva lenidad de la repre- 
sión y el sistema que emplea, sino también el ha- 
ber establecido un tiempo fijo para la pena de in- 
habilitación, cuya circunstancia impide al Juez gra- 
duarla debidamente en cada caso; porque ese delito, 
aunque parezca desprenderse lo contrario del texto 
literal del art., puede ser cometido en circunstancias 
que alteren completamente su gravedad. 

A ser lógico, el legislador debió establecer la 
misma fijeza en las demás penas que consagra. 

En privisión de otras infracciones que no tie- 
nen pena especial seflalada, el art. 72 dispone que 
serán reprimidas con multa hasta 300 pesos, ó con 
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prisión que no exceda de tres meses. Nada tenemos 
que observar á este art. 

ElArt. 73, determina que los delitos especifica- 
dos en los arts. 50, 5 1 , 52, 53, 57, 58, 62, 68 y 7 1, se- 
rán reprimidos con el duplo de la pena señalada, en 
caso de conmoción interior; y con el triple, en caso 
de guerra exterior; todo esto, sin perjuicio de las pe- 
nas señaladas por las leyes para la traición, rebelión 
y sedición (ley de 1863). Aunque la agravación pres- 
crita es muy considerable, lacreo justa y bien cal- 
culada, pues se trata de reprimir delitos sui generis, 
alguno de los cuales pueden acusar un mal inapre- 
ciable en caso de guerra. 

En la actualidad el Telégrafo desempeña un pa- 
pel importantísimo en las luchas armadas de las na 
clones, y todo el éxito de una operación militar^ pue- 
de depender del buen servicio telegráfico de una re- 
gión determinada. 

En consecuencia, es aceptable que las leyes con- 
signen en sus disposiciones severos castigos para 
los que cometan los delitos que hemos estudiado, en 
los casos del art. 73. 

Los arts. 60 y 69 de que me he ocupado, casti- 
gan con prisión ó multa, leves, de poca gravedad co- 
mo ser la no constatación de la identidad personal 
por el empleado, en los casos que expresamente la 
ordena la ley, ó la alteración que haga aquel en el 
orden de los despachos, etc. 

Ley de Marcas de Fábrica y de Comercio 

La ley de Marcas de Fábrica y de Comercio, da- 
da el 16 de Octubre de 1876, contiene en su título III 
las disposiciones penales. 

El art. 28 de la ley, y primero del título citado, 
determina la penalidad, que consiste en la pena de 
multa ó en la de prisión, cuyo término ó cantidad se 
doblarán en el caso de reincidenda. En el mismo 
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artículo 28 se especifican los actos punibles, á saber: 
la falsificación de la marca de fábrica de comercio, 
la venta, etc., de objetos con marca falsificada, etc., 
etc. Aparte del mal sistema usado para determinar 
la represión, pues en este caso la pena corporal es la 
única propia, es criticable la demasiada benignidad 
del legislador, porque en el artículo que estudiamos, el 
máximun de ella es un año. 

El resto de las disposiciones contienen principios 
de aplicación general, y de aclaración del establecí- 
do enelart. 28. 

Así, el art. 29 prescribe que para que el delito 
exista completo, basta la falsificación de uno de los 
objetos de comercio. Los arts. 32 y 33 determinan 
el comiso de las mercaderías y marcas falsificadas, y 
de los instrumentos del delito. 

El art. 34 prescribe que la acción para acusar es 
privada, pero que una vez deducida podrá continuar- 
se por el Ministerio Fiscal. El art, 35 dá á los perju- 
dicados la acción civil por la indemnización de los da- 
ños resultantes del delito. 

El art. 36 determina que el derecho para intentar 
la acción civil ola criminal, caduca á los tres años de 
cometido el delito, ó al año de haber tenido conoci 
miento de él, por primera vez el propietario; siendo 
los actos que interrumpen esa prescripción, los mis- 
mos que señala el derecho común. 

El art. 37 prescribe que las disposiciones del 
presente título se aplicarán á los que usurpen el 
nombre de un comerciante, ó de una razón social, ó de 
la muestra ó designación de una fábrica ó casa de 
comercio. 

Nada tenemos que observar encentra de las pre- 
cedentes disposiciones, que á nuestro entender están 
ajustadas á los verdaderos principios de la materia' 

Hemos dejado para examinar alo último los art 
30 y 31. 

El primero de estos prescribe que la tentativa 
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de cometer algfunos délos hechos determinados en 
el art, 28, no es posible ni causa responsabilidad cU 
vil, pero dá lugar & la destrucción de instrumentos 
que debían servir para la falsificación, A mi modo 
de ver, este art. consagra un grave error. 

En efecto, demostrada la intención y la volun- 
tad criminal por actos inequívocos, que tienen mani- 
fiesta y directa relación con el delito se hace nece- 
saria la imposición de una medida penal, cuando no 
ha habido desistimiento espontáneo en el agente, 

A más, la tentativa puede en algunos casos 
ocasionar un verdadero perjuicio á la parte contra cu- 
ya propiedad se dirigía aquella; y como se compren- 
de íácílmente, es injusto é inconveniente declarar 
legalmente impune ese acto, á los efectos de la res- 
ponsabilidad penal y de la civil. 

No temo, pues, afirmar que esas disposiciones 
están en oposición á las mas elementales enseñanzas. 

El art. 31 dispone que los que vendan ó hagan 
vender mercaderías falsificadas, deben dar al comer- 
ciante defraudado todas las indicaciones que este les 
requiera sobre la persona que les haya procurado la 
mercaderia, y el tiempo en que empezó la venta, so 
pena, en caso de negarse á ello, de ser tenidos por 
cómplices. Esta disposición es excesivamente estríe^ 
ta,y puede conducir á injusticias. Mejor hubiera si- 
do decir **podrán ser tenidos por cómplices*' y no 
prescribir imperativamente que en todo los casos se- 
rán tenidos como tales; porque en verdad, aquí el le 
gisladorsolose íundaen presunciones mas ó menos 
fuertes en cada caso. 

Con la misma lógica que se ha prescripto, que se 
tendrán por cómplices á los comerciantes á que se re- 
fiere elartículo, pudo haberse determinado que serán 
tenidos por autores principales. La razón no cam- 
bia, y los hechos son los mismos. 
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Ley de fileociones Nacionales 

El 16 de Octubre de 1877, se reformó la ley de 
Elecciones Nacionales, en cuyo capítulo XI se en- 
cuentran las disposiciones de carácter penal. 

Los arts. 63 y 64 reprimen con multa <5 prisión, 
Á los miembros de las mesas receptoras que no asis- 
tieran sin causa justificada al acto electoral, y al 
Juez de Paz que no entregase la urna y el cuadro 
de la serie del registro, y á las mismas á aquellos 
aue se negasen á dar á cualquier votante que lo so- 
licite, una vez terminada la elección, un certificado 
en que conste el número total de votos y el que hu- 
biere obtenido cada ciudadano. 

Los arts. 65 y 66 castigan con las mismas clases 
de penas que las anteriores los actos que tengan por 
objeto ejercer una presión directa ó indirecta en los 
comicios. Tales son: citar las milicias, armar tro- 
pas, ostentar fuerza armada, permanecer por mas 
tiempo del necesario los gefes del ejército, ó de la 
guardia nacional, en el recinto de las asambleas elec- 
torales, etc., etc. Cuando los transgresores fuesen 
gefes ú oficiales del ejército de línea, la pena se 
agravará en su tiempo ó cantidad. 

Castígase de idéntica manera que en los arts. 
anteriores, á los ciudadanos qu^ se inscriban en mas 
de una sección electoral, ó voten, ó se presenten á 
votar con nombre supuesto, ó sé presenten armados 
á las asambleas electorales. 

Todas las penas que se establecen en los arts. 
anteriores, son fijas y por lo tanto inaceptables. 
Aún cuando los delitos que estudiamos tengan un 
carácter sui generis, no por eso todos se han de 
producir en iguales circunstancias. Las cualidades 
y antecedentes personales de los reos son á menu- 
do en cada caso enteramente diferentes, y aún el ac 
to mismo puede variar de gravedad según la clase, 
importancia, etc. de la elección. 



Digitized by 



Google 



— 168 — 

En estos delitos las reincidencias son muy fre- 
cuentes, y la ley no ha establecido diferencia, ni el 
juez puede establecerla por la invariabilidad del cas- 
tigo, entre el que por primera vez ejecuta un fraude 
electoral, y el que lo hace en cada elección, y forma 
de ese hecho un hábito mas ó menos cómodo, y que 
dá por resultado un verdadero modus vtvenai. 

A más, observaremos que en la mayoría de los 
casos no habia necesidad de establecer dos penas; 
pues tomándose la corporal ó la pecuniaria conio 
base de la represión, y graduándose prudencial y 
equitativamente su máximun y un mínimun en cada 
artículo, se podrían conseguir mayores resultados 
en la aplicación del castigo. 

Estas y otras razones que excusamos enume- 
rar, han debido tenerse presente al confeccionar esta 
ley, cuyas disposiciones penales adolecen de todos 
los defectos que puede tener una ley en la materia que 
estudiamos. 

Salvando en parte los inconvenientes arriba 
apuntados, el art. 69 determina para los casos no 
previstos, ó que no tengan pena especial señalada, 
niultas proporcionales ala gravedad de la falta, j^ que 
oscilan entre 20 á 500 ps. Comparando esta dispo- 
sición con las anteriores, resalta la justicia de las ob- 
servaciones expuestas. 

Sin embargo, el art. 69 es demasiado amplio, y 
aunque es mejor reprimir impropiamente los hechos 
criminales (cuando no se imponen penas excesivas) 
que dejarlos sin pena, entiendo que hubieran debido 
caracterizarse casos especiales, cuya gravedad ex- 
cede, con mucho, al máximun de la pena impuesta. 
Tal es el caso de los fraudes cometidos por los 
miembros de las mesas receptoras en el desempeño 
de sus cargos; ó el de ciertos individuos que ejercitan 
el fraude engrande escala^ y respecto de los cuales 
los que realizan el acto^ cambiándose el nombre, tra- 
jes^ etCi; no son sino meros y autómatas instrumentos. 
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Proyecto del Doctor C. Tejedor 

El año 1872, el Dr. D. Carlos Tejedor, presentó 
al Poder Ejecutivo de la Nación el Proyecto del Có- 
digo Penal, para cuya comisión lo había nombrado el 
Presidente de la República. 

Era esa una necesidad que se hacía sentir, pues 
como antes he dicho, hasta entonces regía en las 
Provincias Argentinas la legislación Española de la 
época colonial; si bien modificada por varias leyes 
patrias y por la práctica de los Tribunales, que sua- 
vizaron notablemente el rigorismo de aquella legis- 
lación. Si en algo disentían las costumbres de la 
República en ese tiempo con la legislación escrita, 
era precisamente en lo que se relacionaban con la 
aplicación de la penalidad. 

Las pocas disposiciones patrias que se habían 
dictado para mejorar el Derecho Español de las Co- 
lonias, no era lo bastante para que el Derecho Penal 
Argentino respondiera á las exigencias de la nueva 
vida política: vida de libertad y de democracia, deto* 
do punto incompatible con la legislación de las mo- 
narquías absolutas. 

El Proyecto no se convirtió en ley por el mo- 
mento, á pesar de que el Presidente lo sometió á la 
consideración del Congreso, apenas le fué presen- 
tado. 

La Provincia de Buenos Aires, tomando la ini- 
ciativa en la reforma de la legislación penal, dictó en 
3 de Noviembre de 1877 una ley, cuyo artículo 1 esta- 
bleció^ que mientras no se dictase por el Congreso 
Nacional el Código Penal de la República, se declara- 
ba Código Penal de la Provincia el Proyecto confec- 
cionado por el Doctor Tejedor, con las modificacio- 
nes contenidas en la misma. 

Estas modificaciones fueron pocas, y el Código 
empezó á regir el 1^ de Enero de 1878, Posterior- 
mente, el 7 de Octubre se dio otra ley modificando 
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d Código en la materia que trata de la prescripción 
de las acciones. 

Entre Rios promulgó como ley de la Provincia el 
Proyecto Tejedor el 4 de Abril de 1878; y este empe- 
zó á regir desde el 4 de Junio del mismo año. 

Córdoba, Santa-Fé, Corrientes y otras Provin- 
cias, siguieron el ejemplo de Buenos Aires y Entre 
Ríos, y bien pronto el Proyecto fué aceptado en casi 
toda la República con leves alteraciones. 

Tócanos decir, pues, siquiera dos palabras sobre 
este proyecto Código, que ha sido la base del que ac- 
tualmente nos rige, y que á pesar de no tener fuer- 
za de ley nacional^ estuvo vigente en el país varios 
años por l9,s sanciones de las Provincias. 

Constaba el Código de Buenos Aires, de 449 ar- 
tículos, comprendidos en dos Libros, cada uno de los 
cuales se subdividia en Secciones, Títulos y Capítulos 
respectivamente. 

Sirvió ásu autor de modelo, el Código del Reino 
de Baviera debido á Pablo Anselmo de Fuerbach, pu- 
blicado el 16 de Mayo de 1813, y que, con relación á su 
época, ha merecido los mas elogiosos conceptos; 
siendo considerado como una de las obras que ha ejer- 
cido mayor influencia en la materia que nos ocupa. 
A este respecto dice el renombrado jurista Mitter- 
maier, que el Código de Baviera de 1813 es un resu- 
men de la ciencia de la época; y agrega: "todo loque 
se puede obtener en una legislación por la teoria pu- 
ra, por la prosecución racional de un cierto principio, 
por la claridad y la firmeza dellenguaje, llevados al 
mas alto grado, y por el sentido lógico mas delicado, 
todo esto se encuentra cumplido en el Código Penal 
bávaro". 

En el título Preliminar que antecede al Libro 
Primero, hacése la distinción entre crímenes, delitos 
y controvenciones: distinción doctrinaria que no de- 
bió ocupar la atención del legislador, pues para la 
exacta determinación de la penalidad^ no es necesario 
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hacerla. Ella ha sido criticada por los jurisconsultos 
bajo el punto de vista científico; pero prevaleció en 
Francia, de cuyo Código se han tomado esa y otras 
disposiciones, en vista del propósito de establecer 
una linea divisoria entre los hechos que correspon- 
dían al Jurado, los que correspondían á los tribunales 
correccionales, y los de mera policía. 

En lo que respecta alas disposiciones de detalle, 
he podido notar que este Código contiene varios prin- 
cipios generales de derecho y algunas definiciones, 
en su mayor parte de acuerdo con la ciencia, pero in- 
necesarios en esa obra, y propios solo de un tratado 
de Derecho Penal. 

La represión tiene el gran inconveniente de ser 
fija en la mayoría de los casos; y puede notarse tam- 
bién la falta de proporcionalidad y de relación, que 
existe en muchas partes entre la naturaleza de los de- 
litos y la naturaleza de los castigos que se imponen; 
lo cual es una consecuencia de no haber establecido 
la teoría de la gradación de las penas, como lo hacen 
varios Códigos modernos. 

A pesar de estos defectos, este Código tiene dis- 
posiciones muy aceptables, entre ellas especialmen- 
te las que tratan de la responsabilidad civil prove- 
niente del daflo causado por el delito, y que, como 
otras, han sido suprimidas al sancionar el Código vi- 
gente. 

Debiendo detenerme en el estudio del actual- 
mente Código en vigencia, reservo para entonces al- 
gunas consideraciones de detalle concernientes al 
Proyecto del Doctor Tejedor. 

Proyecto de los Dres. Villegas, Ugarrlza 
y García 

No hayáiendo tenido aceptación en él Congreso 
Nacional el Proyecto de Código del Doctor Tejedor, 
tal como su autor lo presentara, se autorizó al P. 
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Ejecutivo para nombrar una Comisión de tres Abo- 
gados, que se ocuparon de examinar prolijamente el 
expresado Proyecto, por ley promulgada el 16 de Oc- 
tubre de 1868. 

Después de haber renunciado los primeros ju- 
risconsultos nombrados para componer la Comisión, 
esta quedó definitivamente formada (por decreto de 
11 de Diciembre de 1877,) porlos señores, Doctor Sis- 
to Villegas, Doctor Andrés Ugarriza, y Doctor Juan 
Agustín García. 

Esta Comisión se expidió el 3 de Enero de 1881, 
y el P. Ejecutivo pasó el Proyecto al Congreso, des- 
pués de. haberlo hecho imprimir y repartir á los Se- 
hadores y Diputados^ miembros de las legislaturas y 
personas de estudio y competencia profesional. 

La Comisión acompañó su Proyecto con un in- 
forme extenso, en el que explica las reformas pro- 
puestas al Proyecto del Doctor Tejedor, manifestan- 
do haber tenido á su estudio, á más de los Códigos 
que tuvo en vista el Doctor Tejedor, todos los que 
posteriormente se habían promulgado. 

Por este Proyecto se modificó el método segui- 
do por el Doctor Tejedor; cambiándose sustancial- 
mente los principios fundamentales sobre las penas 
y sobre algunos hechos criminales. 

Se dejó de lado la división de los delitos en pú- 
blicos y privados, desechada por los autores moder- 
nos, y que á juicio de la Comisión había perdido 
completamente la importancia que la hacía mante- 
ner en los Códigos. 

Suprimióse la división que clasificaba en críme- 
nes, delitos y contravenciones, los actos punibles, 
dándoles la enunciación genérica de delitos. 

Es indudable que bajo el punto de vista científi- 
co y del orden lógico, este Proyecto es superior al 
del Doctor Tejedor. Sin embargo, el Congreso san- 
cionó el que actualmente rige, cuyos defectos hi- 
cieron indispensable su reforma, ^*por los peligros 
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que entraña para la sociedad y para los que sufren 
especialmente su aplicación", como lo dijo el Presi- 
dente de la República en el primer considerando del 
decreto en que nombró á los Doctores Pinero, Riva- 
rola y Matienzo, á fin de que proyectaran las refor- 
mas convenientes. 
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CÚDIGfl PENAL VIGENTE 



El 7 de^ Diciembre de 1886, se dictó una ley, cu- 
yo art. 1^ estableció que, desde el l^de Marzo de 1887, 
se observaría como Ley de la República el Proyec- 
to de Código Penal redactado por el Doctor Carlos 
Tejedor, con las modificaciones aconsejadas por la 
Comisión de Códigos de la H. Cámara de Diputados. 

Quedó entonces cumplido ^1 mandato constitu- 
cional (art. 67, inc. 11, Const. Nacional,) y llenada al 
mismo tiempo una imperiosa necesidad en la legis- 
lación del país. 

Consta el Código de 299 artículos, comprendi- 
dos en dos Libros. 

La distribución de materias y el plan del Código 
es el mismo exactamente que el seguido por el Doc- 
tor Tejedor en su Proyecto; no habiendo otra nove- 
dad que la supresión de dos ó tres capítulos, que 
existian en este último. 

Hubiera deseado hacer siquiera algunas con- 
sideraciones sobre el plan del Código; pero debiendo 
concretarme á una suscinta exposición del mismo^ me 
limitaré á decir que, con excepción de la división en 
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dos Libros; el primero de los cuales trata los prin- 
cipios generales aplicables á todos los delitos^ y el 
segundo, los preceptos particulares á cada uno, divi- 
sión perfectamente racional y aceptable, — el plan del 
Código en lo tocante al orden y distribución de las 
materias, no satisface y está muy lejos de ajustarse á 
un método científico. 

Divídese el Libro Primero en dos secciones, de 
las cuales la primera trata de los delitos y personas 
responsables. 

El título primero de esta sección se ocupa de la 
voluntad criminal^ delitos consumados y frus- 
trados. 

La definición de delitos^ que dá el art. 1 es irre- 
prochable como enunciación legal. No obstante, 
un Código no debe definir sino aquello que sea estric- 
tamente indispensable y que pueda dar lugar á con- 
fusiones en su interpretación, por las distintas teo- 
rías que existan acerca de ello. 

De acuerdo con esto, creo que están demás los 
artículos 2 y 3, que definen el delito consumado y 
el delito frustrado. 

En el último de estos es especialmente inútil la 
definición, pues el Código no se f)cupa de él en el res- 
to de sus disposiciones. Sise quizo patentizar la di- 
ferencia entre el delito frustrado y la tentativa, debió 
establecerse una incriminación especial para cada 
uno. 

Nada tenemos que objetar á las disposiciones 
que consagran los artículos 4, 5, 6 y 7. Se ha dicho de 
algunos de ellos que son contradictorios, y otros, me- 
ras repeticiones. Sin embargo, nos parece que la 
simple lectura de esos preceptos convence de lo con- 
trario, y de que son perfectamente aceptables, como 
aclarativos del principio general de la responsabi- 
lidad criminal. 

El Título Segundo legisla sobre la tentativa. 

En la definición de la misma, que trae el art. 8, ha 
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podido agffe^arse <^e inequívocas, á la frase, «que 
tengan relación directa con el delito.» De esa manea- 
ra queda mejor caracterizada. 

Losarts.9, lOy 11 contienen disposiciones que 
están en perfecta consonancia con los principios cien^ 
tíficos que informan la materia. 

No puede darse explicación satisfactoria de las 
disposiciones del art. 12 en su inciso 2^. En efecto, 
la primera parte de este, prescribe que en los casos 
en que no corresponda aplicar la pena de muerte^ 
la de la tentativa será la del delito consumado dis- 
minuida desde la cuarta parte ala mitad; cuya dispo- 
sición no podrá tener una exacta solución en la prac- 
tica, tratándose de delitos que merezcan presidio ó 
penitenciaria por tiempo indeterminado. 

La segunda parte del inciso 2^ citado, dispone; 
"En caso de que al delito consumado correspondiese 
el mínimun de una clase de pena, se aplicará el máxi- 
mündela inferior en grado, que podrá disminuirse 
hasta una tercera parte. '* Esta cláusula es también 
inaplicable, pues en el Código no hay grados en las 
penas, y solo sí clases. De ahí que, como lo digo, no 
sea posible aplicar esta ^disposición, á menos que se 
entienda que grado es lo mismo que clase en las pe- 
ñas, lo cual es inaceptable. Y aun asi mismo, la apli- 
cación de ese precepto sancionaría verdaderas mons- 
truosidades jurídicas. Tal es, por ejemplo, el caso 
en que al delito consumado le corresponda el míni- 
mun de presidios: 3 años. En tal caso siguiendo 
exactamente al Código^ habría que penar la tentativa 
con el máximun de la inferior en grado ó clase; 
pues suponemos á ambos términos equivalentes, — 
que es penitenciaria por tiempo indeterminado; y 
no hay mas que comparar ambas penas para com- 
prender inmediatamente el desastroso resultado que 
produce la interpretación, ó aplicación del precepto 
citado. 

El Proyecto Tejedor era mucho mas claro y 
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acertado á este respecto. Su art. 19 contenia una 
exacta proporción en las gradaciones que establecía 
para la penalidad: lo cual, unido á la claridad de sus 
términos, ahorraba toda necesidad de interpretación, 
evitándose los inconvenientes que hemos señalado en 
el art. 12 del Código actual. 

Los artículos 13 y 14 no pueden ser observados. 

El Título Tercero trata de la culpa ó impru- 
dencia, que se divide en grave y leve. 

Algunos Códigos modernos legislan en cada de- 
lito especial la culpa ó imprudencia, contrariamente 
al sistema adoptado por el Código de Baviera, y que 
sigue el nuestro. 

Pienso que hubiera sido mas acertado modificar 
el casuismo de los arts. 16 y 17, que determinan 
cuando la culpa es grave, y cuando es leve — , y trans- 
formarlo en principios generales, ya que no como 
quieren algunos, suprimir totalmente la división que 
esos artículos establecen. 

Es especialmente reprobable el inciso 3 del art. 
17, que prescribe que la culpa es leve, "Cuando el 
agente se ha visto obligado por circunstancias ur- 
gentes, que no puedan imputársele, á tomar una re- 
solución súbita' \ A primera vista se comprende que 
si una persona se ve obligada á tomar un.a resolu- 
ción súbita, no es responsable por los resultados 
que se produzcan, porque de su parte no ha habido li- 
bertad en la determinación; y es axiomático que la 
ausencia de libertad implica también ausencia de 
responsabilidad^ y por consiguiente de pena. 

En los artículos 18, 19 y 20 se determina la re- 
presión de la culpa, que consiste en prisión, arresto y 
multa, aplicables según los casos. 

Los artículos 18 y 19 son poco lógicos en sus in- 
cisos 2^. En efecto, el art. 18 inc. 2^ establece que "En 
los demás casos de culpa grave, la pena será arresto 
de un mes á un año"; y el art. 19, inc. 2^: "En los de- 
más casos (de culpa leve), la pena será de arresto 
hasta dos meses''. 
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Puede, pues, ocurrir que, dentro de los límites 
que marca la ley, un reo de culpa grave sea castigado 
con un mes de arresto, y otro dé culpa leve con dos 
meses de la misma pena; lo cual es una manifiesta 
incongruencia. 

El Código de Buenos Aires establecía una pena- 
lidad baja, siempre dentro de las tres clases de penas 
que antes mencionamos, en lo cual nos parece que ha 
sido demasiado benigno. En cambio, susarts. 27 y 
28, correlativos de los arts. 18 y 19 del vigente, guar- 
dan mayor conformidad en sus diversos incisos, con 
lo cual se evitóla incongruencia que señalamos res- 
pecto de estos últimos. 

Desde elart. 21 al 24 trae el Código en el Título 
Cuarto de la sección que estudiamos, la materia re- 
ferente á los autores principales. 

Con excepción del art. 21, que enumera perfec- 
tamente los casos en que puede existir la participa- 
ción principal, creo que los demás son innecesarios. 
No habia para que establecer especialmente que el 
instigador responde por todo lo que de una ú otra 
manera constituya un medio, ó un resultado del delito 
que ordenó, ó aconsejó, etc. (art. 22); ni tampoco habia 
para que decir que el exceso en el mandato criminal 
solo agrava al mandatario (art. 24). Respecto de la 
disposición del art. 23, ella está comprendida en el art. 
8 que define la tentativa. 

El complot está previsto y castigado en los arts. 
25 á 29, del mismo Título Cuarto. 

Es general la crítica que se ha hecho al Código 
por haber determinado disposiciones especiales para 
esta materia. Si varios individuos cometen un delito , 
son, ó autores principales, ó cómplices; y teniendo 
el Código preceptos que castigan ambas clases de 
coopartición, no habia necesidad de legislar nueva- 
mente sobre ellas, aunque al efecto se determine un 
nombre especial. 

No obstante, hay una disposición que dá un ca- 



Digitized by 



Google M 



^ 



rácter sui generis al complot; y es el aft. 25, por el 
el cual se consideran á todos los participes del mismo 
como autores principales. 

Es sensible que se haya determinado una pena fi- 
ja en el art. 26, por una de cuyas disposiciones los ge* 
fes del complot serán castigados con el máximun de 
la pena correspondiente al delito cometido. Si bien 
el carácter degefe del complot agrava ala persona 
que lo lleva, creo que ha debido dejarse á los jueces 
mayor grado de apreciación. 

Las bandas están reprimidas en los artículos 
30 y 31. 

El art. 30 establece una presunción de crimina- 
lidad como autores principales, contra los asociados, 
respecto de todos los delitos que cometa la banda. 

A diferencia de éste, el art. 46 del Código Teje- 
dor prescribia que cada uno de los participes no seria 
responsable como autor principal de todos los críme- 
nes ó delitos cometidos por la banda, sino de aquel ó 
aquellos en que haya intervenido en calidad de taL 

Así, según el Código vigente, la prueba de su in- 
culpabilidad corresponde al procesado, so pena de 
ser tenido por reo^ en tanto que en el Proyecto Teje- 
dor,corresponde ala acusación probar la participación 
del encausado; debiendo ser considerado^ en caso con- 
trario, como cómplice solamente (art. 47.) 

Pienso que, de acuerdo con los principios de 
benignidad que deben primar en casos dudosos ú 
confusos, la solución del Proyecto Tejedor es la mas 
act;ptable; pues de lo contrario, se obliga álos en- 
causados á producir probanzas negativas, que la ma- 
yor parte de las veces es imposible alcanzar. 

La disposición del art. 31 es también criticable, 
porque es evidente que en más de un caso, será 
imposible aplicar á las bandas los preceptos que se- 
ñala la ley para el complot. Hubiera sido mejor le- 
gislar en especial la mateaia referente á las bandas, 
va considerando al simple hecho de la aciocí ación crí- 
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mtirál como delito particular, 6 estableciendo dispo* 
siciones aplicables solo á ella. 

De los cómplices se ocupa todo el Título 
Quinto. 

Se hadicho por algunos quo está demás la defi- 
nición de cómplices, que contiene elart. 32 y también 
que es incompatible con los demás artículos de este 
Título. Acepto que sea innecesaria esa definición; 
pero no creo que hay tal incompatibilidad, como no 
puede haberla entre una definición y los casos partí- 
culares relativos ala misma y que encuadran en sus 
términos. 

Distinguense en el Código dos clases de compli- 
cidad; la de primer grado, y la de segundo grado, 
que están caracterizadas en los arts. 33 y 36. Hace- 
mos extensiva á este punto la observación que hici 
mosaltratar de la culpa, respecto del exajerado ca- 
suismo del Código. La penalidad está determinada 
en los art. 34 y 39. Son poco congruentes las dispo- 
siciones de los artículos 34, inc. 4 y 37, inc. 3. El 
primero de estos establece,que el cómplice de primer 
grado será reprimido: "con prisión de uno á tres 
años, si la pena contra el autor principal fuese la de 
presidio ó penitenciaria, que exceda de seis años''; y 
el art. 37 inc. citado, determina que el cómplice de 
segundo grado sufrirá prisión, *'si la pena contra el 
autor principal fuese la de presidio ó penitenciaria 
por menos de diez años.'* Puede suceder, pues, que 
un cómplice de segundo sea penado con igual ó ma- 
yor tiempo de prisión que uno de primero. 

El Proyecto Tejedor hacia de la complicidad 
una división tripartita, tomada del Código de Ba- 
viera, y que ha sido justamente criticada. La 
complicidad de tercer grado, que se legisla en los 
artículos 53 y 54, es de carácter negativo. 

Ella convierte á los particulares en agentes pre- 
ventivos; Y aunque sea un deber evitar los delitos, 
en la medida de lo posible, no creo que la falta de 
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cumplimiento de ese deber, pueda propiamente ser 
erigida en delito; y en la práctica se tropezaría 
con dificultades poco menos que insuperables. 

En general el Proyecto Tejedor reprime con 
más suavidad álos cómplices, que el Código vigente. 
La disposición del art. 47 se explica por sí sola. 
Las circunstancias personales del autor, como la pa- 
labra lo indica, solo le conciernen á él; y la exención, 
ó atenuación de la pena por razón de aquellas» no 
debe alcanzar al cómplice, respecto de quien esa 
circunstancia personal no existe. 

El Tít. sexto trae en cuatro art. lo relativo á en- 
cubridoreSy que, según el art. 42 son: *1os que sin 
promesa anterior al delito,'' cometan después de su 
ejecución algunos de los hechos que el mismo enu- 
mera en sus siete incisos. 

La prisión y el arresto, son, según los casos, las 
penas que ha establecido el Código para castigar á 
los encubridores; art. 43. 

Ha sido muy acertada medida enumerar los ca- 
sos de excención de pena por ocultación, pues se tra- 
ta de verdaderas excepciones á la ley penal, que no 
podían ser libradas al criterio de los magistrados sin 
grave peligro. No obstante el inc. 2 del art. 44, que 
establece que están exentos de pena por ocultación: 
^los sacerdotes, médicos y abogados, cuando el se- 
creto les haya sido confiado en el ejercicio de sus 
funciones,'' es una nueva repetición de lo que s^ dis- 
pone en el art. 265, referente al delito de revelación 
de secretos, ácuya materia pertenece con más pro- 
piedad esa disposición. 

Los motivos de parentesco y afección que se 
han tenido en cuenta, en el art. 441 incisos 7 y 31, pa- 
ra exenciones de pena, desaparecen cuando la ocul- 
tación se haya hecho— ''por precio, ó participando de 
los efectos del delito;'' y entonces, la ley no exime 
de pena álos culpables; art. 45. 

El Proyento Tejedor, que había tomado sus dis- 
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posiciones casi testualtnente del Código Bávaro, ha- 
cía en esta materia una división tripartita. Nuestro 
Código, siguiendo el Proyecto de los doctores Ville- 
gas, Ugarriza y García, ha hecho desaparecer esa 
inútil división. 

En los actos de simple auxilio posterior al de- 
lito, y sin que medie acuerdo previo, no hay para 
qué considerar en la ley diversos grados de respon- 
sabilidad criminal, que requieren como consecuen- 
cia lógica, diversidad de penas; y si se quiere que 
se determinen estas por los magistrados, de acuer- 
do con la mayor ó menor gravedad que importen 
los actos de encubrimiento, basta adoptar, como lo 
hace el Código actualmente en vigencia, un sistema 
de represión en el cual la pena tenga un máximum 
y un mínimun suficientemente distante, para permi 
tir al criterio judicial apreciar en cada caso el grado 
de responsabilidad. 

Por lo demás, el Proyecto Tejedor, es mas defi- 
ciente que el Código vigente en las enumeraciones 
que hace. 

La Sección Segunda del Libro Pririiero trae en su 
Primer Título el epígrafe: *^De las penas en general", 
y comprende en ocho artículos, varias disposiciones 
referentes á principios extensivos á todas las penas, á 
la publicidad y á la retroactividadde la ley penal. 

El art. 46 es innecesario, desde que en su art. 18 
la Constitución Nacional habia dispuesto terminante- 
mente: '^Ningún habitante de la Nación puede ser pe- 
nado sin juicio previo fundado en ley anterior al he- 
cho del proceso. '^ 

Ha sido objeto de justas críticas este Código, por 
no haber legislado especialmente la materia relativa 
á la indemnización civil del daño causado por el deli- 
to; y si algunos artículos contienen disposiciones al 
respecto, rigen casos particulares, y por lo tanto 
no desvirtúan la crítica. El art. 47 determina que, 
'la pena sufrida no extingue la obligación de reparar 
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el daño causado/^ pero este principio general por si 
solo es innecesario, desde el momento que el Código 
Civil también lo establece. Todo lo referente al re- 
sarcimiento de los daños provenientes del delito es 
materia esclusiva de Derecho Penal, por la íntima re- 
lación que existe entre el delito y sus resultados. 

Asilo entendió el Dr. Tejedor, que, en su Pro- 
yecto de Código establecia, en disposiciones expresas 
y acertadas, la obligación de indemnizar, por los daños 
que resultasen del delito, determinando la manera de 
hacerla efectiva. 

Es de lamentar que se hayan suprimido esas 
disposiciones. 

Nunca hade elogiarse lo bastante el principio 
sentado en el art. 48, por el cual se dispone que la ley 
mas benigna posterior al delito ó á la sentencia, tie- 
ne efecto retractivo en materia penal. Si el legis- 
lador ha creído que el hecho cometido no tiene ya 
el carácter criminal que se le atribuia, ó que su gra- 
vedad está aminorada por circunstancias, que antes 
se desconocieron, desaparece el interés social que 
obligó á determinar la pena, y en consecuencia, debe 
también desapareser esta, ó reducirse á sus justos lí- 
mites. 

La computación del tiempo de prisión preven- 
tiva está regularmente determinada en el art. 49. De 
igual manera es acertada la disposición del art. 50. 
por la que se dispone, que el tiempo de la locura del 
penado se compute para el cumplimiento del cas- 
tigo. 

Nada hay que observar al art. 51^ cuyas salve- 
dades son perfectamente lógicas. 

Los art. 52 y 53 dan al Juez amplio campo para 
determinar el cuantum de la pena, en aquellas que 
son divisibles por razón de tiempo ó de cantidad, de 
acuerdo con el carácter de las atenuantes ó agra- 
vantes, ó de unas y otras, que existen. Este siste- 
ma, de atender al carácter de las circunstancias y no 



Digitized by 



Google 



— 184 — 

al número de ellas, es indudablerr 
que hay algunas que por sí sola 
el ánimo^ que otras mas numero 
importancia. 

El Título Segundo trata de h 
su duración^ ejecución y efectoi 

El art. 54 enumera las penas 

" 1^ Muerte; 

« 20 Presidio por tiempo ind( 
^^ 3^ Presidio desde tres á qui 
^' 4^ Penitenciaria por tiempo 
^' 5^ Penitenciaria desde treí 
" 6^ Prisión de uno á tres af 
(i 70 Arresto de un mes á un ¡ 
^' 8^ Destierro de uno áseis 
'^ 9^ Inhabilitación absoluta, p 
'^ 10 Especial, perpetua y te 
''' 11 Multa. 

No obstante que el art. 54 
que este Código establece son 1 
das, hay que agregar á las misms 
Caución de no ofender, 
Suspensión, 
Destitución, 

Sugeción á la vigilancia de 1 
Servicio de las armas; 
que, como luego veremos, tambi 
en el Código. 

El Proyecto Tejedor clasifi 
corporales (muerte, presidio, peni 
confinamiento, prisión y arresto); 
ñor y humillantes (inhabilitación, 
sión, retractación, satisfacción, ^ 
toridady reprensión); y pecuniari 
comiso, costas y gastos). Esta a 
conduce á nada práctico, y nuest 
bien en suprimirla. 
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Varias de las penas que figuran en ese Proyec- 
to, no son propiamente tales. 

Examinemos en particular las disposiciones de 
la legislación vigente sobre cada pena. 

Lo relativo á lapena de muerte^ está compren- 
dido en los arts. 55 á 59. 

Creo que el Código J'enal Argentino ha legislado 
bien al mantener en sus disposiciones la pena de 
muerte. Es fuera de duda que ella es un mal, por lo 
irreparable de su naturaleza, por ser una condena- 
ción fija, por lo desastroso de su ejecución en caso de 
resultar inocente el sentenciado; pero con todo, es 
un mal necesario, y tan lo han comprendido asi las 
naciones civilizadas, que apenas un ínfimo número 
de ellas han borrado esta pena de sus Códigos; ha- 
biéndose visto algunas de las mismas, obligadas á 
restablecerla á los pocos aflos de haberla suprimido. 

Sus efectos intimidatorios son mayores que los 
de las otras penas; y la Estadística ha suministrado 
datos que permite temer mucho en caso de su comple- 
ta abolición. 

Sin intentar profundizar esta seria cuestión, cu- 
yo examen no puedo hacer en los límites de este 
trabajo, me permito creer que hasta tanto el Derecho 
Penal haya encontrado el medio de sustituirla sin pe- 
ligro para la sociedad, ella debe existir en los Códigos, 
como el medio mas eficaz que tiene la humanidad pa- 
ra defenderse délos grandes criminales. 

Pero ella no debe ser prodigada. Las continuas 
ejecuciones de sentenciados al último suplicio, acos- 
tumbran al pueblo, insensibilizándolo con respecto á 
los espectáculos de sangre, y disminuyen los bené- 
ficos efectos de la pena. 

Nuestro Código, siguiendo la doctrina mas admi- 
tida, la conserva en sus disposiciones considera- 
blemente restringida. Así, el art. 55 dispone: **No 
se impondrá pena de muerte, cuando solo haya prue- 
ba de presunciones, por vehementes que sean'\ De 
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ste modo, y dado el reducido número de casos en 
ue puede imponerse — art. 74, inc. 1, y 75, inc. 1 — 
i pena de muerte es conveniente, y los temores de 
rror judicial, principal argumento de los abolicio- 
istas, desaparecen en lo humanamente posible. 

La publicidad en la ejecución de la pena de 
luerte está casi abolida por el art. 56, que, dispone 
ue ella «tendrá lugar dentro del establecimiento 
n que se encuentre el condenado». De este modo, 
i bien unas pocas personas puedan asistir á la eje- 
ución, se evita dar á la masa del pueblo el desa- 
radable espectáculo de contemplar el ajusticia- 
liento del riminal, que dá origen á sentimientos 
ncontrados y despierta y desarrolla pasiones pe- 
grosas. 

No pienso que el término de 24 horas, fijado en 
I art. 57 para la ejecución de la pena de muerte, 
esde el dia de la notificación de la sentencia irrevo- 
able, sea demasiado breve. Hoy que el telégrafo 
a suprimido las distancias, ese término es suficien- 
í para el caso en que se quiera solicitar la con 
lutación de la pena. Y si fuera realmente angustio- 
el plazo que señala el art., siempre podría sal- 
arse el inconveniente por medio del procedimien- 
3. Así lo ha hecho el Código de Procedimientos 
n lo Criminal de Entre-Rios, que, en sus arts. 630 
659, dispone que después de dictada la sentencia 
antes de notificarse ella al reo, pasen los autos 
or diez diaz al P. Ejecutivo, para que resuelva si 
ace ó nó uso del derecho de conmutación que le 
oncede la Constitución; y si pasado ese término 
o contesta, deberán bajarse los autos^ y mandarse 
umplir la sentencia en el plazo de doce horas. 

La segunda parte del art. 57 determina, que ^'la 
otificación no podrá hacerse en víspera de domin- 
0, ni de fiesta religiosa ó nacional''. Nada hay que 
bservar á esto. 

El Código nada dice respecto del medio de eje» 
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cuctónde la pena de muerte, en lo cual hay una defi- 
ciencia, que en la practicase ha salvado, pues la eje- 
cución de los reos se hace en la República, por el fu- 
silamiento. 

El Pjoy ecto de los Doctores Pinero, Rívarola y 
Matienzo prescribe que los condenados á muerte se 
ejecutarán por medio de la electricidad. 

Encuentro excesiva la pena de un mes á un aflo 
de arresto que prescribe el art. 58, para los parientes 
que enterrasen con pompa el cadáver del ejecutado; 
ese hecho no debe constituir delito, y solo sí una me- 
ra desovediencia que debiera penarse como falta. 
Mas propio hubiera sido determinar una sanción 
pecuniaria, cuyo carácter guarda mas relación con 
la naturaleza del hecho que se quiere castigar. 

No hallo razón jurídica para eximir de la pena 
de muerte á las mujeres, como lo hace el Código en 
su art. 59. La mujer delicuente es más peligrosa 
que el hombre delicuente, porque necesita ma3^or 
dosis de criminalidad^ si se me permite la expre- 
sión, para resolverse á ejecutar un delito. Su cons- 
titución moral y física, su debilidad, su educación, le 
permiten contenerse con mayor facilidad que el 
hombre en presencia de ofensas ó de cualquier otro 
estímulo, que induzca á tomar resolución de carácter 
violento; y así, la mujer que sobreponiéndose á to- 
das las influencias mencionadas, ejecuta un crimen 
monstruoso, es en principio mas digna de severo 
castigo, que el hombre que en circunstancias seme- 
jantes realiza la misma acción. 

Pienso, pues, que esa disposición que consagra 
tamaña desigualdad, no está de acuerdo con los me- 
jores principios. 

La minoridad y la senectud han sido motivos de 
que el Código exima de la pena de muerte á los que 
no tuvieren 22 aflos cumplidos, y á los mayores de 
70. Encuentro justa la primera causa de exención, 
pero no asi la segunda. Se aduc^ en apoyo de esta, 
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que seria muy cruel ejecutar aun anciano de mas de 
70 aflos; pero eso no es una razón de derecho. En 
efecto, la enmienda es ya difícil á la edad precitada, 
y el hecho criminal, en el caso de que sea aplicable la 
penademuerte^^, reviste los mismos caracteres que 
en el caso de ser ejecutado por un hombre de 30 
años, habiendo causado á la sociedad el mismo daño: 
la cual encuentra en su seno á un criminal empeder- 
nido por su misma edad . Deconsiguiente, hay razón 
bastante para eliminarlo por completo, quitándole 
la vida. Las leyes no se hacen solo á impulsos del 
corazón, y todo argumento fundado en la piedad, 
en la compación, etc., es poco consistente. 

El mismo artículo 59 dispone, que, si algunos 
délos expresados en él cometiere delito que me- 
rezca la pena de muerte, será condenado á peni- 
tenciaria por tiempo inderminado. 

Según el Proyecto Tejedor, los menores de 
edad que tuvieran 18 años, eran pasibles de la pena 
de muerte, pudiendo los Tribunales reemplazarla 
por la de penitenciaria por tiempo indeterminado. 

Nos parece mas acertado el precepto absoluto, 
que prescribe el Código vigente en el art. 59 que 
estudiamos. 

Desde eí art. 60 al 65 trae el Código disposi- 
ciones relativas á la pena de presidio. 

Dispone el art. 60: «Los sentenciados á presidio 
trabajarán en beneficio del Estado^ siendo emplea- 
dos en trabajos duros y penosos, y no recibirán 
auxilio alguno de fuera del establecimiento.-^' Opino 
que ha debido darse mejor destino al producto del tra- 
bajo del penado; y á semejanza de lo que se esta- 
blece para la pena de penitenciaria, prescribir que 
en primer término se dedique ese producto á satis- 
facer la indemnización civil por el daño causado, 
si el reo no tuviese medios propios para ha- 
cerlo. 

Las palabras trabajos duros y penosos sirvan 
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para caracterizar esta condenación y disting-uirla de 
la de penitenciaria, por su intensidad. 

El art. 61 tiende á impedir los abusos que resul- 
tarían, si se permitiesen que los presidarios pudieran 
ser empleados en obras de particulares, ó en las 
públicas contratadas por empresas ó particulares. 

Es perfectamente lógica la disposición del art. 
62, por la cual se dispone que: ''por hombres débiles 
ó enfermos, los menores de edad, los mayores de 
setenta aflos y las mujeres que mereciesen pena de 
presidio, sufrirán la condena en penitenciaria;'^ pues 
dado el carácter y objeto del presidio, las personas 
enumeradas no pueden soportarlo. 

El art. 63 determina las penas que lleva consi- 
go la de presidio. Ellas son; inhabilitación absolu- 
ta temporal, interdicción civil y sujeción ala vigilan- 
cia de la autoridad, las cuales tienen prescrito el 
tiempo de su duración en el mismo art. 

Para propender mas á la reforma del criminal y 
hacerle sentir con mayor severidad el castigo im- 
puesto, el art. 64 establece, que — '*la pena de presi- 
dio puede ser agravada con reclusión solitaria, que 
no exceda de treinta dias, en los aniversarios del 
crimen. ' 

El Proyecto Tejedor disponía que á mas déla re- 
clusión, podian emplearse para agravar el presidio^ 
otros dos medios; mas cadenas, y disminución de 
alimentos, previo parecer de un médico. Estoes in- 
humano é innecesario. 

El mismo Proyecto establecía, que si no hubiera 
establecimientos en que los presidarios debiesen su- 
frir la condena, ó faltasen trabajos en que ocuparlos, 
serian destinados á obras públicas de cualquier otro 
genero, computándoseles diez y ocho meses de esta 
pena, por un aflo de presidio. Esta previsora dis 
posición, ú otrasemejante,se debió incluir en el Có- 
digo vigente, puesto que todavía no existen en. el 
país el número de presidios necesarios. 
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En el mismo Proyecto se prescribía como míni- 
mundeladuracióndeesta pena, seis años, elevándo- 
se así al doble del que determina el Código vigente. A 
mi entender el Proyecto Tejedor se ha aproximado 
mas ala exactitud, pues el iriínimun fijado en la lejis- 
lación actual es demasiado bajo para que la pena de 
presidio produzca los efectos que le son propios. Diez 
aflos de duración debiera ser el mínimun de esa pe- 
na, para que asi la intensidad estuviera también en 
relación con el tiempo. El presidio está reservado 
para los grandes criminales y el término de tres años, 
es sumamente corto para que la condenación pueda 
operar en ellos reforma alguna. 

Los arts. 65 á 67 se ocupan especialmente de la 
pena de penitenciaria^ que, como la de presidio, 
puede ser de 3 á 15 años, ó por tiempo indeterminado. 

Para mayor claridad de nuestras observacio- 
nes, trascribimos el art. 63. 

^Los sentenciados á penitenciaria sufrirán las 
«penas en las Penitenciarias; y donde no las hu- 
«biere, en estatablecimientos distintos de los pre- 
«sidios, con sujeción á trabajos forzosos dentro de 
«ellos. 

**Si el condenado no tuviese medios propios 
«para satisfacer la responsabilidad civil enquehu- 
«biese incurrido por el delito cometido, el producto 
«de su trabajo se destinará íntegro á este objeto 
«y al sostén de su familia, si la tuviese. 

'^Satisfecha la responsabilidad civil, el producto 
«del trabajo se aplicará á satisfacer los gastos que 
«cause en el establecimiento, y á formarle un fondo 
propio que se le entregará á su salida. 

«Lo que se aplique á gastos del penado, no 
'•excederá de las dos terceras partes del producto 
'*de su trabajo.» 

Como se comprenderá desde luego, los traba- 
jos forzosos á que se refiere el artículo, no pueden 
ser los duros y penosos de que habla el art. 60, 
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pues en esto estriba la diferencia fundamental que 
hace el Código entre la pena de penitenciaria y la 
de presidio. 

Se ha criticado, injustamente, á nuestro pare- 
cer, lo establecido en el último párrafo del art. que 
estudiamos, diciéndose que el Estado no bede hacer 
erogaciones para sufragar los gastos que el penado 
causeen el establecimiento, si este con su trabajo 
puede satisfacerlos; y que por lo tanto la excepción 
que hace ese párrafo, del artículo, es inconveniente- 

Eso seria lo mejor, si no existiese un grave pe- 
ligro, desde el momento en que se le diese libertad á 
un presidario, sin recursos para subsistir las mas de 
las veces, y con imperiosas necesidades que satis- 
facer. 

A más, no siempre el reo sale enmendado^ y 
ocurre frecuentemente que por mucho tiempo des- 
pués de ser puesto en libertad, no encuentra ocupa- 
ción, á causa del temor y desconfianza que inspira 
por su conducta pasada. De esta manera, ese hom- 
bre que se encuentra en ocasiones con rencores no 
apagados, con hambre y sin tener siquiera lo mas 
indispensable, acosado por la necesidad, se ve impe- 
lido nuevamente al vicio ó al crimen, constituyendo 
así un incesante peligro para la sociedad. 

Creo, pues, que la disposición que prescribe re- 
servar la tercera parte del producto del trabajo del 
penado en el pago délos gastos causados en el esta- 
blecimiento, es una medida de previsión, que no pue- 
de ser menos que recomendada, y que ha debido ex- 
tenderse ala pena de presidio, con mayor razón. 

El art. 66 determina que la pena de penitenciaria 
puede agravarse con reclusión solitaria hasta 20 dias, 
en los aniversarios del crimen. 

El Proyecto Tejedor fijaba el término de seis 
años como mínimun de duración de la pena de peni- 
tenciaria. Este mínimun es indudablemente dema- 
siado alto,aunque en ese Proyecto guardaba relación 
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Gonel máxifflunde prisión que podía imponerse, y 
que excediaal que determina el Código vigente. . 

Por el art. 67 se hace extensiva á la pena de 
penitenciaria lo dispuesto para la de presidio res- 
pecto de las condenaciones accesorias, que estable- 
ce el art. 63, disminuyéndose en una tercera parte el 
tiempo de la inhabilitación y vigilancia, concluida 
la condena. Esto es muy acertado, pues no solo 
en su intensidad, sino también en sus efectos debe 
diferenciarse la penitenciaría del presidio. 

No obstante el Dr. Tejedor en su Proyecto, no 
hacía la distinción de que nos ocupamos en el pár- 
rafo anterior. 

Nada dispone el Código actual sobre el lugar 
^nde deban cumplir las mujeres la pena de peni- 
tenciaria. Hubiera sido propio, que se estableciera 
algo al respecto, pues el mejor cumplimiento de 
la pena, el orden y la moralidad, exigen que haya 
establecimientos distintos de los que se dedican 
para los hombres. 

Los arts. 73 y 74 determinan el derecho que 
tienen los condenados á presidio, ó penitenciaria, 
que durante el tiempo que los mismos artículos 
marcan, hubiesen dado pruebas de una reforma 
positiva, para pedir gracia del resto de la pena. 

Creo que en vez del derecho de solicitar gra 
cia por el resto de la pena, acordado por los artí- 
culos citados, hubiera sido más justo establecer la 
libertad condicional, como lo propone el Proyecto 
de los Doctores Pinero, Rivarola y Matienzo en sus 
arts. 19 á 24. 

La legislación vigente no presenta la claridad 
que debiera t-ener para evitar malas interpretacio- 
nes, á consecuencia de lo cual los artículos 73 y 74 se 
han prestado á muchos abusos en la práctica. Ellos 
dicen, *^si hubieren dado prueba de una reforma po- 
sitiva''; pero esto es muy riguroso si se aplica estric- 
tamente, y muy benigno si se refiere solo á la conduc- 
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ta observada en la cárcel, donde no tiene casi libertad 
para proceder, y poder demostrar que la reforma es 
voluntaria y no forzada por la situación en que se 
halla colocado. Asi, es muy general ver á un deli- 
cuente á quien se le ha concedido gracia, que vuel 
va en seguida á delinquir, á consecuencia de que no 
se habia operado precisamente la reforma de que 
hablan los arts. 73 y 74. 

La pena de prisión está legislada en los artícu- 
los 68 y 69. El tiempo de su duración es de lá3 
afíos, se aplica á delitos de poca gravedad, y lleva 
consigo, como pena accesoria, la inhabilitación abso* 
luta por el término de la condena. 

Una antigua clasificación la consideraba entre 
las penas infamantes; y aún en la actualidad el que 
ha sido condenado á prisión, tiene inhabilidad para 
ejercer ciertos cargos públicos por el resto de su 
vida. 

Ninguna de estas agravaciones legales existen 
para el arresto, que solo puede ser de un mes á un 
aflo, y que, con excepción de la multa, es considerada 
la pena mas benigna. El art. 70 dispone que pue- 
den ser arrestadas en su propia cásalas mujeres ho- 
nestas y las personas ancianas ó valetudinarias. 

No obstante, en la manera de cumplirse, ambas 
penas pueden ser confundidas. El art. 68 prescribe: 

'*La pena de prisión se sufrirá en cárceles, que 
no sean presidios ó penitenciarias/' y el art. 70: *'E1 
condenado á arresto será puesto en cárcel, etc." 

¿Qué diferencia habría entre el condenado á un 
aflo de arresto y el condenado á un aflo de prisión, 
cuando ambos sean puestos en la cárcel? Puede ha- 
ber, pues, una confusión que el Código debió evitan 

En el Proyecto Tejedor, el arresto solo podía ser 
impuesto dentro del término de 15 dias y 3 meses. 

En el Proyecto de los Dres. Piflero, Ri varóla y 
Matienzo, se suprimen las penas de prisión y arres- 
to, sustituyéndolos por la de penitenciaría, cuyo mi- 
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nímun se fija en un día. Creo que esta innovación 
sería acertadísima. 

En efecto, las penas de prisión y arresto, tales 
como las prescribe el Código y se cumplen en la 
práctica, son realmente perjudiciales, pues el con- 
denado ó cualquiera de ellas no está obligado á 
hacer trabajo alguno, convirtiéndose así las cárce- 
les en escuelas de holgazanería y de vicio. 

Esas penas, tal como hoy existen, fomentan 
los delitos de poca monta; y se ha notado que un 
regular número de individos cometen premedita- 
damente hurtos insignificantes, ú otras infracciones 
castigadas levemente, para tener así en la cárcel, 
morada, ropa y alimento sin mayor esfuerzo. 

Sujetando á los condenados, al trabajo, se les 
mantendrían y se desarrollarían sus hábitos morales, 
si los tuviera, ó se podría inclinarles á ellos en caso 
contrario; "pues si el trabajo dignifica*', con toda 
razón también se ha dicho *^que la haraganería es 
la madre de todos los vicios''; y del vicio al deli- 
to no hay sino un paso. 

La. pena de destierro^ tan prodigada en los 
Códigos Españoles, también está prescrita en el 
nuestro, para los delitos de adulterio, rebelión y 
sedición. Se ocupan de ella en general, los arts. 
71 y 72, el cual sanciona como reagravación déla 
pena, la mitad mas del tiempo de la primera con- 
denación, si el desterrado entrase al territorio de la 
República sin haberla cumplido totalmente. Nada 
tengo que observar al Código en esta parte. 

Las penas de inhabilitación, ya sea ella espe 
cial ó absoluta^ temporal ó perpetua, están deter- 
minadas en los art. 75, 76 y 77. En cuanto á los dos 
primeros, que caracterizan las penas, nos remitimos 
al Código, cuyas acertadas disposiciones se explican 
por su sola lectura. 

El art. 77, es inútil, pues aunque la ley determi- 
nase lo contrarío, los actos de la autoridad tempo- 
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ral no pueden ir hasta despojar á ningún sacerdote 
de los cargos y derechos que tenga por la iglesia. 

La sugeción á la vigilancia de la autoridad 
está prescrita en el art. 78, que también determina 
las obligaciones que esa pena produce en el ex-reo. 
A pesar del respeto que me merece la opinión con- 
traria, considero que la disposición del art. 78 es una 
medida previsora, que si tiene algunos inconvenien 
tes en su aplicación, tiene también grandes venta- 
jas. En lo que es perfectamente justa la crítica, es 
en lo que respecta á la falta de sanción que hay en el 
Código para el caso en que el delicuente no observe 
las medidas prescritas. En ese sentido no hay du- 
da que la sugeción á la vigilancia de la autoridad 
es inútil. 

La pena de multa se legisla en el art. 79. 
Éste determina que la cantidad— "será proporciona* 
da á los bienes, empleo ó industria del delincuente, 
salvo los casos especiales de la ley; y si no pudiese 
pagar la multa, sufrirá arresto equivalente, que no 
podrá pasar de nueve meses.''. 

La primera parte de este artículo es muy justa, 
porque si solo se tuvieran en cuenta las circunstan- 
cias del delito, sin atender al estado de fortuna 
del criminal, la pena de multa no produciría en 
muchos casos los efectos que se buscan con su 
imposición. No es lo mismo condenar al pago de 
una suma determinada de dinero, á un jornalero 
que á un millonario; pues á aquél su situación eco- 
nómica lo obliga á sentir realmente el peso de la 
condena, en tanto que al segundo, ésta le causa 
poca ó ninguna incomodidad. Es por esto que ha 
debido suprimirse del artículo que estudiamos, la 
frase: "salvo los casos especiales de la ley''. 

El "arresto equivalente" de que habla el mismo 
artículo, no está determinado expresamente; y para 
hacerlo efectivo habrá que tomar la proporción es- 
tablecida en el art. 49 referente á la computación del 
tiempo de prisión preventiva. 
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Es digno de especial atención lo prescrito en el 
Proyecto Tejedor, sobre esta materia. Dice el art. 
131; ^*La multa nunca podrá imponerse como pena 
principal en materia criminal''. En esta disposición, 
el Dr. Tejedor se ha apartado de su modelo el Códi- 
go Bávero; y me permito creer que ha errado. Bien 
legislada, la pena de multa contiene efectos cuya im- 
portancia no es posible desconocer, y el mismo Pro- 
yecto Tejedor dio las bases para esa legislación en 
términos idénticos á los que determina el art. 79. 

El art. 80 prescribe el comiso de lop efectos pro- 
venientes del delito y de los instrumentos de su eje- 
cución. Esta disposición ha debido extenderse á los 
instrumentos que sirvieron para los actos prepara- 
torios del delito^ pues la misma razón existe en uno 
como en otro caso. A mas, se debió prohibir , la 
ventade los objetos comisados, á fin de no populari- 
zarlos, y para que sea posible formar con ellos mu- 
seos que sirvan para el estudio de la criminalidad. 

El Título Tercero déla Sección que estudiamos, 
se ocupa de las causas que eximen de pena. 

El art. 81 enumera en 15 incisos estas causas, 
algunas de las cuales se prestan á justas críticas, 
por no estar conforme con los principios científicos 
de la materia. 

El inciso 1^ del citado art., enuncia como cau- 
sa de exención de pena, la ft^o^^^ completa é invo- 
luntaria. Estos dos requisitos no son suficientes, 
y ha debido exigirse también que la embriaguez sea 
accidental] de otra manera, un ebrio consue- 
tudionario que se pusiera en estado de completa 
boedez, insensible é involuntariamente, podría co- 
meter con toda impunidad el crimen mas atroz: 
en este caso están llenadas las dos condicio- 
nes que prescribe el inciso: y esto, que es un grave 
peligro, ha debido ser previsto por la ley. Para sal- 
var este inconveniente, varios jueces se han visto 
obligados en la practicad interpretar extensivamente 
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el termino involuntario, considerándole equivalente 
& accidental, á pesar de la gran diferencia que hay 
entre uno y otro. 

Eximir de pena á los menores de diez afios, 
y no disponer acerca de ellos alguna otra medi- 
da (disposición consagrada en el inciso 2^), es es- 
tablecer una regla absoluta que puede importar 
un verdadero peligro. En efecto^ es posible que 
un menor de diez aflos se dé perfecta cuenta de 
cualquier hecho criminal que realice: y en este 
caso, la impunidad sancionada en su favor por la 
ley, es una malísima medida; á mas de la 
acción eri sí, existe ,1a precocidad del criminal. No 
condice con el carácter de la pena en general, el 
hecho de que un niflo menor de diez aflos sea con- 
denado en la forma de los delincuentes comunes; 
pero al menos puede y debe tomarse otro tempe- 
ramento, que garantice á la sociedad del precoz 
delincuente^ poniéndolo en establecimientos ade- 
cuados que puedan operar su reforma moral. 

Tales han sido mas ó menos las conclusiones á 
que arribó en 1891 la ''Unión Internacional de Dere- 
cho Penar^ que después de examinar todas las teo- 
rías sancionó las siguientes proposiciones: '4^ Los 
''niños que no han alcanzado aún la edad de catorce 
"años, no deben ser sometidos á medidas penales. 
"2^ La cuestión del dicernimiento debe ser abolida 
'*y reemplazada por otra cuestión; á saber, si es ne 
"cesario someter al niño á la tutela pública. 3^ El 
"tratamiento para aplicar á los niños culpables ó 
"abandonados^ debe conformarse á la individualidad 
"de cada niño ^\ 

Establecido lo que antecede, sin mayor explica- 
ción se comprende la crítica de que es suceptible el 
inciso 3 por el cual están exentos de pena, ''los ma- 
yores de diez años y menores de quince años, á no 
ser que hayan obrado con dicernimiento''. 

Entre las demás causas que menciona el art. 81 



Digitized by 



Google 



^ 198 ^ 

como eximentes dé pena, es digna de mención la 
defensa legítima, por la propiedad con que se han 
enunciado en el inc. 8 los requisitos que la constituyen. 
Los incisos 11: **E1 que hiere ó mata al que preten- 
de penetrar en su domicilio por escalamiento, frac- 
tura 6 fuerza, ó al que encontrase dentro de su hx)* 
gar, siempre que haya resistencia,'' y 14: *^La mujer 
que hiere 6 mata al que intenta violarla 6 robar 
la", son meras repeticiones del inciso 8 sobre la 
defensa lej^ítima, pues en ambos casos existen las 
tres cualidades requeridas para eximir de pena al 
que obra en defensa propia, ó de sus derechos, & 
saber: agresión ilegítima, necesidad racional del me- 
dio empleado para repelerla, y falta de provoca- 
ción suficiente por parte del que se defiende; y no 
se puede negar que el que rechaza la invasión de 
otro ' á su domicilio, y la mujer que defiende su 
honor, obran en el límite de sus derechos. Por lo 
tanto esos dos incisos son inútiles y han podido 
suprimirse. 

De los incisos 9 y 10, referentes, el primero á 
la defensa personal, y el segundo álade extraños^ 
ha .podido hacerse uno solo, pues el fundamento 
de la ayuda permitida en ellos, no son los Vínculos 
de parentesco, sino razones de necesidad y justicia. 

Las demás causas eximentes de pena son per- 
fectamente acertadas, y no puede hacerse al res- 
pecto observación alguna. 

En esta materia, el Proyecto Tejedor era muy 
deficiente, siendo sus disposiciones una mera re- 
petición de lo que al respecto dispone el Código 
Bávaro. Salta á la vista la falta de método en la 
exposición, y con respecto á la defensa legítima 
hay un casuísmo inútil en los diez extensos artícu- 
los que se ocupan de ella (152 á 161). 

No obstante, el Proyecto contiene disposiciones 
muy aceptables. Tal es la que prescribe que, cuan- 
do los menores de diez aftos, ó los locos, ó imbéciles, 
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etc., etc., cometan algfun delito, sean colocados en 
casa destinada al efecto, ó entregados á sus familias. 

La misma disposición á que hacemos referencia 
en el párrafo último, erige en causa de exención de 
pena la sordo-mudez^ cuando el que padece de ella 
no haya rfcibido la educación conveniente para 
conocer la criminalidad de sus actos^ni sido ins- 
truido de las penas impuestas por la ley positiva, 
y cuya irresponsabilidad esté fuera de duda. En 
seguida agrega que los sordos^mudos podrán ser 
castigados como los menores de diez ocho aflos y ma- 
yores de doce; es decir, considerando ese defecto físi- 
co como una causa de atenuación de la pena. 

Sin entrar á examinar los argumentos en que 
abundan los penalistas, que opinan en pro y en contra 
dé esa causa de exención mencionada, solo haré notar 
que los Códigos Penales mas dignos de respeto que 
hay actualmente, han consagrado, según los casos, 
la exención ó atenuación de imputabilidad, y por con- 
siguiente de pena, respecto del sordo-mudo. 

El Código Penal Italiano dispone en el § 1 de su 
art. 67: *^No es imputable el sordo-mudo que no ha 
cumplido catorce años. ^*En el § 2 determina la mayor 
ó menor atenuación que existe según la edad del sor- 
do-mudo. Finalmente, según el§ 3, *'Cuando resul- 
te que el sordo-mudo no ha obrado con discernimien- 
to, se le aplica lo dispuesto en el §3, art. 64'* (que 
autoriza al Juez para ordenar su colocación en un es- 
tablecimiento de educación ó de corrección hasta la 
mayor edad). ^^Ental caso, agrega el art. 67, la dura- 
ción de la estancia en una casa de corrección ó de 
educación no podrá exceder de doce aflos^ si el sordo 
mudo es mayor de veintiuno •'. 

El Código de los Paises Bajos dispone en su art. 
37, que traducimos literalmente: *'E1 que cometa un 
hecho que no pueda serle imputado, á causa del 
desarrollo incompleto ó de la turbación achacosa de 
su inteligencia, no será punible.'^ 
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*'Si es evidente que el hecho cometido no pue- 
de serle imputado á causa del desarrollo incompleto, 
ó de la turbación achacosa de su inteligencia, el Juez 
puede ordenar que sea colocado en un hospicio 
de alienados durante un tiempo de prueba, cuya du- 
ración no exceda de un aflo." 

Y no hay duda de que el sordo-mudo no ha al- 
canzado su completo desarrollo, ni intelectual, ni fí- 
sico. 

Apoyado en las respetables citas que acabo de 
hacer, y que constituyen parte de la mejor legis- 
lación conocida, no temo afirmar que el Proyecto 
Tejedor ha estado poco menos que en lo exacto al 
ocuparse de la sordo-mudez en los téminos que an- 
tes hemos visto. 

Me he detenido mas de lo acostumbrado, porque 
ni en el Código vigente, ni en el Proyecto de losDres. 
Pinero, Ri varóla y Matienzo se encuentra incluida la 
sordo-mudez como causa de exención, ó atenuación 
de pena. 

El art. 82 sanciona una injusticia notoria, pues 
determina que sufrirá de uno á tres meses de arres- 
to el que en estado de legítima defensa hiriese ó 
matase á alguno, y no diera aviso del suceso, ú ocul- 
tare este á la autoridad. Esto nó tiene fundamento 
razonable, pues so pretexto de facilitar la acción de 
la justicia no es propio extremar el rigorismo de la 
ley hasta ese punto. 

El Título Cuarto ^*De la atenuación de las pe- 
naSy^' enumera en su art. 83 las diversas circunstan- 
cias que corresponden al epígrafe expresado. 

En el inciso 2^ de ese artículo 83 me permitiré 
observar su segunda parte^ por la que se establece 
que la mayor edad de setenta aflos sirve de cir- 
custancia atenuante. De acuerdo con lo que expuse 
al tratar de la pena, creo que la senectud no debe 
influir, considerada en general, para atenuar la 
pena, Si el anciano delincuente es decrépito ó sufre 
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de alguna irregularidad en el ejercicio de sus fa- 
cultades mentales á causa de su avanzada edad, 
de manera que no pueda darse cuenta del hecho 
cometido, extará exento de pena, de acuerdo con el 
inciso 1^ del art. 81, que exime de ella, cuando *^el 
acto ha sido resuelto en una perturbación cualquie- 
ra de los sentidos ó de la inteligencia, no imputable 
al agente, y durante el cuan éste no ha tenido 
conciencia de dicho acto, ó de su criminalidad. 
Si no se han llenado las condiciones necesarias 
para eximir de responsabilidad criminal, él tendrá á 
su favor una atenuante, no por su edad, sino por el in- 
ciso 1^ del art. 82. Mas, si el anciano ha tenido la su 
ficiente capacidad para determinarse deliberada y 
conscientemente á ejecutar el delito, y la fuerza ó vi- 
gor físico necesario para realizarlo, no hay un motivo 
lógico que induzca á establecer especialmente en su 
provecho una causa de atenuación. 

El inciso 6^ está incluido en el 1^, pues en él se le- 
gisla un caso en que no hay completa exención de 
responsabilidad. 

Prescribe el inciso 7^, que será también atenuan- 
te ^'cualquiera otra circunstancia análoga á las an- 
teriores". Esta disposición es, en principio, reco- 
mendable, pues dá al criterio judicial mayor campo 
de apreciación que la enumeración taxativa de las 
particularidades que puedan ser causas de atenuación 
en la penalidad; pero únicamente permite tomar en 
cuenta las circunstancias semejantes á las enuncia- 
das en los seis iíicisos anteriores, lo cual ha sido criti- 
cado por algunos, á juicio de los cuales esa restricción 
es inconveniente. En cambio, otros sostienen que la 
disposición que examinamos es perjudicial, aún en los 
términos en que existe, norque dá lugar á injusticias, 
yaque en ocasiones se vean atenuantes donde real- 
mente no las hay, y vice versa. 

Entre estas opiniones extremas, nos quedamps 
con el inC; tal cual está^ pues si bien no satisface 
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completamente, porque ambas críticas tienen algo 
de verdad, tiene á su favor el haber adoptado el 
único término medio aceptable. 

En diversas partes el Código prescribe circuns- 
tancias atenuantes aplicables á casos particulares: 
tales son el sexo y la minoridad en lo relativo á 
la pena de muerte. El Proyecto Tejedor adolece 
en esta parte de los defectos que hicimos notar en 
él, al ocuparnos de las causas que eximen de 
pena. 

La atenuación por causa de la edad del delin- 
cuenteestá extensamente legislada en siete artículos^ 
que establecen medidas de corrección páralos meno- 
res^ las cuales están de acuerdo en su espíritu con las 
últimas soluciones dadas por los penalistas en esta 
materia. 

A diferencia de lo dispuesto por el anterior, 
el Título Quinto del Código vigente, que trata de la 
agravación de las penas, no admite la regla analó- 
gica, y enumera taixativa y excluyentemente. en sus 
disposiciones. 

Respecto del inciso 1^ del art. 84, que dá el 
carácter de agravante al hecho de ser la víctima 
pariente del ofensor hasta el 2^ grado, ó estar el 
victimario obligado á un respeto particular hacia 
aquél, por ser su tutor, superior, maestro, etc. — , 
se ha criticado lo absoluto de sus términos. En efec- 
to, esta disposición tomada del Código Español, 
no tiene como su correlativa de éste, la agregación 
á que se refiere la crítica, y que es la siguiente: 
<Esta circunstancia la tomarán en consideración 
los Tribunales, para apreciarla como agravante ó 
atenuante, según la naturaleza y los efectos del 
delito''. La cualidad de padre ó de hijo, por ejem- 
plo, no siempre puede tomarse y apreciarse de la 
misma manera, y varía según el carácter y gra- 
vedad de la acción; y así, en ciertos delitos con- 
tra la propiedad, como lo veremos mas adelante, 



Digitized by 



Google 



— ao8 — 

el parentesco hasta el segundo grado es causa de 
exención de pena. 

Los 19 incisos restantes del art. 84 consagran 
disposiciones 'bastante acertadas, como puede com- 
probarse con su simple lectura. 

El inciso 20 enuncia como agravante la reinci- 
dencia en delitos de la misma especie, cuya noción 
exacta daba el Código de la Provincia de Buenos 
Aires en su art, 179, disponiendo que seria considera- 
do reincidente, y castigado con mayor severidad, *'el 
que después de sufrir una pena, cometa nueva y vo- 
luntariamente dentro de los diez años siguientes un 
crimen tie la misma especie''. 

El sistema seguido por el Código vigente en el 
artículo que estudiamos, es el aconsejado por la cien- 
cia penal como el mejor; porque librar á la aprecia- 
ción judicial el carácter de las circunstancias agra- 
vantes, ó autorizarlo para emplear la interpretación 
analógica respecto de las mismas, es dar á la justicia 
un poder que, á ser ejercido por jueces poco rectos, 
conduciria á menudo á funestos resultados. Además, 
el Código ha hecho una enumeración bastante com- 
pleta. 

De la reiteración se ocupan los artículos 85, 86 
y 87, que contienen graves y numerosas incorrec- 
ciones. 

El sistema que adopta, por regla general, la acu- 
mulación de las penas en el caso de reiteración, es el 
mas aceptable. El art. 85 lo establece, cuando se tra- 
te de delito de diferente especie, y el art. 86 lo re- 
chaza en el caso de infracciones de la misma especie, 
consagrándose asi una diferencia que en manera 
alguna puede justificarse. Mas aún, si el legislador 
quiso rechazar en un caso el sistema y adoptarlo 
en otrO; para ser lógico debió prescribir la acu- 
mulación en los delitos reiterados de la misma es* 
pecie, en los cuales las penas, que son de la misma 
clase^ facilitarían considerablemente la acumulación, 
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pues para ello bastaría una simple suma aritmética. 

El Código no ha establecido una escala de re- 
ducción de penas, como lo ha hecho el de los Paises 
Bajos, y por esto determina que no se efectuará 
la acumulación, cuando ella sea imposible por la 
naturaleza de las penas, ó por exceder del máximun 
legal la suma resultante de la acumulación^ en cuyo 
caso se aplicará la pena del delito mayor, agravándo- 
la con las adicionales que fuese posible (art. 85). Este 
es otro de los defectos importantes que se pue- 
den señalar al Código en esta parte. 

El mismo art. 85 sanciona otro error mas en su 
últimadisposición, que prescribe: *'Sino fuese posi- 
ble acumulación alguna por la diversa clase de las 
penas, el delito menos grave será circunstancia agra- 
vante del mas grave '\ No hay motivo alguno para 
excluir en la consideración que se establece, los deli- 
tos que tienen un carácter intermedio entre el mas 
grave y el menos grave, y los cuales quedan sin casti- 
go alguno á causa de esta disposición. 

El art. 86, si bien no acepta el principio de la acu* 
mulación, no adolece del grave defecto que hice no- 
tar en el último párrafo del art. 85, pues determina 
que en la reiteración de delitos de la misma especie, 
**se castigará el acto mas grave, y los otros se consi- 
derarán circunstancia agravante. *'Dentro del espí- 
ritu mismo de esta disposición, el legislador ha po- 
dido aproximarse mas á la justicia, determinando que 
los actos menos grave serán considerados como 
otras tantas circunstancias agravantes, y no 
como una circunstancia agravante, solamente; 
porque si los dehtos fueran mas de dos, varios queda- 
rían sin represión^ aplicando la letra del artículo que 
estudiamos, y de este modo se caería en el inconve- 
niente que señalamos en el art. 85. 

No encuentro fundamento racional para excluir 
en absoluto la acumulación délas penasen el caso de 
concurso de varios delitos, como lo hace«l art. 87, 
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Déla materia de la reiteración se ocupaba el 
Proyecto del Dr. Tejedor, en términos análogos á los 
que he criticado arriba. La definición que dá de esta 
entidad jurídica es la que se encuentra en casi 
todos los tratadistas: *'Hay reiteración cuando se en- 
cuentran reunidos en un mismo malhechor, dos ó va- 
rios crímenes no castigados todaviay que deben.ser 
juzgados en un solo proceso, y por el mismo Tri- 
bunal. 

Nada hay que observar al art. 88 del Código vi- 
gente, como no sea en pro de su acertada disposición, 
que ordena á los Tribunales tomar en cuenta las 
agravantes del art. 84, ''teniendo en consideración la 
naturaleza y accidentes del delito^'. 

Después de los títulos correlativos á los que he- 
mos tratado, el Proyecto del Dr. Tejedor legislaba en 
su Título Sesto sóbrela atenuación y agravación 
prudencial de las penas. Aunque es criticable la 
división inútil que ha hecho el Proyecto en esta mate- 
ria, pues todas las disposiciones de este título debie- 
ron ser distribuidas en los dos anteriores (Cuarto y 
Quinto), son realmente dignos del mayor elogio los 
preceptos consagrados en esa parte, que siguen el 
vsistema aconsejado como el mejor, y que consiste en 
enumerar circunstancias de carácter general^ dando 
reglas amplias que abarquen todas las incidencias y 
particularidades que ocurran en el delito, ya sean 
personales ó de hecho. El art. 185 de este Proyec- 
to (numeración del Código de Buenos Aires), ordena 
al juez tomar en cuenta la naturaleza de la acción en 
si misma, y la mayor ó menor criminalidad de la in- 
tención. Los arts. 187 y 188 están literalmente 
transcritos, con excepción del inciso 4 de este último, 
en el Proyecto de los Doctores Pinero, Rivafola y 
]\íatienzo(arts. 63 y 64). Es pues, lo repetimos, dig- 
no de especial mención el Proyecto Tejedor en esta 
materia; y es de sentir que esas disposiciones no fi- 
guren en el nuestro. 
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Sobre la prescripción legisla el Título Sesto del 
Código vigente. 

En el art. 89, inc. 2^^ se establece que el derecho 
de acusarse prescribe á los diez aftos, por delitos 
que tengan pena de presidio ó penitenciaria por tiem- 
po determinado. De ahí resulta que el tiempo de la 
prescripción para acusar es el mismo, tanto en un de- 
lito que merezca 15 años de presidio, como en otro al 
que corresponda imponer solamente 3 aflos de peni- 
tenciaria; lo cual es poco lógico. Para determinar 
un plazo equitativo, y quesé concilie en todos los ca- 
sos con la proporción, ha debido establecerse el mis^ 
nio tiempo con que se castiga el delito, mas un tanto 
de aquel. 

En el art. 91, la frase *'para las penas", — ha debi- 
do cambiarse por esta ú otra equivalente: ''para la 
ejecución déla sentencia''; pues de otra manera seria 
imprescriptible la pena en delitos en los cuales no se 
hubiera empezado á cumplir aquella, una vez dicta- 
da la sentencia. 

El art. 92 determina que «si antes de vencido el 
término comete el reo otro delito de la misma espe* 
cié, ó que merezca igual ó mayor pena,, la prescrip- 
ción queda sin efecto > . Este artículo ha debido ex 
tenderse á todo caso en que el reo cometa delitos de 
cualquier clase ó importancia, pues no hay funda- 
mento aceptable que esplique la restricción que se 
consagra en esa disposición. 

Los demás artículos de este título contienen 
preceptos perfectamente acertados. 

El Proyecto Tejedor legislaba la prescripción 
en términos poco aceptables. El Proyecto de los 
Dres. Ugarriza, Villegas y García reformó en parte . 
las disposiciones de aquél, cuyas reformas ha se- 
guido el Código actual. 

Vamos á pasar al examen particular de cada 
delito. 

El Libro Segundo del Código tiene por rubro: 
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«Délos delitos y sus penáis'^ y se divide en dos 
Secciones, la primera de las cuales lleva también 
como epígrafe: «De los delitos y sus penas^^; lo cual 
es una incorrección, pues la parte no puede ser 
igual al todo. 

En el primer título, Sección Primera, «Delitos 
contraías personas'', legíslanse los delitos de ho- 
micidiOj infanticidio^ aborto y duelo: faltando el 
de lesiones corporales, que impropiamente se trata 
aparte, en el Título Segundo. 

Del homicidio se ocupa Capítulo Primero, en 
los arts. 94 á 99. 

La pena de muerte está establecida en el in 
císo 1^ del art. 94 para «el que á sabiendas mata 
á su padre, madre ó hijo legítimo ó natural, ó á cual 
quier otro ascendiente, descendiente ó á su cón- 
yugue, si no concurriere circustancia atenuante 
alguna.» El Código, con todo acierto á nuestro en- 
tender, ha penado con la mas grave de las conde- 
naciones el delito que reviste mayor procacidad; 
y admitida esa pena, no ha de criticarse por nadie, 
seguramente, que se haya prescripto en el caso 
que estudiamos. 

No obstante esa disposición ha debido esten- 
derse al caso en que la víctima es hermano del 
homicida, pues el parentesco, y especialmente la 
afección, es igual á la mayor parte de los casos 
que comprende el inciso. 

El inciso 2^ del mismo artículo, que reprime 
con presidio por tiempo indeterminado al que co- 
metiese el delito previsto en el anterior, cuando 
concurrieren una ó mas circunstancias atenuan- 
tes, es criticable por haber determinado una pena 
fija sin consideración al carácter de las circuns- 
tancias que existan; sancionándose el absurdo de 
equiparar al criminal, que tenga á su favor una 
atenuante de mínima importancia, con el que tu- 
viere varias de mayor consideración. 
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El art 95, castiga con la pena de muerte al que 
matare á otro ^'por precio ó con alevosía, ó por me- 
dio de veneno, incendio ó descarrilamiento siempre 
que no haya circunstancia atenuante alguna.'' El 
delincuente que se vale de los medios enumerados 
para dar muerte á su víctima, revela falta absoluta 
de los mas elementales sentimientos humanitarios, y 
una atrocidad solo propia de las fieras. Tales indivi* 
dúos, cuando nada atenúa su crimen, deben ser eli- 
minados por completo de la sociedad en que se 
encuentran; y el medio radical y que produce para 
ello los mejores efectos, es la pena de muerte. 

Cuando hubiere una atenuante^ en el caso del 
inciso últimamente citado, la pena será presidio por 
tiempo indeterminado: inciso 2^, Esta disposición 
adolece de dos graves efectos^ En primer lugar, ha 
debido establecerse una pena divisible, para poder 
determinar con toda proporción el cuantum del cas- 
tigo. A más, ha sido un grave error establecer la 
pena en consideración al número, y no ala calidad 
de las modalidades que puedan existir en el delito. 

El inciso 3 del artículo que estudiamos, y el 
art. 96 en sus cuatro incisos, establecen penas divi- 
sibles (presidio y penitenciaria), si bien incurren en 
el error de determinar su máximun y mínimun de 
acuerdo con el número de las circunstancias (ate- 
nuantes en el inc. 3, art. 95, é incisos 3 y 4, art. 96, 
y agravantes en los incisos 1 y 2de este último). 

No obstante ser malo el sistema observado en 
esta parte por el Código, no puede negarse que, da- 
do el máximun y mínimun de la pena, el juez podrá 
tomar en consideración el carácter de las circuns 
tancias que intervengan, sí bien con la restricción 
que le marca la ley en el número de ellas. Esta ob- 
servación no se ha tenido en cuenta por algunos 
expositores del Código, que opinan que en estos ca- 
sos el juez no podrá atender al carácter, y solo sí al 
número de las circunstancias. 
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El homicidio con provocación grave por parte 
de la víctima, dentro de los casos del art. 96, está 
reprimido en el art, 97 con tres afios de prisión. A 
mas de tener el inconveniente de ser fija la pena que 
se establece en el artículo, ella es demasiado benig- 
na, á nuestro entender. De esto convence la simple 
lectura de los tres incisos del art. 119, en el cual se 
castigan las lesiones corporales que revisten mayor 
gravedad^ aplicándose hasta diez años de penitencia- 
ría. No hay realmente proporción en er castigo de 
ambos delitos, pues en el art. 97 se reprime al que 
quita á otro el mayor de los bienes, la vida; en tan- 
to^ que en las disposiciones del art. 1 19 se reprime 
solo la pérdida de algún miembro, etc., etc. 

El art. 98 legisla los casos de homicidio en riña 
ó pelea, en que toman parte mas de dos personas. 
El inciso 1^ es una repetición de principios estable- 
cidos por el Código, pues determina que ^^si constase 
quien ó quienes dieron la muerte^ sólo él ó ellos se- 
rán castigados como homicidas; y como cómplices 
los otros que estuvieron de su parte.'' 

Es perfectamente aceptable la disposición del 
inciso 2^ que prescribe^ que si la muerte se .produje- 
re por el número de heridas, no siendo mortal nin- 
guna, los autores de ellas serán castigados como 
homicidas, con el mínimunde la pena señalada para 
este delito. 

El inciso 3^' según el cual si no constase quien 
ó quienes infirieron las heridas, todos los autores de 
estas sufrirán uno ó tres años de prisión,— prescribe 
un castigo demasiado leve, no solo por el tiempo, 
sino también por la intensidad de la pena. 

El art. 99 reprime con uno á tres años de prisión 
el acto de disparar intencionalmente una arma de 
fuego contra una persona, sin herirla. ''Esta pena 
se aplicará, agrega el artículo, aunque se cause he- 
rida á que la ley señale pena menor, siempre que el 
hecho no importe un delito mayor''. Si bien la pena 
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es severa, dado que el hecho producido no causa 
perjuicio directo, ella está justificada porque tiende á 
impedirlos abusos que se cometen con el uso de esas 
armas, y á prevenir cualquiera desgracia que podia 
producirse en la persona del agredido, ó de cualquier 
extraño. Se ha observado por otros, con toda razón, 
que la colocación dada á este artículo es impropia, 
pues sus disposiciones nada tienen que ver con las 
del homicidio, de cuyo capítulo forman parte. 

Respecto del delito que acabamos de examinar 
en los artículos anteriores, puede notarse que se pre- 
veen sus distintos casos en el Código, sin descender 
al casuismo. Su represión es, en general, demasia- 
do benigna; y considero que, salvo los arts. 94 y 95, 
el legislador ha debido ser mas riguroso, puesto que 
en esta parte se castiga al mas grav-e 4e los delitos 
comunes. 

El Proyecto del Dr. Tejedor dividía esta mate- 
ria en tres capítulos, cada uno de los cuales corres- 
pondía respectivamente al homicidio simple, al asesi- 
nato y al parricidio. Esta clasificación ha sido jus- 
tamente criticada^ pues esas tres calificaciones no 
significan en realidad crímenes diferentes, sino el 
delito de homicidio que varía á los efectos de la re- 
presión en atención á los medios que se hayan em- 
pleado para cometerlo, ó á los lazos de parentezco 
que ligan á la víctima con su victimario. No es 
conveniente hacer divisiones que, á pretexto de ca- 
racterizar delitos, crean entidades antijurídicas que 
pueden agruparse bajo una misma denominación, 
pues se desnaturaliza el verdadero delito y se intro- 
duce la confusión en el estudio de sus caracteres. 

El mismo Proyecto castiga con prisión de uno 
á tres años al cónyugue que sorprendiendo en adul- 
terio á su consorte, dá muerte en el acto á ésta ó 
á su cómplice, ó á los dos juntos, y á los padres 
y hermanos mayores que dan muerte á los que ya- 
cen con sus hijas ó hermanos menores de edad, en 
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el acto de sorprenderlos infraganti. Creo mas acer- 
tadas las disposiciones del Código vigente sobre 
este punto (art. 81, incisos 12 y 13), pues el estado 
de furor ó irritación en que se encuentra el cónyu- 
gue, padre ó hermano, según los casos, en presen- 
cia de la afrenta que se le infiere, es de tal manera 
intensa, que le hace perder la conciencia de sus 
actos; y es en virtud de esa consideración, que las 
citadas disposiciones eximen totalmente de pena & 
los expresados. 

Respecto del homicidio en riña, establece 
el Proyecto Tejedor, á diferencia del Código vi- 
gente, que si las heridas que causaron la muerte, 
son mortales, no intrínsecamente sino en .razón 
de su reunión, se procurará en lo posible propor- 
cionar el tiempo de la condena á la gravedad é 
importancia de inferidas por cada uno de los auto- 
res de ellas. En principio, esto es lo mas equita- 
tivo, pero no es lo mas justo. En efecto, adoptado 
el precepto del Proyecto Tejedor, á cada coopartí- 
cipe le correspondería una pena proporcionada al 
daño que infirió; pero entonces se castigarían las 
heridas y no el homicidio, lo que no sería propio, 
porque el delito es este último y no las lesiones 
corporales. 

Según el mismo proyecto, cuando se inferían 
una ó varias lesiones y sobrevenía la muerte, no por 
la gravedad de la herida, sino por cualquiera otra 
causa, (uso de medicamentos nosívos, etc., etc.) el 
culpable debía sufrir una pena menor (prisión), que 
la establecida para el homicidio. Aun cuando este 
principio no existe explícitamente en el Código ac- 
tual, la jurisprudencia lo ha incorporado de hecho á 
la legislación, y los jueces lo tienen siempre en 
cuenta. 

Por lo demás, la penalidad que determina el Pro- 
yecto Tejedor, es, en general, mas severa que la 
del Código vigente, aunque adolece del gravísimo 
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defecto de ser fija en muchas disposiciones, A veces 
el Proyecto revela una rigidez excesiva. Tal es 
la disposición que castiga al parricida con la pena de 
muerte, en iodos los casos^ y sin que pueda haber 
excusa alguna. 

Del infanticidio se ocupa el Código vigente en 
el Capítulo Segundo del título Primero ya mencio* 
nado. 

Hemos visto antes el rigor con que el Fuero 
Juzgo castigaba este delito. El Código ha conserva- 
do en parte ese rigor, pues el infanticida puede ser 
condenado, según el caso, hasta con la pena de muer- 
te (art. 101). 

Sin embargo, existe una disminución conside- 
rable para el caso en que el delito se cometa por el 
móvil y en las circunstancias que especifica el art, 
100, que reprime con penitenciaría por tres áseis 
afios á 'ia madre que por ocultar su deshonra come- 
tiese infanticidio en la persona de su hijo, en el mo- 
mento del nacimiento ó hasta tres dias después, y á 
los abuelos maternos, que para ocultar la deshonra 
de la madre, cometiesen el mismo delito.-'' En- 
contramos bien pensada esta disposición. La mu* 
jer honesta que, ahogando la mas fuerte de las 
afecciones, la maternidad, da muerte á su hijo, obra 
impelida por causas tan poderosas, que el legislador 
no ha podido menos que tenerlas presente. En ab 
soluto, y atendiendo' ala moral del hecho en sí, el de- 
lito permanece el mismo, con todos sus caracteres 
de atrocidad; pero el Código Penal, que se dá para 
una sociedad cuyas ideas, sentimientos y costumbres 
no siempre están en completo consorcio con aquella, 
debe tener en cuenta esos hechos, so pena de ser 
inconsistente. 

Mas aún, opino que la ley ha debido ir mas allá 
todavia, y extender la disposición del artículo 100 
al hijo, y al hermano de la mujer honesta. 

El art. 101 es inútil. Si la madre, ó el abuelo ma- 
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temo nc obran en virtud del móvil y en el tiempo de- 
terminado expresamente en elart. 101, desaparecen 
las razones que ha tenido en vista el legislador, y el 
delito de infanticidio toma el carácter general de un 
homicidio, para el cual deben regir, según los casos, 
los arts.94,95 ó 96 del capítulo anterior. 

El Proyecto Tejedor castigaba con mucha ma- 
yor suavidad este delito, en lo cual no es recomen- 
dable. 

El aborto criminal está legislado en el capítulo 
Tercero. 

El art. 102 determina las penas de penitencia- 
riay prisión; atendiéndose para imponerlas, encada 
caso, alas circunstancias de haber ó no existido vio- 
lencia sobre la mujer embarazada, y el haber esta 
consentido, ó no en el aborto. 

La violencia es la agravante en cuya virtud se 
impone penitenciaria, lo que ha sido criticado por al- 
gunos, que sostienen que ese medio no ha debido 
erigirse en causa de tan importante elevación en la 
penalidad, con respecto á los demás casos que legis- 
la el artículo. No encuentro fundamento serio á esta 
crítica; pues en muchos casos el medio empleado 
constituye la circunstancia de mayor consideración: 
tales son los enumerados en el inciso 1^ del artículo 
95, en los que se impone la pena de muerte, preci- 
samente en atención al medio de que se puede valer 
el criminal para ejecutar los hechos allí previstos. 

El art. 103 castiga con arresto el aborto por 
culpa ó imprudencia. Esta disposición es innece 
saria, desde que el Código ha establecido principios 
sobre la culpa aplicables á todos los delitos, en su 
parte general. A mas, la pena prescripta en el art. 
que examinamos es demasiada leve, puesto que el ca- 
so que se legisla es de culpa grave, la que en el art. 18, 
inciso 2^ tiene marcado arresto hasta un año, en 
tanto que en el art. 103 elmáximunesde seis meses 

El art 104 dispone: «La mujer que violenta- 
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mente causare su abort( 
persona se lo cause, será 
años de prisión; y siloh 
honra, con el minimun d 
No obstante la letra del 
que no basta el consentí 
sea penada, sino que es n 
delito se haya consumado 
digo no reprime la intenc 
sino cuando ella se mani 
nos, que impliquen realme 

Creo que la disposici 
rece solo á la madre en 1 
es poco justa, y que ha 
del abuelo, á los pariente 
diar el art. 100. 

El art. 105 castiga co 
seis años é inhabilitación 
médicos, parteras, etc., et( 
cia ó arte p^ira procurar a 
éervar á esta disposición 
gio, por la acertada prop 
nalidad con el carácter de 
vienen en el hecho. 

El art. 106 ordena ap 
de penitenciaria, cuando 1 
causar el aborto hubiesen 
la mujer. A mas del defe 
parte un castigo fijo, el Có 
parar el caso del inciso 1 
sobre la mujer para caus£ 
de la paciente; lo cual es p 
diferencia que hay entre 

Atendiendo en gener 
delito, puede notarse que 
benigno, dado el carácter 
cuencias. 

Mas benigno aún que 
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Proyecto del Dr. Tejedor, por cuya razón es sucep- 
tibie de la mas severa crítica. 

El duelo se reprime en el Capituló Cuarto del 
Código. 

La disposición del art. 107 es digna del mayor 
encomio. La intervención que dá á la autoridad 
policial ó judicial, que tuviere noticia de estarse con- 
certando un duelo, podrá prevenir, que en mas de un 
caso, aquel se lleve á cabo. 

El Código establece, en general, mayor pena 
para los que se batan sin la intervención de padrinos 
mayores de edad, que elijan las armas y arreglen las 
demás condiciones del desafío, para que los duelistas 
llenen las condiciones precitadas. Esta es una 
distinción perfectamente recomendable, en conside- 
ración á las diferentes circunstancias y garantías de 
igualdad que rodean al hecho en cada caso. 

Impropiamente se establece en el inciso 1^ del 
art. 108, que en caso de duelo realizado con inter- 
vención de padrinos mayores de edad, etc., se im- 
pondrán á los combatientes arresto de seis meses 
á un afio, si no resultare muerte ó heridas graves; 
pues según el inc. 3 del art. 109, referente al duelo, en 
queno se hubieren llenado las expresadas condiciones, 
se reprime á los adversarios con arresto de tres á seis 
meses solamente, en el mismo caso; es decir, cuan- 
do no resulte muerte ó heridas. Estas disposiciones 
son inconciliables con el principio general aceptado, 
y á que hacemos referencia en el párrafo anterior. 
; El resto de las disposiciones de los arts. 108 y 
108 se explican por si solas. 

La instigación á provocar á duelo, ó á aceptarlo, 
y el desacreditar públicamente á otro por no desa- 
fiar, ó por rehusar un desafío, se castiga con toda se- 
veridad en el art. 110. Aún cuando el legislador se 
ha mostrado considerablemente riguroso, está plena- 
mente justificado por el elevado propósito que ha te- 
nido eiv vista al determinar esa represión. 
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El temor que tiene mas de un indi 
se tome su abstención á provocar ur 
aceptarlo, por pusilanimidad ó cobardía, 
dera causa de muchos duelos; y el Códi 
perfectamente al castigar con todo rig 
na que dá lugar á que se realice el des 
ditando, etc., al ofendido y obligándolo r 
contrariar sus propias ideas, para evi 
guiente sanción social de los demás. 

El art. 111 castiga con prisión, peí 
presidio, según los casos, al que proví 
un desafío, proponiéndose un interés 
otro objeto inmoral. Nada tengo que 
contra de las disposiciones de este ar 
cuales ia represión guarda la mas ace 
cionalidad con los hechos. 

Lo mismo diré de los arts. 112, 113, 
y 118, cuyas disposiciones excuso menc 
ser ello necesario á mi propósito. 

El art. 115 dispone: ^*E1 que se 
grave ofensa inferida á su esposa, p; 
sufrirá la pena inmediatamente inferió 
ladas en los artículos anteriores." S 
omisión involuntaria, ha podido faltar 
la enumeración del artículo; y pienso 
debieron incluirse en ella á los hern 
manas. 

El Proyecto del Dr. Tejedor, del ci 
nuestro Código la mayor parte de si 
nes, con excepción de la penalidad, 
menos rigor el delito que examinamc 
lo cual nos parecen mejores los prec 
digo vigente; no solo porque la ma 
las penas que señala el Proyecto S( 
también porque consideramos, que 1 
actual se ha puesto en el término me( 
table, que hay entre las antiguas le;j 
seguían con excesiva severidad este 
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partidarios de la teoría que sostienen que el duelo 
no debe ser reprimido. 

Es indudable que el Código ha procedido bien 
al mantener las disposiciones que dan al duelo el 
carácter de delito, y que lo castigan como tal. En 
la práctica, la decidla de la Policía á veces, y del 
Ministerio Fiscal otras, es causa de que tengan 
esas disposiciones pocos resultados positivos. 

En una sociedad política bien constituida, nadie 
debe buscar ni en su fuerza, ni en su valor, ni en su 
destresa el castigo de una ofensa. 

Para desprestigiar el duelo ante la sociedad 
es una medida acertada acompañar ciertos me- 
dios preventivos á la represión; y nuestro Código 
lo ha hecho en sus arts. 107 5^ 110. 

Pero hay otro medio cuya aplicación seria de 
mas eficacia, y que consiste en combatirlo direc- 
tamente, suprimiendo su causa eficiente. Elevando 
la penalidad en los delitos de calumnias é injurias, 
y haciendo rápida y segura la acción de la justi- 
cia por medio de un precedimiento adecuado, se 
conseguiría que los agraviados en su decoro per- 
sonal tuviesen mas confianza en los Tribunales 
y en las leyes, y que dejaran de hacerse justicia 
por sí mismos. De esta manera se tendrían en 
poco tiempo benéficos resultados, y la sociedad 
cambiaría en el modo de considerar á los duelistas. 

El Título segundo legisla sobre lesiones corpo- 
rales. 

Antes hicimos notar que Cbte delito está tratado 
aparte del Título Primero, que se ocupa de los de- 
Utos contra las personas; en lo cual hay una grave 
incorrección, pues solamente contra las personas es 
que se pueden cometer las lesiones corporales pe- 
nadas por la ley. 

El art. 119 castiga con penitenciaria por seis á 
diez aflos (inc. 1^), ^^al que sacare á otro los ojos, ó 
lo castrare,*' y con tres á seis años de la misma pena, 
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^^la mutilación de otro miembro ú órgano principal 
del cuerpo" (inc. 2^), ó '^si de resultas de las lesiones 
quedare el ofendido, demente, inútil para el trabajo 
impotente, impedido de algún miembro principal, ó 
notablemente deforme" (inc. 3). 

Si bien las penas enunciadas son severas, guar- 
dan proporción con la gravedad de los hechos que 
reprimen, y especialmente, en el caso del inciso V, 
con (a perversidad del criminal: elemento que siem- 
pre debe tenerse en cuenta. ^ 

Pienso que se ha debido establecer alguna di- 
ferencia en la penalidad en los inc. 2 y 3, porque indu- 
dablemente son mas graves los hechos que se cas- 
tigan en el último de estos. 

Las lesiones no comprendidas en el artículo 
anterior se castigan en el art. 120 con prisión y 
arresto, según que la lesión produzca, ó no respec 
tivamente, incapacidad para el trabajo por mas de 
un mes. Esta base que ha tomado el Código para 
determinar la represión, ha sido justamente crítica- 
da; proponiéndose en cambio una pena cuyo má- 
ximun y mínimun sean lo mas distante posible para 
que el juez pueda apreciar debidamente todas las 
circunstancias del delito. Es de advertir que para 
que haya congruencia con el art. 119, el máximun 
que se proponga no debe exceder de tres años, que 
es el mínimun de la duración fijada á la penalidad 
que castiga las lesiones de carácter grave. 

Según el art. 121, si una persona fuese herida 
por varios en riña, y no se pudiere saber quien fué el 
autor de la herida, se aplicará á todos los que pelea- 
ron contra la víctima, el mínimun de la pena seña- 
lada para el delito. Este es un buen principio que ya 
hemos visto establecido de una manera análoga en 
el homicidio. 

El Proyecto del Dr. Tejedor es sumamente ca- 
suista en la materia que estudiamos, y señala una 
represión inconveniente, pues la mayor parte de las 
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veces las penas son fijas. No hay en él un método 
ordenado en la exposición, aunque en general el sis- 
tema que adopta es el que ha seguido el Código vi- 
gente: se tiene en cuenta la iipportancia de la lesión, 
ó del órgano afectado y el tiempo que aquella inca- 
pacitó para el trabajo al ofendido. 

Este Proyecto establecía en su art. 243 (numera- 
ción del Código de Buenos Aires), la acción privada 
por las lesiones que se infiriesen los cónyuges; excep- 
to cuando la lesión tuviese señalada pena de presidio 
ó penitenciaria. Creo que esta disposición es inacep- 
table, y que no ha debido restringirse el ejercicio de 
la acción pública en este delito. Hay que tener pre- 
sente, que el Dr. Tejedor reprimia solo con prisión 
las lesiones que causaban la privación del uso de la 
palabra, de la vista de los pies, etc. — art. 236-; y no 
es posible sancionar la impunidad en semejantes ca- 
sos. 

Aparte de la anterior, existia una razón de orden 
práctico, cuya importancia es imposible desconocer. 
En los matrimonios contraidos por gente del pueblo, 
que son el mayor número, el marido adquiere ordi- 
nariamente una autoridad ilimitada sobre la mujer, 
hasta el punto de que esta, aún á riesgo de conti- 
nuar soportando gravísimas lesiones, como las que 
enumera el árt. 236 citado, no se atreve en muchas 
ocasiones, á querellarse contra su victimario. Y es- 
to, que ocurre actualmente adiado, ocurría también 
en la época en que rigió el Código á que hacemos re- 
ferencia. 

No había, pues, á mi entender, razón satisfacto- 
ria para establecer la disposición del art. 243 del Pro- 
yecto Tejedor que estudiamos. 

La legislación vigente, á diferencia del Proyecto 
Tejedor, no reprime la ayuda en el suicidio. 

En el Título Primero, que trata de los delitos 
contra la vida, ese proyecto castiga con prisión, pe- 
nitenciaría y presidio, según los casos, al que pres- 
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tare á sabiendas al suicida los instrumentos, ú ob- 
jetos necesarios para que pudiese quitarse la vida, 
y al que cooperase personalmente en el hecho. 

Pienso que el Código vigente ha debido repri- 
mir también esos actos, como también al que insti- 
gare á otro á suicidarse; pero todo ello constituye 
verdaderas infracciones, no solo á la moral sino tam- 
bién al orden social existente. 

El Título Tercero del Código actual se ocupa 
de los delitos contra la honestidad, y comprende 
varios Capítulos. 

El Capítulo Primero legisla sobre el delito de 
adulterio. 

Dispone el art 122 que se aplique prisión por 
uno átres años ala mujer que cometa adulterio, y 
á su cómplice, destierro también por uno á tres años. 
El artículo 123 castiga con la pena de prisión arriba 
enunciada, al marido, solo cuando tuviere manceba 
dentro ó fuera de la casa conyugal; y con el mismo 
tiempo de destierro, que prescribe el art. anterior, 
á la manceba codelincuente. 

Varias observaciones sugieren ambos artículos. 

Desde luego, puede notarse que el Código no 
reprime el simple adulterio del marido, y solo sí 
su amancebamiento, en lo que está de acuerdo con 
varias legislaciones extrangeras. Creo que estoes 
perfectamente aceptable, tanto mas cuanto que el 
simple adulterio, en este caso, no produce los de- 
sórdenes que lleva consigo el amancebamiento del 
marido, ó el adulterio de la mujer. 

Respecto del hombre casado que tenga man- 
ceba, no existen ya los mismos fundamentos que 
permitan eximirlo de castigo, pues á las razones 
de orden privado y familiar, que subsisten con ma- 
yor fuerza que en el caso del simple adulterio, se 
unen consideraciones de moral pública, la que pue- 
de verse en ciertos casos seriamente amenaza por 
hechos que implican algo así como una semi-bi^ 
gamia^y á veces una semi-poligamia, 
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Considero acertado el tiempo de duración de la 
pena que se señala en los arts. 122 y 123 para casti- 
gar el adulterio déla mujer y el amancebamiento del 
marido, respectivamente. 

Es digno de crítica el carácter de la pena esta- 
blecida en esos dos artículos para reprimir al cóm- 
plice. El destierro no guarda relación con la natu- 
raleza y especialidad del hecho que se quiere cas- 
tigar; y entiendo que sería mas propio prescribir 
en lugar de él, la misma clase de pena con que se 
reprime al cónyugue delincuente, y determinar el 
tiempo de su duración dentro del máximun indi- 
cado por estos en los artículos 122 y 123. 

En el art. 121 establece que la acción para 
acusar en este delito es de carácter privado, y 
prescribe que deben ser acusados ambos culpables. 
El art. 125 dispone que el cónyugue ofendido puede 
en cualquier tiempo remitir la pena á su consorte, 
debiendo en ese caso perdonar también al cóm- 
plice. 

Nada podemos objetar á las primeras partes de 
estos artículos. 

Dar la acción pública en el adulterio ó exten- 
derla á algunos parientes, como lo hacían las leyes 
Españolas, sería una verdadera imprudencia de la 
le3% cuyos funestos resultados producirían la diso- 
lución de muchas familias. No creo que este delito 
ofende únicamente al cónyuge ultrajado; hay tam- 
bién una ofensa á la familia, y otra á las buenas 
costumbres. Sin embargo de esto, el legislador ha 
procedido con toda cordura en el precepto que es- 
tudiamos del art. 124, pues á mas de lo que dijimos 
antes, hay que tener presente que la tutela públi- 
ca no debe penetrar hasta el hogar doméstico en 
este punto. 

Al permitir al cónyugue ofendido remitir en 
cualquier tiempo la pena á su consorte, el legisla- 
dor ha estado también de acuerdo con los mejores 
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principios. «La Ley^ dicen Chaveau Adolphey Faus- 
*tin Hélie, subordinándola persecución (del delito), 
«á la denuncia del marido, ha querido que pudiese 
«siempre perdonar á su mujer, y que el ejercicio 
«de la acción pública nunca fuese un obstáculo álare- 
« conciliación de los esposos. Seria contradictorio 
«continuar el proceso contraía voluntad del marido, 
«cuando su asentimiento es necesario para comen- 
«zarlo. La sociedad tiene mas interés en la reunión 
«de los esposos que en el castigo de un delito, que no 
«deja trazas que lo hagan cierto y manifiesto para el 
«el público; é importa á las buenas costumbres mis* 
«mas, que un hecho que hiere la santidad del matrimo- 
«niono se convierta en un escándalo público porme- 
«dio del proceso ante los Tribunales y adquiera por 
«el fallo una certidumbre judiciaU. (1) Si á estas 
consideraciones se agrega la que se funda en el inte- 
rés de la familia toda, y en especial de los hijos, se 
comprenderá fácilmente cuan acertado es el precepto 
que examinamos. 

No me parece que está en lo cierto el Código al 
prescribir al cónyuge ofendido la obligación de acu- 
sar (art. 124), ó perdonar también (art. 125)^ al cóm- 
plice. 

Entre los antecedentes legislativos que posee- 
mos, la ley 2, tít. XX, Libro Octavo de la Recopilación 
Castellana, dispone: *'E1 marido no pueda acusar de 
adulterio á uno de los adúlteros, siendo vivos, mas 
que ambos adúltero y adultéralos haya de acusar, ó á 
ninguno. 

En cambio, la ley 21, tít. XXII déla Partida Ter- 
cera, es contraria en su espíritu al precepto anterior. 
Dispone esa ley: ^'Otrosi dezimos, que si alguno fue- 
se dado por quito de la acusación que fazían del por 
razón de adulterio, quede tal juizio como este se pue- 
de aprovechar aquella mujer con quien dizen que lo 



(x)***Ttoria del Código P^nal" (Francés). Tomo IV, pág 3». 
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fiziera; de manera que si después la quisieren acusar 
de aquel adulterio, non seria tenuda de responder,am- 
parándose con aquel juizio que fué dado por el va- 
ron". Luego, pues, lógicamente se deduce que po- 
día ser acusado uno solo de los culpables. 

El Proyecto del Dr, Tejedor nada disponía al 
respecto. De las legislaciones extrangeras, muchas 
de ellas, como la Italiana y la de los Paises Bajos, 
guardan el mismo silencio. 

Comentando el art. 402 del Código Penal Por- 
tugués, el Dr. Silva Ferrao se manifiesta contrario 
á la disposición de ese Código, en cuya virtud el 
perdón de la mujer aprovecha íú adúltero. ''Esta 
'* disposición, dice, no nos parece^ ni conforme á la 
'' moral ni á las conveniencias sociales. 

«El legislador, convierte el hecho individual, 
*' que tiene una significación restrictiva y personal 
'' á uno de los codelincuentes, en otro hecho distin- 
''to. El perdón, no es perdón al criminal, es una amnis- 
'*tíadel crimen, que comprended todos los co-reos, 
**que lo ejecutaron. Es una violencia de la interpreta- 
*'ción y de los efectos que la ley atribuye k la volun- 
*'tadé intención de un gefede familia, que de esta ma- 
*' ñera queda fuera de la protección legal Con ta- 
'' les principios es una imprudencia cualquier pro- 
*' ceso por adulterio. Tenemos, pues, autorizada la 
'* impunidad de un crimen gravísimo y con ella la 
'' toda clase de desórdenes, de crímenes y desmo- 
'' ralizaciones, que son accesorios del mismo crí- 
'' men; todo, independientemente de sus repetiones 
'' y propagación. 

*' Contra el peso de estas consideraciones de na- 
*'da valen para nosotros los ejemplos prácticos se* 
''guidos por algunos Códigos modernos, como el fran* 
'*cés, el Espaftol, eldeCerdefiaydelas Dos Sicilias. 

'*La disposición podria ser tolerada, y aún justi- 
''ficada, si estuviese concebida restrictivamente de 
''acuerdo con el espíritu de la ley romana: Crimen 
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^^adulterio raaritum, retenta in mai 
*4nfiere non posse^ tiemini dubium ( 
^'obvia. No es en consideración de Ve 
^^del perdón, que la ley no presume e 
*4a inocencia de la mujer y de la cal 
^^sación. 

^*Si el marido, después de las 
^'descubrimiento del crimen, contini 
'*na á su mujer de la cohabitación < 
"siente en su deshonra, ó por un docí 
'Ha falsedad ó temeridad de su que 
"protejerála mujer y al pretendido! 

*Toreso las antiguas leyes ron 
" mitían que el marido acusase á su 
" terio, antes de la disolución del 
'' Código Civil Francés, art 272, ir 
" el proceso de la acción durante e 
''siderando que el perdón del mari 
" liación con su mujer deben siemp 
'' como una prueba legal de que el 
"sido cometido.'' 

" El mismo pensamiento se ene 
"digo de Prusia, art. 140.''' 

" Es pues una presunción lega 
"tencia del crimen, deducida del h 
" presumido este mismo del hecho 
" ción. Pero si no existe el hecho de 
^' si la parte de cuya voluntad depen 
" severa en el hecho de la separació 
" neutralizan la presunción, porque 
"cíprocamente." 

"Así el marido que perdona á 
" condición de separarse y de sujel 
" en un convento, debe tener la fa 
" liarse contra el autor de este daño 
" miento de los lazos de familia. L< 
"justO;no es moral." 

(x) L. xx* ff. hoc tít. 
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Con respecto á la segunda parte del art. 402 
citado, el distinguido criminalista agrega: 

^^En el § único del presente artículo agrávanse 
^*los inconvenientes que hemos puesto en evidencia. 
''^No es únicamente prohibido iniciar la acción déla 
**justicia pública por el perdón concedido á la mujer, 
^^aunque no haya reconciliación, sino también es pro- 
^^hibido su continuación, aún contra el có-reo que no 
^^hayasidq perdonado. 

^*E1 marido no puede eximirse, por el desisti- 
^^miento de la querella en favor de la mujer, de la 
'^afrenta de verla sentada en el banco de los criminá- 
bales, sin que deje libre del mismo vejamen, ipso fac- 
ió é ipso jure k\ co-reo. 

**Pero lo que es más, este § en su segunda par- 
^* te prohibe que el marido pueda impedir los efectos 
^^ de la condenación, perdonando á su mujer, porque 
^^ ese perdón arrastra consigo la impunidad del co- 
^' reo. El marido puede querer evitar los inconve- 
*^ nientes de una separación perpetua, preparar las 
^' circunstancias para una reconciliación futura, evi- 
*' tar nuevos crímenes de la misma especie, nuevos 
^^ escándalos, que puede ejecutar la mujer en el lu- 
^^ gar á donde debe destinarse, conforme el art. 401; 
^* pero no puede conseguirlo sino perdonándola, ó 
^' tomándola nuevamente en su compañía. ¿Lo hace? 
^^ ¡El co-reo es puesto en libertad, se queda riendo 
'^ de la triste comedia que ha representado el ma- 
*^ rido, y se dá el terrible ejemplo de la impunidad 
^^ á otros seductores en igualdad de circunstancias! 

*T sin embargo, cesa la única razón de la ley, 
''después de la condenación, pasada en autoridad 
'' de cosa juzgada. El perdón^ no la reconciliación, 
'' ya no puede inducir la presunción legal de la 
'* no existencia del crimen; porque es desmentida 
'' esa significación por la sentencia, que expresa 
*' una verdad legal y positiva en contrario. 

'* La suspensión de los efectos de la condena- 
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^' don en cuanto á la mujer, puede ser justificada 
^^ en favor del matrimonio; pero esta es una razón 
^^ especialísima, con la cual no puede ampararse el 
^^ adúltero, que, por el contrario, para la seguridad 
^^ y tranquilidad de los esposos en favor del ma- 
^^ trimonio^ debe sufrir los efectos de la condena^ 
^^ ción. 

** Podrá, á lo menos, el legislador atenuarle la 
^^ pena, pero siempre apartándolo del lugar del cri- 
^^ men. 

^Este era el derecho vigente en el Reino, sa- 
biamente combinado (^salvo la severidad de la pena), 
en lo dispuesto en el Libro Quinto, título 25, § 4," (1) 

Por la importancia social que la penalidad en- 
vuelve sobre punto tan delicado, y por la gran 
autoridad del sabio lurisconsulto portugués, he 
creido conveniente citar in extenso sus opiniones, 
que á mi juicio ponen fuera de toda duda los in- 
convenientes que ofrece nuestro Código en los arts. 
124 y 125. 

Sin dúdalos autores del Código se han inspirado 
en la ley que antes citamos, de la Nueva Recopila- 
ción y en las doctrinas de la Corte de Casación de 
Francia; pero nos parece que consulta mejor las con- 
veniencias sociales y la moral misma, la opinión que 
sostiene el señor Silva Ferrao. 

El art. 126 dispone que durante el juicio de di- 
vorcio no podrá intentarse la acción penal, la que tam- 
poco podrá ser deducida, si la sentencia civil fuese 
absolutoria. Si se declarase el divorcio por causa de 
adulterio, la sentencia no tendrá efecto en la causa 
criminal que se intente. 

Como puede notarse, la ley ha querido restrin- 
gir en lo posible el número de los juicios criminales 
sobre este delito. 

. Entre las diferencias que hay en la materia, en- 
tre el Código vigente y el Proyecto Tejedor, hare- 

(z)*Lib)0 a^, tom. 7, págs. 977 á 980. 
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mos notar que este último reprime con destierro (por 
dos aflos), el simple adulterio del marido. Nos refe- 
rimos á este respecto á lo que dejamos dicho en el 
examen del artículo 123. 

La represión que consagra el Proyecto Tejedor 
es fija ordinariamente; pero el máximun de las penas 
es^ por lo general, mas bajo que en el Código vi- 
gente. 

El Capítulo Segundo del Título que estudiamos 
se ocupa déla violación. 

El art. 127 define este delito y enumera en tres 
incisos los casos en que puede tener lugar; en lo que 
el Código está de acuerdo con lo que la doctrina y la 
legislación ha aceptado. 

No obstante, el artículo enumera una frase que 
no se encuentra en los demás Códigos, y que no tiene 
explicación satisfactoria; ^^aunque el acto no llegue 
á consumarse'\ En este caso, si ha habido aproxima- 
ción sexual y el acto no se ha consumado, hay una 
tentativa de violación y no el delito mismo, que para 
ser tal requiere que los hechos, que constituyen la 
acción criminal se hayan realizado en todas sus par- 
tes. Si el Código dijera unión sexual en vez de 
aproximación sexual^ aquella frase daria al artícu 
lo una explicación mas ó menos aceptable; pero tal 
como está el precepto, su interpretación puede dar 
origen á ambigüedades. 

El art. 128 establece la escala de penas para la 
represión de este delito, de acuerdo con el estado, con- 
dición, etc.^ de la mujer violada. La penalidad osci- 
la entre un mes de arresto, y presidio por quince 
años, y se aplica según la gravedad del delito en rela- 
ción á los hechos previstos en los cuatro incisos del 
artículo. 

Aunque ordinariamente la penalidad es propor- 
cional á esos hechos, mejor hubiera sido,para no in- 
currir en el casuismo del artículo, señalar una pena 
de límites amplios, que permitiera apreciar mejorías 
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diferentes circunstancias del delito, dentro de su má- 
ximuny mínimun; y otras penas igualmente yma- 
bles para casos determinados, y que por su gravedad 
requieren un castigo especial Tal es, por ejemplo, 
el caso en que el hecho se ejecuta por algún pariente 
en los grados mas próximos de consanguinidad ó 
afinidad— lo que en la legislación antigua constituya 
el delito de incestO'--, ó por los tutores, etc. 

Entre las disposiciones de éste artículo 128 es 
digno de crítica el inciso 2^ que dispone: ^*Si resul- 
tase la muerte de la menor (de doce años), la pena 
será de presidio por diez á quince años/' Considero 
mas previsor y acertado el artículo 254 del Proyecto 
Tejedor (muner ación del Código de Buenos Ai- 
res), según el cual si á consecuencia de la viola- 
ción de una menor de doce años resultaba altera- 
ción grave para su salud, la pena ordinaria del 
delito— presidio ó penitenciaria por seis aflos — po- 
dria aumentarse áocho aflos; y si resultaba la muer- 
te de la menor, dicha pena podría ser elevada hasta 
el máximum legal: es decir, hasta por tiempo inde- 
terminado. 

En efecto, sentado el principio de que el cri- 
minal responde por todas las consecuencias de su 
acción, no hay motivo fundado para no seguirlo 
dispuesto por el Código, en su art. 208 inciso 1°, 
que consagra en un caso análogo la pena que 
señala el Proyecto Tejedor. Si bien no puede im- 
ponerse la pena capital, porque el reo no tuvo el 
propósito de causar la muerte de la menor, existen 
en el hecho circunstancias de la mayor gravedad, 
que autorizan plenamente al legislador para usar 
de todo el rigor de la ley con el criminal 

El art. 129 prescribe que las penas estableci- 
das en el art. 128, se aplicarán respectivamente á 
los sodomitas. Creo que mas propio hubiera sido 
legislar en especial esta materia, que, aunque tiene 
sus puntos de semejanza con la anterior, cuando 
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"se ejecuta el delito en alguno de los casos enume- 
rados en el art. 127^ ofrece diferencias importan- 
tes en sus caracteres y efectos. 

El Capítulo Tercero legisla sobre estupro y cor- 
rupción de menores. 

El art. 130 castiga con prisión de uno á tres aflos 
al que estupre á una mujer virgen, mayor de doce 
aflos y menor de quince, empleando la seducción. 

. El Código de Buenos Aires legislaba idéntico ca- 
so en su art. 257; pero con la diferencia.de que fijaba 
la edad de la mujer entre los doce y veinte aflos. 

A mi modo de ver, las disposiciones de ambos Có- 
digos son exageradas. La edad de 20 aflos en la 
mujer, supone, con exceso de tiempo, la época en que 
su igrado de discernimiento ha sido suficiente para 
que pudiera darse cuenta de los peligros de la seduc- 
ción; en tanto que á los 15 aflos ese grado de discerni- 
miento no existe, ó existe imperfectamente en la ma- 
yoría de las jóvenes. A esa edad, la reflexión y la ma- 
durez del juicio no reúnen las cualidades que se re- 
quieren para pre veer la significación y consecuencias 
del hecho en cuestión. A mas, limitar á 15 aflos co- 
mo máximun la edad de la mujer para que la ley le 
dispense su protección, es favorecer indirectamente 
la seducción. 

Pienso, pues, que convendría mas fijar la edad de 
17 aflos como máximun, dejando la de 12 comomíni- 
mun, pues si la víctima tuviese menos edad que la 
última indicada, el caso sería siempre de violación 
(art. 127, inciso 3), y por lo tanto, de mayor gravedad 

Respecto de la pena establecida en el artículo 
que estudiamos, es demasiado leve, y opinamos 
que ha debido fijarse un máximum mas elevado. 

El art. 131 prescribe penitenciaria por tres á 

seis aflos para el caáo en que el delincuente fuese 

persona que ejerza autoridad, sacerdote, tutor, as- 

- cendiente, hermano, preceptor ó guardador de la 

víctima. Es aceptable la elevación de la penalidad 
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fijada en este artículo, en coní 
personal del delincuente. 

La corrupción de menof 
cialmeñte en el art. 132, que 
cuando la menor tuviese mer 
de 14; y 2^ cuando no hubie 
afios. En el primer caso la pe 
segundo, penitenciaria. 

Aun cuando en ese artice 
la frase: **para satisfacer los 
tenía la disposición del Proyec 
se ha tomado el precepto qu( 
tiende que al decir: «el que hab: 
so de autoridad^ ó confianza, pi 
la prostitución, ó corrupción ( 
fiere el Código al individuo i 
mente lenón, proxeneta, etc., s 
para satisfacer pasiones agen 

No nos explicamos porqu 
la prostitución y corrupoión d 
femenino solamente, á diferer 
jedor que hacía extensivas esj 
corruptores de menores de an 

Considerando la represión 
132, puede afirmarse que es e 
na, pues las penas señaladas 
se determinan para el estupn 
debe existir ante la ley entre 
preciable alcahuete; aquel pu 
nos atenuación; pero este, ninj 
pación implica mayor daño so 
espantoso grado de envilecin 
y absoluta ausencia de escrúp 

Del delito de rapto legisla 

El art. 133 castiga con p( 
seis años el rapto de mujer ( 
violencia; pero si mediare con 
jer, la pena será la señalada i 
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fifunos han criticado la segunda parte del artículo, 
con cuya crítica no estamos de acuerdo, pues siendo 
la característica del rapto en ese caso que la sus- 
tracción de la mujer casada se verifique mediante 
su consentimiento y con miras deshonestas, es in- 
dudable que hay fuertes razones para considerar el^ 
hecho como adulterio» 

Por lo demás, me parecen bien calculadas las 
condenaciones que prescribe ese artículo. 

El rapto de una menor de 1 2 años, es castigfado en 
todos los casos con penitenciaría (art. 134). Nada 
tenemos que observar á esta acertada disposición. 

El art. 135 reprime con prisión el rapto de viu- 
da honesta, ó de doncella ó de doncella mayor de 
12 años, ejecutado con violencia. En el segundo ca- 
so, si la víctima tuviese menos de 15 años y el rapto 
se ejecutase con su consentimiento, ó con intención 
de casarse, la pena será de arresto. 

Ha^o extensivo á este artículo lo que espuse 
con motivo del art. 130 (estupro), respecto de la edad 
de 15 años que se determina. 

Considero que la represión que establece el artí 
culo es demasiado leve en comparación con las de- 
más disposiciones que trae el capítulo; salvo el casti- 
go que señala para el caso en que el rapto se ejecute 
con intención de casarse. 

El art. 136 reprime con arresto por uno áseis 
meses, los demás casos de rapto ejecutado con violen- 
cia, que no este comprendido en los artículos ante- 
riores. 

Cuando en el rapto hubiere violación, ó estupro, 
dispone el art. 137, el rapto será circunstancia agra- 
vante del delito mayor. Ya hemos condenado antes 
este sistema de represión, si bien el Código es lógi- 
co, pues en esta parte está de acuerdo con los princi- 
pios que estableció al respecto en el título "De la 
agravación de las penas". 

El art; 138 determina que será reprimido como 
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homicida el raptor que no entregue la persona roba- 
da, 6 no diere razón satisfactoria de su paradero. Qui- 
zás habría sido mas conveniente señalar una pena 
mayor que las que prescribe este Capítulo, y no ex- 
tremar la represión en la forma que lo hace el ar- 
tículo; pues aunque el hecho de no encontrarse á la 
persona raptada induce á graves presunciones con- 
tra el raptor, esa sola circunstancia no basta, para 
castigarlo como homicida. 

Puede notarse que el Código no legisla sobre 
el rapto ejecutado mediante astucia, etc.; en lo cual 
es incompleto. 

El Capítulo Quinto trata de las '^disposiciones 
comunes^^ á los delitos precitados, y que en realidad 
solo se refieren á la violación, estupro y rapto. 

Pasaré por alto los arts. 139, 140 y 141, pues son 
preceptos tan acertados, que, á mi juicio, no pueden 
dar lugar á crítica alguna. Me refiero, para su 
conocimiento, á la simple letra del Código. 

El art. 142 dispone que sufrirán la pena del 
autor principal, "los ascendientes, tutures, curado- 
res, maestros y cualquiera persona que con abuso 
de autoridad ó encargo, cooperasen como cómpli- 
ces á la perpetración de los mismos delitos. En 
esta enumeración, se ha debido incluir también á 
los descendientes, á los afines en línea recta, y á 
los hermanos, porque respecto de éstos existen los 
motivos que se han tenido en cuenta para incri- 
minar á los ascendientes. 

Antes de pasar adelante, diremos que, ordina- 
riamente el Proyecto Tejedor es mas benigno que 
el Código actual en la represión de los delitos que 
acabamos de estudiar, en lo que no estamos de 
acuerdo, pues como ha podido notarse, en mas de 
un caso hemos opinado que la penalidad de este 
último es demasiado baja. 

El Título Cuarto legisla sobre matrimomos 
ilegales. 
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La Ley de Matrimonio Civil dictada con pos- 
terioridad al Código, contiene varias sanciones pe» 
nales que son de estricta aplicación. Por ellas y 
por el espíritu y carácter de la Ley citada deben 
guiarse los jueces al aplicar las disposiciones del 
título que vamos á examinar, y que en parte han 
quedado derogadas por esa causa. 

El árt. 143 castiga con penitenciaria por tres 
á seis aflos al que contrajere matrimonio, sabiendo 
que existe inypedimento dirimente no dispensable. 
Los impedimentos á que se refiere el artículo, solo 

Eueden ser ahora los que enumera el art. 9 de la 
.ey de Matrimonio Civil, y que causan la nulidad 
absoluta del matrimonio. 

Según el art, 144, la misma pena se aplicará 
al que engañando á una persona, simule matrimo- 
nio con ella. Este artículo no ha sido derogado, y 
su penalidad, como la del anterior, está muy bien 
calculada. 

Es también de aplicación el art. 145, si bien ha- 
brá que examinar para ello los casos en que., habiendo 
impedimento^ no cause este la nulidad del matrimo- 
nio. 

El art. 146 no podrá tener aplicación en la actua- 
lidad, como puede comprobarse poi su simple lec- 
tura. 

Nada tenemos que observar á los arts. 147 y 149, 

El art. 148 reprime con tres á seis meses de ar- 
resto al menor que contraiga matrimonio ilegal. 
Considero que es impropio castigar en un Código Pe- 
nal el hecho de que se ocupa este artículo. Esa 
acción no debe constituir delito, sino que á mas de 
ser válido el matrimonio, la ley civil establece ál res- 
pecto sanciones que pueden producir por si solas los 
efectos que se buscan. 

El Título Quinto se ocupa de los delitos contra 
el estado civil de las personas. 

Los arts. 150,151 y 152 legislan casos particu 
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lares de estos delitos, señalándose en todos ellos la. 
pen^de uno. á tres aflos de prisión. El art 153^ mas 
general, prescribe, que sufrirá la misma pena de los 
citados arts., el que en cualquiera otro caso,que no sea;: 
de los especificados en ellos, usurpe el estado civil 
de otro' \ sin perjuicio de la que le corresponda, 
cuando le defraude sus bienes ó derechos. 

Parece indudable que habría sido mejor establecer 
un precepto general, semejante al del art. 153,y dis- 
posiciones particulares que legislasen especialmente 
los casos que por su gravedad merecieren también 
u|ia pena especial. Porque á nada conduce separar, 
énla forma que lo ha hecho el Código, las disposicio- 
nes contenidas en los arts. 150, 151 y 152, que tienen 
la misma gravedad, puesto que á todos ellos se asig- 
na la misma pena, de uno á tres años de prisión. . 

Por lo demás, el tiempo de la penalidad esta- 
blecida es aceptable, á mi juicio. 

El Título Sexto trata de los delitos contra las 
garantías individuales. 

El Capítulo Primero del mismo, se ocupa de la 
detención privada, y en el artículo 155 castiga qoú 
prisión de uno á tres años aí que prive á otro de su 
libertad, encerrándolo ó deteniéndolo, contra su vo- 
luntad en los casos que determina en sus cuatro in- 
cisos. 

Apesar de su casüismo, el artículo no compren 
de hechos de tanta ó niayor gravedad que los que 
enuncia en sus disposiciones. 

La represiones, á mi modo jie ver, demasiado 
benigna, dada la gravedad de los hechos. Opino que^ 
dentro del sistema penal del Código^ ha debido im* 
ponerse penitenciaría. 

Los art. 156 y 157 determinan penas de arresto, 
variables según eí tiempo de la secuestración y se- 
gún que concurran ó no algunas de las circunstan* 
cias expresadas en el art 155, 

En veídcl sistema, adoptado por el Código para 
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legislar en estos dos artículos, habría sido mas pro- 
pio establecer, en una sola disposición, un precepto 
de carácter general, que señalase una pena cuyos 
límites fuesen lo suficientemente distantes, para que 
el juez pudiera apreciar las diversas circunstancias 
del delito con mas amplitud de examen; porque pue- 
de ocurrir que el tiempo de la secuestración como 
circunstancia, esté subordinado á otra de diferente 
calidad. 

Antes de continuar, hacemos referencia de una 
grave incorrección de que adolecía el Proyecto 
Tejedor en esta materia. En una de sus disposi- 
ciones se castigaba con la pena del autor del de- 
lito al que proporcionaba casa ó lugar para la 
detención, ó encierro; en lo cual el Proyecto con- 
trariaba abiertamente los principios establecidos so- 
bre los cómplices, pues consideraba como tales á 
los que procurasen al autor principal los objetos 
directamente necesarios para la consumación del 
crimen, etc., etc. Es fuera de duda que el objeto 
directamente necesario para que pueda ocurrir la 
detención de una persona, es la casa ó lugar en 
que aquella debe llevarse á cabo. 

Habría sido mejor, legislar, como lo hace 
el Código actual, sin reprimir especialmente al cóm- 
plice, y menos todavía equipararlo al actor princi- 
pal. 

El Capítulo Seguodo trata de la sustracción 
de menores. 

El art. 158 reprime con prisión de uno á tres 
aflos al que sustragere á un menor de 9 aflos del 
poder de sus padres, tutor, ó persona encargada 
de él. 

Se ha observado por algunos, y con toda razón 
á nuestro parecer, que la pena señalada en este 
artículo és demasiado leve, y que de todos los Có- 
digos penales existentes, él que ¡estudiamos es el 
que determina menor castigfO para ese delito. Ha- 
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cemos nuestras dichas observaciones; pero entende- 
mos que algunos de los comentaristas que han he- 
cho la crítica, han exagerado sus conclusiones. 
Así, el proyecto de los Doctores Piflero, Rivarola 
y Matienzo, prescribe la pena de tres á diez años 
de penitenciaria para el caso que examinamos: repre- 
sión que nos permitimos calificar de excesivamente 
severa. 

El art. 159 determina que incurrirá en la pena 
señalada por el art. 158, el que hallándose encargado 
de un menor de nueve años, no lo presente á sus pa- 
dres ó guardadores que lo soliciten. Me parece de- 
masiado elevada la condenación de este artículo. 
Puede ocurrir que el menor desaparezca del poder 
del que lo tiene, sin que medie siquiera culpa ó impru- 
dencia de este; tal es el caso en que le ha sido sustraí- 
do. Para salvar esta dificultad^ nuestro artículo— que 
ha sido tomado del Código Español — , debió agregar 
como este: ^*ni diere razón satisfactoria de su para- 
dero^'. 

El art. 160 señala tres á nueve meses de arresto 
para el que indujere al mayor de 9 años y menor de 
15, á que fugue de casa de sus padres, guardadores, 
etc. 

Pienso que el Código no ha debido fijar como mí- 
nimum la edad de 9 años en el presente artículo. Si 
en los delitos de violación y estupróse ha considera- 
do que hasta la edad de 12 años no hay el discerni- 
miento necesario para que la víctima pueda darse 
cuenta del acto, ha debido juzgarse de igual manera 
en el caso que estudiamos, y establecerse también la 
edad de 12 á 15 años. Por lo demás, el tiempo fija- 
do á la condenación está bien calculado. 

El Proyecto del Dr. Tejedor distinguía, sin nece- 
sidad alguna, el caso en que el menor sustraído se 
encontraba en poder de los padres, del caso en que 
estuviese en poder de su guardador ó de cualquier 
otra persona encargada de su custodia. En efecto, 
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siendo el hecho el mismo en todos los casos, no habia 
para que distinguir. 

El Capítulo Tercero del Título que estudiamos 
se ocupa del abandono de niños. 

El art. 162 determina que sufrirá arresto por 
tres á seis meses y multa de 20 á 200 pesos el que 
abandone á un menor de siete aftos, que estuviese á 
su cuidado. En el presente artículo habría sido bas- 
tante á los efectos de la represión la sola pena cor- 
poral que se establece, pues la multa no es propia 
por su naturaleza, para ser aplicada al castigo de 
este delito. 

El art. 163 prescribe que, si á consecuencia del 
abandono muriese el niflo, se aplicarán de tres á seis 
aflos de penitenciaría. Creo que ha debido elevarse 
el máximun de esta pena, teniendo en cuenta la gra- 
vedad del hecho, y dado que el autor del delito res- 
ponde por todas las consecuencias, directas 6 indi- 
rectas, de su acción. 

Dispone el art. 164 quesera castigado con mul- 
ta de 50 á 500 pesos en favor del menor, el que 
teniendo á su cargo la crianza ó educación de este, 
lo pusiera en un hospicio público ó lo entregare á 
otra persona sin el permiso correspondiente. Mas 
propio y de mayor efecto habría sido aplicaren este 
caso una pena corporal de corta duración. 

Hay que observar también que el artículo no de- 
termina la edad del menor, lo cual debió hacerse puQs 
resulta que, dados los términos de la disposición, 
puede ocurrir el ridículo caso de incriminarse al en- 
cargado de la educación de un menor de 21 aflos. . 

Tratando este delito, el Proyecto Tejedor ést¿- 
blecia varias medidas de carácter preventivo (art, 
290 y 292, numeración del Código de Buenos ÁiresJ. 
Por masque el propósito humanitario que anima á 
esas disposiciones sea digno del mayor aplauso, es 
indudable que dichos preceptos corresponden, mas 
que á las leyes positivas, al dominio de la Moral; y en 
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mi opinión, el Código vigente, ha hecho bien en supri- 
mirlas. 

El Capítulo Cuarto se ocupa de la violación de 
domicilio. 

Elart. 165 reprime con arresto hasta seis meses 
y multa de 10 á 100 pesos, al que entre en morada 
agena contra la voluntad del morador, ó al que eje- 
cutare lo mismo subrepticiamente, ocultándose en 
ella. Si mediare violencia ó intimidación, la pena será 
de prisión por uno á dos años y multa de 100 á 500 pe- 
sos. Considero que habría sido mejor establecer 
una 5ola clase de pena, pues los mismos efectos se 
conseguirían sin la dualidad del castigo que prescríbe 
el artículo; si bien habría que elevar el máximun de la 
pena que se adaptara, á fin de que la represión guar- 
dase la proporcionalidad necesaria con los hechos* 

Nada tengo que observar á lo que preceptúan 
los art. 160 y 167 sobre este mismo delito. 

En el Capítulo Quinto se legisla sobre amena- 
zas y coacciones. 

Elart. 168 determina que el que amenazare á 
otro causar á él ó á miembros de su familia, en sus 
personas, honra ó bienes, un mal que constituya de- 
lito, será castigado: 1^ Con la pena inferior en gra- 
do á la señalada por la ley al hecho con que se ame- 
nazare, si hubiese conseguido su propósito; 2^* Si 
no lo hubiese conseguido, con la pena inferior en dos 
grados^ y en caso de no ser esto posible, se aplicará 
el mínimum de la pena inferior en un grado. Como 
puede notarse^, vuelve el Código á incurrir en el gra- 
ve error de hablar de grados en la penalidad, á conse- 
cuencia de lo cual este artículo no puede tener apli- 
cación satisfactoria en la práctica. Hacemos exten- 
sivas, pues, las observaciones que expusimos al estu- 
diar la segunda parte del inciso 2 del art. 12 (de lá 
tentativa). 

Los casos de amenaza no coi^iprendidos en el 
artículo anterior se castigan en elart 169 con arres- 
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to por uno á tres meses. Esta pena es, á todas luces, 
excesivamente baja. 

Nada tenemos que observar á las medidas pre- 
ventivas que establece el art. 170. 

En los arts. 171 y 172 se reprime con arresto 
por uno á tres meses y multa de 25 á 200 pesos, al 
que impidiere á otro con violencia hacer lo que la ley 
no prohibe, ó le compeliese á ejecutar lo que no 
quiere, y al que se hiciese justicia por si mismo, to- 
mando ó haciéndose dar una cosa de su deudor para 
hacerse pago con ella. Es criticable en ambos artí- 
culos el haber establecido penas tan bajas y tan poco 
proporcionadas á la gravedad de los hechos. Ade- 
más, considero que la condenación corporal elevada 
en el tiempo de su duración, podría dar por si sola sa- 
tisfactorios resultados. 

El Capítulo Sexto trae la materia referente al 
descubrimiento y revelación de secretos. 

El art. 173 reprime con arresto, variable encada 
uno de sus dos incisos, al que se apodere de papeles 
de otro. Para fijar el cuantum de la pena, se tiene 
presente las circunstancias de haberse ó no revelado 
los secretos que dichos papeles contengan, y el hecho 
de aprovecharse ó no de ellos. 

En esta parte habria sido conveniente que el 
Código hubiese señalado la pena de multa, que por su 
naturaleza es la que guarda mayor relación con los 
hechos que castiga el artículo. 

En los arts. 174 y 175 observaremos que basta- 
ría á los efectos de la represión, la pena de multa so- 
lamente, si bien elevándose el máximun que prescri- 
be el Código (500 pesos). 

Es perfectamente aceptable el art. 176, por el 
cual se dá al perjudicado la acción civil para reclamar 
la indemnización correspondiente. 

Délos delitos de ca/www/as é injurias stocM- 
pa el Título Séptimo. 

El art. 177 define la calumnia en los siguientes 
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términos: ''La falsa imputación de ui 
g*a obligación de acusar el Ministeri 
Utos cometidos por un empleado pú. 
cicio de sus funciones". Esta nocid 
calumnia es exacta, aunque pudo ser 
diciéndose como en el art. 137 del 
Doctores Pifiero, Ri varóla y Matiei 
tuye calumnia: **la falsa imputaci( 
que dé lugar á la acción pública/' 

Dispone el art. 178 que el n 
sufrirá de uno á tres aflos de prisió 
con lo que dijimos al tratar del 
presente otra vez, que nos parece 
la reprensión que determina el C( 
delito. 

Agrega el mismo artículo 178, 
cesado probase la imputación, qi] 
pena. Este principio, que determin 
ferencias fundamentales que el 
reconoce entre la calumnia y la ii 
menos que ser aceptado. Habiend( 
él interés general en la imputación 
dé lugar á la acción pública, la so 
peñada en que se haga luz sobre ( 
no puede efectuarse sino permitiéi 
del cargo ó imputación. 

Dispone el art. 179 que comete 
deshonra, desacredita ó menospreí 
medio de palabras ó escritos que i 
tituir calumnia, ó por medio de hec 
que no importen otro delito mas ^ 

A continuación, en los arts. 18 
Código una división de las injuris 
leves, respectivamente, división qu 
cada con toda justicia por varios 
pues si en teoría, en la letra deL 
sencillo distinguir cuando una inji] 
cuando es leve, en la práctica es 
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vuelve poco menos que imposible, por la gran di- 
ficultad que existe en determinar en los hechos, 
la línea separativa de ambas. 

Elart. 182 prescribe las penas de arresto y mul- 
ta, variables, según que la injuria sea ^rave ó leve. 
De acuerdo con lo que acabamos de decir, pensamos 
que debe también suprimirse esta división en la pe- 
nalidad. 

Por lo demás, el C(5digo ha hecho bien en esta- 
blecer dos clases de pena (corporal y pecuniaria),para 
castigar la injuria,aunque el máximum y mínimum de 
ellas sea demasiado bajo. 

En el delito de injuria, nuestro Código no permi- 
te la prueba de la imputación. La razón es obvia; 
se hadicho por otros, y con todo fundamento, que la 
sociedad no tiene interés en conocer los vicios y de- 
fectos de las personas, y que prefiere el silencio. 

No obstante, se ha objetado que no es posible 
aceptar en absoluto ese principio, y asi, el Proyecto 
de los Doctores Pinero, Rivarolay Matienzo, propone 
en su art. 139 que: 

*4°— Si la imputación hubiese tenido por objeto 
defender ó garantir un interés público actual. 

í<2^— Si el hecho atribuido á la persona ofendida 
hubiere dado lugar á un proceso penal. 

'^3^ — Si el querellante pidiere la prueba de la im- 
putación dirigida contra él. 

*'En estos casos, si probase la verdad de las im- 
putaciones, el acusado quedará exento de pena''. 

Dispone el art. 183 que el reo de calumnia ó inju- 
ria equívoca ó encubierta, que rehuse dar en juicio 
explicaciones satisfactorias sobre ellas, sufrirá el mí 
nimum de la pena que corresponda á la calumnia 5 
injuria manifiesta. Aunque el espíritu de esta dis- 
posición es aceptable, me parece inconveniente el 
castigo que señala, poi que es fijo é invariable, á causa 
de lo cual el juez no podrá apreciar las circunstancias 
del delito. 
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Respecto de los arts. 184, 185 y 1 
mos á la letra del Código, pues á nuest 
pueden ser objetados seriamente. 

El Proyecto Tejedor legislaba ei 
tableciendo un casuismo inconvenien 
dad. Sin embargo, la represión era n 
la del Código vigente, si bien adolecía 
fecto de ser fija en la mayoría de los c 
castigo de la calumnia, á mas de la 
prescribía también la de multa. 

El Título Otavo que estudiamos 
actual, se ocupa de los delitos con 
dad particular^ y en su Capítulo I 
concerniente á robos y hurtos. 

Desde luego observaremos que 
distingue completamente en todas si 
lito de robo del delito de hurto. En el 
determina como característicos del i 
cia ó intimidación en las personas, y 
be que hay hurto, cuando se sustrae c 
te una cosa de otro. 

No obstante, el art. 190 determii 
hay robo, cuando se hace uso de la 1 
que hubiese sido sustraída (inciso 3) 
ejecuta el delito con auxilio de un ( 
pendiente de la casa á quien se hi 
(inciso 4). Como puede notarse, en 
no hay fuerza en las cosas (que es o 
ca del robo), ni violencia ó intimidac 
sonas, confundiéndose aquí las dos 
antes hicimos referencia, pues en reí 
20 y 40 citados del art. 190 son corresp 
lito de hurto. 

Examinemos las disposiciones i 
trae el Código sobre estos delitos. 

El art. 187 castiga con presidio 
determidado, ó por 10 á 15 años, al c 
con violación ó intimidación en las p 
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cón motivo ú ocasión del robo resultase un homi- 
cidio; 2^ Si pone en peligro de muerte á una persona 
por las violencias ejercidas en ella, si se le infiere 
una herida mortal, si se le mutila, si su salud es al- 
terada permanente é incurablemente, ó si ha habido 
violación; 3^ Si el robo se comete en despoblado y 
en banda ó complot". Varias observaciones se pre- 
sentan con motivo de este artículo. 

En primer lugar, el Código ha debido es- 
tablecer dos penas de la misma clase, pues si se 
quisieran reprimir los distintos casos que se preven 
en él con presidio desde 10 aflos hasta por tiempo 
indeterminado, habría bastado esta sola pena, sin 
necesidad de dividirla en dos, como lo ha hecho el 
artículo. 

No obstante permitirse en la penalidad am- 
plio campo al criterio judicial, considero que no han 
debido comprenderse en el mismo artículo, casos 
de gravedad tan diferentes como los que legilan 
los incisos 1^ y 3^ de aquel. 

No hay razón satisfactoria que explique el 
fundamento que ha tenido el legislador para incluir 
en el inciso 2^ el caso de violación. En efecto, cuan • 
do el autor del robo comete también una violación, 
realizando hechos campletamente diferentes, de- 
ben ser penados también con la represión seña- 
lada por la ley para cada uno de ellos. Es un 
grave error considerar la violación como circuns- 
tancia agravante del robo; ambos delitos, lo repeti- 
mos, son hechos independientes, que no guardan 
entre si relación alguna. 

El art. 188 reprime con seis á diez -aflos de 
presidio, á los que cometan robo con las circuns- 
tancias que determina en sus tres incisos. 

Con excepción de la calidad de la pena^ que á 
mi parecer es excesivamente dura, el tiempo fi- 
jado es bastante aceptable. 

El inciso 3^ del mismo art. 188 legisla un caso 
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de tentativa de robo. Dice el inciso: ^'Si se hiere/ó 
maltrata á una persona, para que descubra, entre- 
gue, ó no defienda la cosa que se intenta robar'* 
Es indudable que no había para que desviarse 
de los principios generales establecidos por el Có- 
digo anteriormente para la tentativa. 

En el art. 189 la pena que se determina, es la de - 
presidio por tres á seis aflos, que se aplicará cuan- 
do el robo se comete, mediando alguna de las cir- 
cunstancias que especifican sus cuatro incisos. 

Hago extensiva á este articulólas declaracio- 
nes que expuse respecto de la penalidad del ante* 
rior. 

El inciso 1° de este art 189 también legisla 
otro caso de tentativa de robo, semejante al inc, 
3^ del art. 188. 

Los demás incisos (2, 3 y 4), castigan casos 
de extorsión^ que también es un delito contra la 
propiedad; pero que, dada su naturaleza especial, 
hubiera debido establecerse en capítulo separado. 

El art. 190 señala tres á diez años de presi- 
dio en los casos de robo sin violencia ni intimi- 
dación en las personas, en los casos que determinan 
sus cuatro incisos 

En comparación con lf)s demás arts. que he- 
mos examinado, el 190 es demasiado severo, no* 
solamente por la excesiva intensidad de la pena 
de presidio — que, como también en los arts. ante- 
riores ha debido sustituirse por penitenciaria, con 
excepción del 187 — , sino también porque el má- 
ximum, de diez años fijado á su duración es suma- 
mente elevado. 

Ya hemos dicho antes que los incisos 3^. y 4^. 
de este articulo corresponden al delito de hurto. 

Dispone el art. 191, que la pena será de uno 
á tres año de prisión en los casos del artículo an- 
terior, cuando el monto de lo robado no exceda 
de quinientos pesos. Este precepto es por demás 
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inconveniente; pues determina una base de muy 
poca importa::cia con respecto á la disminución 
tan considerable que hace en la penalidad. De 
esta manera se tiene que,-^siempre en los casos 
del art. 190,— un robo por valor de 500 $ merece 
tan solo 1 á 3 años de prisión, en tanto que otro 
en el cual el monto de lo robado sea de 501 pesos^ 
es reprimido con 3 á 10 aflos de presidio; lo cual 
es una verdadera monstruosidad. 

A mas, establecer, como lo hace el Código, el 
cuantum de lo robado como punto de partida para 
la fijación de la penalidad, es determinar un prin- 
cipio por demás elástico y peligroso, que favorece 
el cálculo del criminal. 

El art 192 es inconveniente, porque establece 
una pena fija al prescribir que se aplicará el máximun 
de las penas establecidas, si hubiese á la vez violencia 
ó intimidación en las personas, y fuerza en los casos. 
Como este artículo legisla los casos en que el robo 
reviste la mayor gravedad, era propio elevar la pena- 
lidad, pero no como lo hace el Códig[o;sinó determinar, 
por ejemplo, desde la mitad al máximum de las conde- 
naciones establecidas. 

El art. 193 legisla el hurto cometido por medio 
de la clandestinidad; en lo que es incompleto, pues 
es sabido que este delito puede cometerse por otros 
medios, sobre los cuales nada establece el Código. 

Para determinarlas penas (arresto y prisión), se 
toma como punto de partida el hecho de que el valor 
de lo hurtado exceda ó no de 500 pesos. Ya critica- 
mos el art. 191 (del robo), que consagra un sistema 
análogo al del artículo que examinamos. 

El art. 194 adolece de este mismo defecto, pues 
determina que sufrirá la pena señalada para el 
hurto según el valor del objeto, el que arrebatare 
una cosa de poder del que la lleve. 

El art. 195 castiga con penitenciaria por tres 
á seis aflos al que robase cadáveres para hacerse 
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pagar su devolución, si consiguiere su objeto, y en 
caso contrario, con prisión por uno á tres años, Es 
mas propio el término sustraer, y rio robar que usa 
el artículo^ pues no se trata de cosas, sino de cuerpos 
humanos. 

Respecto de las condenaciones que señala el 
artículo, ellas, á mi parecer, habrían podido reducirse 
A una sola^ señalando un máximum y un mínimum. 

El Capítulo Segundo se ocupa de la usurpación, 

Los arts. 196 y 197 legislan dos cosas de es^ 
delito, señalando las penas de prisión y multa, y ar- 
resto y multa, variables. 

Considero que hubiera sido mejor establecer la 
pene pecuniaria solamente, si bien elevando su má- 
ximum (500 pesos). 

El Capítulo Tercero trata de los quebrados y 
otros deudores punibles. 

Nada tengo que observar á las acertadas dis- 
posiciones del art. 198» que reprime, en general, la 
quiebra fraudulenta y la culpable. 

El art. 199 toma, para fijar la penalidad, el mon- 
to de la pérdida ocasionada á los acreedores por la 
quiebra, siendo la base, que aquella exeda ó no del 
25 por ciento. Asi, se establece en este artículo una 
atenuante, cuya importancia no guarda relación con 
la reducción que se hace de la penalidad prescripta 
en el art. 198. 

Dispone el art. 200, que serán castigados con 
1 á3 años de prisión, los deudores no comerciantes 
que cometan algún ds de los hechos que prevee en 
sus tres incisos. El primero de estos se refiere al 
deudor que niega maliciosamente su deuda, res- 
pecto de cuyo caso, la condena del artículo me pa- 
rece demasiada severa. Los demás incisos (2 y 3), 
preveen casos mas ó menos generales, sin 
comprender todos los que pudieran producirse; 
por cuya razón habría sido de desear que fuesen 
reemplazados por un principio general 



Digitized by 



Google 



- 247 - 

El art. 201 determina que si las deudas no al- 
canzasen A 500 pesos, la pena será de arresto. Puede 
observarse en este artículo el error que antes he- 
mos hecho notar, respecto de la base que toma para 
fijar la represión. 

El Código de Buenos Aires disponía en su art- 
332 que las penas del deudor punible se harán ex- 
tensivas '^álos que á sabiendas compren, ó encubran 
los bienes que enajene li oculte el deudor en fraude 
de sus acreedores''. Este principio es realmente 
aceptable, pues se trata en este caso de reprimir una 
verdadera cooparticipación en el delito, y sin la cual 
no podrá este ejecutarse. 

En el Capítulo correspondiente al que acabamos 
de examinar, el mismo Código traía un artículo que 
amparaba la propiedad literaria, estableciendo mul- 
ta que podia llegar hasta 1000 pesos, y el comiso, 
para reprimir al que sin permiso del autor publicase 
una obra literaria, sus invenciones en ciencias ó ar- 
tes, ó represente, ó haga representar una obra dra 
mática de aquel; distinguiéndose el caso en que se 
hubiese expendido ó no algún ejemplar. 

Elevando el mínimum y el máximum de la pena 
pecuniaria establecida^ y haciéndola extensiva en el 
caso, del artículo á todas las producciones teatrales, 
esa disposición del Proyecto Tejedor sería muy 
aceptable como base de la legislación que aún 
está por dictarse entre nosotros sobre esta mate- 
ria. 

Defectuosa como es, la precedente disposícición 
debiera haber figurado en el Código vigente á falta 
de otra mejor. Hasta ahora, el Congreso no ha san- 
cionado elProyecto sobre propiedad literaria que está 
á su consideración desde hace algún tiempo, por 
cuya causa hay un completo vacío en lo que á esto 
respecta. 

El Capítulo Cuarto del Título que examinamos^ 
se ocupa de las estafas y otras defraudaciones. 
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El art. 202 define la estafa, diciendo que la co- 
mete: "el que con nombre supuesto, calidad simu- 
lada, falsos Títulos -ó influencia mentida, defraude 
á otros aparentando bienes, créditos, comisión, 
empresa, negociación, ó valiéndose paiael efecto 
de cualquier otro ardid ó engaño." 

El mismo art. 202 castiga la estafa con arresto, 
prisión y penitenciaria, señalándose estas penas y 
sus máximum y mínimum de acuerdo con el valor 
de la cantidad estafada. 

Con ocasión de disposiciones análogas de los 
Capítulos Primero y Tercero del Título que estu- 
diamos, criticado yá, el cual sistema que adopta el 
artículo para fijar la penalidad, y en consecuencia, 
hacemos extensivos á este, aquellas observaciones. 

El art. 203 enuncia en catorce incisos varios 
casos de defraudación, que reprime de acuerdo con 
la escala de penas, señalada en el artículo 202. 

Los límites de este trabajo no me permiten exa- 
minar en particular esos incisos; pero si diré que, 
aunque el Código no ha podido dar en esta materia 
un precepto general, que comprenda todos los ca- 
sos, hay varias disposiciones que han debido ser 
refundidas en otras, porque no ofrecen diferencia al- 
guna. 

Dispone el art. 204 que serán castigados con la 
pena determinada en el art. 201, los que vendan 
como bienes libres los que fuesen litigiosos, ó estu- 
viesen gravados, ó vendan, ó graven como propios, 
bienes que sean ágenos. La pena que determina el 
art. 201 es la de arresto por tres meses á un año 
que no guarda proporción, á causa de su extremada 
benignidad, con los hechos que prevée el art. 204. 

El art. 205 prescribe prisión y multa para cas- 
tigar al **que abuse de las necesidades, debili- 
dades ó pasiones de un menor para privarle de los bie* 
nes muebles de que puede disponer, ó hacerle fir- 
mar documento de pago ú otras obligaciones^ bajo 
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cualquier forma que se hiciere, ó disfrazare esta 
negociación.". Este artículo me parece muy acep- 
table, é injusta la crítica que se le ha hecho por 
otros, fundada en que él es innecesario, porque el 
Código Civil establece la nulidad de los actos pre- 
vistos en la misma disposición. 

A estar al precedente razonamiento, también 
debieran suprimirse otros artículos del Código, y 
hasta capítulos enteros, porque la ley civil ya esta- 
blecía de antemano sanciones al respecto. Pero 
ésto, como lo anterior, es inaceptable, pues en oca- 
siones no basta la condenación civil para prevenir 
lá perpetración de nuevos hechos. Dando á esas 
acciones el carácter de delitos y señalándoles la pena 
correspondiente,' se consigue evitar mas fácilmente 
que esos hechos se reproduzcan. 

Respecto de los art. 206 y 207 nada tenemos 
que observar en contra de ellos. 

De los incendios y otros estragos se ocupa el 
Capitulo Quinto del Título que examinamos. 

El art. 208 reprime con presidio por tiempo 
indeterminado el delito de incendio: 1^ — cuando 
fuese la causa inmediata de la muerte de alguna 
persona: 2^— cuando se ejecutase en el Archivo Ge- 
neral del Estado ó de los Tribunales. 

Este artículo trata disposiciones de gravedad 
tan diferentes, que hubiera sido mas propio le- 
gislarlas en dos disposiciones separadas, y cada 
una con su correspondiente incriminación. 

La pena que se establece, aún con respecto 
al caso del inciso 1^, que es el mas grave de todos 
los hechos que legisla este Capítulo, no guarda pro- 
porción á causa de su estremada severidad. 

Con mayor razón es criticable el art. 343 del 
Código de Buenos Ayres, que establecía la pena 
de muerte para casos análogos á los que legisla 
el inciso 1^ del art. 208 del Código vigente. En efec- 
to, hay que tener en cuenta que en ese caso, el 
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criminal no ha tenido intención de causar la muerte 
de una o más personas, sino realizar simplemente 
una desvastación en la propiedad; y si bien en 
principio el delincuente responde por todos los re- 
sultados que provengan del delito, en este caso 
solo corresponde una agravación prudencial; pues 
el homicidio causado intencionalmente por medio 
de incendio, descarrilamiento, etc., ya está legis* 
lado con anteriorioridad. 

El art. 209 castiga con diez á quince aflos de 
presidio, el incendio que se ejecute en casa habita- 
da. Considero que también en este artículo es ex- 
cesivamente rigurosa la pena señalada, no solo por 
el tiempo de la misma, sino también por su intensidad^ 
que es desproporcionada con el delito. 

Dispone el art. 210 que sufrirá presidio por seis 
á diez años el que cometa incendio en almacén, es- 
tablecimiento industrial, etc., etc.; pero si el perjui- 
cio causado no excede de quinientos pesos, se im- 
pojidrán tres á seis años de aquella pena. 

En la primera parte de este artículo, la conde- 
nación, aunque demasiada fuerte por su naturaleza, 
está bien calculada en el tiempo de su duración. 
Respecto de la segunda parte del mismo, me refiero 
á lo que dije con motivo del art. 202 (estafas), y otros 
anteriores relativamente al sistema adoptado para 
la reducción de la pena. 

El art 211 tómala misma base para fijar la re- 
presión— el valor del objeto incendiado — , y atiende 
al hecho de haberse ó no propagado el incendio á 
otros objetos. Las penas que señala son: peniten- 
ciaria, prisión y arresto. 

Son perfectamente aceptables los arts. 212 (es- 
tragos que se causen por otros medios), 213 (actos 
preparatorios para causar incendio, explosión, etc.) 
y 214 (incendio ú otro estrago en bienes propios); 
pues en todos ellos es admirable la presición y el 
acierto que ha tenido el legislador para proporcionar 
la penalidad á los hechos, 
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Los arts. 215 y 216 legislan sóbrelos delitos co- 
metidos en los ferro-carriles. 

El primero de estos castiga con prisión por uno 
átres años al que voluntariamente ocasione un des- 
carrilamiento de las locomotoras ó wagones. Si á 
consecuencia del hechose ocasionaren daños en los 
vehículos ó en las mercaderias, que pasen de cinco 
mil pesos, la pena será de tres á nueve años, de peni- 
tenciaria. 

La elevación de la pena, que consagra la se- 
gunda parte de este artículo es excesivamente des- 
proporcionada por su severidad, pues para reprimir 
os hechos^ que ella prevée, basta con la pena seña- 
adaen la primera parte del mismo artículo, y con 
las sanciones de carácter civil que lleva consigo 
todo perjuicio causado voluntariamente á tercero. 

El art. 216, quelegislalos casos en que se pro- 
dujeran lesiones ó muerte en alguna persona á con- 
secuencia del descarrilamiento, es perfectamente 
acertado, no solo por el tiempo, sino también por 
la clase de pena que señala (penitenciaria). 

Los art. 217 y 218 legislan los delitos cometidos 
en las líneas telegráficas, con una represión consi- 
derablemente mas baja que la establecida en los dos 
artículos anteriores, pues el máximum de la mayor 
de las penas es seis años de penitenciaria. 

Si bien los casos previstos en los artículos 218 
y 216, solí mas graves en sí mismo considerados, 
que los que legislan los arts. 217 y 218, no cree- 
mos que haya debido hacerse una reducción tan 
considerable en la penalidad de unos y otros. 

Sobre el Capítulo que acabamos de examinar, 
haremos presente que el Código no ha seguido un 
sistema conveniente pues el peligro social, verda- 
dera base de una buena legislación penal sobre in- 
cendios, no está considerado en primer término en 
sus disposiciones. 

El Capítulo Sexto trata délos daños, en los arts. 
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219 á 222, estableciendo las penas de prisión y arres- 
to, que se aplican, según los casos, á los ataques 
contraía propiedad que no estuviesen comprendidos 
en las disposiciones del Capítulo anterior. 

Elart. 220 hace una enumeración casuística de 
diversos casos de daños, en cuyo examen creo inútil 
detenerme. 

Ese artículo y el 221 determinan el cuantum y la 
clase de las penas, en consideración al monto del 
dafío^ sistema inaceptable, como lo he hecho notar 
repetidas veces. 

La disposición del art. 222 por la cual se es- 
tablece, que los ^^daños no comprendidos en los 
artículos anteriores, serán penados con arresto'^ 
es muy previsora y aceptable. 

Aún cuando por el último artículo citado no 
habría caso de daño, que no tenga pena señalada 
en el Código, habría sido mas conveniente reunir 
todos los artículos de este Capítulo en una sola 
disposición general,- que tuviese establecida unia 
sola pena también, con un máximum prudencial, 
que permitiera al juez apreciar debidamente todas las 
circunstancias en cada uno. 

El Capítulo Séptimo contiene las disposiciones 
gene tóales extensivas á estos delitos, y que son en un 
todo aceptables dado el acierto de los preceptos que 
establecen. El art. 233 se refiere á los parientes que 
están exentos de responsabilidad criminal por los 
hurtos, defraudaciones ó daños que recíprocamente 
se causen; y el 224 advierte que esa exención es exclu- 
siva de las personas enumeradas en el art. anterior; 
y elart. 225 dala acción civil para solicitarla restitu- 
ción de la cosa sustraida ó defraudada. 

La Sección Segunda del Libro Segunda del Códi- 
go tiene por epígrafe: ^'Delitos políticos y delitos pe- 
culiares á empleados públicos '\ Su Título Primero 
legisla sobre los delitos contra la seguridad inte- 
rior y e/(írfl?ew/)íí¿^//co, y comprendidos capítulos^ 
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El primer capítulo de estos se ocupa de la rehe* 
lión y sedición. 

Dispone el art. 226: *'Son reos de rebelión y su- 
^Trirán destierro por tres á seis años, los que se al- 
*^zan públicamente y en abierta hostilidad contra el 
^^gobiernode alguna Provincia, para cualquiera de 
**los objetos siguientes: 

'M^ Alterar ó destruir la constitución. 

^'2^ Deponer al gobernador ó á otro de los pode- 
"res públicos é impedir la trasmisión del mando en 
*Mos términos y formas establecidas en la constitu- 
*'ción. '':^ 

'^3^ Arrancar á los poderes constituidos alguna 
*^medida ó concesión. 

^^4^ Impedir la reunión de las cámaras legfslati- 
'^vas, disolverlas ó impedir que funcionen libre- 
'^mente. 

^^5^ Reformar las instituciones vigentes por 
^^medios violentos. 

^*6^ Sustraer á la obediencia del Gobierno al- 
^^gúxi departamento ó partido de una Provincia/' 

Este significado que dá el Código al delito de 
rebelión, es contrario al espíritu de las disposiciones 
de los arts. 6 y 22 de la Constitución Nacional, lo 
que puede comprobarse con la simple lectura de 
los mismos. 

Tampoco está de acuerdo con la verdadera 
noción de ese delito que dá la ciencia penal, el artí- 
culo que hemos transcrito. 

Aunque ese artículo es bastante completo en la 
enumeración que hace, habria sido mas conveniente 
establecer una disposición de carácter general, que 
abarcase todos los casos. 

La pena de destierro que se prescribe, debió ser 
mas elevada en su máximum; pues si bien el extraña- 
miento á perpetuidad seria demasiado severo, pienso 
que no habria inconveniente en aumentar á quince 
afios el máximum de duración de ese castigo, con lo 
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que el magistrado tendría mayor < 
dación. 

El Código de Buenos Aires, que le 
teriadé manera semejante á la legh 
prescribíala frase '^abierta hostilidad 
traen ésta última (ver el art. 227 ti 
minando, como elemento constitutiv< 
zamiento público para cualquiera d( 
enumeraba en el art. 356, cuyos se 
transcritos —con excepción del sex 
go vigente. Y es indudable que el s 
zarse públicamente para realizar es< 
abierta hostilidad; por cuya razón cr 
deíiciencia en ese artículo, apesar d( 
do la frase citada. 

Según el art. 227: "Son reos de 
"rán pena de destierro por uno á ti 
"sin desconocer al Gobierno constit 
"públicamente con alguno de los ob 

"1^ Deponer á alguno ó alguno 
"dos públicos de alguna Provincia ó 
"mentos, ó impedir que tomen posesi 
"legítimamente nombrados ó elegid 

"2° Impedir la promulgación, ó 
"leyes, ola celebración de las elecc 
"les. 

"3^ Impedir que las autoridade 
"mente sus funciones^ ó hagan cump 
"cias administrativas, ó judiciales. 

"4^ Allanar los lugares de prisi 
"que conducen los presos de un Ixxgí 
"ra salvar á estos, ó para maltratarla 

De acuerdo con lo que dijimos e 
creemos que el presente es incomple 
délos casos que enumera aquel d 
prendidos en este. 

La pena señalada es demasiad 
elevarse en su máximum» 
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El art. 228 se ocupB, del motín ó asonada, pres- 
cribiendo la pena de arresto para el castigo de los 
que cometiesen los hechos que él determina. 

Es de advertir que el Proyecto Tejedor distin- 
guía el motin de la^asonada: distinción inútil desde que 
para ambos establecia la misma pena: art. 368 (nume- 
ración del Cód. de Buenos Aire). En esta misma 
parte ese Proyecto contenia un principio muy acep- 
table, pues determinaba que la justicia de la petición 
con que se causaba el motin ó asonada, no eximia de 
responsabilidad, debiendo considerarse circunstancia 
atenuante. En efecto, el hecho en sí es siempre re 
probable; pero es equitativo tener en cuenta el mó- 
vil que lo ha guiado: elemento de considerable impor- 
tancia en la apreciación de todo delito. 

Los arts. 229 y 230 establecen penas invariables^ 
y por lo tanto inconvenientes. A pesar de esto, el 
propósito del legislador en ambas disposiciones es 
digno de encomio. 

Dispone el art. 231 que — *1os que cometan delitos 
comunes con motivo de la rebelión, motin ó asonada, 
ó con ocasión de ella, serán castigados con la pena 
que corresponde á esos delitos''. 

Desde luego hay que observar á este artículo, 
que ha omitido enumerar también el delito de sedi- 
ción, lo que quizas es debido á un error de imprenta, 
ó á una omisión involuntaria. 

A mas, en este caso debió establecerse el sistema 
de la acomulación de las penas, pues resulta que los 
delitos enunciados en el artículo que examinamos 
quedan sin castigo, puesto que el Código prescribe 
imponer únicamente la pena del delito común. 

Nada hay que observar al artículo 232. 

La disposición establecida por el art. 233, que 
prescribe condenar álos meros ejecutores al servicio 
de las armas, por uno á dos años, es inaceptable por 
que es excesivamente severa en relación á los he- 
chos que castiga. Dada su intensidad, esta pena es 
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tnas grave que la prescrita en el art. 2 
para los autores principales. 

Antes de pasar á examinar los 
notar una de las disposiciones masdigr 
de nuestra legislación pasada. Prescrit 
del Proyecto, del Dr. Tejedor (numen 
digo de Buenos Aires), que cuando 
rebelión ó sedición fueren mas de diez, 
ser igualmente procesados y sentencia 
la sentencia solo se ejecutaría en un 
no excediese de diez de cada clase, deb 
cados por la suerte. El sistema señí 
artículo^ semejante al de las quintas, 
sido tolerado á principios del siglo, p( 
época en que el Dr. Tejedor confecc 
yecto; y si ocurrieron casos aislados 
el ejército ó en algunas Provincias, e 
zón para que la ley autorizase y pr 
sus disposiciones ese principio detest 
que consagraba la mas irritante desig 
pecho de la Constitución Nacional. 

El Capítulo Segundo legisla sob 
de atentado y desacato contra la au 

En estos delitos la diferencia fun 
señala el Código, es que en el atenti 
cuente emplea la fuerza ó intimidación, I 
re con respecto al desacato. Asi el art. 
**cometen atentado contra la autorida 
"alzamiento público, emplean sobre ( 
^^ción ó fuerza al tiempo de practicar s 
"ó por consecuencia de haberlos pra 

El art. 235 prescribe prisión hast 
arresto hasta seis meses, según que € 
cometiese ó no con armas. 

Nos parece bien calculada la pena 
habría sido mejor establecer una pena 
en este caso sería la segunda que señal 
y otra mas elevada, no solo para el a 
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hecho se ejecutase con armas, sino también para 
otros que revisten igual ó mayor gravedad (ver .el 
art, 282 del Proyecto de Código Penal de los Dres. 
Pinero, Rivarola y Matienzo). 

El art. 236 dispone que será considerada como 
atentado contra la autoridad la extracción de presos 
délas casas de seguridad mediante astucia, cohecho 
ó seducción. Es indudable que el caso previsto en el 
artículo no corresponde al delito de atentado contra 
la autoridad, pues constituye uno especial, que se ha 
tratado en varias legislaciones con el nombre de: 
sustracción de presos. 

A más, no hay en el caso en cuestión, las cir- 
cunstancias que determina el art. 234 como carac- 
terísticas del atentado contra la autoridad; es decir, 
la intimidación ó la fuerza. 

Según el art. 237, cometen desacato contra la 
autoridad. 

**1 • Los que provocan á duelo, injurian ó amena- 
^^zan á un funcionario público á causa del ejercicio 
*^de sus funciones. 

**2^ Los que caucen grave perturbación del or- 
''den en los juzgados ó tribunales, y en donde quiera 
*'que las autoridades públicas estén ejerciendo sus 
*Tunciones. 

^^3^* Los que entran armados, manifiesta ú ocul- 
^^tamente, al salón de sesiones de las cámaras legis- 
^lativas. 

^'4^ Los que impiden que un representante ó 
^'funcionario público concurra á su cámara ó des- 
^ 'pacho. 

^*5° Los que resisten ó desobedecen abiertamen 
^'te á la autoridad''. 

Este artículo se presta á varias observaciones. 

El inciso primero, mas que á este delito, corres- 
ponde al de atentado contra la autoridad, como puede 
notarse por su sola lectura. 

El inciso tercero no ha debido inclirse en la 
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enumeración del artículo, pues es violento erigir 
en delito, el simple hecho de entrar armado al sa- 
lón de las Cámaras Legislativas. 

El inciso quinto debió tratarse aparte, porque 
constituye un caso del delito, de resistencia á la 
autoridad y que tiene caracteres bien definidos, y 
que varios códigos legislan especialmente. 

Los arts. 238 y 239 determinan penas de ar- 
resto, variables, según los casos del artículo 237. 
Hácensc en ellos distinciones por demás sutiles é 
inaceptables, por cuya razón creemos que habría 
habido mas conveniencia en establecer una sola 
pena, suficientemente amplia. 

El Título Segundo de la Sección que estudia- 
mos trata de los delitos peculiares^ d los emplea- 
dos públicos>^ y en su Capítulo Primero legisla so- 
bre usurpación de autoridad. 

Nada hay que observar á la correcta enume- 
ración que hace el art. 240 de los casos en que se 
comete este delito, como á los arts 241 y 242, que 
señalan la correspondiente penalidad. 

En el art. 242 hubiera sido mejor establecer la 
regla de la acumulación; pero el Código es lógico con 
lo dispuesto en la parte general (de la agravación de 
las penas), sobre la reiteración. 

El Proyecto Tejedor enumeraba cuatro casos 
de usurpación de autoridad, que podian haber sido 
refundidos en los tres que prescribe el Código vigen- 
te. Ese Proyecto señalaba también una pena de 
multa que no trae la legislación actual, y quesería 
propio establecer; pues por su carácter, esa condena- 
ción es conveniente para reprimir los hechos que 
enumera el art. 234. 

El delito de abuso de autoridad está legislado 
en el Capitulo Segundo. 

El art. 243 determina en diez extensos incisos los 
casos en que puede cometerse este delito. Esta 
enumeración es bastante completa y muy convenien- 
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te en la materia que examinamos, dada la índole es- 
pecial del delito de abuso de autoridad. 

El art. 244 prescribe arresto y suspensión de em- 
pleo para castigar los hechos expresados en el artí- 
culo anterior. La pena de arresto es insuficiente pa- 
ra reprimir algunos de los hechos enunciados; y la 
de suspensión es también inaceptable, pues al que 
abusa de su autoridad no solamente se le debe sus- 
pender, sino también destituir é inhabilitar. 

El Proyecto Tejedor, mas casuista que el Códi- 
go vigente— pues contenia 18 incisos en su art. 383—, 
comprendía en la enumeración, al Juez que impu- 
siera penas diferentes de las designadas por la ley 
para cada delito; en lo cual hay un grave error, á 
nuestro parecer, pues dicho caso pertenece al delito 
de prevaricato y no al de abuso de autoridad. 

Tampoco puede ser abuso de autoridad la falta 
de instrucción del sumario, ó la falta de practicar 
ciertas diligencias del juicio dentro* de los términos 
legales, sea por negligencia ó por mala intención del 
Juez. Esos hechos constituyen simples faltas al 
cumplimiento del deber, que no son delitos, y que 
deberá ser corregidas disciplinariamente por el supe- 
rior gerárquico. 

En otros casos es también incorrecto el Pro- 
vecto Tejedor; tales son los que legislan los incisos 
ló y 17, correspondientes al 9 y 10 del art. 243 de 
nuestro Código. 

El Capítulo Tercero se ocupa del prevaricato^ 
y en el art. 245 dispone que comete ese delito: '*P 
el Juez que expide sentencia definitiva ó interlo- 
*^cutoria,ó que tenga fuerza de tal, si fuese contra- 
tarla á la ley expresa invocada en los autos, salvo 
*^prueba de que ha procedido por error. . 
—''2'' El Juez que conoce en causa que patrocinó 
**como abogado;'^— ''3° El Juez que á sabiendas cita 
^*hechos ó resoluciones falsas.'' 

Al inciso 1^ de este artículo hay que observar 
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que solo provee los casos en 
sentencia definitiva óinterlocut( 
de tal; quedando sin castigo la 
contrarias á la ley, que pued 
*'salvo prueba de que ha procí 
demás, puesto que ese princií 
nado en el Libro Primero del 
Criminal, art. 6^.) 

El inciso 2° del mismo artíi 

niente, y puede dar lugar á lan 

desde que es posible que el Ju( 

causa que patrocinó como abo^ 

ci(5n perfectamente justa. Por ( 

de procedimientos, establecen í 

partes puedan recusar al Juez e 

La represióji de los hechos i 

culo que acabamos de estudiar, 

art. 246, que castiga á los jueces 

habilitación perpetua para eje: 

sentencia se hubiere ejecutado, 

sufrirá además la pena queimp 

La pena de inhabilitación e 

cida; perg. á mi parecer, es ins 

sido propio acompañarla de un 

niaria, que en este caso es perfei 

con los hechos que se castigan. 

Respecto de la segunda pj 

de acuerdo con que el caso pr 

mayor gravedad, y que, por le 

elevación en la penalidad; pe 

acertada la forma que ha emp 

prescribir esa elevación, pues 

nos que el sistema del Tallón 

prevaricador. 

El art. 247 legisla sobre ( 
abogados y procuradores, en 
tamente sentadas, y respecto 
nemos que observar en contr 
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El art. siguiente (248), reprime el prevaricato 
previsto en el anterior, con multa de 100 á 500 pe- 
sos y suspensión en el ejercico de la profesión por 
4 á seis aflos. Elevando el monto de la cantidad 
pecuniaria en su máximum y mínimum, la penali- 
dad de esté delito sería completamente justa, porque 
la inhabilitación tiene fijada un tiempo proporcional 
á los hechos que castiga. 

Dispone el art, 249 que las anteriores dispo- 
siciones se aplicarán á los Jueces arbitros ó arbi' 
tradores, etc., en sus respectivos casos. 

El Código de Buenos Aires consideraba como 
casos de prevaricato, en su art. 385, el hecho de ne^ 
garse el Juez á fallar, so pretesto de oscuridad ó in* 
suficiencia de la ley, y el de apoyarse aquel en leyes 
supuestas ó derogadas. Respecto-del primero de los 
dos casos citados, no puede sostenerse propiamente 
que es un prevaricato, pues para que exista este de- 
lito es necesario un acto del juez, y en el caso en 
cuestión hay solamente un hecho negativo, que se 
resuelve en una falta al cumplimiento del deber. 

En cuanto al segundo caso, es evidente que el 
juez que se apoya en leyes supuestas ó derogadas, 
resuelve injustamente, lo que ya está previsto con 
anterioridad. 

La represión que señala ese Códig'o era mani- 
fiestamente impropia por su excesiva lenidad, tanto 
para castigar el prevaricato de los jueces, como el 
délos abogados y procuradores, 

El Capítulo Cuarto de la parte que estudiamos 
en el Código vigente, se ocupa del delito de cohecho, 
en los arts 250 á 254, tomados en la casi totalidad de 
las disposiciones de la Ley de 1863^ que hemos exa- 
minado anteriormente. 

La represión que señala el Código actual, mucho 
mejor que la de esa ley últimamente citada y que la 
del Proyecto Tejedor, es perfectamente proporcional 
á los diversos casos del delito que se preveen en el 
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Capítulo que examinamos. Ella consiste en las pe- 
nas de inhabilitación temporal á veces, y en otras 
ocasiones perpetua, multa, penitenciaria, y presi* 
dio. 

No obstante, el art. 252 prescribe una penali' 
dad demasiada baja, á nuestro entender; **Los ar- 
bitros que por precios diesen sentencia injusta, su- 
frirán las penas de inhabilitación y multa designa- 
das en el primer párjafo del art. 250.*' Bn justicia, 
se debió establecer también una pena corporal, aun- 
que fuese de poca duración. 

El Capítulo Quinto se ocupa de la infidelidad 
en la custodia de presos- 

El art. 255 suprime al empleado público cul 
pable de connivencia en la evasión de algún preso, 
ó detenido, cuya custodia ó conducci(Jn le hubiera 
sido confiada, señalando las penas de penitenciaria, 
prisión y arresto, que se imponen según que el reo 
estuviese ó nó condenado por sentencia ejecutoria- 
da, y en atención también á la pena que le hubiere 
sido impuesta, ó que mereciere. En tesis general, 
el sistema seguido por el Código en este artículo, 
es aceptable, pues se toman como base para fijar 
la penalidad elementos importantísimos, dejándose 
así mismo al juez amplio campo de apreciacióacon 
respecto á las demás circunstancias de cada caso, 
puesto que en la gradación que prescribe el artículo, 
cada pena es variable por razón de tiempo. 

Los art. 256 y 257 son inconvenientes^ porque 
establecen penas fijas. 

El Capítulo Sexto legisla sobre el delito de 
infidelidad en la custodia de documentos. 

Dispone el art. 258 que sufrirá prisión por uno 
á tres años, inhabilitación por doble tiempo y multa 
de 200 á 500 pesos, el empleado público que sus- 
traiga, oculte, detenga ó inutilice documentos con- 
fiados á su custodia. 

Si del hecho no resultase grave daño á tercero 
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6 Á la cosa pública, la pena será de arresto por tres 
A doce meses, y multa de 20 á 200 pesos. No creo 
justificada la excesiva disminución que se ha hecho 
en la penalidad de la segunda parte del artículo, 
porque la circunstancia de no resultar del hecho grave 
daflo á tercero, ó á la cosa pública, no es, por sí sola, 
suficiente para ello. 

En el art. 259, que castiga con arresto y multa 
al empleado público que, teniendo á su cuidado pape- 
les ó efectos sellados por la autoridad, viola los sellos 
(5 consiente en su violación, se ha omitido establecer 
la pena de inhabilitación que existe en el artículo an- 
terior. Por lo demás, el cuantum de la represión, es- 
tá bien calculado. 

El escribano que sustrae ó consiente que le 
sustraigan algún documento originario de sus archi- 
vos ó protocolos, es penado con penitenciaria por 
tres á seis afios, é inhabilitación perpetua (art. 260). 
Esta disposición ha sido justamente criticada por su 
deficiencia, pues no comprende la ocultación, des- 
trucción ó inutilización de los documentos, y los ca- 
sos en que se cometan e?os hechos en otra parte que 
no sean los archivos ó protocolos. 

En cuanto á la represión que señala el artículo 
que estudiamos, me parece demasiado elevada. 

Nada hay que observar á la disposición ge- 
neral del artículo 261. 

De la revelación de secretos trata el Capítulo 
Séptimo. 

Como se habrá notado^ en la Sección Primera 
de este Libro Segundo, se legisla también el delito 
de revelación de secretos. Si bien en aquel se re- 
fiere el Código al delito cometido por amigos, de- 
pendientes, etc., y al cometido en la corresponden- 
cía, en tanto que, en el que estudiamos, se 
reprimen á los empleados públicos y á los que 
ejerzan profesión, que requiera título, es fuera de 
duda, que no había necesidad de esta división y 
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que habría sido mas propio legislar conjuntamente 
todos esos heehos. 

El art. 262 castiga al empleado que en asuntos 
de servicio público revele secretos de que tenga 
conocimiento por razón de su cargo, con prisión^ 
destitución é inhabilitación, si del delito resultare 
grave daño á la causa pública, ó si la revelación 
se hiciere por dinero; y con destitución si no con- 
curriere ninguna de las expresadas circunstancias. 
Uno de los casos legislados en este artículo es de 
cohecho, cuando el delito se comete por dinero. 

En esta materia correspondía perfectamente 
aplicar una condenación pecuniaria, cuya naturaleza 
es congruente con la de Jos hechos previstos en el 
artículo 262.. 

Las observaciones que acabamos de exponer, 
las hacemos extensivas al art. 263, referente al em- 
pleado público que, abusando de su cargo, intercep- 
te, sustraiga, inspeccione, oculte ó publique. papeles 
privados. Agrega el mismo art. 263, que si el abuso 
recae en documentos públicos, mediando dinero ó 
grave daflo, se impondrá el máximun de la repre- 
sión. A los defectos apuntados, hay pues que agre- 
gar el que contiene esta última parte, por lo invaria- 
ble de la condenación. 

El art. 264 castiga con destitución y arresto has- 
ta tres meses, al empleado público que revele secre- 
tos de un particular, de que tenga conocimiento por 
razón de su oficio. Considero que la represión se- 
ñalada por este artículo es demasiada benigna, y por 
lo tanto, insuficiente; y que también habria convenido 
establecer en él una pena de multa, como en los an- 
teriores. 

Finalmente, el art. 265 determina que sufrirán 
suspensión de seis meses á un año y multa de 25 á 300 
pesos, los que ejerciendo profesión que requieren 
título, revelasen secretos cuyo conocimiento hubie- 
sen obtenido por razón de ella, Hay que advertir 
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que este artículo no alcanza á los abogados, para los 
cuales se han establecido penas al respecto en el art. 
247 (del prevaricato). 

A nuestro modo de ser, las dos penas^que seña- 
la el art. 265 han debido elevarse considerablemente, 
tanto mas si se tiene en cuenta que no establece el 
artículo ninguna condenación corporal. 

El Capítulo Octavo del título que estudiamos se 
oc\ipa.dé[ delito áe malversación de caudales pú- 
blicos. 

Está bien calculada la penalidad del art. 266, 
que reprime con suspensión y multa al empleado 
público que^ teniendo á su cargo caudales ó efectos 
públicos, fes diese una aplicación pública distinta 
de la señalada por las leyes, imponiéndose la se- 
gunda de las penas arriba expresadas solo cuando 
resultase daño, ó entorpecimiento al servicio público. 

El art. 267, que legisla el caso' en que el em- 
pleado hace uso para sí, ó para otro, de los cauda- 
les que custodia ó administra,establece,á mas de otras 
penas, la de multa que prescribe el artículo ante- 
rior; lo cual es poco lógico, pues el artículo que es- 
-tudiamos reprime un caso de mayor gravedad que 
aquel. 

Según el art. 268, '*el empicado que sustrae ó 
consiente que otro sustraiga los bienes, caudales ú 
otros valores públicos confiados á su administración 
ó custodia, será castigado con las penas seflaladas 
para los ladrones, é inhabilitación perpetua para car* 
gos públicos. Ha sido una indisculpable incorrec- 
ción del Código emplear el término ladrones^ pues no 
explica su significado, á consecuencia de lo cual este 
artículo dá lugar á dudas respecto de qué delito con- 
tra la propiedad se refiere esa disposición. 

Losarts.269, 270 y 271 son perfectamente cor- 
rectos, y nos referimos á la letra del Código simple- 
mente, para su examen. 

El Capítulo Noveno se ocupa de los fraudes y 
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exacciones^ cuyos preceptos están 
cepciónde la penalidad, casi literal 
Nacional de 1863, que antes exa 
mente. 

Aún cuando la represión seflal 
bastante aceptable en general, la ( 
Código vigente es mejor, porque h 
tanto pecuniarias como corporales^ 
proporcionalidad con los hechos, 

No obstante, pueden hacerse i 
gunas observaciones. Asi, el 
be como castigo, las penas imp 
di'ones f cuya, cláusula ya criticamo 

El Título Tercero legisla sob] 
comprende seis capítulos. 

En el Capítulo Primero trae € 
rente á Xa falsificación de sellos, j 

El art. 277 castiga con prisió 
afios al que falsifique sellos oficiales 
cionarios públicos, considerándose 
la impresión fraudulenta del sello 
cumentos en que sea necesario. 

Se ha criticado á este artículo, 
á mi parecer, el haber constituido ei 
hecho de falsificar firmas. Unican 
en esto con nuestro Código, el Esp 
Tejedor y la Ley Nacional de 1863; 
las demás legislaciones separa la i 
del delito de falsificación de docume 

Por lo demás, nada tengo que 
po señalado para la duración de 1 
277. 

Es igualmente acertado el a 
á la falsificación de sello, firma, mar 
individuos ó establecimientos partí 
observación que, con respecto á k 
artículo anterior, 

El art, 279 dispone que, cuando 
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artículos precedentes, el delicuente fuese emoleado y 
cometiere el delito abusando del cargo que ejerza, 
sufrirá el máximum de la pena, é inhabilitación per- 
petua. 

Desde luego, el artículo prescribe una condena- 
ción inaceptable por su fijeza. 

Respecto de la inhabilitación no se determina si 
ella es especial ó absoluta, aunque en la practica se 
interpreta que esa pena debe ser de carácter especial; 
es decir, limitada al cargo que ejercia el delicuente. 

El Proyecto Tejedor legislaba sobre falsifica- 
eiónde ¿ellos, marcas ó contraseñas usadas en las 
oficinas públicas para identificar un objeto, ó asegu- 
rar el pago de impuestos (art. 425, según la nume- 
ración del Código de Buenos Aises). Esta amplia- 
ción, que no trae el art 277 del Código vigente, es 
muy aceptable para evitar las dudas que puede susci- 
tar el término sellos^ tan vagamente usado en el art. 
277 expresado. 

El Capítulo Segundo trata de \di falsificación de 
documentos en general. 

El art. 280 determina los casos en que se comete 
falsedad en un documento. Esa enumeración no ha 
debido hacerse^ y el Código pudo haberse limitado á 
una clausula general, pues la falsificación de docu- 
mentos se puede cometer de tantas maneras diferen- 
tes, que lamas propia enunciación nunca seria com- 
pleta. 

El inciso 1^ del mismo art. 280 supone un impo- 
sible, pues determina que se comete el delito, "su- 
plantando documentos que no han existido, en libro ó 
en registro en que se inscriben los de su clase". En 
efecto, no se puede suplantar lo que no ha existido: 
ese precepto del artículo no tiene una explicación 
satisfactoria. 

Nada tenemos que objetar á las disposiciones 
de los arts. 281 y 282. 

De Id. falsificación de documentos de crédito 
se ocupa el Capítulo Tercero. 
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El art. 283 enumera los casos en que se comete 
este delito. Dice el artículo: Falsifica documentos 
de crédito: ' . . 

*^1^ El que fabrica y el que á sabiendas introdu- 
"ce al país falsos títulos de deuda pública de una pro- 
"vincia,ó municipalidad, ó el que se encarga de expen- 
"penderlos, y letras 6 libranzas de los gobiernos, ofici- 
"nas de hacienda provincial, ó municipalidad. 

"^2 El que altere los documentos verdaderos, 
"aumentando la cantidad que expresan, ó borrando 
"las anotaciones de cantidades amortizadas, que 
"consten en ellos. 

"3^ El que para recabar alguna cantidad del 
"fisco, fragua expedientes supuestos, ó aumenta ma- 
"liciosamente la cantidad de una acreencia legítima, ó 
"apoya su crédito con pruebas falsas''. 

La enumeración del artículo que estudia- 
mos es defectuosa, y la simple lectura de sus dis- 
posiciones basta para hacer notar, que faltan in- 
cluir en esos incisos documentos de importancia, 
como las cédulas hipotecarias^ letras de cambio, pa- 
garés, etc., etc. 

Las penas correspondientes á los hechos enun- 
ciados en el art. anterior están señaladas en el art. 
284^ que determina penitenciaria por tres áocho años 
y multa de 500 á 5000 pesos para los reos designados 
en el primer inciso, y prisión y multa 300 á 3000 pe- 
sos, para los de los dos incisos restantes. 

Nos parece que no ha debido establecerse una 
diferencia tan considerable entre la penalidad del 
inciso 1^ y la de los incisos 2^ y 3^, pues esta úl- 
tima es demasiado baja en relación á la gravedad de 
los hechos. 

El Capítulo Cuarto se ocupa de \2í falsificación 
de billetes de Banco, en un solo artículo (285), pa»» 
ra cuyo conocimiento me refiero al Código, porque 
sus acertadas disposiciones no pueden ser objeto de 
críti<;a. 
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El delito de falso testimonio está legislado en 
el Capítulo Quinto, 

El art. 28 establece la escala de penas (pre- 
sidio, penitenciaria, prisión, artesto y multa), con 
que ha de castigarse este delito), teniéndose en con- 
sideración la pena que se haya impuesto al pro- 
cesado, en virtud del falso testimonio. 

El art. 287, tomando por base los hechos de 
que el reo no llegue á sufrir su condena, sea ab- 
suelto, ó no termine el juicio por un motivo legal, 
señala penitenciaria, prisión, arresto ó multa, va- 
riables también en atención á la gravedad del de- 
lito, en cuya causa se hubiere prestado el falso tes- 
timonio. 

El art. 288 prescribe^ que, si la falsa declaración 
se hubiese dado en favor del reo^ la pena será ar- 
resto. 

El falso testimonio en materia civil se castiga 
en ej art. 289 con prisión y arresto, según que el 
valor de lo cuestionado exceda Ó no, respectiva- 
mente, de 1000 pesos. 

Considerando en conjunto los cuatro artículos 
precedentes, puede notarse que habría sido mas 
propio establecer una incriminación general para el 
falso testimonio en materia civil; pues aunque pa- 
rezca que hay proporcionalidad en los castigos que 
señala el Código (especialmente en los arts. 286 y 
287), es necesario tener en cuenta que pueden exis- 
tir circunstancias que den al falso testimonio un 
carácter de mayor gravedad, en un caso en que en 
otro independientemente dé la mayor ó menor gra- 
vedad de la causa en que se haya cometido el delito. 

En cuanto á las demás disposiciones de este 
Capítulo (arts. 290, 291 y 292), nada encuentro que 
observar. 

El Capítulo Sexto de este Título trae las dispo- 
siciones generales átlos delitos que acabamos de 
examinar. - - 
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El art. 293 señala arresto y multí 
cualquier otra manera, que no esté es 
Código, cometiese falsedad, simuland 
etc., la verdad, con perjuicio de tercero 
siciónes,en general^ bastante acepta 
sálvalas omisiones de que pueden adc 
de este Título. No obstante, habrá c 
gravedad del hecho excederá indudal 
ximum de las penas señaladas. 

El art. 274 reprime también con a 
al que fabricase y al que á sabiendas 
país, ó conservare en su poder, cufl 
otros objetos conocidamente destinai 
cación de billetes de banco,papel sella( 
tos de crédito. En este artículo, sei 
espíritu al 213, reprime el Código ío qv 
llamarse actos preparatorios del delitc 

El Título Cuarto, y último del Cóc 
bre los delitos contra la salud públi 

Los art. 295, 296 y 297 preveen 
lares de estos delitos, señalando arresl 
pensión en el ejercicio de la profesión 
cuentes. 

Teniendo en cuenta que en ningú 
que prescriben esos artículos excede i 
y el tiempo de las otras penas, de un a 
ción, creemos que la penalidad mares 
posiciones es insuficiente. En esos d 
dad de los hechos es siempre considí 
peligro que entrañan no solo para 1 
dual, sino también, como lo dice el epi 
lo, para la salud pública. Estas cons 
extrema facilidad de que gozan los del 
cometer los hechos, y otras tanta 
igual ó mayor peso que las expresad; 
suficientemente al legislador para usj 
ridad, y para establecer una represiór 
estuviesení mas en relación con los del 
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5 tres artículos deberían desaparecer, 
ar podría establecerse una disposi- 
I, que comprendiera todos los ca- 
dan ocurrir en esta materia: con lo 
ría el casuismo perjudicial del Código, 
castigo hechos de tanta ó mayor gra- 
s previstos. 

el art. 298 que, si á consecuencia de 
Lpresados en los artículos precedentes, 
iflos que merezcan mayor pena, se im- 
l delito mas grave. En éste, como en 
análogos, debió establecerse la regla 
ación de las penas, para que el de- 
salud pública no quede sin represión. 
?9 prescribe que los que violen la cua- 
irán destierro de uno á dos aflos, sin 
ser sometidos á ella sin forma de jui- 

sntro la razón que haya mediado para 
imente la violación de la cuarentena; 
;o era establecer una disposición ge- 
)dos los que de cualquier modo infrin- 
mentos dictados por las autoridades 
ira impedir la propagación de las pes- 
ias. Además,, en el artículo que estu- 
fa sido mas propio establecer una pena 
ue por su naturaleza guarda mas re- 
5 hechos, que la de destierro señalada 
o. 



íiando en pocas palabras las considera- 
i ha sugerido el examen de los artículos 
gente, creo que no es avanzado asegu- 
una obra científica, y. que, aún con 
10 de 1887, en que empezó á regir, deja- 
e desear. 
O Italiano, el de los Países Bajos, consi* 
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Wr^ás lds%ejórés hasta 1^ acíttialidad, y 'también 
el de 'Hungría, estaban vigentes desde años atra^, 
cuando se sancionó el nuestro. 

Antes de susaftci<5n habían tenido lugar algu- 
nas conferencias internacionales de Derecho Penal,y 
los hombres de ciencia en la materia, después de ar- 
duas discusiones, én las que se pusieron en tela de 
juicio cuestiones de la mas transcendental importan- 
cia, habian aceptado, como universales é inconcusos, 
preceptos que no existen en el Código cuyo examen 
acabamos de hacer rápidamente. 

Si l)ien es cierto que no era posible aplicar á 
nuestro' país todos los adelantos que la legislación 
y la ciencia del Derecho Penal habian realzado, 
cuando se puso en vigencia este Código, porque la 
índole de la República, sus costumbres^ etc., loim- 
pedián; no es menos cierto que se pudo aprovechar, 
y con fructuoso éxito, parte de ese adelanto. 

Sóbrela Ley de 1863, sobre el Proyecto del 
Dr. Tejedor, nuestro Código significa en la mayo- 
ría desús disposiciones, un sensible adelanto; pero 
los autores de las reformas pudieron ir mucho mas 
adelante. 

Por otra parte, no hay hasta el presente ver- 
dadera unidad en la legislación penal argentina, 
pues á mas de la Ley del 63 (que aplican los Tri- 
bunales Federales, y en defecto de ella el Código 
vigente), hay leyes sueltas de ferro-carriles^ mar- 
cas de fábrica, y demás que antes hemos exami- 
nado, que castigan delitos especiales. 

Dentro del cuadro de los delitos que prevee 
el Código ha dejado sin represión muchos hechos, 
respecto de cuya deficiencia hemos hecho notar al- 
guna parte en el examen particular de sus dispo- 
siciones. 

Con todo, lo que acabo de expresar no^significa 
que no haya en el Código un regular número de 
disposiciones dignas de encomio; pero ellas no pue- 
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dén salvar al conjunto, de la crítica que he apun- 
tado, y que; á mi juicio, está conforme con opinio- 
nes autorizadas. 

Tenemos un Código Civil, que, como se ha dicho, 
hace alto honor á nuestra patria y á su eminente au- 
tor el Dr.Dalmacio VelezSarsfield; nuestrq Código 
de Comercio satisface las necesidades de la materia^ 
y está en armonia, en la generalidad de í^us disposi* 
ciones, con el progreso realizado por el país; las le- 
yes de forma se modifican tanto en el orden nacio- 
nal (con excepción del Código de Proc. Civil), como 
en el provincial, para ponerlas en consonancia con 
los principios científicos del Procedimiento; pero el 
Código Penal, el mas importante de todos, como que 
es el que ampara los intereses mas preciados^la vida, 
el honor, etc. de las personas, es el mas atrasado, no 
obstante ser el quemas directamente debe influir en 
el progreso de las costumbres. 

Al finalizar estas páginas, formulamos el voto 
de que el Congreso Nacional se ocupe del Proyecto 
presentado por los Dres. Pinero, Rivarola y Matien- 
zo, y le dedique la atención y el estudio que él merece. 

Paraná, Setiembre de 1898. 

• Isidoro fimz JVIoreno 



Digitized by VjOOSI^ 



r 




PROPOSICIONES ACCESORIAS j 






1 — En la Nación Argentina no hay religión de Estado. 

2 — El juicio por jurados moraliza los pueblos, y es 
compatible con cualquier grado de civilización 
V de las sociedades políticas. 

3 — El apellido no es requisito indispensable para de- 
mostrar la posesión de estado en los juicios de 
filiación natural. 

4 — En casos extremos, la revolución es un derecho 
del pueblo, y un deber del ciudadano. 

5— La libertad de comercio es el sistema que se ar- 
moniza mejor con el progreso de los pueblos 
en todas sus manifestaciones. 

6— La acción de despojo es sui generis, y . requiere 
un procedimiento especial. 

Paraná, Setiembre de 1898. 

JSIDORO JRUIZ ^ORENO. 

Córdoba, Octubre 10 de 1898. 

Aprobada. 

C. MoYANO Gacitúa. 
Guillermo Reyna 

Secretario 
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